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SECCIÓN I.  AUTORIDADES Y PERSONAL

Nombramientos, situaciones e incidencias

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

CONDECORACIONES

Conforme al Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real Orden 
del Mérito Deportivo, podrá concederse al ingreso en la misma, con categoría de Gran Cruz, 
a los españoles que se hayan distinguido notoriamente en la práctica del deporte, en el 
fomento de la enseñanza de la educación física, o que se hayan prestado eminentes servicios 
en la investigación, difusión y desarrollo de la cultura física y del deporte.

Instruido el oportuno expediente, se ha acreditado la concurrencia en don Ernesto Segu-
ra de Luna, de los méritos y demás circunstancias contemplados en el Real Decreto 1523/
1982, y en la Orden de 24 de septiembre de 1982.

En su virtud, a iniciativa del Presidente del Consejo Superior de Deportes y Vicecanci-
ller de la Real Orden del Mérito Deportivo, y a propuesta de la Ministra de Educación y 
Ciencia, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de mayo 
de 2006, dispongo:

Vistos los méritos y circunstancias que concurren en don Ernesto Segura de Luna, se le 
concede el ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo, con la categoría de Gran Cruz.

Dado en Madrid, el 26 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–La Ministra de Educación y 
Ciencia, Mercedes Cabrera Calvo-Sotelo.

(«BOE» 27-V-2006.)

Conforme al Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real Orden 
del Mérito Deportivo, podrá concederse al ingreso en la misma, con categoría de Placa de 
Oro, a las personas jurídicas, organismos y entidades que se hayan distinguido notoriamente 
en la práctica del deporte, en el fomento de la enseñanza de la educación física, o que se 
hayan prestado eminentes servicios en la investigación, difusión y desarrollo de la cultura 
fisica y del deporte.

Instruido el oportuno expediente, se ha acreditado la concurrencia en la Selección Espa-
ñola Masculina de Balonmano, de los méritos y demás circunstancias contemplados en el 
Real Decreto 1523/1982, y en la Orden de 24 de septiembre de 1982.

En su virtud, a iniciativa del Presidente del Consejo Superior de Deportes y Vicecan-
ciller de la Real Orden del Mérito Deportivo, y a propuesta de la Ministra de Educación y 
Ciencia, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de mayo de 
2006, dispongo:
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Vistos los méritos y circunstancias concurren en la Selección Española Masculina de Balo-
nmano se le concede el ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo, con la categoría de Placa de 
Oro.

Dado en Madrid, el 26 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–La Ministra de Educación y 
Ciencia, Mercedes Cabrera Calvo-Sotelo.

(«BOE» 27-V-2006.)

Conforme al Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real 
Orden del Mérito Deportivo, podrá concederse al ingreso en la misma, con categoría 
de Placa de Oro, a las personas jurídicas, organismos y entidades que se hayan distingui-
do notoriamente en la práctica del deporte, en el fomento de la enseñanza de la educa-
ción física, o que se hayan prestado eminentes servicios en la investigación, difusión y 
desarrollo de la cultura física y del deporte.

Instruido el oportuno expediente, se ha acreditado la concurrencia en la Selección Espa-
ñola Masculina de Fútbol-Sala, de los méritos y demás circunstancias contemplados en el 
Real Decreto 1523/1982, y en la Orden de 24 de septiembre de 1982.

En su virtud, a iniciativa del Presidente del Consejo Superior de Deportes y Vicecan-
ciller de la Real Orden del Mérito Deportivo, y a propuesta de la Ministra de Educación y 
Ciencia, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de mayo de  
2006,  dispongo:

Vistos los méritos y circunstancias que concurren en la Selección Española Masculina de 
Fútbol-Sala, se le concede el ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo, con la categoria de 
Placa de Oro.

Dado en Madrid, el 26 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–La Ministra de Educación y 
Ciencia, Mercedes Cabrera Calvo-Sotelo.

(«BOE» 27-V-2006.)

Conforme al Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real Orden 
del Mérito Deportivo, podrá concederse al ingreso en la misma, con categoría de Placa de 
Oro, a las personas jurídicas, organismos y entidades que se hayan distinguido notoria-
mente en la práctica del deporte, en el fomento de la enseñanza de la educación fisica, o 
que se hayan prestado eminentes servicios en la investigación, difusión y desarrollo de la 
cultura física y del deporte.

Instruido el oportuno expediente, se ha acreditado la concurrencia en la Selección 
Española Masculina de Hockey Patines, de los méritos y demás circunstancias contempla-
dos en el Real Decreto 1523/1982, y en la Orden de 24 de septiembre de 1982.

En su virtud, a iniciativa del Presidente del Consejo Superior de Deportes y Vicecan-
ciller de la Real Orden del Mérito Deportivo, y a propuesta de la Ministra de Educación y 
Ciencia, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de mayo
de 2006, dispongo:

Vistos los méritos y circunstancias que concurren en la selección española masculina de 
hockey patines, se le concede el ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo, con la cate-
goría de Placa de Oro.

Dado en Madrid, el 26 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–La Ministra de Educación y 
Ciencia, Mercedes Cabrera Calvo-Sotelo.

(«BOE» 27-V-2006.)
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Conforme al Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real Orden 
del Mérito Deportivo, podrá concederse al ingreso en la misma, con categoría de Placa de 
Oro, a las personas jurídicas, organismos y entidades que se hayan distinguido notoria-
mente en la práctica del deporte, en el fomento de la enseñanza de la educación física, o 
que se hayan prestado eminentes servicios en la investigación, difusión y desarrollo de la 
cultura física y del deporte.

Instruido el oportuno expediente, se ha acreditado la concurrencia en el Club Interviú 
Boomerang, de los méritos y demás circunstancias contemplados en el Real Decreto 1523/
1982, y en la Orden de 24 de septiembre de 1982.

En su virtud, a iniciativa del Presidente del Consejo Superior de Deportes y Vicecanci-
ller de la Real Orden del Mérito Deportivo, y a propuesta de la Ministra de Educación y 
Ciencia, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de mayo 
de 2006, dispongo:

Vistos los méritos y circunstancias que concurren en el Club Interviú Boomerang, se le 
concede el ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo, con la categoría de Placa de Oro.

Dado en Madrid, el 26 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–La Ministra de Educación y 
Ciencia, Mercedes Cabrera Calvo-Sotelo.

(«BOE» 27-V-2006.)

En virtud de las atribuciones conferidas en el Real Decreto 1523/1982, de 18 de junio, 
por el que se crea la Real Orden del Mérito Deportivo, y en la Orden de 24 de septiembre 
de 1982, por la que se aprueba el Reglamento que establece las ordenanzas de dicha Real 
Orden, y teniendo en cuenta los méritos y circunstancias que concurren en los historiales 
deportivos y profesionales de las personas y entidades que a continuación se indican, 
vengo en conceder su ingreso en la Real Orden del Mérito Deportivo en las categorías que 
se señalan:

MEDALLA DE PLATA:

Don Xavier Arnau Creus.
Don Alfonso Arroyo Lorenzo.
Don Juan Ramón Beorlegui Ibars.
Don Javier Bosma Mínguez.
Don Manuel Busto Fernández.
Don Rafael Cañada Marichalar (a título póstumo).
Doña María Dolores Carande Exerez.
Doña Elisabeth Cebrián Scheurer.
Don Antonio Cid Cortés.
Don Antonio Cobas Martínez (a título póstumo).
Don Talant Dujshebaev Mukhanbetov.
Don Fernando Echávarri Erasun.
Don Juan Escarré Ureña.
Don Sergi Escobar Roure.
Don José Antonio Escuredo Raimondez.
Don Vicente Espinosa Pérez.
Doña Marina Farragut Castillo.
Don Luis Figueroa Griffith.
Don Juan José Fuertes Martínez.
Doña Ana María Gallego García.
Don Jorge Garbajosa Chaparro.
Don Julián García Candau.
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Don Julio García Mera.
Doña Cristina Gómez Arquer.
Doña Elena Gómez Servera.
Doña Concepción Guerrero Canchales.
Don Juan Jesús Gutiérrez Cuevas.
Doña María del Carmen Gutiérrez Isabel.
Don José Antonio Hermida Ramos.
Don Pablo Herrera Allepuz.
Doña Maria del Carmen Hidalgo López.
Don Alfredo Hueto Mayoral.
Doña Isabel Jiménez de la Parra.
Don Carlos Jiménez Sánchez.
Don Rafael Jofresa i Prats.
Don José Maria Lalanda Ruiz.
Doña Ángeles Martín Díaz.
Don Joan Lino Martínez Armenteros.
Don José Luis Martínez Rodríguez.
Don Juan Martínez Valero (a título póstumo).
Don Enric Masip Borrás.
Doña Patricia Moreno Sánchez.
Doña Laura Muñoz Ilundain.
Don Juan Carlos Navarro Feijoo.
Doña Rosa Maria Navarro Mata.
Don Jordi Núñez Carretero.
Don Josu Olalla Iraeta.
Don Antón Paz Blanco.
Don Marcelino Paz Fernández.
Doña Monserrat Puche Díaz.
Don Adam Raga Sans.
Doña Cecilia Rodríguez Bueno.
Don Joan Roma Cararach. «Nani».
Don José Sainz de la Maza Tobía.
Don Fernando Sánchez Bañuelos.
Don Daniel Sánchez Gálvez.
Don Manuel Santacruz Socas. «Palenke».
Don Francisco Suárez Mendoza.
Doña Ana Tarrés Campa.
Don Rafael Trujillo Villar.
Don Alberto Urdiales Márquez.
Don Emilio de la Iglesia Caballero.

MEDALLA DE BRONCE:

Doña Sagrario Aguado Nadal.
Don Tomás Alberdi Alonso.
Doña Élida Alfaro Gandarillas.
Don Rubén Álvarez Serrano.
Don Eugeni Asencio Aguirre.
Don Eduardo Ayuso Canals.
Don Eduardo Barrera Galíndez.
Don Eduardo Blanco Pereira.
Don José Luis Blanco Velasco.
Don José Antonio Bové Pérez.
Don César Carlavilla Cubillo.
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Don Manuel Casanova Larrayad.
Don Manuel Colmenero Férvida.
Don Marc Coma Camps.
Don Manuel de la Matta Sastre (a título póstumo).
Don José Santos Díaz García.
Don José Díaz García.
Doña Maria del Pilar Fernández Julián.
Don Gonzalo Fernández Rodríguez.
Don Enrique García-Raposo Sánchez.
Don Jesús Gesto Rodríguez.
Doña Encarnación Granados Aguilera.
Don José Luis Hernández Vázquez.
Don Manuel Hernández Vázquez.
Don Jesús Iglesias Cortés.
Don Martín Kronlund.
Don Norberto Mallo Buccini.
Doña Blanca Manchón Domínguez.
Don Luis Miguel Martín Berlanas.
Don Andrés Martín de Paz.
Don Luis Fernando Martín Ibáñez.
Doña Beatriz Mendoza Rivero.
Don Pedro Molina Vilchez.
Don Carlos Mondéjar Alonso.
Don Jorge Núñez Piris.
Don Manuel Pérez Rubio.
Don Felipe Petriz Calvo.
Doña Juana Maria Petrus Bey.
Don Manuel Prado Fernández.
Doña Nuria Puig Barata.
Don Rafael Puignau Fernández.
Don Juan Robles Marchena.
Doña Hilda Rodríguez Rodríguez.
Don Ulpiano Román Sánchez.
Don Benito Ros Charral.
Don Sergio Sánchez Hernández.
Don José Pascual Sanchís Ramírez.
Don Alejandro Soler-Cabot Sena.
Don Juan Torné Tuyá.
Don Kiyoshi Uematsu Treviño.
Doña Itziar Usabiaga Arriola.
Doña Benilde Vázquez Gómez.
Don Juan Viedma Castilla.
Don Miguel Ángel Zaborras Ciprian.
Doña Irene Zamora Soto.

PLACA DE PLATA:

I.E.S. «Ortega y Gasset» de Madrid.
Real Club Recreativo de Huelva.
Escuela Militar de Montaña y Operaciones Especiales del Ejército de Tierra.
Equipo Español de Doma Clásica.
Selección Española de Natación Sincronizada.
Programa «Castilla-La Mancha Olímpica».
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PLACA DE BRONCE.

Parque Deportivo Guiera-Cerdanyola del Vallés.
Agrupación Deportiva Marathón.
Club de Tenis de Mesa La General « Caja Granada».
Equipo Español de Persecución Olímpica.
Campeonatos Internacionales de España en Pista Rápida Villa de El Espinar-Open 

Castilla y León.
David Lloyd Club Turó.
Penya Unionista Figueres.
Club Polo Santa María.
Cerclés Sabadellés-1856.

Madrid, 19 de mayo de 2006.–El Presidente, Jaime Lissavetzky Díez.

(«BOE» 5-VI-2006.)

De acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 954/1988, de 2 de septiembre («Boletín 
Oficial del Estado» del 8), y en atención a los méritos y circunstancias que concurren en 
cada una de ellas,

Este Ministerio ha dispuesto conceder el ingreso en la Orden Civil  de Alfonso X el 
Sabio, con la categoría que se expresa, a las siguientes personas:

ENCOMIENDA CON PLACA

Don Jesús Beltrán Llera
Don Ángel Cabo Alonso
Don José Antonio Clavero Núñez
Don Robert L. Fiore

ENCOMIENDA

Don José María Alonso Pedreira
Don José Antonio Crespo-Francés y Valero
Don Kikuro Tani 

CRUZ

Don José Juan Castellano Benitez
Don Salvador García Jiménez
Don Francisco de Paula Montilla Domínguez
Doña Ana María Pacheco Martínez

PLACA DE HONOR

Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad – CERMI

Madrid, 23 de junio de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia, Mercedes Cabrera 
Calvo-Sotelo.
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INFORMACIÓN GENERAL

Ceses y nombramientos.–Orden ECI/1177/2006, de 3 de abril, por la se dispone el cese 
y nombramiento de Consejeros del Consejo Escolar del Estado, por el grupo de alumnos. 
(«BOE» 22-IV-2006.)

Orden ECI/1577/2006, de 17 de mayo, por la que se dispone el cese y nombramiento de 
Consejeros titulares y sustitutos del Consejo Escolar del Estado por el grupo de representan-
tes de la Administración Educativa del Estado. («BOE» 25-V-2006.)

Destinos.–Orden EC1/967/2006, de 23 de marzo, por la que se publica la adjudicación 
de puestos de trabajo convocados por libre designación mediante Orden ECI/534/2006, de 20 
de febrero. («BOE» 4-IV-2006.)

Orden ECI/1020/2006, de 31 de marzo, por la que se hace pública la adjudicación de pues-
to de trabajo, convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/533/2006,
de 9 de febrero. («BOE» 7-IV-2006.)

Orden ECI/1084/2006, de 4 de abril, por la que se aprueba la resolución definitiva del 
concurso de traslados para la provisión de plazas en las Ciudades de Ceuta y Melilla, entre 
funcionarios de los Cuerpos de Inspectores al Servicio de la Administración Educativa e 
Inspectores de Educación, convocado por Orden ECI/3434/2005, de 20 de octubre. («BOE» 
14-IV-2006.)

Orden ECI/1085/2006, de 4 de abril, por la que se aprueban las resoluciones definitivas 
de los concursos de traslados entre Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores Técnicos 
de Formación Profesional, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores de Músi-
ca y Artes Escénicas, Profesores y Maestros de Taller de Artes Plásticas y Diseño, convoca-
do por Orden ECI/3435/2005, de 20 de octubre. («BOE» 14-IV-2006.)

Orden ECI/1112/2006, de 2 de marzo, por la que se resuelve el concurso específico para 
la provisión de puestos de trabajo en el Instituto Geológico y Minero de España. («BOE» 
18-IV-2006.)

Orden ECI/1178/2006, de 7 de abril, por la que se publica la adjudicación de puesto de 
trabajo, convocado por libre designación. («BOE» 22-IV-2006.)

Orden ECI/1634/2006, de 15 de marzo, por la que se resuelve convocatoria de libre 
designación efectuada por Orden ECI/144/2006, de 12 de enero. («BOE» 30-V-2006.)

Orden ECI/1636/2006, de 9 de mayo, por la que se hace pública la adjudicación de pues-
to de trabajo convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/944/2006,
de 15 de marzo. («BOE» 30-V-2006.)

Orden ECI/1705/2006, de 28 de marzo, por la que se resuelve el concurso convocado 
para la provisión de puestos de trabajo en el Centro de Investigaciones Energéticas, 
Medioambientales y Tecnológicas, por Orden ECI/3973/2005, de 19 de octubre. («BOE» 
2-VI-2006.)

Orden ECI/1731/2006, de 23 de mayo, por la que se hace pública la adjudicación de pues-
to de trabajo, convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/343/2006,
de 31 de enero. («BOE» 5 -VI-2006.)

Resolución de 12 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se hace pública la adjudicación de puestos de trabajo en el Consejo Supe-
rior de Investigaciones Científicas, convocados a libre designación. («BOE» 6-VI-2006.)

Orden ECI/1903/2006, de 6 de junio, por la que se hace pública la adjudicación de pues-
to de trabajo, convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/945/2006, 
de 23 de marzo. («BOE» 16-VI-2006.)
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Orden ECI/1904/2006, de 7 de junio, por la que se hace pública la adjudicación de pues-
to de trabajo, convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/1283/2006, 
de 10 de abril. («BOE» 16-VI-2006.)

Orden ECI/2006/2006, de 12 de abril, por la que se adjudican puestos convocados por 
el sistema de libre designación mediante Orden ECI/147/2006, de 16 de enero. («BOE» 
24-VI-2006.)

Orden ECI/2007/2006, de 26 de abril, por la que se resuelve el concurso específico con-
vocado para la provisión de puestos de trabajo en el Instituto de Astrofisica de Canarias. 
(«BOE» 24-VI-2006.)

Nombramientos.–Orden ECI/965/2006, de 16 de marzo, por la que a propuesta de la 
Consejeria de Educación de la Comunidad de Castilla y León, se retrotraen los efectos de 
nombramiento de funcionario de carrera del Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria 
de don Juan Ramón García Ruiz. («BOE» 4-IV-2006.)

Orden ECI/966/2006, de 16 de marzo, por la que se corrige error en la Orden ECI/270/
2006, de 23 de enero, por la que, a propuesta de la Consejería de Educación y Cultura de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, se nombran funcionarios de carrera de los 
Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores Técnicos de Formación Profesio-
nal, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas y Profesores de Música y Artes Escénicas, a 
los seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por Orden de 17 de abril
de 2004. («BOE» 4-IV-2006.)

Orden ECI/1203/2006, de 10 de abril, por la que se nombran funcionarios de carrera de 
la Escala de Profesores de Investigación del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 26-IV-2006.)

Orden ECI/1211/2006, de 5 de abril, por la que se nombran funcionarios de carrera de la 
Escala de Titulados Superiores Especializados del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas. («BOE» 27-IV -2006.)

Orden ECI/1212/2006, de 10 de abril, por la que se nombran funcionarios de carrera de 
la Escala de Titulados Superiores Especializados del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas. («BOE» 27-IV -2006.)

Orden ECI/1271/2006, de 17 de abril, por la que a propuesta de la Consejería de Edu-
cación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, se nombran funcionarios de 
carrera del Cuerpo de Profesores de Música y Artes Escénicas, a los seleccionados en el 
procedimiento selectivo convocado por Orden de 17 de abril de 2004. («BOE» 1-V-2006.)

Orden ECI/1272/2006, de 17 de abril, por la que a propuesta de la Consejeria de Edu-
cación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, se nombran funcionarios de 
carrera del Cuerpo de Profesores de Música y Artes Escénicas, a los seleccionados en el 
procedimiento selectivo convocado por Orden de 17 de abril de 2004. («BOE» 1-V-2006.)

Orden ECI/1273/2006, de 17 de abril, por la que a propuesta de la Consejeria de Educa-
ción de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, se nombran funcionarios de carrera 
del Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, a los seleccionados en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 27 de abril de 2004. («BOE» 1-V-2006.)

Orden ECI/1301/2006, de 17 de abril, por la que a propuesta de la Consejeria de Educa-
ción de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, se nombran funcionarios de carrera 
del Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, a los seleccionados en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 17 de abril de 2004. («BOE» 3-V-2006.)

Corrección de erratas de la Orden ECI/1272/2006, de 17 de abril, por la que a propuesta 
de la Consejeria de Educación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha se nom-
bran funcionarios de carrera del Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación Profesional a 
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los seleccionados en el procedimiento selectivo convocado por Orden de 17 de abril de 2004. 
(«BOE» 4-V-2006.)

Resolución de 3 de mayo de 2006, de la Secretaria de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se nombran funcionarios de carrera de la Escala de Investigadores Titu-
lares de los Organismos Públicos de Investigación. («BOE» 20-V-2006.)

Orden ECI/1537/2006, de 3 de mayo, por la que a propuesta de la Consejería de Educa-
ción, Cultura y Deportes del la Comunidad Autónoma de Canarias, se nombra funcionaria de 
carrera de Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria. («BOE» 22-V-2006.)

Orden ECI/1538/2006, de 3 de mayo, por la que se corrige error en la Orden EC1/388/
2005, de 10 de febrero, por la que a propuesta de la Consejeria de Educación de la Comu-
nidad de Madrid, se nombran funcionarios de carrera del Cuerpo de Maestros. («BOE» 
22-V-2006.)

Orden ECI/1635/2006, de 5 de mayo, por la que se hace pública la adjudicación de 
puesto de trabajo, convocado por el sistema de libre designación mediante Orden ECI/943/
2006, de 15 de marzo. («BOE» 30-V-2006.)

Orden EC1I1637/2006, de 12 de mayo, por la que se nombran funcionarios de carrera 
de la Escala de Científicos Titulares del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 30-V-2006.)

Orden ECI/1678/2006, de 17 de mayo, por la que se corrige error en la Orden ECI/76/
2006, de 10 de enero, por la que, a propuesta de la Consejeria de Cultura y Educación de la 
Comunidad Valenciana, se nombran funcionarios de carrera de los Cuerpos de Profesores de 
Enseñanza Secundaria, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Escuelas 
Oficiales de Idiomas y Profesores de Música y Artes Escénicas, a los seleccionados en los pro-
cedimientos selectivos convocados por Orden de 4 de mayo de 2004. («BOE» 1-VI-2006.)

Resolución de 21 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que nombran funcionarios de carrera de la Escala de Auxiliares de Investiga-
ción de los Organismos Públicos de Investigación. («BOE» 1-VI-2006.)

Resolución de 21 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que nombran funcionarios de carrera de la Escala de Investigadores Titulares 
de los Organismos Públicos de Investigación. («BOE» 1-VI-2006.)

Resolución de 21 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que nombran funcionarios de carrera de la Escala de Técnicos Especialistas 
de Grado Medio de los Organismos Públicos de Investigación. («BOE» 1-VI-2006.)

Orden ECI/1706/2006, de 18 de mayo, por la que se nombran funcionarios de carrera de 
la Escala de Investigadores Científicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 2-VI-2006.)

Orden ECI/1707/2006, de 18 de mayo, por la que se nombran funcionarios de carrera de 
la Escala de Profesores de Investigación del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 2-VI-2006.)

Resolución de 21 de abril de 2006, de la Secretaria de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que nombran funcionarios de carrera de la Escala de Técnicos Superiores 
Especialistas de los Organismos Públicos de Investigación. («BOE» 2-VI-2006.)

Orden EC1/1816/2006, de 2 de junio, por la que se nombran funcionarios de carrera de 
la Escala de Investigadores Científicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 12-VI-2006.)

Orden ECI/1945/2006, de 29 de mayo, por la que a propuesta de la Consejería de Edu-
cación, Cultura y Deportes de la Comunidad Autónoma de Canarias, se nombran funciona-
rios de carrera del Cuerpo de Maestros. («BOE» 20-VI-2006.)
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Orden ECI/1987/2006, de 12 de junio, por la que se corrigen errores de la Orden 
ECI/1816/2006, de 2 de junio, por la que se nombran funcionarios de carrera de la Escala 
de Investigadores Científicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
(«BOE» 23-VI-2006.)

Oposiciones y concursos

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

INFORMACIÓN GENERAL

Cuerpos docentes universitarios.–Resolución de 29 de mayo de 2006, del Consejo de 
Coordinación Universitaria por la que se exime a diversos doctores de los requisitos estable-
cidos en el artículo 60 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, para 
participar en las pruebas de habilitación nacional para el Cuerpo de Catedráticos de Univer-
sidad. («BOE» 10-VI-2006.)

Resolución de 1 de junio de 2006, de la Universidad Nacional de Educación a Distan-
cia, por la que se convocan concursos de acceso a cuerpos docentes universitarios. («BOE» 
12-VI-2006.)

Resolución de 22 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo de Coordinación 
Universitaria, por la que se publica el nombramiento de las Comisiones, titulares y suplentes, 
juzgadoras de las pruebas de habilitación nacional, convocadas por Resolución de la Secreta-
ria General del Consejo de Coordinación Universitaria de 7 de septiembre de 2005. («BOE» 
13-VI-2006.)

Directores de centros docentes públicos.–Orden ECI/1716/2006, de 24 de mayo, por 
la que se convoca concurso público de méritos para la provisión de plazas de Directores de 
los Centros de Profesores y de Recursos de Ceuta y Melilla. («BOE» 2-VI-2006.)

SECCIÓN II. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

BECAS

Dentro del catálogo de las becas de carácter especial se enmarcan aquellas modalidades 
que se conceden por razón de servicios o prácticas a realizar por el beneficiario, como activi-
dad complementaria de sus estudios universitarios.

En este ámbito de actuaciones, el Ministerio de Educación y Ciencia ha venido convo-
cando cada curso académico las denominadas Becas- Colaboración que se destinan a facili-
tar que los alumnos de último curso de estudios universitarios presten su colaboración en 
distintos departamentos, en régimen de compatibilidad con sus estudios.
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Esta modalidad de beca resulta de indudable interés tanto para el departamento donde se 
presta la colaboración como para el becario ya que le permite iniciarse en tareas de investiga-
ción o de prácticas vinculadas con los estudios que están cursando, por lo que resulta oportu-
no convocarlas nuevamente para el próximo curso 2006-2007, actualizándose su cuantía en 
un 3 por ciento en relación con el curso anterior.

Al igual que en el curso anterior, en esta Orden se prevé la posibilidad de celebrar con-
venios de colaboración con las comunidades autónomas a fin de que éstas puedan realizar las 
funciones de tramitación, resolución, pago, inspección, verificación, control y, en su caso, 
resolución de los recursos correspondientes a las becas y ayudas convocadas en la misma, en 
tanto se procede a la sustitución del Real Decreto 2298/1983, de 28 de julio, por un nuevo 
Real Decreto regulador de las becas y ayudas al estudio que recoja la doctrina establecida en 
la Sentencia 188/2001 del Tribunal Constitucional.

Así, pues, y de conformidad con la vigente normativa en materia de subvenciones públi-
cas, y especialmente, con la Orden ECI/1815/2005, de 6 de junio, por la que se establecen las 
bases reguladoras de la concesión de becas y ayudas al estudio por el Ministerio de Educa-
ción y Ciencia, he dispuesto:

Primero. Número de ayudas.–Se convocan 2.850 Becas-Colaboración para el curso 
2006-2007, con la distribución que se recoge en el Anexo I a la presente Orden.

Segundo. Requisitos académicos.–Podrán obtener la beca colaboración los alumnos 
universitarios que, a la fecha de finalización del plazo de presentación de solicitudes reúnan 
los siguientes requisitos:

a) No estar en posesión o en disposición legal de obtener un título académico de 
Licenciado, Ingeniero o Arquitecto.

b) Haber superado las siguientes asignaturas o créditos: 

Los alumnos que cursen enseñanzas reguladas por el Real Decreto 1497/1987, de 27 de 
diciembre, deberán haber superado todo el primer ciclo y al menos el 45 % de los créditos 
que integran el segundo ciclo, con excepción de los alumnos de Medicina que deberán haber 
superado el 60% de los mismos.

Los restantes alumnos deberán haber superado todo el primer ciclo y el primer curso del 
segundo ciclo. En el supuesto de titulaciones cuyo segundo ciclo esté compuesto de más de 
dos cursos, deberán haber superado los dos primeros cursos que lo integran.

c) Haber obtenido como nota media en las asignaturas o créditos a que se refieren los 
párrafos anteriores las calificaciones siguientes, en función de las diferentes titulaciones 
universitarias oficiales mencionadas en el Real Decreto 1954/1994, de 30 de septiembre:

5,75 puntos para alumnos de Enseñanzas Técnicas.
6,75 puntos para los alumnos de Ciencias Experimentales y de la Salud.
7,25 puntos para los alumnos de Ciencias Jurídicas, Sociales y Humanidades.

La valoración de las calificaciones obtenidas en las asignaturas se realizará de acuerdo 
con la tabla de equivalencias que se indica a continuación:

Matrícula de Honor: 10,00 puntos.
Sobresaliente : 9,00 puntos.
Notable: 7,50 puntos.
Aprobado: 5,50 puntos.
Suspenso, no presentado: 2,50 puntos.

No se tendrán en cuenta, para el cálculo de la nota media, las asignaturas o créditos que, 
según los planes de estudio, sólo puedan calificarse como «apto», ni el reconocimiento de 
créditos en que no exista calificación.

Las asignaturas o créditos convalidados, sin que se especifique en la convalidación la 
calificación obtenida, se valorarán como aprobado (5,5 puntos) y para las asignaturas o crédi-
tos adaptados se computará la calificación obtenida en el centro o estudios de procedencia.



14

En el caso de planes de estudios estructurados en créditos, la puntuación que resulte de 
aplicar la tabla de equivalencias anterior a cada una de las asignaturas se ponderará en fun-
ción del número de créditos que la integren, de acuerdo con la siguiente fórmula matemática:

  P x NCa.
 V = —————— 
 NCt.

V = Valor resultante de la ponderación de la nota obtenida en cada asignatura.
P = Puntuación de cada asignatura de acuerdo con la tabla de equivalencias.
NCa. = Número de créditos que integran la asignatura.
NCt. = Número de créditos total cursado.

Los valores resultantes de la aplicación de dicha fórmula a cada asignatura se sumarán, 
siendo el resultado la nota media final.

Cuando se trate de titulaciones de segundo ciclo, la nota media se hallará teniendo en 
cuenta las calificaciones obtenidas en el primer ciclo que le dio acceso.

d) Estar matriculado en 2006-2007 en enseñanza oficial de la totalidad de las asigna-
turas o créditos que le resten para finalizar sus estudios.

No se concederán estas ayudas para la realización del Proyecto de Fin de Carrera ni para 
cursar solo la asignatura que comprenda el Proyecto.

No entrarán a formar parte de la carga académica computable, a efectos de dichas becas, 
las asignaturas correspondientes a distintas especialidades o créditos que superen los necesa-
rios para la obtención del título correspondiente.

e) Presentar un proyecto de colaboración debidamente avalado y puntuado por el con-
sejo del departamento en el que éste vaya a desarrollarse. Dicho proyecto versará, en todo 
caso, sobre alguna de las materias troncales u obligatorias para la obtención de la titulación 
que se esté cursando. El proyecto describirá detalladamente las funciones que se van a reali-
zar durante la colaboración, así como el régimen de trabajo y horario que deberá cumplir el 
becario.

En la valoración del proyecto se tendrá en cuenta el contenido innovador y la aplicabili-
dad del trabajo a desarrollar tanto en el propio departamento como fuera del mismo así como 
la posible continuidad en futuros proyectos de investigación y la aplicación de las nuevas 
tecnologías en los métodos de trabajo.

f) Obtener una puntuación total, calculada por el procedimiento establecido en el apar-
tado segundo c) y quinto de la presente Orden, que le sitúe dentro del número de ayudas a 
conceder en el departamento correspondiente.

Tercero. Cuantía de la ayuda.

La dotación total de la beca será de 2.411 euros. En esta cantidad se entiende incluido el 
importe de los precios por servicios académicos. Esta cuantía será igual para todos los bene-
ficiarios.

Cuarto. Régimen de compatibilidad.–Podrá disfrutarse de esta ayuda en un único 
curso académico y por una sola vez, siendo compatible solamente con las becas y ayudas de 
carácter general y con las becas de movilidad convocadas por el Ministerio de Educación y 
Ciencia para el curso 2006-2007.

Quinto. Proyecto de colaboración.–Los departamentos valorarán hasta con 4,00 pun-
tos los proyectos de colaboración a que se refiere el apartado segundo e). A esa puntuación se 
sumará la calificación acredi- BOE núm. 143 Viernes 16 junio 2006 23117 tada por el alum-
no, obteniéndose así la puntuación total de cada solicitante en función de la cual se priorizará 
la propuesta de concesión.

Sexto. Solicitudes.–Las solicitudes deberán formularse en el modelo oficial que figura 
en el Anexo II a la presente Orden; también podrá obtenerse a través de la página web 
www.mec.es y se acompañarán de la siguiente documentación:

Fotocopia del Documento Nacional de Identidad del solicitante.
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Documento facilitado por la Entidad Bancaria en el que conste el código de cuenta 
cliente, comprensivo de los códigos que identifican el Banco, la Oficina, el dígito de control 
y el número de la cuenta en la que se abonará el importe de la beca y de la que debe ser, en 
todo caso, titular o cotitular el solicitante.

Certificación académica personal expedida en el modelo que se incluye en el impreso de 
solicitud identificando la denominación y número de las asignaturas que integran el plan de 
estudios con indicación de si son cuatrimestrales, la calificación obtenida y el número de 
créditos que las integran, en su caso. Asimismo, se relacionarán las asignaturas o créditos 
para los que haya quedado matriculado oficialmente en el curso 2006/2007, especificándose 
que se encuentra matriculado de todos los créditos o asignaturas que le restan para obtener la 
titulación, excepción hecha del Proyecto de Fin de carrera, en su caso.

Proyecto de colaboración evaluado por el departamento.

Séptimo. Plazo de presentación.–Las solicitudes se presentarán en la unidad de becas de 
la universidad donde el alumno esté cursando sus estudios hasta el 29 de septiembre de 2006, 
inclusive.

Asimismo, podrán presentarse las solicitudes en los registros, oficinas de correos, ofi-
cinas consulares de España y en cualquier otra de las dependencias a que se refiere el 
artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones públicas y Procedimiento Administrativo Común.

Las solicitudes deberán presentarse dentro del plazo establecido. Si la solicitud no 
reuniera todos los requisitos se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días los 
subsane, de acuerdo con el artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Para obtener información sobre el estado de tramitación del procedimiento, los interesa-
dos podrán dirigirse a la unidad de becas de la universidad correspondiente. El expediente se 
identificará por el nombre del solicitante.

Octavo. Distribución de las ayudas.

1. La distribución del número de becas de colaboración convocadas se especifica en el 
Anexo I de esta Orden.

2. Los consejos sociales u órganos equivalentes distribuirán el número de becas asig-
nado a cada Universidad entre los distintos departamentos. Asimismo podrán adoptar las 
medidas necesarias cuando se produzcan desajustes entre el número de becas ofertadas en 
cada departamento y las solicitudes presentadas.

Noveno. Procedimiento de selección.–Para el estudio de las solicitudes presentadas y 
propuesta de posibles becarios se constituirá, en cada universidad, un jurado de selección 
integrado por los miembros designados por el rector y presidido por un vicerrector y en el 
que actuará como secretario el jefe de la sección o negociado de becas de la gerencia de la 
universidad. En todo caso, se procurará respetar en su composición, la paridad entre mujeres 
y hombres a que se refiere la Orden PRE/525/2005, de 7 de marzo.

De acuerdo con el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y con el 
artículo 24.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, instruido el 
procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrá de 
manifiesto a los interesados para que, en el plazo de 15 días, aleguen y presenten los docu-
mentos y justificaciones que estimen pertinentes. No obstante, se podrá prescindir del trámi-
te de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolu-
ción otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que los aducidos por el interesado.

Décimo. Propuestas de concesión.–Los jurados a que se refiere el apartado anterior 
formularán a la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección del Ministe-
rio de Educación y Ciencia, antes del 31 de octubre, la propuesta de concesión de becas 
colaboración, dentro del cupo asignado a cada departamento por el consejo social, ordenadas 
según la puntuación final obtenida y dirimiendo los posibles empates y sin que dicha pro-
puesta pueda, en ningún caso, exceder del cupo asignado en el Anexo I.
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Undécimo. Resolución de concesión.

1. En el plazo de 20 días desde la remisión de la propuesta de concesión, y en todo 
caso antes de que transcurran dos meses desde la fecha en que disponga de las propuestas a 
que se refiere el apartado décimo, la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta 
Inspección concederá las becas colaboración convocadas por la presente Orden, comunicán-
dolo a los interesados y al órgano proponente para que se hagan públicas en los tablones de 
anuncios correspondientes. Posteriormente se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, podrán realizarse resoluciones de concesión parciales y sucesivas a medida que 
los órganos colegiados de selección formulen las correspondientes propuestas.

2. Las comunidades autónomas que suscriban el convenio a que se refiere la disposi-
ción transitoria única de la presente Orden comunicarán a la Dirección General de Coopera-
ción Territorial y Alta Inspección el número e importe de las becas concedidas a los efectos 
de lo dispuesto en el párrafo siguiente.

3. La Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección dispondrá el 
libramiento de los fondos que permitan el abono de las becas de colaboración concedidas a 
favor del Tesoro Público y de las comunidades autónomas que suscriban el mencionado con-
venio que efectuarán el pago a la cuenta corriente o libreta de ahorro que el interesado haya 
consignado en el impreso de solicitud.

El importe de las ayudas concedidas se hará efectivo con cargo al crédito 18.11.323M. 
483.02 del Presupuesto de gastos del Ministerio de Educación y Ciencia.

Duodécimo. Obligaciones de los beneficiarios.–Los alumnos que resulten beneficia-
rios de esta beca tendrán las siguientes obligaciones:

a) Acreditar el cumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos para la con-
cesión y disfrute de la ayuda.

b) Someterse a las actuaciones de comprobación precisas para verificar, en su caso, el 
cumplimiento y efectividad de las condiciones de la concesión de la ayuda.

c) Seguir durante el curso 2006-2007, por enseñanza oficial, los estudios en los que se 
encuentran matriculados.

d) Prestar su colaboración durante tres horas diarias y hasta el 30 de junio del 2007 en 
el destino correspondiente, sometiéndose al régimen de trabajo y horario en los términos 
previstos en el proyecto de colaboración.

e) Una vez finalizada la colaboración y en todo caso antes del 30 de julio de 2007, 
deberán presentar certificación acreditativa del departamento de haber prestado la colabora-
ción en los términos previstos en la convocatoria, en la unidad de becas de la universidad, 
quien lo remitirá a la Subdirección General de Becas para dar por finalizado el procedimien-
to. Esta certificación surtirá los efectos de justificación de la subvención concedida previstos 
en la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

Decimotercero. Recursos contra resolución denegatoria de la beca.–Los alumnos 
cuya solicitud haya sido objeto de denegación podrán interponer, en el plazo de dos meses, 
recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia Nacional, sin perjuicio del recurso 
potestativo de reposición que podrá interponerse ante el Secretario General de Educación en 
el plazo de un mes.

Decimocuarto. Régimen de la ayuda.–En ningún caso el disfrute de beca-colaboración 
tendrá efectos jurídico-laborales entre el becario y el Estado o la universidad correspondiente.

Decimoquinto. Cumplimiento de la colaboración.–Las universidades velarán por el 
cumplimiento de la colaboración asignada a cada uno de los becarios y comunicarán a la 
Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección los posibles casos de incum-
plimiento a los efectos de apertura de expediente y reintegro, en su caso, de la beca concedida.

Decimosexto. Difusión de la convocatoria.–Los centros docentes universitarios pro-
curarán la máxima difusión de la presente convocatoria, exponiéndola en los tablones de 
anuncios.
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Decimoséptimo. Normativa supletoria.–Serán supletoriamente aplicables a las Becas 
Colaboración objeto de la presente convocatoria, las normas reguladoras de las becas de 
carácter general para el curso académico 2006-2007.

Decimoctavo. Aceptación de las bases.–La presentación de la solicitud implica la 
aceptación de las bases de la convocatoria.

Decimonoveno. Régimen de recursos contra la Orden de convocatoria.–Contra esta 
Orden se podrá interponer, en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado», recurso contencioso administrativo, también podrá 
interponerse recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes ante la Ministra de Edu-
cación y Ciencia.

Disposición adicional primera. Cómputo de las ayudas.

No se computarán dentro de las 2.850 ayudas que se convocan por la presente Orden las 
que se concedan en vía de recurso administrativo o jurisdiccional.

Disposición transitoria única. Colaboración con comunidades autónomas.

Mediante los oportunos convenios de colaboración con el Ministerio de Educación y 
Ciencia y en los términos establecidos en los mismos, las comunidades autónomas podrán 
realizar respecto de las becas y ayudas al estudio que se convocan por la presente Orden, las 
funciones de tramitación, resolución y pago, así como la inspección, verificación, control y, 
en su caso, resolución de los recursos administrativos que puedan interponerse.

A estos efectos, las tareas que en la presente Orden se encomiendan a la Dirección 
General de Cooperación Territorial y Alta Inspección del Ministerio de Educación y Ciencia, 
con excepción de la prevista en el apartado Undécimo.3, serán llevadas a cabo, en el ámbito 
de su competencia, por los órganos que determinen las comunidades autónomas firmantes 
del convenio.

Disposición final primera. Facultad de aplicación y desarrollo.

Se autoriza al Secretario General de Educación para el desarrollo y aplicación de lo 
dispuesto en la presente Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden producirá sus efectos el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 30 de mayo de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia, Mercedes Cabrera 
Calvo-Sotelo.

ANEXO I
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Universidades
Número
de becas

  
A Coruña  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33
Alcala de Henares  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 41
Alfono X El Sabio  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2
Alicante  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 60
Almería  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 23
Autónoma de Barcelona  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 75
Autónoma de Madrid  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 108
Barcelona  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150
Burgos  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12
Cádiz  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40
Cantabria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26
Cardenal Herrera Ceu  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Carlos III  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 25
Castilla La Mancha  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30
Católica San Antonio de Murcia  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Complutense   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 275
Córdoba  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 54
Deusto  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Europea de Madrid  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2
Extremadura  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 50
Girona  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26
Granada  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 177
Huelva  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17
Islas Baleares  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10
Jaén  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 29
Jaume I  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 41
La Laguna  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 51
La Rioja  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10
Las Palmas de Gran Canaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 45
León  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 36
Lleida  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26
Málaga  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 85
Miguel Hernández  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13
Murcia  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 73
Navarra  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15
Oviedo  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80
Pablo de Olavide  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10
País Vasco  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5
Politécnica de Cartagena  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8
Poltécnica de Cataluña  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 60
Politécnica de Madrid  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 92
Politécnica de Valencia  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 62
Pompeu Fabra  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20
Pontificia de Comillas  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Pontificia de Salamanca  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Pública de Navarra  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 18
Ramón Llull  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Rey Juan Carlos  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11
Rovira I Virgili  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21
Salamanca  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 85
San Pablo CEU  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2
Santiago de Compostela  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 114
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Universidades
Número
de becas

SEK  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2
Sevilla  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 169
UNED  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Valencia  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 158
Valladolid  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 77
Vic  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3
Vigo   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 64
Zaragoza  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 108

   Total  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.850
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BECA COLABORACIÓN, CURSO 2006-2007 

Instrucciones para cumplimentar el impreso de solicitud 

Recuerde que también podrá obtener este impreso, mediante impresión, desde la página 
web: www.mec.es 

Siga atentamente las siguientes instrucciones: Utilice letra de imprenta, sin enmiendas 
ni tachaduras, siguiendo las indicaciones que en cada caso se indican.

Los recuadros sombreados son para la administración, así como aquellos en que se indi-
ca expresamente.

Paginas 1 y 2:

Apartado 1. Estudios:
Se indicará la Universidad en la que cursa estudios y la provincia donde está ubicado el 

centro en el que realizará los estudios.

Apartado A. Datos Personales:

Se cumplimentará en su totalidad, excepto la casilla sombreada correspondiente al 
Código de país.

Apartado B. Domicilio:

Este apartado se refiere al domicilio correspondiente a la unidad familiar del solicitante. 
Elija la opción que proceda (en España o en el extranjero).

En «tipo de vía», se consignará la misma según los siguientes códigos:

1. Calle.
2. Plaza.
3. Avenida.
4. Paseo 5. Ronda.
6. Carretera.
7. Travesía.
8. Urbanización.
9. Otros.

Apartado C. Datos bancarios:
Debe cumplimentar los 20 dígitos de la cuenta corriente.
Apartado D.
Se refiere a los estudios que va a realizar en el curso 2006-2007 y para los que solicita la 

beca. Cumplimentará los datos sobre el centro (facultad, escuela, etc.), así como los estudios 
y el curso concreto que realizará. Asimismo, especificará el departamento en el que desea 
prestar la colaboración.

Por último, indicará si posee algún título académico, identificándolo, y si ha solicitado 
otra beca o ayuda al estudio para el curso 2006-2007.

Apartado E.
Cumplimente esta declaración incluyendo nombre, lugar, fecha y firma.
Apartado F.
Será cumplimentado íntegramente por la Administración.

BECA COLABORACIÓN, CURSO 2006-2007 

Información complementaria para la presentación de solicitudes 

Documentación que debe adjuntarse al impreso de solicitud 

Fotocopia del D.N.I. del solicitante 
Documento facilitado por la Entidad Bancaria con los datos identificativos de la cuenta 

en la que desea percibir la beca en el que conste el Código Cuenta Cliente (CCC) compren-



23

sivo de los códigos que identifican el Banco, la Oficina, el dígito de control y el numero de 
cuenta. En este documento, la citada Entidad deberá hacer constar el/los nombre/s de los 
titulares y cotitulares de la cuenta, entre los que obligatoriamente debe figurar el solicitante 
de la beca. Es muy importante que se mantenga activa dicha cuenta y no modifiquen ni can-
celen la misma hasta haber recibido la transferencia bancaria con el importe de la beca.

Certificación académica personal, en el modelo de certificado (hoja 3 de la solicitud), de 
los estudios realizados, en la que se exprese la denominación y el número de asignaturas que 
integran el Plan de Estudios, especificando si son o no cuatrimestrales, el número de créditos 
que las integran, la calificación obtenida, si las ha aprobado en junio o en septiembre y que 
se encuentra matriculado oficialmente en el curso 2006-2007 especificando las asignaturas o 
créditos en los que queda matriculado.

Los solicitantes presentarán un proyecto de colaboración debidamente avalado por el 
Consejo del Departamento en el que éste va a desarrollarse.

¿Dónde se presentan las solicitudes?: 

En la unidad de becas de la Universidad en la que esté matriculado.

¿Cuál es el plazo de presentación? 

Hasta el 29 de septiembre de 2006 

Con posterioridad a este plazo podrá adjuntarse otra documentación que se crea necesaria.

(«BOE» 16-VI-2005.)

CENTROS DOCENTES 

Orden de 25 de mayo, por la que se pone en funcionamiento un colegio de educación 
infantil y primaria en la Ciudad de Melilla.

Por Real Decreto 309/2006, de 10 de marzo («Boletín Oficial del Estado» del 29), se 
crea un colegio público de educación infantil y primaria en la Ciudad de Melilla por integra-
ción de una escuela infantil y un colegio público de educación infantil y primaria.

Teniendo en cuenta la necesidad de la puesta en funcionamiento de este nuevo colegio 
público de educación infantil y primaria, basada en los estudios y análisis de escolarización 
realizados para el curso 2006-2007, y en los informes y propuestas de la Dirección Provin-
cial del Departamento en Melilla,

Este Ministerio ha dispuesto:

Primero.–Se pone en funcionamiento, con efectos de 1 de septiembre de 2006, un cole-
gio de educación infantil y primaria creado según lo dispuesto en el artículo único del Real 
Decreto 309/2006 de 10 de marzo, con los datos de composición de unidades, puestos esco-
lares y plantilla orgánica de maestros que se detallan en el anexo I de la presente Orden.

Segundo.–Se dan de baja, como consecuencia de la integración efectuada en virtud de lo 
establecido en el artículo único del citado Real Decreto, la Escuela Infantil «Pablo Montesi-
no» y el Colegio de Educación Infantil y Primaria «Pintor Eduardo Morillas», según anexo II 
de la presente Orden.

Tercero.–Se autoriza a la Subsecretaría y a la Dirección General de Educación, Forma-
ción Profesional e Innovación Educativa del Departamento, para dictar las instrucciones 
necesarias y adoptar las medidas que exija la apertura del nuevo centro.

Madrid,  25 de mayo de 2006..–La Ministra de Educación y Ciencia, Mercedes Cabrera 
Calvo-Sotelo.–P. D. (Orden ECI 87/2005 de 14 de enero),–El Director General de Educa-
ción, Formación Profesional e Innovación Educativa, José Luis Pérez Iriarte.
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ENCOMIENDA DE GESTIÓN

La Subsecretaría de Educación y Ciencia y el Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas han suscrito, con fecha 8 de mayo de 2006, un Acuerdo de por el que se enco-
mienda la gestión material de las pruebas selectivas para cubrir determinadas plazas de per-
sonal laboral, dentro de los procesos de consolidación de empleo temporal, al Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas.

Para general conocimiento se dispone su publicación como anexo a la presente Resolu-
ción.

Madrid, 8 de mayo de 2006.–El Subsecretario, Fernando Gurrea Casamayor.

ACUERDO DE ENCOMIENDA DE GESTIÓN AL CONSEJO SUPERIOR DE 
INVESTIGACIONES CIENTÍFICAS

Primero.–El Subsecretario del Ministerio de Educación y Ciencia y el Presidente del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas acuerdan, en el marco de lo dispuesto en el 
artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que el Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas lleve a cabo, por razones de eficacia, la gestión material de las 
pruebas selectivas derivadas de los procesos de consolidación de empleo temporal convoca-
dos para cubrir plazas de personal laboral en las categorías profesionales de Técnico Superior 
de Investigación y Laboratorio (grupo profesional 3) y Auxiliar de Investigación y Laborato-
rio (grupo profesional 6), del Ministerio de Educación y Ciencia.

Segundo.–La gestión material que se encomienda, con respecto a las categorías citadas 
en el apartado anterior, se concretará en las siguientes actividades, con el alcance que en cada 
caso se señala:

a) Recepción de las solicitudes de participación en las pruebas selectivas.
b) Propuesta de las resoluciones por las que se declaren aprobadas las listas de admi-

tidos y excluidos y se señalan el lugar y fecha de comienzo del primer ejercicio, así como la 
relación de aspirantes excluidos, con indicación de las causas de exclusión.

c) Propuesta de los miembros que han de formar parte de los Tribunales calificadores 
de las pruebas selectivas.

d) Gestión de la operativa necesaria para el desarrollo material de los ejercicios.
e) Recepción de los documentos acreditativos de las condiciones de capacidad y 

requisitos exigidos en las convocatorias a las que se hace referencia en el artículo 23 del 
Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del 
Estado y de Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración del 
Estado, aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo.

f) Cualquier otra gestión relacionada con los procesos selectivos, siempre que no 
suponga alteración de la titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su 
ejercicio.

Tercero.–Correrán a cargo de la sección presupuestaria del Consejo Superior de Investi-
gaciones Científicas los gastos originados por la gestión material objeto de la presente enco-
mienda.

Cuarto.–El plazo de vigencia de la gestión encomendada será de dieciocho meses a 
contar desde la fecha de publicación en el Boletín Oficial del Estado de la convocatoria de las 
pruebas selectivas cuya gestión material se encomienda.

Quinto.–La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de las competen-
cias ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, atribuidas al la Subsecretaria del Minis-
terio de Educación y Ciencia.
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Sexto.–Es responsabilidad de la Subsecretaría del Ministerio de Educación y Ciencia 
dictar los actos o resoluciones de carácter jurídico que den soporte o en los que se integre la 
concreta actividad material objeto de la presente encomienda de gestión.

Disposición adicional.

Suscriben el presente instrumento de formalización de encomienda de gestión el Subse-
cretario del Ministerio de Educación y Ciencia y el Presidente del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas. Madrid, 8 de mayo de 2006 el Subsecretario del Ministerio de 
Educación y Ciencia, Fdo.: Fernando Gurrea Casamayor. El Presidente del Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, Fdo.: Carlos Martínez Alonso.

(«BOE» 23-V-2006.)

La Subsecretaría de Educación y Ciencia y el Instituto Nacional de Investigación y Tec-
nología Agraria y Alimentaria han suscrito, con fecha 8 de mayo de 2006, un Acuerdo de por 
el que se encomienda la gestión material de las pruebas selectivas para cubrir determinadas 
plazas de personal laboral, dentro de los procesos de consolidación de empleo temporal, al 
Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria.

Para general conocimiento se dispone su publicación como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 8 de mayo de 2006.–El Subsecretario, Fernando Gurrea Casamayor.

ACUERDO DE ENCOMIENDA DE GESTIÓN AL INSTITUTO NACIONAL DE 
INVESTIGACIÓN Y TECNOLOGÍA AGRARIA Y ALIMENTARIA

Primero.–El Subsecretario del Ministerio de Educación y Ciencia y el Director General del 
Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria, acuerdan, en el marco 
de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que el Instituto 
Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria lleve a cabo, por razones de efica-
cia, la gestión material de las pruebas selectivas derivadas de los procesos de consolidación de 
empleo temporal convocados para cubrir plazas de personal laboral en las categorías profesiona-
les de Titulado Medio de Investigación y Laboratorio (grupo profesional 2) y de Oficial de 
Investigación y Laboratorio (grupo profesional 5), del Ministerio de Educación y Ciencia.

Segundo.–La gestión material que se encomienda, con respecto a las categorías citadas 
en el apartado anterior, se concretará en las siguientes actividades, con el alcance que en cada 
caso se señala:

a) Recepción de las solicitudes de participación en las pruebas selectivas.
b) Propuesta de las resoluciones por las que se declaren aprobadas las listas de admi-

tidos y excluidos y se señalan el lugar y fecha de comienzo del primer ejercicio, así como la 
relación de aspirantes excluidos, con indicación de las causas de exclusión.

c) Propuesta de los miembros que han de formar parte de los Tribunales calificadores 
de las pruebas selectivas.

d) Gestión de la operativa necesaria para el desarrollo material de los ejercicios.
e) Recepción de los documentos acreditativos de las condiciones de capacidad y 

requisitos exigidos en las convocatorias a las que se hace referencia en el artículo 23 del 
Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del 
Estado y de Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración del 
Estado, aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo.
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f) Cualquier otra gestión relacionada con los procesos selectivos, siempre que no 
suponga alteración de la titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su 
ejercicio.

Tercero.–Correrán a cargo de la sección presupuestaria del Instituto Nacional de Inves-
tigación y Tecnología Agraria y Alimentaria los gastos originados por la gestión material 
objeto de la presente encomienda.

Cuarto.–El plazo de vigencia de la gestión encomendada será de dieciocho meses a 
contar desde la fecha de publicación en el Boletín Oficial del Estado de la convocatoria de las 
pruebas selectivas cuya gestión material se encomienda.

Quinto.–La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de las competen-
cias ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, atribuidas al la Subsecretaria del Minis-
terio de Educación y Ciencia.

Sexto.–Es responsabilidad de la Subsecretaría del Ministerio de Educación y Ciencia 
dictar los actos o resoluciones de carácter jurídico que den soporte o en los que se integre la 
concreta actividad material objeto de la presente encomienda de gestión.

Disposición adicional.

Suscriben el presente instrumento de formalización de encomienda de gestión el Subse-
cretario del Ministerio de Educación y Ciencia y el Director General del Instituto Nacional 
de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria. 

Madrid, 8 de mayo de 2006.–El Subsecretario del Ministerio de Educación y Ciencia, 
Fdo.: Fernando Gurrea Casamayor.–El Director General del Instituto Nacional de Investiga-
ción y Tecnología Agraria y Alimentaria, Mario Gómez Pérez.

(«BOE» 23-V-2006.)

PRECIOS PÚBLICOS

El Real Decreto 1027/93, de 25 de Junio, por el que se regula la acción educativa en el 
exterior, en su artículo 18.2 señala que los alumnos extranjeros en los centros docentes espa-
ñoles en el exterior abonarán una cuota en concepto de enseñanza que será autorizada anual-
mente por este Ministerio, y en el artículo 19 que este Departamento podrá establecer o 
autorizar un régimen específico de ayudas para el pago de las aportaciones económicas men-
cionadas en el artículo anterior.

Por su parte, el artículo 26 de la Ley 8/1989, de 13 de Abril, de tasas y precios públicos, 
en la redacción dada por la Ley 25/1998, de 13 de Julio, de modificación del Régimen legal 
de las tasas estatales y locales y de reordenación de las prestaciones patrimoniales de carác-
ter público, regula que el establecimiento o modificación de la cuantía de los precios públi-
cos se hará por Orden del Departamento Ministerial del que dependa el Órgano que ha de 
percibirlos y a propuesta de éste.

En su virtud, y como contraprestación por la realización del servicio de enseñanza en los 
centros docentes españoles en Francia, Italia, Marruecos, Portugal, Reino Unido y Colom-
bia, este Ministerio ha dispuesto:

Primero.–Los alumnos de nacionalidad no española abonarán en el curso 2006/2007 los 
siguientes precios públicos:
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Francia

Centro: Liceo Español «Luis Buñuel» de París

Nivel Educativo
Precio Público

–
Euros/Curso

  
Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.540
C.F. «Comercio Internacional» . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.640

El pago se efectuará mediante cheque, en los meses de septiembre de  2006 y febrero 
de 2007.

Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, en el caso de alumnos 
con buen rendimiento académico y se dé la circunstancia de tener hermanos en el Centro o en 
el Colegio Español «Federico García Lorca», se aplicará una reducción del 20 % para el 
segundo hermano matriculado y continuará con un 50 % para el tercer hermano y siguientes, 
entendiendo que el orden de matriculación de hermanos es el de mayor a menor nivel educa-
tivo. Asimismo, en el caso de alumnos con buen rendimiento académico y necesidad econó-
mica, el Consejo Escolar, a propuesta de la Comisión Económica, podrá autorizar una reduc-
ción de cuotas de entre el 25 % y el 75%.

Centro: Colegio «Federico García Lorca» de París

Nivel Educativo
Precio Público

–
Euros/Curso

  
Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.130

El pago se efectuará mediante cheque, en los meses de septiembre de 2006 y febrero 
de 2007.

Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, en el caso de alumnos 
con buen rendimiento académico y se dé la circunstancia de tener c hermanos en el Centro o 
en el Liceo Español «Luis Buñuel», se aplicará una reducción del 20 % para el segundo her-
mano matriculado y continuará con un 50 % para el tercer hermano y siguientes, entendiendo 
que el orden de matriculación de hermanos es el de mayor a menor nivel educativo. Asimis-
mo, en el caso de alumnos con buen rendimiento académico y necesidad económica, el 
Consejo Escolar, a propuesta de la Comisión Económica, podrá autorizar una reducción de 
cuotas de entre el 25 % y el 75%.

Italia

Centro: Liceo Español «Cervantes» de Roma

Nivel Educativo
Precio Público

–
Euros/Curso

  
Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.260
Educación Secundaria Obligatoria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.340

El pago se efectuará mediante transferencia, en el mes de octubre de  2006 (60 %) y el 
resto en enero de 2007.
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Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, en el caso de alumnos con 
buen rendimiento académico y se dé la circunstancia de necesidad económica y/o tengan herma-
nos en el Centro, la Consejería de Educación en Italia, a propuesta de la Dirección del Centro, 
podrá autorizar una reducción de las mismas entre el 25 y el 75 %. Excepcionalmente se estudia-
rán peticiones del 100 % de descuento anual en casos de gran necesidad, debidamente documen-
tados, para un máximo de dos familias por curso. En cualquier caso, el número máximo de estas 
reducciones no superará el 10 % de alumnos extranjeros matriculados en el centro.

Marruecos

Nivel Educativo
Precio Público

–
Dirhams/Curso

  
Centro: Instituto Español  «Melchor de Jovellanos» de Alhucemas

Educación Infantil, Primaria, Secundaria Obligatoria y 1.º de Bachillerato 6.300
Bachillerato (2.º)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.675
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Instituto Español  «Juan Ramón Jiménez» de Casablanca

Educación Infantil, Primaria, Secundaria Obligatoria y 1.º de Bachillerato 7.300
Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.700
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Instituto Español  «López de Vega» de Nador

Educación Infantil, Primaria, Secundaria Obligatoria y 1.º de Bachillerato 6.300
Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.350
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Instituto Español «Severo Ochoa» de Tánger

Educación Secundaria Obligatoria y 1.º de Bachillerato . . . . . . . . . . . . . . 6.300
2.º de Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.000
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Instituto Español  «Juan de la Cierva» de Tetuán

Bachillerato Tecnológico  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.350
Programas de Garantía Social y Ciclos Formativos  . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.675
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Instituto Español  «Nuestra Señora del Pilar» de Tetuán

Educación Secundaria Obligatoria y 1.º de Bachillerato . . . . . . . . . . . . . . 6.300
Bachillerato (2.º)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.000
Materias pendientes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200

Centro: Colegio Español «Luis Vives» de Larache

Educación Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.300

Centro: Colegio Español de Rabat

Educación Infantil, Primaria y Secundaria Obligatoria . . . . . . . . . . . . . . . 7.300

Centro: Colegio Español «Ramón y Cajal» de Tánger

Educación Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.300

Centro: Colegio «Jacinto Benavente» de Tetuán
Educación Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.300
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El pago en todos los centros de Marruecos se efectuará en dos períodos (primera quin-
cena de julio de 2006 y durante el mes de enero de 2007), en efectivo o mediante transferen-
cia.

Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, se establece el 
siguiente:

a) Reducción automática del 30 % al segundo hermano inscrito en el centro, y del 50 % 
para los siguientes hermanos, excepto en materias pendientes.

b) Exención para los hijos del personal no español dependiente de la Consejería de 
Educación en Marruecos.

c) Exención o reducción a los alumnos que ingresaron en el sistema educativo español 
cuando las condiciones económicas de acceso eran diferentes de las actuales o a aquellos que 
ingresaron posteriormente y que por circunstancias familiares sobrevenidas hayan visto 
modificado sensiblemente el nivel económico familiar.

El número máximo de exenciones o reducciones de la cuota señaladas en el apartado c) 
será el 10 % del número de alumnos extranjeros matriculados en el centro, y su concesión 
corresponde al Equipo Directivo del Centro o Comisión designada, entre aquellos alumnos 
que acrediten buen rendimiento académico e insuficiencia de recursos económicos.

Portugal

Centro: Instituto Español «Giner de los Ríos» de Lisboa

Nivel Educativo
Precio Público

–
Euros/Curso

  
Educación Infantil y Primaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.785
Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.240

El pago se efectuará mediante transferencia en la primera quincena de los meses de 
septiembre de 2006 y enero de 2007.

Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, la Consejería de Educa-
ción de Portugal, a propuesta de la Dirección del Instituto, podrá autorizar una reducción de las 
mismas entre el 25 y el 50 %, en el caso de alumnos con buen rendimiento académico y en los 
que se de la circunstancia de necesidad económica y/o tengan hermano/s en el Centro.

Asimismo, habrá exención para los hijos del personal no español dependiente de la Con-
sejería de Educación y del Instituto Español de Lisboa.

El número máximo de exenciones o reducciones a la mitad de la cuota será el 10 % del 
número de alumnos extranjeros matriculados en el centro.

Reino Unido

Centro: Instituto Español «Vicente Cañada Blanch» de Londres

Nivel Educativo
Precio Público

–
Libras/Curso

  
Infantil y Primaria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.905
Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.520

El pago se efectuará por cheque, transferencia, o en efectivo, en los meses de septiembre 
de 2006, enero y abril de 2007.
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Colombia

Centro: Liceo Español «Cervantes» de Roma

Nivel Educativo
Precio Público

–
Euros/Curso

  
Educación Infantil  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.242.000
Educación Primaria (1.º)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.242.000
Educación Primaria (2.º a 6.º)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 778.000
Educación Secundaria Obligatoria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 929.000
Bachillerato  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.208.000

El pago se efectuará en efectivo o mediante cheque, en los diez primeros días de cada 
mes (10 meses, de septiembre de 2006 a junio de 2007).

Como régimen específico de ayudas para el pago de estas cuotas, en el caso de alumnos 
con buen rendimiento académico y necesidad económica, la Comisión de Becas que emana 
del Consejo Directivo, podrá autorizar una reducción de las mismas del 5 % sobre el número 
total de alumnos del centro.

Madrid, 23 de junio de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia, P. D. (Orden ECI/87/
2005, de 14 de enero), el Secretario General Técnico del Ministerio de Educación y Ciencia, 
Javier Díaz Malledo.

(«BOE» 29-VI-2006.)

PREMIOS

Las tecnologías de la información y la comunicación permiten, en el marco actual de la 
Sociedad de la Información, extender a un gran número de personas contenidos y servicios 
educativos y culturales, con modelos innovadores de formación y de acceso a la cultura, 
basados en las redes mundiales de telecomunicación. En los momentos actuales, existe una 
demanda social creciente de dichos servicios, tanto desde los ámbitos académico y profesio-
nal como desde sectores cada vez más amplios de población interesados en la adquisición 
constante de nuevos conocimientos. Atendiendo a esta demanda, el Ministerio de Educación 
y Ciencia, a través del Centro Nacional de Información y Comunicación Educativa, desarro-
lla acciones que favorecen el acceso de los centros escolares a internet, como facilitar en 
éstos la instalación de redes de área local, ofrecer conexión gratuita a profesores y alumnos, 
formar a través de internet a docentes y personas adultas, desarrollar recursos educativos 
multimedia interactivos y la oferta en internet de un portal educativo, desde el que se accede 
a estos recursos.

Los expertos en educación y tecnologías de la información y la comunicación coinciden 
en afirmar que buena parte del éxito de los proyectos de integración de los ámbitos educati-
vos en la Sociedad de la Información, se debe a la disponibilidad de contenidos suficientes y 
didácticamente eficaces para su uso en el aula o en el hogar, por el profesorado, el alumnado 
y las familias.

Por otra parte, en los procesos educativos se da la oportunidad de fomentar la conviven-
cia democrática y el respeto a las diferencias individuales, promoviendo la solidaridad y la 
no discriminación. Por ello, los contenidos educativos deben cumplir con la condición de 
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accesibilidad para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en 
condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible.

Procede, en consecuencia, publicar una Orden que establezca la concesión de premios al 
desarrollo de contenidos educativos que, por su eficacia didáctica probada, su accesibilidad y 
su adecuación para ser distribuidos a través de internet, puedan contribuir al desarrollo de la 
Sociedad de la Información en los centros educativos.

En su virtud, previo informe del Servicio Jurídico e Intervención Delegada de Hacienda 
en el Departamento, he tenido a bien disponer:

Primero. Esta Orden se dicta de conformidad con el régimen general establecido en la 
Ley 47/2003, General Presupuestaria, de 26 de noviembre de 2003, por el que se aprueba el 
Reglamento del Procedimiento para la Concesión de Ayudas y Subvenciones Públicas («Boletín 
Oficial del Estado» del 27), y por la Orden ECI/1305/2005, de 20 de abril («Boletín Oficial del 
Estado» de 12 de mayo), de bases reguladoras de la concesión de subvenciones públicas en 
régimen de concurrencia competitiva del Ministerio de Educación y Ciencia.

Segundo. Objeto de la convocatoria.–Se anuncia la convocatoria de premios a mate-
riales educativos curriculares, con el fin de estimular y reconocer la tarea del profesorado y 
otras personas e instituciones en la producción de recursos basados en las tecnologías de la 
información y la comunicación.

1. Los materiales presentados versarán sobre contenidos curriculares de las enseñan-
zas de Educación Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria Obligatoria, Bachille-
rato y Formación Profesional y estarán diseñados para su difusión y uso a través de internet.

2. La cantidad prevista para distribuir entre los trabajos premiados es de 192.320 
euros. Los premios que se convocan por la presente Orden se financiarán con cargo a la apli-
cación presupuestaria 18.10.322J.485.01

Tercero. Participantes.–Podrán concurrir a la presente convocatoria:

a) Las personas físicas y las entidades sin fines de lucro (fundaciones, instituciones, 
entidades benéficas) que figuren como autoras de los materiales presentados a concurso.

b) Los centros de enseñanza públicos y privados cuyos materiales hayan sido elabora-
dos por un equipo de profesores con la colaboración de alumnos de dicho centro.

Cuarto. Premios.–Se otorgarán los siguientes premios:

1. Modalidad A. Destinados a materiales elaborados por personas físicas y entidades 
sin fines de lucro:

a) Un primer premio dotado con veinticinco mil euros. En caso de considerarse que 
los trabajos no reúnen la calidad suficiente para obtener este premio, su cuantía se aplicará a 
aumentar el número de premios en las siguientes categorías. En caso de considerarse que 
existe más de un trabajo que merezca ser premiado en esta categoría, la Comisión de Selec-
ción, constituida de acuerdo con el apartado undécimo de la presente Orden, podrá proponer 
que todos ellos sean acreedores a un primer premio, siempre que la cantidad prevista en el 
apartado segundo, punto 2, de la presente Orden, no sea superada. En tal caso, se reducirá el 
número de premios de alguna o algunas de las categorías siguientes.

b) Cuatro segundos premios dotados con quince mil euros cada uno. En caso de con-
siderarse que los trabajos no reúnen la calidad suficiente para obtener estos premios, la cuan-
tía de los que se declaren desiertos podrá aplicarse a aumentar el número de premios en la 
categoría siguiente.

c) Ocho terceros premios dotados con siete mil euros cada uno. En caso de considerarse 
que los trabajos no reúnen la calidad suficiente para obtener estos premios, la cuantía de los 
que se declaren desiertos podrá aplicarse a aumentar el número de premios en las categorías 
precedentes.

En caso de que la cantidad total de los premios otorgados en esta modalidad A sea infe-
rior a la presupuestada, la diferencia entre ambas se aplicará a aumentar los premios de la 
modalidad B.
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2. Modalidad B. Destinados a materiales elaborados por centros educativos:

a) Un primer premio dotado con veinticinco mil euros. En caso de considerarse que 
los trabajos no reúnen la calidad suficiente para obtener este premio, su cuantía se aplicará a 
aumentar el número de premios en las siguientes categorías. En caso de considerarse que 
existe más de un trabajo que merezca ser premiado en esta categoría, la Comisión de Selec-
ción, constituida de acuerdo con el apartado undécimo de la presente Orden, podrá proponer 
que todos ellos sean acreedores a un primer premio, siempre que la cantidad prevista en el 
apartado segundo, punto 2, de la presente Orden, no sea superada. En tal caso, se reducirá el 
número de premios de alguna o algunas de las categorías siguientes.

b) Un segundo premio dotado con doce mil euros. En caso de considerarse que los 
trabajos no reúnen la calidad suficiente para obtener este premio, la cuantía podrá aplicarse a 
aumentar el número de premios en la siguiente categoría.

c) Un tercer premio dotado con siete mil euros. En caso de considerarse que los traba-
jos no reúnen la calidad suficiente para obtener este premio, su cuantía podrá aplicarse a 
aumentar el número de premios en las categorías precedentes.

En caso de que la cantidad total de los premios otorgados en esta modalidad B sea infe-
rior a la presupuestada, la diferencia entre ambas se aplicará a aumentar los premios de la 
modalidad A.

El importe económico de los premios de la modalidad B se incorporará al presupuesto 
del centro educativo y será gestionado por los mecanismos establecidos por la ley para el 
presupuesto ordinario.

3. Premio especial. Un premio especial, dotado con siete mil trescientos veinte euros, 
para los recursos presentados en las modalidades A y B cuyo contenido facilite la adquisi-
ción o el refuerzo de las competencias lectoras en el alumnado de educación primaria y 
secundaria.

En caso de declararse desierto, la cuantía podrá aplicarse a cualquiera de las otras dos 
modalidades.

Quinto. Características de los materiales.

1. Los materiales presentados versarán sobre contenidos curriculares de las enseñan-
zas de Educación Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria Obligatoria, Bachi-
llerato y Formación Profesional y estarán diseñados para su difusión y uso a través de 
internet, de manera que puedan ser directamente utilizados mediante cualquier navegador 
web estándar.

2. Los materiales podrán estar redactados en castellano o en cualquiera de las demás len-
guas oficiales en las Comunidades autónomas. Aquellos trabajos que se presenten en la lengua 
oficial de una Comunidad Autónoma, distinta de la castellana, deberán incluir una versión en 
castellano. Se exceptúan de esta obligación los materiales destinados al área curricular específica 
para el aprendizaje de la lengua oficial en la Comunidad Autónoma, en cuyo caso se deberán 
presentar en castellano solamente los manuales y guías. Este último criterio sobre manuales y 
guías deberá aplicarse también a los materiales destinados a la enseñanza de las lenguas 
extranjeras.

3. Los materiales estarán realizados con tecnología que permita su visualización con 
un navegador estándar sobre distintos sistemas operativos, libres y propietarios.

Se podrán incorporar aplicaciones realizadas en lenguajes que proporcionen interactivi-
dad a los materiales en modo cliente; en este caso, las aplicaciones incluirán todas las pági-
nas y los archivos necesarios para la correcta ejecución de la interactividad.

Podrán confeccionarse también materiales cuyo uso se apoye en un lenguaje de progra-
mación de páginas en modo servidor; en este caso, sólo se podrán utilizar productos de 
licencia libre y/o gratuita con el objeto de que no sea necesaria la adquisición de ninguna 
licencia ni se deba realizar ningún pago a terceros para el uso o la simple visualización del 
trabajo. En este último caso, la presentación del trabajo incluirá, además de todas las páginas 
y archivos propios del trabajo, las aplicaciones servidoras que sean necesarias (servidor web, 
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intérprete o compilador del lenguaje de programación utilizado, gestor de bases de datos, 
plugins, etc.) y un programa instalador de las aplicaciones y páginas que permitan la evalua-
ción del trabajo en un ordenador de forma directa. Alternativamente, el autor podrá entregar 
un CD/DVD con las aplicaciones preinstaladas que permita dicha visualización de forma 
directa (en modo live).

4. Los materiales cumplirán los requisitos de accesibilidad según las recomendaciones 
WAI (Web Accesibility Initiative) del consorcio Web(W3C), en su nivel A.

5. Las aplicaciones se ejecutarán a partir de una página inicial denominada index.html 
que servirá de inicio a las mismas.

6. No deberán utilizarse letras mayúsculas, eñes, acentos, espacios en blanco u otros 
caracteres

especiales en los nombres de ninguno de los archivos o las carpetas incluidos en las 
aplicaciones, sean éstos páginas htm, imágenes o de cualquier otro tipo.

7. Las referencias, llamadas y vínculos a archivos o páginas que formen parte de la apli-
cación se harán siempre por medio de enlaces relativos.

8. Los materiales presentados no podrán incluir publicidad de empresas, productos o 
servicios comerciales.

Sexto. Requisitos de la solicitud. Aquellos que reuniendo las condiciones exigidas 
deseen acceder a esta convocatoria por la modalidad A, deberán formular su solicitud 
mediante instancia de acuerdo con el modelo que figura en el Anexo I. Quienes reuniendo las 
condiciones exigidas concurran a esta convocatoria por la modalidad B, deberán formular su 
solicitud mediante instancia de acuerdo con el modelo que figura en el Anexo II.

Todos los participantes, independientemente de la modalidad a la que concurran, pre-
sentarán la instancia acompañada de la siguiente documentación y materiales:

a) Un documento donde se hagan constar los datos identificativos de los autores res-
ponsables de la aplicación que se presenta y los del coordinador, de acuerdo con el Anexo III 
de la presente Orden.

b) Una declaración bajo juramento o promesa de poseer plenos derechos de publica-
ción, distribución y uso sobre la totalidad de los materiales presentados al concurso, y de que 
éstos no se encuentran comercializados.

En caso de que los autores no dispongan de la plena titularidad de los derechos del trabajo, 
habrán de aportar un documento firmado por los poseedores de los mismos aceptando las bases 
de la presente convocatoria.

c) El material educativo claramente etiquetado en soporte óptico (CD /DVD).
d) La documentación para el uso de los materiales, que incluirá necesariamente:

Guía didáctica, en la que se expongan los objetivos educativos que se pretenden, los 
aspectos curriculares en los que se incide, la metodología y las orientaciones didácticas, las 
actividades que se proponen y los recursos de evaluación para el alumnado, con mención de 
los medios para aportar realimentación a los aprendizajes en el proceso evaluativo. En caso 
de que los materiales incluyan propuestas para el fomento de la competencia lectora, la guía 
didáctica incorporará una descripción de las propuestas y actividades referidas a la adquisi-
ción o el refuerzo de las competencias lectoras.

Guía detallada de utilización de la aplicación por el alumno.
Si el recurso multimedia se ha experimentado con alumnos, se incluirá el informe de 

dicha experiencia como anexo a la guía didáctica.
Se podrán incluir otros materiales complementarios que los autores consideren de 

interés.
Los manuales y guías se presentarán en soporte electrónico (formato pdf o rtf) e impre-

sos en papel.

Séptimo. Designación de un coordinador.–En cada uno de los proyectos se designará 
un coordinador, que actuará como persona interlocutora con el CNICE y cuyos datos se con-
signarán de acuerdo con el modelo que figura en el Anexo III de la presente Orden.
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Octavo. Plazo y lugar de presentación.

1. El plazo para la presentación de las solicitudes de participación comienza el día 
siguiente al de la publicación de la presente Orden y finaliza el 31 de agosto de 2006.

2. Los trabajos deberán tener entrada en el Registro del Ministerio de Educación y Cien-
cia, de la calle Torrelaguna 58 (planta baja), 28027 Madrid, sede del Centro Nacional de Infor-
mación y Comunicación Educativa, bien directamente o en la forma prevista en el artícu-
lo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 
de enero.

Noveno. Aceptación de la convocatoria.–La presentación de la solicitud implica la 
aceptación de las bases de la presente convocatoria.

Décimo. Subsanación de documentos.–El Centro Nacional de Información y Comuni-
cación Educativa examinará las solicitudes y si, de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, advirtiese defectos formales u omisión 
de alguno de los documentos exigidos en el apartado quinto, lo comunicará a los interesados, 
quienes dispondrán de un plazo máximo de diez días para subsanar la falta o acompañar los 
documentos preceptivos, indicándosele que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de 
su petición archivándose la misma previa resolución a tal efecto, de acuerdo con el artícu-
lo 42.1 de citada Ley.

Undécimo. Comisión de Selección.–Para el examen y valoración de los materiales 
presentados se constituirá una Comisión de Selección, que estará integrada por los siguientes 
miembros:

Presidente: Director del Centro Nacional de Información y Comunicación Educativa o 
persona en quien delegue.

Vocales: Un representante del Centro de Investigación y Documentación Educativa 
(CIDE).

Un representante del Instituto Nacional de Evaluación y Calidad del Sistema Educativo 
(INECSE).

La Jefa de Área de Contenidos Web y Televisión Educativa del Centro Nacional de 
Información y Comunicación Educativa.

Los dos Consejeros Técnicos del Centro Nacional de Información y Comunicación Edu-
cativa.

El Jefe del Servicio de Medios Tecnológicos del Centro Nacional de Información y 
Comunicación Educativa.

La Jefa del Servicio de Formación del Centro Nacional de Información y Comunicación 
Educativa.

El Jefe del Servicio de Ordenación e Implantación de la Oferta Educativa, del Centro 
Nacional de Información y Comunicación Educativa.

Dos representantes de las Administraciones educativas de las Comunidades Autónomas, 
designados/as por orden alfabético de las denominaciones de estas.

Un Asesor Técnico del Área de Contenidos Web y Televisión Educativa del Centro 
Nacional de Información y Comunicación Educativa, que actuará como Secretario.

Duodécimo. Criterios de selección.

1. La selección de los materiales se realizará de acuerdo con los siguientes criterios:

a) El diseño pedagógico y la relevancia de los contenidos para el desarrollo del currí-
culo, así como la calidad, el volumen y la variedad de ejemplos, ejercicios y actividades.

b) El grado de interactividad y el aprovechamiento pedagógico de las potencialidades 
de las tecnologías de desarrollo.

c) La gradación de los aprendizajes para favorecer las adaptaciones curriculares.
d) La proximidad de los contenidos a la realidad cotidiana del alumno.
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e) La facilitación de aprendizajes significativos.
f) La oferta y calidad de las actividades de evaluación formativa y sumativa del proce-

so de aprendizaje.
g) Se valorará el cumplimiento de las recomendaciones de accesibilidad WAI en sus 

niveles AA o AAA.
h) La facilidad, sencillez y versatilidad de uso; la rapidez de ejecución; y la calidad y 

oportunidad de las ayudas.
i) El fomento de los valores de la igualdad y la convivencia y la ausencia de estereoti-

pos sexistas y discriminatorios.

2. Valorados los trabajos mediante la aplicación de los criterios antes enunciados, la 
Comisión de Selección podrá recomendar que se declare desierto cualquiera de los premios.

Decimotercero. Resolución.

1. Según el punto Primero. 5, de la orden ECI/87/2005, de 14 de enero, BOE de 18 de 
marzo de 2005, núm. 66, el Director General de Educación, Formación Profesional e Innova-
ción Educativa, dictará la Resolución sobre la concesión o denegación de estos premios.

2. La Comisión de Selección, dentro del plazo máximo de setenta días, contados a par-
tir del día siguiente al de la finalización del plazo de presentación de las solicitudes, realizará 
la selección de los trabajos acreedores a premios y elevará una propuesta a la Dirección Gene-
ral de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa, quien resolverá, por delega-
ción de esta Orden, en el plazo máximo de quince días. La correspondiente Orden se publica-
rá en el «Boletín Oficial del Estado». Asimismo, se hará pública la lista de beneficiarios de 
estos premios en el tablón de anuncios del Centro Nacional de Información y Comunicación 
Educativa (C/ Torrelaguna 58, Madrid) y en su sitio web (http://www.cnice.mec.es).

A todos los efectos, el tablón de anuncios y el sitio web del CNICE serán también los 
medios de publicación de todos los pasos intermedios del procedimiento, como cauces de 
información sobre la documentación presentada y la necesidad de subsanación de documen-
tación, sin excluir otro tipo de comunicaciones personales complementarias, todo ello con el 
objeto de facilitar la mayor información a los participantes.

3. Se dictará resolución motivada, en la que deberán quedar acreditados, de forma 
expresa, los fundamentos de la resolución que se adopte.

4. La resolución del Director General de Educación, Formación Profesional e Innova-
ción Educativa deberá notificarse a los beneficiarios.

5. En caso de no dictarse resolución dentro del plazo establecido en el punto 2 del 
presente apartado, se entenderá que quedan desiertos los premios correspondientes a la pre-
sente convocatoria.

Decimocuarto. No podrán resultar premiados aquellos en los que concurran las causas 
expuestas en el artículo 13 de la citada Ley General de Subvenciones.

Asimismo, los premiados estarán sujetos a las obligaciones del artículo 14 de la citada Ley 
General de Subvenciones y, especialmente, a la justificación del premio en la forma dispues-
ta por el apartado duodécimo. 5 de la Orden ECI/1305/2005, de 20 de abril, «Boletín Oficial 
del Estado» de 12 de mayo.

Decimoquinto. Los proyectos no premiados podrán ser recogidos por los interesa-
dos o por medio de persona debidamente autorizada, en la sede central del CNICE (C/ 
Torrelaguna 58, 28027-Madrid) durante los tres meses siguientes al día de la publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado». Transcurrido dicho plazo, se procederá a su destruc-
ción.

Decimosexto. Forma de pago.–El pago de los premios se realizará mediante «libra-
mientos en firme» a través del Tesoro Público. Este se efectuará por transferencia bancaria, a 
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nombre del beneficiario, para lo cual deberá tener dada de alta la cuenta corriente en la que 
se ingresará la cantidad asignada en la Dirección General del Tesoro Público.

1. En el caso de las entidades sin ánimo de lucro, y con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión, es requisito indispensable de acuerdo al artícu-
lo 14.e) de la Ley 38/2003, General de Subvenciones, de 17 de noviembre, que se acredite 
debidamente estar al corriente de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, 
mediante certificaciones con fecha actualizada expedida por la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria y de la Tesorería General de la Seguridad Social, así como estar 
al corriente del pago del Impuesto de Actividades Económicas. En caso de estar una enti-
dad exonerada de este pago, deberá aportar resolución del Ayuntamiento que acredite 
dicha circunstancia. Si la exención está motivada por no superar el límite de facturación 
previsto por la ley, deberá aportar certificado de la propia entidad acreditando esta circuns-
tancia.

El incumplimiento de estos requisitos impedirá la percepción del premio concedido. A 
tal fin, se concederá un plazo de diez días para que los beneficiarios presenten las acredita-
ciones exigidas, a partir del día siguiente al de la publicación del acta de la Comisión de 
Selección en la web del CNICE.

2. En el caso de las personas físicas, también será requisito previo indispensable que 
se acredite debidamente estar al corriente de las obligaciones tributarias y, en el caso de tra-
bajadores autónomos, también con la Seguridad Social.

El incumplimiento de estos requisitos impedirá la percepción del premio concedido. A 
tal fin, se concederá un plazo de diez días para que los beneficiarios presenten las acredita-
ciones exigidas, a partir del día siguiente al de la publicación del acta de la Comisión de 
Selección en la web del CNICE.

El importe del premio estará sometido a la legislación vigente sobre retenciones y trata-
miento fiscal para premios, previsto en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

Decimoséptimo. Distribución de los materiales.–El Ministerio de Educación y Cien-
cia podrá acordar con los premiados la libre distribución de los materiales curriculares selec-
cionados.

Decimoctavo. Trámite de audiencia.–Se prescinde del trámite de audiencia, según el 
artículo 84.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, al no figurar en el procedimien-
to ni ser tenidos en cuenta en la resolución otros hechos y otras alegaciones y pruebas que las 
aducidas por el interesado.

Decimonoveno.–Contra la presente Orden, la Resolución de concesión o denegación de 
los premios, que pondrá fin a la vía administrativa, y los actos administrativos que de la pri-
mera se deriven, podrá interponerse recurso de reposición ante el mismo órgano en el plazo 
de un mes, de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Asimismo, se podrá interponer recur-
so contencioso-administrativa ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia 
Nacional, en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación en el «Bole-
tín Oficial del Estado», de conformidad con lo dispuesto Ley 29/1998, de 13 de julio, regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Vigésimo. Entrada en vigor.–La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 21 de marzo de 2006.–P. D. (Orden ECI/87/2005, de 19 de enero de 2005, 
«BOE» de 28 de enero), el Director General de Educación, Formación Profesional e Innova-
ción Educativa, José Luis Pérez Iriarte.
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ANEXO I

Modalidad A: Entidades o personas físicas

Don/doña ....................................................................................NIF .................................
Representante legal de la entidad (si procede).........................................................................
Datos de la entidad (según corresponda): ...............................................................................
Datos de la persona física (según corresponda): .....................................................................
Dirección........................................................... Localidad ......................................................
CP.......................................................................Provincia ......................................................
País ......................................  Teléfono ...........................................  CIF ..................................

Solicita su participación en el concurso de materiales curriculares en soporte electrónico 
que puedan ser utilizados y difundidos en internet cuya documentación, de acuerdo con la 
base quinta de la convocatoria, se acompaña, y según la Orden de ................... de ................... 
de 2006 («Boletín Oficial del Estado» de ........................................).

........................................................................ (Fecha y firma)

Sr. Director General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa.

ANEXO II

Modalidad B: Centros Escolares

Don/doña ...................................................................................DNI .................................
Director/a del Centro Escolar...................................................................................................
Datos del centro: ......................................................................................................................
Dirección........................................................... Localidad ......................................................
CP.......................................................................Provincia ......................................................
País ......................................  Teléfono ...........................................  CIF ..................................

Solicita su participación en el concurso de materiales curriculares en soporte electrónico 
que puedan ser utilizados y difundidos en internet cuya documentación, de acuerdo con la 
base quinta de la convocatoria, se acompaña, y según la Orden de ....................de 
....................de 2006 («Boletín Oficial del Estado» de ....................).

........................................................................ (Fecha y firma)

Sr. Director General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa

ANEXO III

Datos de identificación

1. Título del proyecto.
2. Etapa Educativa, especificando ciclo o curso, en la que se desarrolla el proyecto y 

área o áreas de aplicación
3. Datos de la entidad, si procede: nombre, dirección, CIF, teléfono.
4. Datos del Autor o de los Autores, incluido el coordinador: nombre y apellidos, NIF, 

NRP (si procede).
5. Datos del coordinador: nombre y apellidos, NIF, NRP (si procede), teléfono y direc-

ción de correo electrónico.

......................... , a ............. de....... de 2006.

(Firma)

(«BOE» 7-IV-2006.)
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SECRETARÍA DE ESTADO DE UNIVERSIDADES E INVESTIGACIÓN

AYUDAS

En el marco del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación 
Tecnológica (I+D+I) para el periodo 2004-2007, aprobado por el Consejo de Ministros del 7 
de noviembre de 2003, a lo largo de los últimos meses se han venido publicando en el «Bole-
tín Oficial del Estado» una serie de Resoluciones de convocatoria de ayudas, cuya instruc-
ción corresponde a la Dirección General de Investigación, y correspondientes al ejercicio 
2006.

La Ley 38/2003 General de Subvenciones establece en los apartados 4 y 5 del artícu-
lo 25 que el plazo máximo para resolver el procedimiento de concesión no podrá exceder de 
seis meses, pudiendo entender los interesados desestimada por silencio administrativo su 
solicitud por el transcurso de dicho plazo.

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 42, y en el artículo 43 de 
la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común, la Administra-
ción está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla 
cualquiera que sea su forma de iniciación.

Por un lado, la tramitación administrativa e instrucción del procedimiento de este tipo 
de convocatorias en sus diferentes fases conlleva la aplicación de un gran volumen de recur-
sos humanos y materiales a emplear en su instrucción, a fin de garantizar un procedimiento 
de selección transparente y objetivo, volumen del que no se dispone en la actualidad. Por 
otro lado, a este tipo de convocatorias se viene presentando un elevado número de solicitu-
des, que amplía las dificultades que conlleva la carencia de recursos humanos y materiales 
mencionada.

Debido a ello, la experiencia histórica de ejercicios anteriores muestra la gran dificultad 
existente para completar la tramitación del procedimiento de concesión en el plazo máximo 
establecido en la Ley General de Subvenciones. Y así, los interesados podrían presuponer la 
no concesión de la solicitud presentada, cuando los actos de evaluación y selección tienden a 
su concesión. Por otro lado, en el apartado 6 del artículo 42 de la Ley 30/1992 se permite 
excepcionalmente ampliar el plazo máximo de resolución en circunstancias tasadas.

Así, previa propuesta razonada de la Dirección General de Investigación. y con base en 
lo anteriormente expuesto, esta Secretaría de Estado dispone:

Primero.–Ampliación del plazo de resolución de determinadas convocatorias de conce-
sión de ayudas.

Se amplía de seis a nueve meses el plazo máximo de resolución de las siguientes convo-
catorias de ayudas, cuya instrucción corresponde a la Dirección General de Investigación:

Convocatoria de ayudas para la realización de Acciones Complementarias, en el marco 
de algunos Programas Nacionales del PN I+D+i (Resolución de 30.12.2005, «BOE de 
13.01.2006).

Convocatoria de ayudas para la realización de proyectos de investigación, en el marco 
de algunos Programas Nacionales del PN I+D+i (Resolución de 30.11.2005, «BOE de 
09.12.2005).

Convocatoria de ayudas para la realización de proyectos de investigación, correspon-
dientes a la Acción Estratégica sobre Deporte y Actividad Física, en el marco de algunos 
Programas Nacionales del PN I+D+i (Resolución de 27.02.2006, «BOE de 11.03.2006).

Convocatoria del Programa Torres Quevedo para la contratación de personal de I+D 
(doctores y tecnólogos) en empresas, centros tecnológicos y asociaciones empresariales, en 
el marco del Programa Nacional de Potenciación de Recursos Humanos del PN I+D+i 
(Resolución de 05.12.2005, «BOE de 28.12.2005).
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Convocatoria del Programa Ramón y Cajal, en el marco del Programa Nacional de 
Potenciación de Recursos Humanos del PN I+D+i (Resolución de 23.02.2006, «BOE de 
08.03.2006).

Convocatoria del Programa Juan de la Cierva, en el marco del Programa Nacional de 
Potenciación de Recursos Humanos del PN I+D+i (Resolución de 23.02.2006, «BOE de 
08.03.2006).

Convocatoria de ayudas para la formación del personal investigador (FPI), en el marco 
del Programa Nacional de Potenciación de Recursos Humanos del PN I+D+i (Resolución de 
27.03.2006, «BOE de 10.04.2006).

Convocatoria del Programa de Acciones Integradas, en el marco del Programa Nacional 
de Potenciación de Recursos Humanos del PN I+D+i (Resolución de 10.03.2006, «BOE de 
25.03.2006).

Convocatoria de ayudas para la realización de las denominadas «Acciones Complemen-
tarias Internacionales» dentro del marco del Programa Nacional de Cooperación Internacio-
nal en Ciencia y Tecnología» (Resolución de 13.12.2005, «BOE de 28.12.2005).

Convocatoria de concesión de becas de especialización en Organismos Internacionales 
(Orden ECI/3076/2005, de 26.09.2005, «BOE de 06.10.2005).

Convocatoria de ayudas de financiación estratégica de Programas de actividad investi-
gadora efectuados por equipos de alta nivel, en el marco del Programa Consolíder–Inge-
nio 2010 (resolución de 30.11.2005, «BOE de 08.12.2005).

Segundo.–Entrada en vigor. Recursos.

1.  La presente resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado, y resultará aplicable a todas las solicitudes que se presenten o ya 
se hayan presentado a las resoluciones de convocatoria recogidas en el apartado primero.

2.  Contra la presente resolución de ampliación de plazo no cabrá recurso alguno.

Madrid, 19 de abril de 2006.–El Secretario de Estado, P. D. (Orden ECI/87/2005 de 14 
de enero de 2005, «BOE de 28 de enero), el Secretario general de Política Científica y Tec-
nológica, Salvador Barberá Sandez.

(«BOE» 12-V-2006.)

CONSEJO SUPERIOR DE DEPORTES

FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE GALGOS. ESTATUTOS

En ejercicio de las competencias conferidas por el artículo 10.2.b de la Ley 10/1990, 
de 15 de Octubre del Deporte, la Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes, en 
su sesión de 20 de diciembre de 2005, ha aprobado definitivamente las modificaciones de los 
artículos 29, 30, 50, 55, 116, 117, 119, 123, 126, 129, 131, 139, 141, 142, 143, 146, 147, 148, 
149, 150, 151, 152, 153, 157, 158, 159, 161, 162, 168, 172, 175, 176, 177, y el Título del 
Capítulo XXVIII, de los Estatutos de la Federación Española de Galgos y autorizado su ins-
cripción en el Registro de Asociaciones Deportivas.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 31.7 de la Ley del Deporte y artículo 12.3 
del Real Decreto 1835/1991, de 20 de Diciembre, sobre Federaciones deportivas españolas, 
esta Secretaria de Estado acuerda:

 Disponer la publicación de la modificación de los artículos 29, 30, 50, 55, 116, 117, 
119, 123, 126, 129, 131, 139, 141, 142, 143, 146, 147, 148, 149, 150, 151, 152, 153, 157, 
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158, 159, 161, 162, 168, 172, 175, 176, 177, y el Título del Capítulo XXVIII, de los Estatu-
tos de la Federación Española de Galgos. contenidos en el anexo a la presente Resolución.

Madrid, 22 de marzo de 2006.–El Secretario de Estado-Presidente del Consejo Superior de 
Deportes, Jaime Lissavetzky Díez.

ANEXO

Artículo 29.º

Las licencias federativas se expedirán a título personal mediante solicitud a la Federa-
ción Galguera Autonómica correspondiente. Estas solicitudes podrán ser realizadas:

Para competiciones de campo: de forma personal o a través de Clubes Deportivos fede-
rados.

Para competiciones de pista: por medio de las Federaciones Territoriales corres-
pondientes.

Para competiciones de liebre mecánica: de forma personal.
Para la modalidad de galgos en campo, sólo habilitará para la participación en compe-

ticiones oficiales, la licencia expedida a través de la solicitud de algún Club Deportivo 
federado.

Artículo 30.º

Las licencias se expedirán por las distintas Federaciones Galgueras Autonómicas cuan-
do se hallen integradas en la Federación Española.

Se habilitarán para la participación en actividades o competiciones oficiales de ámbito 
estatal, cuando la Federación Galguera Autonómica abone a la Federación Española la 
correspondiente cuota fijada por ésta.

Artículo 50.º

Corresponde a la Asamblea General en reunión plenaria las siguientes funciones:

1. Análisis y aprobación, en su caso, de la gestión deportiva del año anterior o memo-
ria anual de la Federación Española.

2. Análisis de la gestión económica del año anterior con aprobación, si procede, del 
balance, cuenta de pérdidas y ganancias y memoria explicativa correspondiente.

3. Aprobación del presupuesto de la Federación Española y de los cambios que se 
produzcan en el mismo.

4. Aprobación del programa deportivo anual, así como del calendario de pruebas y 
competiciones de la Federación Española.

5. Aprobación, por mayoría de dos tercios, del gravamen y enajenación de bienes 
inmuebles de la Federación Española, a petición de la Junta Directiva cuando estas operacio-
nes superen el 10 por ciento del presupuesto de la Federación o superen los trescientos mil 
euros.

6. Aprobación de la solicitud y contratación de préstamos, por mayoría de dos tercios, 
a petición de la Junta Directiva.

7. Aprobación de la creación de Delegaciones y de la determinación de sus competen-
cias.

8. Aprobación del cambio de domicilio de la Federación Española en los términos 
previstos en el artículo 17.º de los presentes Estatutos.

9. Control general de la actuación de la Junta Directiva y de la presidencia.
10. La aprobación y modificación de los Estatutos.
11. La elección y cese del Presidente.



43

Artículo 55.º

Son competencias de la Comisión Delegada:

a) La elaboración de un informe previo a la aprobación de los presupuestos.
b) El seguimiento de la gestión deportiva y económica de la Federación, mediante la 

elaboración de un informe anual a la Asamblea General sobre la memoria de actividades y la 
liquidación del presupuesto.

c) La modificación del calendario deportivo.
d) La modificación de los presupuestos.
e) La aprobación y modificación de los Reglamentos.
f ) Aprobación del Reglamento de elecciones a la Asamblea General y a la presiden-

cia.
g) Autorizar el gravamen o enajenación de los bienes inmuebles de la Federación. 

Siempre que este gravamen o enajenación no supere el diez por ciento del presupuesto de la 
Federación o sea una cantidad superior a trescientos mil euros.

Artículo 116.º

El ejercicio de la potestad disciplinaria deportiva corresponderá:

a) A los jueces y cargos técnicos, durante el desarrollo de las competiciones o prue-
bas, con sujeción a las reglas establecidas en las disposiciones de cada actividad deportiva.

b) A los clubes deportivos, sobre sus socios o asociados, deportistas o técnicos y 
directivos o administradores.

Sus acuerdos serán, en todo caso, recurribles ante el Comité de Disciplina deportiva de 
la Federación Española de Galgos y órganos disciplinarios de las correspondientes Federa-
ciones deportivas según el ámbito o especialidad de la prueba o competición.

c) A las Federaciones Autonómicas sobre las competiciones cuyo ámbito geográfico 
de desarrollo no trascienda los límites territoriales de su comunidad y no se trate de compe-
ticiones clasificatorias de ámbito estatal o internacional.

d) A la Federación Española de Galgos sobre todas las personas que formen parte 
de su propia estructura orgánica; sobre las asociaciones deportivas y sus deportistas, téc-
nicos y directivos; los jueces y cargos técnicos y, en general, todas aquellas personas y 
entidades que, estando federadas, desarrollan la actividad deportiva en el ámbito estatal o 
internacional.

Artículo 117.º

Las resoluciones que agoten la vía federativa, serán recurribles ante el Comité Español 
de Disciplina Deportiva en el plazo de 15 días hábiles.

Artículo 119.º

Se considerarán, en todo caso, como causas de extinción de la responsabilidad discipli-
naria deportiva:

a) El fallecimiento del inculpado.
b) La disolución de la entidad deportiva sancionada.
c) El cumplimiento de la sanción.
d) La prescripción de las infracciones o de las sanciones impuestas.
e) La pérdida de la condición de deportista federado.

Cuando la pérdida de la condición a la que se refiere el apartado e) sea voluntaria, este 
supuesto de extinción tendrá efectos meramente suspensivos si quien estuviese sujeto a pro-
cedimiento disciplinario en trámite, o hubiera sido sancionado, recuperara en cualquier 
modalidad deportiva, y dentro de un plazo de tres años, la condición bajo la cual quedaba 
vinculado a la disciplina deportiva, en cuyo caso el tiempo de suspensión de la responsabili-
dad disciplinaria deportiva no se computará a los efectos de la prescripción de las infraccio-
nes ni de las sanciones.
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Artículo 123.º

Son infracciones muy graves:

a) Los insultos, ofensas y agresiones a cargos técnicos deportivos, directivos y demás 
autoridades deportivas.

b) Las protestas, intimidaciones o coacciones, colectivas o tumultuarias que alteren el 
normal desarrollo, o que impidan la celebración de una prueba o competición, o que obli-
guen a su suspensión.

c) Los comportamientos, actitudes y gestos agresivos y antideportivos de participan-
tes, cuando se dirijan a los técnicos y jueces, a otros participantes o al público.

d) Los abusos de autoridad.
e) La violación de secretos en asuntos que se conozcan por razón del cargo desempe-

ñado en la Federación Española de Galgos.
f) Los actos dirigidos a predeterminar mediante precio, intimidación o simples acuer-

dos el resultado de una prueba o competición.
g) El quebrantamiento de las sanciones impuestas y de las medidas cautelares.
h) La reincidencia en infracciones graves.
i) La presentación de un galgo que no estuviera inscrito en la prueba o competición y 

la incomparecencia o retirada injustificada de las pruebas o competiciones.
j) La inejecución de las resoluciones del Comité Español de Disciplina Deportiva.
k) El uso o administración de sustancias, o el empleo y aplicación de métodos destina-

dos a aumentar artificialmente las capacidades físicas de los galgos o modificar por tal moti-
vo los resultados de las competiciones.

l) La negativa a someterse a los controles exigidos por personas y órganos competentes o 
cualquier acción u omisión que impida o perturbe la correcta realización de dichos controles.

m) Las declaraciones públicas de directivos, técnicos y deportistas que inciten a la 
violencia.

n) Participar en actividades o competiciones federativas sin estar en posesión de la 
documentación preceptiva en vigor exigida por la legislación vigente, en concreto documen-
tación sanitaria y administrativa de los galgos, licencia de caza en el caso de carreras en 
campo, y cualquier otra cuya tenencia fuera obligatoria.

Artículo 126.º

Son infracciones graves:

a) Las de incumplimiento de órdenes e instrucciones que hubiesen adoptado las perso-
nas y órganos competentes.

En tales órganos se encuentran comprendidos los jueces, cargos técnicos, directivos y 
demás autoridades deportivas.

b) Los actos notorios y públicos que atenten al decoro o dignidad deportivas.
c) El ejercicio de actividades públicas o privadas declaradas incompatibles con la acti-

vidad o función deportiva desempeñada.
d) La no convocatoria, en los plazos o condiciones legales, de los órganos colegiados 

federativos.
e) El incumplimiento de las reglas de administración y gestión del presupuesto y patri-

monio.
f) La manipulación o alteración, ya sea personal o a través de persona interpuesta de 

material deportivo, en contra de las reglas técnicas de este deporte.

Artículo 129.º

Corresponderán a las infracciones muy graves las siguientes san ciones:

a) Inhabilitación para ocupar cargos en la organización deportiva, o suspensión o pri-
vación de licencia federativa con carácter temporal por un plazo de dos a cinco años, en 
adecuada proporción a la infracción cometida.
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b) Pérdidas de puesto en la clasificación.
c) Descalificación en la competición.
d) Clausura del recinto deportivo por una o dos temporadas.
e) Inhabilitación a perpetuidad para ocupar cargos en la organización deportiva, o 

privación de licencia federativa, igualmente a perpe tuidad.
Las sanciones previstas en este último apartado únicamente podrán acordarse, de modo 

excepcional, por la reincidencia en infracciones de extraordinaria gravedad.
f) Los actos dirigidos a predeterminar mediante precio, intimidación o simples acuer-

dos el resultado de una prueba o competición serán sancionados con multas entre tres mil y 
treinta mil euros.

Artículo 131.º

Por la comisión de las infracciones enumeradas en el artículo 125.º podrán imponerse 
las siguientes sanciones:

a) Por la comisión de la infracción prevista en el artículo 125.º podrá imponerse una 
sanción pecuniaria a la Federación Española de Galgos, con independencia del derecho de 
ésta a repetir contra la persona o personas que pudieran ser responsables directos de dicha 
infracción, quienes, en su caso, podrán ser sancionados por incurrir en abuso de auto ridad.

b) Las sanciones a la Federación Española de Galgos no podrán ser inferiores a tres-
cientos euros ni superiores a treinta mil euros.

c) Para la determinación de la cuantía de las sanciones se tendrá en cuenta el Presu-
puesto de la Federación Española.

Artículo 139.º

Corresponderá la suspensión de las sanciones:

a) A petición fundada y expresa del interesado, los órganos disciplinarios deportivos 
podrán suspender razonadamente la ejecución de las sanciones impuestas mediante el proce-
dimiento ordinario, sin que la mera interposición de las reclamaciones o recursos que contra 
las mismas correspondan, paralicen o suspendan su ejecución.

b) En su caso, para el otorgamiento de la suspensión de la ejecutividad de los actos, 
recurridos se valorará si el cumplimiento de la sanción puede producir perjuicios de difícil o 
imposible reparación.

c) Para las sanciones impuestas mediante el procedimiento extraordinario, los órganos 
disciplinarios podrán suspender potestativamente la sanción a petición fundada de parte.

Artículo 141.º

1. Si en cualquier momento del procedimiento el instructor aprecia que la presunta 
falta reviste los caracteres de delito, estará obligado a ponerlo en conocimiento del órgano 
disciplinario deportivo que hubiere ordenado la instrucción del expediente para su oportuna 
comunicación al Ministerio Fiscal.

2. En tal caso los órganos disciplinarios deportivos acordarán la suspensión del procedimien-
to, según las circunstancias concurrentes, hasta que recaiga la correspondiente resolución judicial.

En cada supuesto concreto los órganos disciplinarios valorarán las circunstancias que con-
curran en el mismo, a fin de acordar motivadamente la suspensión o la continuación del expe-
diente disciplinario deportivo hasta su resolución e imposición de sanciones, si procediera.

3. En el caso de que se acordara la suspensión del procedimiento podrán adoptarse 
medidas cautelares mediante providencia notificada a todas las partes interesadas.

Artículo 142.º

Condiciones de los procedimientos:

1. Son condiciones generales y mínimas de los procedimientos disciplinarios:

a) Los jueces y cargos técnicos deportivos ejercen la potestad disciplinaria durante el 
desarrollo de la competición, de forma inmediata. Los afectados por las decisiones de los 
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jueces y cargos técnicos deportivos, en el ejercicio de su potestad disciplinaria podrán reclamar 
al Comité de Competición designado al efecto, de acuerdo con lo regulado con el procedimien-
to ordinario. Será requisito indispensable consignar en el acta de la competición que se va a 
reclamar. Contra el acuerdo del Comité de Competición se puede recurrir en el plazo de tres 
días hábiles ante el Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos.

b) En el seno del procedimiento ordinario se incluirá un trámite adecuado para el cum-
plimiento de la audiencia al interesado. En cualquier caso de presunto infractor tendrá dere-
cho a conocer, antes de que caduque dicho trámite, la acusación contra él formulada, a efec-
tuar las oportunas alegaciones y a la proposición de pruebas.

2. Las actas suscritas por los cargos técnicos deportivos de la competición constituirán 
medio documental necesario en el conjunto de la prueba de infracciones de las reglas y nor-
mas deportivas. Igual naturaleza tendrán las ampliaciones o aclaraciones a las mismas, sus-
critas por los propios cargos técnicos deportivos, bien de oficio, bien a solicitud de los órga-
nos disciplinarios.

Ello, no obstante, los hechos relevantes para el procedimiento y su resolución podrán 
acreditarse por cualquier medio o prueba, pudiendo los interesados proponer directamente 
cuantas sean de interés para la correcta resolución del expediente.

3. Cualquier persona o entidad cuyos derechos o intereses legítimos puedan verse 
afectados por la sustanciación de un procedimiento disciplinario deportivo, podrá personarse 
en el mismo, teniendo desde entonces, y a los efectos de notificación y de proposición y 
práctica de la prueba, la consideración de interesado.

En materias de su competencia, la Comisión Nacional contra la Violencia en los Espec-
táculos Deportivos y la Comisión Nacional Antidopaje estarán legitimados para instar a la 
Federación Española de Galgos a la apertura de procedimientos disciplinarios, así como para 
recurrir ante el Comité Español de Disciplina Deportiva las resoluciones que recaigan. En 
cualquier caso será obligatoria la comunicación a las respectivas Comisiones de cualquier 
hecho que pueda ser constitutivo de infracción en las materias de su competencia y de los 
procedimientos que en las mismas se instruyan, en un plazo máximo de diez días a contar, 
según corresponda, desde su conocimiento o incoación.

4. Cuando existan dos o mas órganos disciplinarios que puedan conocer necesaria-
mente de un determinado asunto, una misma persona no podrá pertenecer a mas de uno de 
dichos órganos.

Artículo 143.º

En el supuesto de que un mismo hecho pudiera dar lugar a la responsabilidad adminis-
trativa prevista en el artículo 5.2 del Real Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, sobre 
Disciplina Deportiva y a responsabilidad de índole deportiva, los órganos disciplinarios 
deportivos comunicarán a la autoridad correspondiente los antecedentes de que dispusieran 
con independencia de la tramitación del procedimiento disciplinario deportivo.

Cuando los órganos disciplinarios deportivos tuvieran conocimiento de hechos que 
pudieran dar lugar, exclusivamente a responsabilidad administrativa, darán traslado sin más, 
de los antecedentes de que dispongan a la autoridad competente.

Artículo 146.º

El Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos resolverá con 
carácter general sobre las incidencias, anomalías e informes que se reflejen en las actas y en 
los informes complementarios que emitan los cargos técnicos deportivos, cargos federativos 
o informadores designados por el propio Comité, siempre que se trate de competiciones de 
ámbito nacional.

Artículo 147.º

Se admitirán y resolverán las reclamaciones, alegaciones e informes que se formulen 
por escrito dentro de las setenta y dos horas siguientes a la finalización de la competición (o 
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fase de la competición). Las formulaciones se harán directamente al Comité de Disciplina 
Deportiva de la Federación Española de Galgos.

1. Pasados dichos plazos, el Comité de Disciplina Deportiva no estará obligado a 
admitir mas alegaciones que las que requieran expresamente.

2. No se aceptará, ni se entrará en el fondo de ninguna reclamación, alegación o informe, 
respecto de una competición, si carece de algunos de los requisitos regulados en este capítulo.

3. El órgano disciplinario para tomar sus decisiones tendrá en cuenta los informes, 
alegaciones y reclamaciones presentadas y aceptadas según lo dispuesto en el punto anterior, 
pudiendo también tomar en cuenta otros informes que estime oportunos.

Artículo 148.º

Los elementos que tomará en consideración el Comité de Disciplina Deportiva para 
resolver serán:

1. El acta de la competición como documento necesario e ineludible.
2. Los informes adicionales si los hubiera.
3. El informe del Delegado o cargo federativo si lo hubiera.
4. Los informes emitidos por los observadores designados por el Comité si los hubiera.
5. Las alegaciones de los interesados.
6. Cualquier otro testimonio cuyo valor probatorio se apreciara discrecionalmente.

Artículo 149.º

Se considera evacuado el trámite de audiencia al interesado por la entrega de copia del 
acta de la competición al mismo, y por el transcurso de las setenta y dos horas a que se refie-
re este capítulo.

1. Si existiese informe adicional al acta emitido, antes de adoptar el fallo se deberá dar 
traslado de dichos informes a los interesados en el plazo de cinco días hábiles, para que en el 
término de cinco días hábiles desde su recepción manifiesten lo que estimen oportuno en su 
descargo y en la forma establecida en este capítulo.

2. El órgano disciplinario podrá actuar no solo a la vista del acta, sino por informe 
adicional, reclamación de parte o de oficio por conocimiento directo de hechos que pudieran 
ser constitutivos de falta, relacionada siempre con competiciones de carreras de galgos, 
dando audiencia al interesado, en su caso, conforme a lo establecido en el punto anterior.

Artículo 150.º

El órgano disciplinario gozará de plena libertad en la apreciación y valoración de prue-
bas, antecedentes e informes.

1. En las notificaciones constará el texto íntegro de la resolución, con la indicación de 
si es o no definitiva la expresión de las reclamaciones o recursos que procedan, órgano ante 
el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlas.

2. Las resoluciones serán comunicadas por escrito a las partes afectadas.

Artículo 151.º

El procedimiento para la sanción de las infracciones disciplinarias se iniciará de oficio 
por el Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos, bien por propia 
iniciativa o como consecuencia de orden superior o denuncia motivada.

Artículo 152.º

El Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos para incoar el 
procedimiento disciplinario, al recibir la denuncia o tener conocimiento de una supuesta infrac-
ción, podrá acordar la instrucción de información reservada antes de dictar la providencia en 
que se dedica la iniciación del procedimiento o, en su caso, el archivo de las actuaciones.
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La resolución por la que se acuerde el archivo de las actuaciones deberá expresar las 
causas que la motiven y disponer lo pertinente en relación con el denunciante si lo hubiere.

Artículo 153.º

El procedimiento se incoará por medio de resolución del Comité de Competición, nom-
brando en el mismo acto el instructor que deberá ser licenciado en derecho y el secretario a 
cuyo cargo correrá la tramitación del expediente.

El acuerdo de incoación del expediente, así como los nombramientos del instructor y 
secretario, se notificarán al sujeto a expediente.

La providencia de incoación se inscribirá en el libro registro del Comité de Disciplina 
Deportiva de la Federación Española de Galgos.

Artículo 157.º

Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento podrán acreditarse por cual-
quier medio de prueba una vez abierto el correspondiente periodo por el instructor y durante 
un plazo no superior a quince días ni inferior a cinco, comunicando a los interesados con ante-
lación suficiente el lugar, día y hora de la celebración de las que hubiesen sido admitidas.

El inculpado podrá proponer la práctica de la prueba que considere conveniente, apor-
tando al menos con tres días de antelación a la expiración del periodo probatorio cuantos 
documentos sean de interés para la cuestión suscitada.

Contra la denegación expresa o tácita de la prueba propuesta por los interesados, éstos 
podrán plantear reclamación, en el plazo de tres días hábiles, ante el Comité de Disciplina 
Deportiva de la Federación Española de Galgos para resolver el expediente, quien deberá 
pronunciarse en el término de otros tres días. En ningún caso, la interposición de la reclama-
ción paralizará la tramitación del expediente.

Las actas suscritas por los Directores de carreras y Comisarios de la prueba o competi-
ción constituirán medio documental necesario en el conjunto de la prueba de las infracciones 
de las reglas o normas deportivas. Igual naturaleza tendrán las ampliaciones o aclaraciones a 
las mismas suscritas por los propios Directores de carreras y Comisarios, bien de oficio, bien 
a solicitud de los órganos disciplinarios.

Ello no obstante, los hechos relevantes para el procedimiento y su resolución podrán 
acreditarse por cualquier medio de prueba, pudiendo los interesados proponer que se practi-
quen cualesquiera pruebas o aportar directamente cuantas sean de interés para la correcta 
resolución del expediente.

Artículo 158.º

El Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos podrá acordar 
la acumulación de dos o más expedientes siempre que entre éstos se den circunstancias de 
identidad o analogía suficiente que pudieran considerarse de algún modo complementarias.

Artículo 159.º

A la vista de las actuaciones practicadas, y en un plazo no superior a un mes contado a 
partir de la iniciación del procedimiento, el instructor propondrá el sobreseimiento o formu-
lará el correspondiente pliego de cargos comprendiendo en el mismo los hechos imputados, 
las circunstancias concurrentes y las supuestas infracciones, así como las sanciones que 
pudieran ser de aplicación. El instructor podrá, por causas justificadas, solicitar la amplia-
ción del plazo, referido al Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de 
Galgos para resolver, hasta un máximo de tiempo que no rebase la mitad, corregida por exce-
so, de aquéllos.

Artículo 161.º

Transcurrido el plazo señalado en el apartado anterior, el instructor, sin más trámite, 
elevará el expediente al Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Gal-
gos para resolver al que se unirán, en su caso, las alegaciones presentadas.
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Artículo 162.º

La resolución del Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos 
pone fin al expediente disciplinario deportivo y habrá de dictarse en el plazo máximo de diez 
días hábiles, a contar desde el siguiente al de la elevación del expediente por el instructor.

Artículo 168.º

Si el Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos para resolver 
estimase la existencia de vicio formal, podrá ordenar la retroacción del procedimiento hasta 
el momento en que se produjo la irregularidad, con indicación expresa de la fórmula para 
resolverla.

Artículo 172.º

Los recursos interpuestos contra las resoluciones acordadas por el Comité de Disciplina 
Deportiva de la Federación Española de Galgos, se presentarán al Comité Español de Disci-
plina Deportiva o en la Federación Española de Galgos. En este último caso, la Federación 
Española de Galgos al término de ocho días, contados desde el siguiente al de su entrada en 
la Federación, los elevará al Comité con su informe, en el que expondrá su opinión sobre 
cada uno de los extremos del recurso, acompañando los antecedentes del mismo y el expe-
diente en el que, en su caso, hubiera recaído la resolución recurrida.

Artículo 175.º

Los interesados podrán desistir de su petición en cualquier momento del procedimiento. 
Si el recurso hubiera sido interpuesto por dos o más interesados, el desistimiento sólo afecta-
rá a quienes lo hubieran formulado.

El desistimiento podrá hacerse oralmente o por escrito. En el primer caso se formalizará 
por comparecencia del interesado ante el Comité de Disciplina Deportiva de la Federación 
Española de Galgos quien, conjuntamente con aquel, suscribirá la oportuna diligencia.

El desistimiento pondrá fin al procedimiento, salvo que en el plazo de diez días, conta-
dos a partir de la correspondiente notificación, los posibles terceros interesados, que se 
hubiesen personado en el procedimiento, instasen su continuación.

Si la cuestión suscitada en el recurso entrañase interés general o fuera conveniente sus-
tanciarla para su definición y esclarecimiento, el órgano disciplinario competente podrá 
limitar los efectos del desistimiento al interesado y continuar el procedimiento.

Artículo 176.º

El Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos es un organis-
mo técnico-jurídico deportivo de la Federación que, resolverá con su enjuiciamiento y reso-
lución cuantas cuestiones contenciosas y disciplinarias se produzcan en el curso de la vida 
federativa.

Artículo 177.º

Los miembros del Comité de Disciplina Deportiva de la Federación Española de Galgos 
serán nombrados por el Presidente de la Federación Española formando parte del mismo un 
máximo de seis miembros y un mínimo de tres, elegidos entre, a ser posible, personas que 
reúnan conocimientos jurídicos.

CAPÍTULO XXVIII

Comité de Disciplina Deportiva

(«BOE» 11-IV-2006.)
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

ENCOMIENDA DE GESTIÓN

El Subsecretario del Ministerio de Educación y Ciencia y el Director del Instituto de 
Salud Carlos III, organismo adscrito al Ministerio de Sanidad y Consumo han adoptado, con 
fecha 26 de enero de 2006, dos acuerdos por los que se encomienda a este último, por razo-
nes de eficacia, la realización material de determinadas pruebas selectivas para el acceso a 
cuerpos y escalas adscritos al Ministerio de Educación y Ciencia.

Para general conocimiento, se dispone su publicación como anexos I y II de la presente 
resolución.

Madrid 28 de abril de 2006.–El Subsecretario, Luis Herrero Juan.

ANEXO I

Acuerdo de encomienda de gestión al Instituto de Salud Carlos III para la realización 
material de determinadas actividades sobre las pruebas selectivas para acceso a cuer-

pos y escalas adscritos al Ministerio de Educación y Ciencia

Primero.–El Ministerio de Educación y Ciencia y el Instituto de Salud Carlos III acuer-
dan, en el marco del artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común, que el citado 
Organismo lleve a cabo, por razones de eficacia, la gestión material de las pruebas selectivas 
de acceso a la Escala de Ayudantes de Investigación de los Organismos Públicos de Investiga-
ción, por el turno de acceso libre, correspondiente a la Oferta de Empleo Público de 2005.

Segundo.–La gestión material que se encomienda, con respecto a la Escala citada en el 
apartado anterior, se concreta en las siguientes actividades:

a) Recepción de solicitudes de participación en las pruebas selectivas.
b) Propuesta de resoluciones por las que se declaren aprobadas las listas de admitidos 

y excluidos y se señalen el lugar y fecha de comienzo del primer ejercicio, así como la rela-
ción de aspirantes excluidos, con indicación de las causas de exclusión. Propuesta de resolu-
ción por la que se declaren aprobadas las listas definitivas.

c) Gestión de la operativa necesaria para el desarrollo material de los ejercicios.
d) Coordinación de los tribunales calificadores de las pruebas selectivas y tramitación 

y pago de las dietas y asistencias que correspondan a sus miembros.

Tercero.–Los gastos originados por la gestión material objeto de la presente encomienda 
correrán a cargo del presupuesto del Organismo.

Cuarto.–El plazo de vigencia de la gestión encomendada será de doce meses, a contar 
desde la fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la convocatoria de las 
pruebas selectivas cuya gestión material se encomienda.

Quinto.–La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de las competencias ni 
de los elementos sustantivos de su ejercicio, atribuidas al Ministerio de Educación y Ciencia.

Sexto.–Es responsabilidad del Ministerio de Educación y Ciencia dictar los actos o reso-
luciones que den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de la 
presente encomienda de gestión.

Séptimo.–Suscriben el presente instrumento de formalización de encomienda de gestión 
el Subsecretario de Educación y Ciencia en virtud de lo previsto en el apartado Quinto i) de la 
Orden ECI/87/2005, de 14 de enero, de delegación de competencias del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia («Boletín Oficial del Estado» núm. 24 de 28 de enero), por el que se delegan en 
el Subsecretario del Departamento la convocatoria de pruebas selectivas para el ingreso, acce-
so y, en su caso, adquisición de nuevas especialidades a Cuerpos y Escalas adscritas al Depar-
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tamento, previo informe de la Dirección general de la Función Pública, de acuerdo con la 
Oferta de Empleo Público, y el Director General del Instituto de Salud Carlos III.

Madrid, a 26 de enero de 2006.–El Subsecretario de Educación y Ciencia, Fernando 
Gurrea Casamayor.–El Director General del Instituto de la Salud Carlos III, Francisco Gar-
cía Navarro.

ANEXO II

Acuerdo de encomienda de gestión al Instituto de Salud Carlos III para la realización 
material de determinadas actividades sobre las pruebas selectivas para acceso a cuer-

pos y escalas adscritos al Ministerio de Educación y Ciencia

Primero.–El Ministerio de Educación y Ciencia y el Instituto de Salud Carlos III acuer-
dan, en el marco del artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común, que el citado 
Organismo lleve a cabo, por razones de eficacia, la gestión material de algunos aspectos de 
las pruebas selectivas para el acceso a las siguientes Escalas de los Organismos Públicos de 
Investigación, correspondientes a la Oferta de Empleo Público de 2005: por el turno de acce-
so libre, Investigadores Titulares y Técnicos Superiores Especialistas, y, por el turno de pro-
moción interna, Ayudantes de Investigación.

Segundo.–La gestión material que se encomienda, con respecto a las Escalas citadas en 
el apartado anterior, se concreta en las siguientes actividades:

Tramitación y pago de las dietas y asistencias que correspondan a los miembros de los 
tribunales de las especialidades cuyas plazas estén exclusivamente atribuidas al Organismo y, 
en tribunales de especialidades que afecten a más de un Organismo, la tramitación y pago de 
las dietas y asistencias que correspondan a los miembros propuestos por el Instituto de Salud 
Carlos III.

Tercero.–Los gastos originados por la gestión material objeto de la presente encomienda 
correrán a cargo del presupuesto del Organismo.

Cuarto.–El plazo de vigencia de la gestión encomendada será de doce meses, a contar 
desde la fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la convocatoria de las 
pruebas selectivas cuya gestión material se encomienda.

Quinto.–La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de las competencias ni 
de los elementos sustantivos de su ejercicio, atribuidas al Ministerio de Educación y Ciencia.

Sexto.–Es responsabilidad del Ministerio de Educación y Ciencia dictar los actos o reso-
luciones que den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de la 
presente encomienda de gestión.

Séptimo.–Suscriben el presente instrumento de formalización de encomienda de gestión 
el Subsecretario de Educación y Ciencia en virtud de lo previsto en el apartado Quinto i) de la 
Orden ECI/87/2005, de 14 de enero, de delegación de competencias del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia («Boletín Oficial del Estado» núm. 24 de 28 de enero), por el que se delegan en 
el Subsecretario del Departamento la convocatoria de pruebas selectivas para el ingreso, acce-
so y, en su caso, adquisición de nuevas especialidades a Cuerpos y Escalas adscritas al Depar-
tamento, previo informe de la Dirección general de la Función Pública, de acuerdo con la 
Oferta de Empleo Público, y el Director General del Instituto de Salud Carlos III.

Madrid, a 26 de enero de 2006.–El Subsecretario de Educación y Ciencia, Fernando Gurrea 
Casamayor.–El Director General del Instituto de la Salud Carlos III, Francisco García Navarro

(«BOE» 12-V-2006.)
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INFORMACIÓN GENERAL

Acontecimientos deportivos. Retransmisiones.–Resolución de 21 de junio de 2006, 
de la Presidencia del Consejo de Emisiones y Retransmisiones Deportivas, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de la Comisión Permanente del Consejo de Emisiones y 
Retransmisiones Deportivas por el que se aprueba la propuesta de Catálogo de Competicio-
nes o Acontecimientos Deportivos de Interés General para la temporada 2006-2007. («BOE» 
22-VI-2006.)

Ayudas.–Resolución de 16 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universida-
des e Investigación, por la que se convoca el procedimiento de concesión de ayudas a asocia-
ciones juveniles y a federaciones y confederaciones de estudiantes de ámbito nacional cuyo 
ámbito de actuación sea la Universidad. («BOE» 4-IV-2006.)

Orden ECI/1028/2006, de 16 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras y 
se convoca el programa de ayudas para la movilidad de estudiantes universitarios Séneca 
para el curso académico 2006-2007. («BOE» 7-IV-2006.)

Resolución de 17 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se efectúa la convocatoria del año 2006, para la concesión de las 
ayudas del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica 
(I+D+I 2004-2007), en la parte dedicada al fomento de la investigación técnica para proyec-
tos científico-tecnológicos singulares y de carácter estratégico. («BOE» 7-IV-2006.)

Resolución de 16 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se corrigen errores en la de 23 de diciembre de 2005, de concesión 
de ayudas para la movilidad de profesores y para gastos asociados al desarrollo de progra-
mas de doctorado que han obtenido la mención de calidad para el curso 2005-2006. («BOE» 
10-IV-2006.)

Orden ECI/1044/2006, de 17 de marzo, por la que se corrigen errores de la Orden ECI/
351/2006, de 23 de enero, por la que se publican las relaciones de los alumnos beneficiarios 
de ayudas para realizar estudios en niveles no universitarios en el exterior en el curso 2005-
2006. («BOE» 10-IV-2006.)

Resolución de 27 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se convocan ayudas para la formación de personal investigador. 
(«BOE» 10-IV-2006.)

Orden ECI/1068/2006, de 28 de marzo, por la que se convocan ayudas para participar 
durante los turnos de verano de 2006, en la actividad de recuperación y utilización educativa 
de pueblos abandonados. («BOE» 11-IV-2006.)

Resolución de 22 de marzo de 2006, del Consejo Superior de Investigaciones Científi-
cas, por la que se convocan ayudas complementarias, para la realización de estancias breves 
en centros de I+D y empresas en España y en el extranjero. («BOE» 11-IV-2006.)

Orden ECI/1074/2006, de 22 de marzo, por la que se corrigen errores de la Orden ECI/
805/2006, de 1 de marzo, por la que se convocan ayudas a asociaciones e instituciones sin 
ánimo de lucro, para la realización de actividades de formación del profesorado durante el 
año 2006. («BOE» 12-IV-2006.)

Orden ECI/1092/2006, de 22 de marzo, por la que se convocan ayudas a Corporaciones 
locales, para la puesta en marcha y mantenimiento de aulas de formación abierta, flexible y a 
distancia mediante tecnologías de la información y la comunicación a través de Aula Mentor. 
(«BOE» 14-IV-2006.)
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Resolución de 30 de marzo de 2006, de la Dirección General de Política Tecnológica, 
por la que se publican las ayudas correspondientes a la convocatoria 2005 para proyectos
 de I+D realizados en parques científicos y tecnológicos. («BOE» 20-IV-2006.)

Orden ECI/1174/2006, de 5 de abril, por la que se anuncian plazas de profesores de 
Enseñanza Secundaria en Secciones Bilingües de Español en centros educativos de Bulgaria, 
Eslovaquia, Hungría, Polonia, República Checa, Rumania y Rusia para el curso 2006-2007. 
(«BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 28 de marzo de 2006, de la Dirección General de Política Tecnológica, 
por la que se publican las ayudas correspondientes a la convocatoria 2005, del programa de 
fomento de la investigación técnica, incluidas las plurianuales para 2005, concedidas en años 
anteriores. («BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 28 de marzo de 2006, de la Dirección General de Política Tecnológica, 
por la que se publican las ayudas correspondientes a la convocatoria 2005 del Programa de 
Fomento de la Investigación Técnica, para el apoyo a la creación e impulso de Redes Tecno-
lógicas. («BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 28 de marzo de 2006, de la Dirección General de Política Tecnológica, 
por la que se publican las ayudas correspondientes a la convocatoria 2005 del programa de 
fomento de la investigación técnica, en la parte dedicada a proyectos científico-singulares y 
de carácter estratégico. («BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 31 de marzo de 2006, de la Dirección General de Política Tecnológica, 
por la que se publican las ayudas correspondientes a la convocatoria 2005 para la mejora de 
las grandes y medianas instalaciones científicas y para el acceso a las mismas. («BOE» 
21-IV-2006.)

Resolución de 11 de octubre de 2005, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden las ayudas de la convocatoria de 2003, del Programa 
Torres Quevedo, correspondientes a la segunda anualidad de las concedidas por Resolución 
de 25 de mayo de 2004. («BOE» 24-IV-2006.)

Resolución de 8 de noviembre de 2005, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden las ayudas de la convocatoria de 2004, del Programa 
Torres Quevedo, correspondientes a la primera anualidad de la segunda evaluación. («BOE» 
24-IV-2006.)

Resolución de 29 de diciembre de 2005, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden las ayudas de la convocatoria de 2003, del Programa 
Torres Quevedo, correspondientes a la tercera anualidad de las concedidas por Resolución 
de 28 de octubre de 2003. («BOE» 24-IV-2006.)

Resolución de 30 de diciembre de 2005, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden las ayudas de la convocatoria de 2003, del Programa 
Torres Quevedo, correspondientes a la segunda anualidad de las concedidas por Resolución 
de 5 de octubre de 2004. («BOE» 24-IV-2006.)

Resolución de 3 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Investi-
gación, por la que se adjudican ayudas para estancias de jóvenes doctores extranjeros en 
estancias postdoctorales en España, dentro del Programa nacional de ayudas para la movili-
dad de profesores de universidad e investigadores españoles y extranjeros. («BOE» 
24-IV-2006.)

Resolución de 4 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Investi-
gación, por la que se adjudican ayudas para estancias de profesores e investigadores extran-
jeros en régimen de año sabático en España, dentro del Programa nacional de ayudas para la 
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movilidad de profesores de universidad e investigadores españoles y extranjeros. («BOE» 
24-IV-2006.)

Resolución de 4 de octubre de 2005, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden las ayudas de la convocatoria de 2002 del Programa 
Torres Quevedo, correspondientes a la tercera anualidad de las concedidas por Resolución 
de 21 de mayo de 2003. («BOE» 25-IV-2006.)

Resolución de 28 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden ayudas complementarias para estancias breves en 
España y en el extranjero correspondientes a los becarios predoctorales de formación de 
personal investigador. («BOE» 25-IV-2006.)

Resolución de 11 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se convoca la concesión de ayudas del Plan Nacional de I+D+I (2004-
2007) para proyectos de I+D realizados en parques científicos y tecnológicos. («BOE» 
28-IV-2006.)

Orden ECI/1305/2006, de 25 de abril, por la que se convocan ayudas para adquisición 
de libros de texto y material didáctico complementario, para el curso académico 2006-2007. 
(«BOE» 3-V-2006.)

Resolución de 18 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se la convoca la concesión de ayudas del Plan Nacional de Investigación 
Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica (I+D+I 2004-2007), en la parte dedicada al 
Fomento de la Investigación Técnica para el apoyo a la creación e impulso de redes tecnoló-
gicas. («BOE» 5-V-2006.)

Resolución de 28 de abril de 2006, de la Secretaría General de Educación, por la que se 
dispone la publicación del Acuerdo de Consejo de Ministros de 21 de abril de 2006, por el 
que se formalizan los criterios de distribución, así como la distribución resultante, para el 
año 2006, de las ayudas para bibliotecas escolares aprobados por la Conferencia Sectorial de 
Educación. («BOE» 20-V-2006.)

Resolución de 20 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se conceden ayudas para la contratación de personal técnico de apoyo en 
la modalidad de técnicos de transferencia, en el marco del Programa Nacional de Potencia-
ción de Recursos Humanos del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Inno-
vación Tecnológica (2000-2003). («BOE» 22-V-2006.)

Orden ECI/1568/2006, de 8 de mayo, por la que se convocan ayudas para alumnado con 
necesidad específica de apoyo educativo para el curso académico 2006-2007. («BOE» 
24-V-2006.)

Orden ECI/1605/2006, de 8 de mayo, por la que se convocan ayudas destinadas a alum-
nos de 6.º de Educación Primaria para el desarrollo de un programa de inmersión lingüística 
durante el curso 2006-2007. («BOE» 26-V-2006.)

Resolución de 4 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se efectúa la convocatoria del año 2006 para la concesión de las ayudas 
del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica (I+D+i 
2004-2007) en la parte dedicada al Fomento de la Investigación Técnica para el apoyo a las 
acciones complementarias de difusión, estudio y de cooperación internacional. («BOE» 
27-V-2006.)

Resolución de 9 de mayo de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial y 
Alta Inspección, por la que se hace publica la relación de beneficiarios de ayudas y premios 
del presupuesto de gastos de 2005. («BOE» 30-V-2006.)
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Resolución de 12 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se conceden Certificados de Calidad de los Servicios de Biblioteca de las 
Universidades. («BOE» 31-V-2006.)

Orden ECI/1724/2006, de 12 de mayo, por la que se publican las relaciones de los alum-
nos que han resultado beneficiarios de ayudas para segundo ciclo de Educación Infantil para 
el curso 2005-2006. («BOE» 2-VI-2006.)

Resolución de 24 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se ordena la publicación de las ayudas y subvenciones concedidas en el primer 
trimestre de 2006. («BOE» 6-VI-2006.)

Orden ECI/1770/2006, de 17 de mayo, por la que se convocan ayudas para la adquisi-
ción de libros y material didáctico complementario para alumnos matriculados en Ceuta, 
Melilla y centros del Estado español en el exterior en el curso 2006-2007. («BOE» 
7-VI-2006.)

Orden ECI/1771/2006, de 18 de mayo, por la que se resuelve la convocatoria de ayudas 
destinadas a fomentar la acción sindical en el ámbito de la enseñanza privada sostenida total 
o parcialmente con fondos públicos. («BOE» 7-VI-2006.)

Orden ECI/1772/2006, de 18 de mayo, por la que se convocan ayudas para la mejora de 
las bibliotecas escolares en centros públicos dependientes del Ministerio de Educación y 
Ciencia. («BOE» 7-VI-2006.)

Resolución de 19 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se seleccionan las entidades bancarias que participarán en el programa de 
préstamos a estudiantes universitarios en la convocatoria pública correspondiente al curso 
2006-2007. («BOE» 8-VI-2006.)

Resolución de 12 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan ayudas a clubes deportivos sin ánimo de lucro que participen en com-
peticiones de ámbito estatal y de carácter no profesional en deportes de equipos colectivos 
para el año 2006. («BOE» 13-VI-2006.)

Resolución de 30 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
de corrección de errores de la de 3 de mayo de 2006, por la que se hace pública la convoca-
toria de ayudas a las Universidades públicas y privadas para la realización de proyectos de 
apoyo científico y tecnológico al deporte, estudios e informes de interés deportivo y otras 
acciones de promoción y difusión de la investigación deportiva para el año 2006. («BOE» 
13-VI-2006.)

Resolución de 12 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se regula la convocatoria para la concesión de préstamos a Federaciones Deporti-
vas Españolas, Agrupaciones de Clubes de ámbito estatal y Entes de Promoción Deportiva, 
por la realización de inversiones relacionadas con el desarrollo de su actividad para el año 
2006. («BOE» 14-VI-2006.)

Resolución de 24 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan ayudas a las Federaciones Deportivas Españolas por la asistencia de 
Directivos españoles, pertenecientes a Comités Ejecutivos de Organismos Internacionales, 
Europeos e Iberoamericanos, a las reuniones que les convoquen, y para proyectos de activi-
dades fuera del territorio español, dirigidas al fomento de la presencia de los mismos en 
Organismos Deportivos Internacionales, para el año 2006. («BOE» 14-VI-2006.)

Resolución de 24 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan ayudas para los desplazamientos a la península de equipos y deportis-
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tas insulares y de las ciudades de Ceuta y Melilla, por su participación en competiciones 
deportivas de ámbito estatal, para el año 2006. («BOE» 14-VI-2006.)

Resolución de 26 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan ayudas a las Federaciones Deportivas Españolas para gastos de Presi-
dentes españoles de Federaciones Internacionales, Europeas e Iberoamericanas y para gastos 
de proyectos dirigidos al fomento de la presencia en los órganos de gobierno de las mismas, 
de las Federaciones Deportivas Españolas, para el año 2006. («BOE» 15-VI-2006.)

Orden ECI/1919/2006, de 6 de junio, por la que se establecen las bases reguladoras para 
la concesión de ayudas para infraestructuras científicas y tecnológicas singulares, en el 
marco del Programa Nacional de Equipamiento e infraestructura de investigación científica y 
tecnológica del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnoló-
gica 2004-2007. («BOE» 16-VI-2006.)

Resolución 26 de mayo de 2006, de la Secretaría General de Educación, por la que se 
convocan las ayudas de renovación a centros educativos en el marco del Programa Iberoame-
ricano de Cooperación Escolar. («BOE» 20-VI-2006.)

Resolución de 25 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se adjudican ayudas para Estancias en centros extranjeros y excepcional-
mente españoles, de profesores de universidad e investigadores españoles, incluido el progra-
ma Salvador de Madariaga, dentro del Programa nacional de ayudas para la movilidad de 
profesores de universidad e investigadores españoles y extranjeros. («BOE» 21-VI-2006.)

Resolución de 27 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se adjudican ayudas para Estancias de profesores e investigadores extran-
jeros, de acreditada experiencia, en régimen de año sabático en España, dentro del Programa 
nacional de ayudas para la movilidad de profesores de universidad e investigadores españo-
les y extranjeros. («BOE» 21-VI-2006.)

Resolución de 26 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se adjudican ayudas para estancias de jóvenes doctores extranjeros en 
España, dentro del programa nacional de ayudas para la movilidad de profesores de universi-
dad e investigadores españoles y extranjeros. («BOE» 23-VI-2006.)

Resolución de 5 de junio de 2006, del Centro de Investigaciones Energéticas, 
Medioambientales y Tecnológicas, por la que se convoca ayuda para la formación de perso-
nal investigador, en el marco del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e 
Innovación Tecnológica 2004-2007. («BOE» 23-VI-2006.)

Resolución de 7 de junio de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se conceden ayudas para la movilidad de alumnos en programas de doc-
torado que han obtenido la Mención de Calidad en el curso 2005-2006. («BOE» 
27-VI-2006.)

Orden ECI/2049/2006, de 22 de mayo, por la que se convocan ayudas destinadas a 
fomentar la realización de actividades por parte de Confederaciones, Federaciones y Asocia-
ciones de Alumnos para 2006. («BOE» 28-VI-2006.)

Becas.–Resolución de 30 de enero de 2006, del Centro de Investigaciones Energéticas, 
Medioambientales y Tecnológicas, por la que se hace pública la convocatoria de Becas pre-
doctorales para la formación de personal investigador en el marco del Plan Nacional de 
Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica 2004-2007. («BOE» 
5-IV-2006.)
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Resolución de 14 de marzo de 2006, de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo, 
para la convocatoria de becas y ayudas para la asistencia a las actividades académicas que se 
celebrarán durante el curso 2006. («BOE» 5-IV-2006.)

Resolución de 17 de febrero de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se corrigen errores en la de 4 de enero de 2006, por la que se renue-
van becas predoctorales y posdoctorales al amparo del Convenio de cooperación suscrito 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Fundación José Ortega y Gasset, para la for-
mación y perfeccionamiento de posgraduados y se actualizan las cuantías de las becas pos-
doctorales. («BOE» 10-IV-2006.)

Resolución de 22 de marzo de 2006, del Consejo Superior de Investigaciones Científi-
cas, por la que se convocan becas CSIC-Fundación MAPFRE para la formación de personal 
investigador. («BOE» 11-IV-2006.)

Resolución de 21 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se modifica la de 22 de diciembre de 2005 por la que se conceden 
becas y ayudas para la cooperación interuniversitaria con Brasil, al amparo del Convenio de 
cooperación suscrito entre el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y el Ministerio de 
Educación de Brasil. («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 27 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden becas predoctorales de formación de personal investi-
gador. («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 30 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se adjudican becas de posgrado del Programa Nacional de Forma-
ción de Profesorado Universitario. («BOE» 21-IV-2006.)

Orden ECI/1197/2006, de 24 de abril, por la que se convocan becas para los alumnos 
que vayan a iniciar estudios universitarios en el curso 2006-2007. («BOE» 25-IV-2006.)

Resolución de 27 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se renuevan becas de posgrado del programa nacional de formación 
de profesorado universitario para 2006. («BOE» 25-IV-2006.)

Resolución de 30 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se concede la renovación de becas para la realización de estudios de 
Máster en Universidades de Estados Unidos de América para el curso 2005-2006. («BOE» 
25-IV-2006.)

Resolución de 6 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Investi-
gación, por la que se concede beca predoctoral de formación de personal investigador. 
(«BOE» 4-V-2006.)

Resolución de 7 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Investi-
gación, por la que se conceden becas predoctorales de formación de personal investigador. 
(«BOE» 4-V-2006.)

Resolución de 31 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se concede el traslado temporal a un centro en el extranjero a beca-
rios del programa nacional de formación de profesorado universitario. («BOE» 18-V-2006.)

Resolución de 17 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan becas para la Residencia Joaquín Blume en el C.A.R. de Madrid, en 
la temporada 2006-2007. («BOE» 26-V-2006.)
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Resolución de 24 de mayo de 2006, de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo, 
de convocatoria para la participación en el Aula de Docencia e Investigación Universitarias 
que se celebrará en la UIMP en el curso 2006. («BOE» 3-VI-2006.)

Orden ECI/1738/2006, de 12 de mayo, por la que se publican las relaciones de los alum-
nos que han resultado beneficiarios de becas de movilidad para los alumnos universitarios 
que cursan estudios fuera de su Comunidad Autónoma para el curso 2005-2006. («BOE» 
5-VI-2006.)

Orden ECI/1739/2006, de 12 de mayo, por la que se publican las relaciones de los alum-
nos que han resultado beneficiarios de becas y ayudas al estudio de carácter general para 
alumnos de niveles postobligatorios no universitarios y para universitarios que cursan estu-
dios en su Comunidad Autónoma para el curso 2005-2006. («BOE» 5-VI-2006.)

Orden ECI/1759/2006, de 11 de mayo, por la que se establecen las bases reguladoras y 
se convocan becas para la realización de estudios de Máster en Ciencias Sociales y Humani-
dades en universidades de Estados Unidos de América para el curso 2007-08. («BOE» 
6-VI-2006.)

Resolución de 9 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se hace pública la convocatoria del Aula de Verano «Ortega y Gasset» en 
la Universidad Internacional Menéndez Pelayo. («BOE» 7-VI-2006.)

Orden ECI/1780/2006, de 17 de mayo, de corrección de errores de la Orden ECI/1197/
2006, de 24 de abril, por la que se convocan becas para los alumnos que vayan a iniciar estu-
dios universitarios en el curso 2006-2007. («BOE» 8-VI-2006.)

Resolución de 22 de mayo de 2006, de la Secretaría General Técnica, por la que se hace 
pública la relación de candidatos seleccionados para becas de un mes de duración para Pro-
fesores españoles de francés, ofrecidas por la Embajada de Francia en España para el año 
2006. («BOE» 8-VI-2006.)

Resolución de 5 de junio de 2006, de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo, 
por la que se corrige la de 24 de mayo de 2006, de convocatoria para la participación en el 
Aula de Docencia e Investigación Universitarias que se celebrará en la UIMP en el curso 
2006. («BOE» 14-VI-2006.)

Resolución de 6 de junio de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se amplían plazos de presentación de solicitudes de becas para la Residencia Joa-
quín Blume en el C.A.R. de Madrid en la temporada 2006/2007, convocadas por Resolución 
de 17 de mayo de 2006. («BOE» 14-VI-2006.)

Resolución de 29 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan becas de formación de postgrado en la Subdirección General de 
Deporte y Salud para el año 2006. («BOE» 20-VI-2006.)

Orden ECI/2050/2006, de 22 de mayo, por la que se publica la relación de los alumnos 
que han resultado beneficiarios de las ayudas de carácter especial denominadas Beca-Cola-
boración correspondientes al curso académico 2005-2006. («BOE» 28-VI-2006.)

Resolución de 2 de junio de 2006, del Instituto Español de Oceanografía, por la que se 
conceden becas de formación predoctoral como personal investigador. («BOE» 
30-VI-2006.)

Resolución de 7 de junio de 2006, del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología 
Agraria y Alimentaria, por la que se conceden becas de Tecnólogos, para la formación de 
personal investigador. («BOE» 30-VI-2006.)
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Centros docentes en el extranjero. Precios públicos.–Orden ECI/1773/2006, de 22 de 
mayo, por la que se fijan las cuotas por servicios y actividades de carácter complementario 
en los centros docentes españoles en Francia, Italia, Marruecos, Portugal, Reino Unido y 
Colombia, durante el curso 2006/2007. («BOE» 7-VI-2006.)

Centros de educación secundaria.–Orden ECI/1951/2006, de 25 de mayo, por la que 
se autoriza la implantación de enseñanzas en centros públicos de educación secundaria para 
el curso 2006/2007. («BOE» 20-VI-2006.)

Orden ECI/1952/2006, de 25 de mayo, por la que se dispone la puesta en funcionamien-
to de un Instituto de Educación Secundaria en la Ciudad de Ceuta. («BOE» 20-VI-2006.)

Orden ECI/2051/2006, de 6 de junio, por la que se autoriza la implantación de progra-
mas de garantía social en centros públicos dependientes del Ministerio de Educación y Cien-
cia para el curso 2006-2007. («BOE» 28-VI-2006.)

Centros educativos.–Orden ECI/1953/2006, de 25 de mayo, por la que se aprueba la 
nueva denominación específica de Carmen Conde Abellán para el Centro de Educación de 
Personas Adultas de Melilla. («BOE» 20-VI-2006.)

Certámenes universitarios.–Resolución de 30 de mayo de 2006, de la Dirección Gene-
ral de Universidades, por la que se concede el premio a la mejor memoria científica en el 
III Certamen Universitario Arquímedes 2004, de Introducción a la Generación de Conoci-
miento. («BOE» 20-VI-2006.)

Colegios profesionales.–Real Decreto 458/2006, de 11 de abril, por el que se acuerda la 
segregación de la Delegación de Aragón del Colegio Oficial de Biólogos. («BOE» 
4-V-2006.)

Comunidad Autónoma de Andalucía. Convenio.–Resolución de 21 de febrero de 
2006, del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria, por la que 
se dispone la publicación del Convenio de Colaboración suscrito con el Instituto Andaluz de 
Investigación y Formación Agraria, Pesquera, Alimentaria y de la Producción Ecológicas 
para regular la explotación de las variedades vegetales de titularidad compartida. («BOE» 
3-IV-2006.)

Resolución de 2 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial 
y Alta Inspección, por la que se publica el Convenio y Adenda de colaboración entre el 
Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de Andalucía para la aplica-
ción de diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educación secunda-
ria (Plan Proa). («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 8 de mayo de 2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tec-
nológica, por la que se publica el Acuerdo de prórroga del Convenio de colaboración entre el 
Ministerio de Educación y Ciencia, la Comunidad Autónoma de Andalucía y las Universida-
des de Málaga y Córdoba, para la creación de la plataforma en red andaluza de apoyo cientí-
fico y tecnológico en genómica, proteómica y bioinformática. («BOE» 17-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de Andalucía y Comunidad Valenciana. Convenio.–Resolu-
ción de 6 de abril de 2006, del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y 
Alimentaria, por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración para la reali-
zación de un proyecto de obtención de variedades de fresa. («BOE» 6-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de Aragón. Convenio.–Resolución de 2 de febrero de 2006, de 
la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publici-
dad al Convenio y Addenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la 
Comunidad Autónoma de Aragón para la aplicación de diversos programas de apoyo a cen-
tros de educación primaria y educación secundaria (plan Proa). («BOE» 6-IV-2006.)
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Comunidad Autónoma de Canarias. Convenio.–Resolución de 2 de febrero de 2006, 
de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publi-
cidad al Convenio y Adenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la 
Consejería de Educación, Cultura y Deportes del Gobierno de Canarias para la aplicación de 
diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educación secundaria (plan 
Proa). («BOE» 11-IV-2006.)

Comunidad Autónoma de Cantabria. Convenio.–Resolución de 2 de febrero de 2006, 
de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publi-
cidad al Convenio y Addenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y 
el Gobierno de Cantabria para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de 
educación primaria y educación secundaria (plan Proa). («BOE» 26-IV-2006.)

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. Convenio.–Resolución de 10 de 
febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la 
que se da publicidad al Convenio-marco y Adenda de colaboración entre el Ministerio de 
Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha para la aplicación de 
diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educación secundaria (plan 
Proa). («BOE» 24-IV-2006.)

Resolución de 10 de mayo 2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tecno-
lógica, por la que se acuerda la publicación del Convenio específico de colaboración con la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha para la financiación de un plan de I+D solar 
fotovoltaica de concentración. («BOE» 7-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de Cataluña. Convenio.–Resolución de 10 de febrero 
de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se 
da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y 
Ciencia y el Departamento de Educación de la Generalitat de Cataluña para la aplicación de 
diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educación secundaria (plan 
Proa). («BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 6 de abril de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial y 
Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio de colaboración entre el Ministerio 
de Educación y Ciencia y el Departamento de Enseñanza de la Comunidad Autónoma de 
Cataluña para el desarrollo de un programa de inmersión lingüística. («BOE» 22-IV-2006.)

Resolución de 10 de mayo 2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tecno-
lógica, por la que se acuerda la publicación del Convenio específico de colaboración con la 
Generalidad de Cataluña para el impulso de la investigación agroalimentaria en Cataluña. 
(«BOE» 7-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de Extremadura. Convenio.–Resolución de 14 de marzo 
de 2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tecnológica, por la que se publica 
el Convenio específico de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, para el desarrollo del Protocolo General relativo al 
Programa de Incentivación de la Incorporación e Intensificación de la Actividad Investigado-
ra (Programa I3), para el año 2005. («BOE» 7-IV-2006.)

Resolución de 10 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territo-
rial y Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Consejería de Educación de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de 
educación primaria y educación secundaria (Plan Proa). («BOE» 26-IV-2006.)

Comunidad Autónoma de Galicia. Convenio.–Resolución de 10 de febrero de 2006, 
de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publi-



61

cidad al Convenio y Addenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y 
la Comunidad Autónoma de Galicia para la aplicación de diversos programas de apoyo a 
centros de educación primaria y educación secundaria (plan Proa). («BOE» 26-IV-2006.)

Resolución de 10 de mayo de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial 
y Alta Inspección, por la que se publica el Convenio de colaboración entre el Ministerio de 
Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de Galicia para el desarrollo de un progra-
ma de inmersión lingüística. («BOE» 17-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Convenio.–Resolución de 14 de marzo de 
2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tecnológica, por la que se publica el 
Convenio específico de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comu-
nidad Autónoma de las Illes Balears, para el desarrollo del Protocolo General relativo al 
Programa de Incentivación de la Incorporación e Intensificación de la Actividad Investigado-
ra (Programa I3), para el año 2005. («BOE» 8-IV-2006.)

Resolución de 10 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territo-
rial y Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educa-
ción secundaria (plan Proa). («BOE» 26-IV-2006.)

Resolución de 16 de marzo de 2006, del Instituto Español de Oceanografía, por la que 
se da publicidad al Convenio marco de colaboración entre la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears y el Instituto Español de Oceanografía para la investigación de litoral y del 
medio marino. («BOE» 19-V-2006.)

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Convenio.–Resolución de 2 de 
febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la 
que se da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración entre el Ministerio de Educa-
ción y Ciencia y la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias para la aplicación de 
diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y educación secundaria (plan 
Proa). («BOE» 10-IV-2006.)

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Convenio.–Resolución de 12 de 
enero de 2006, del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria, 
por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración con la Universidad Poli-
técnica de Madrid, el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, la Universidad Poli-
técnica de Valencia y el Instituto Murciano de Investigación y Desarrollo Agrario y Alimen-
tario para la realización del proyecto denominado «Cultivos halotolerantes para una 
agricultura sostenible».(«BOE» 5-IV-2006.)

Resolución de 27 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territo-
rial y Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de la Región de Mur-
cia para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de educación primaria y 
educación secundaria (plan Proa). («BOE» 20-IV-2006.)

Resolución de 15 de mayo de 2006, de la Secretaría General de Política Científica y 
Tecnológica, por la que se publica el Convenio específico de colaboración entre el Ministerio 
de Educación y Ciencia y la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para definición, 
implantación, desarrollo y seguimiento del plan director para la creación y fomento de 
empresas de alto contenido tecnológico. («BOE» 17-VI-2006.)

Comunidad Autónoma de la Rioja. Convenio.–Resolución de 27 de febrero de 2006, 
de la Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publi-
cidad al Convenio de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comuni-
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dad Autónoma de La Rioja para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de 
educación primaria y educación secundaria (plan Proa). («BOE» 5-V-2006.)

Comunidad de Castilla y León. Convenio.–Resolución de 10 de febrero de 2006, de la 
Dirección General de Cooperación Territorial y Alta Inspección, por la que se da publicidad 
al Convenio y Adenda de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la 
Comunidad de Castilla y León para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros 
de Educación Primaria y Educación Secundaria (plan Proa). («BOE» 25-IV-2006.)

Resolución de 11 de mayo de 2006, de la Secretaría General de Educación, por la que se 
publica el Convenio y la Addenda al Convenio de colaboración suscrito con la Comunidad de 
Castilla y León para la realización de actividades de formación del profesorado, ejercicio 
2006. («BOE» 1-VI-2006.)

Comunidad Foral de Navarra. Convenio.–Resolución de 14 de marzo de 2006, de la 
Secretaría General de Política Científica y Tecnológica, por la que se publica el Convenio 
específico de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad Foral 
de Navarra, para el desarrollo del Protocolo General relativo al Programa de Incentivación de 
la Incorporación e Intensificación de la Actividad Investigadora (Programa I3), para el año 
2005. («BOE» 8-IV-2006.)

Resolución de 10 de mayo 2006, de la Secretaría General de Política Científica y Tecno-
lógica, por la que se acuerda la publicación del Convenio específico de colaboración entre el 
Ministerio de Educación y Ciencia, la Comunidad Foral de Navarra, el Centro de Investiga-
ciones Energéticas, Medioambientales y Tecnológicas y la Fundación CENER-CIEMAT 
para la investigación y desarrollo de las energías renovables. («BOE» 6-VI-2006.)

Comunidad de Madrid. Convenio.–Resolución de 14 de marzo de 2006, de la Secre-
taría General de Política Científica y Tecnológica, por la que se publica el Convenio especí-
fico de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad de Madrid, 
para el desarrollo del Protocolo General relativo al Programa de Incentivación de la Incorpo-
ración e Intensificación de la Actividad Investigadora (Programa I3), para el año 2005. 
(«BOE» 7-IV-2006.)

Resolución de 16 de febrero de 2006, del Instituto Nacional de Investigación y Tecnolo-
gía Agraria y Alimentaria, por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración 
suscrito con el Instituto Madrileño de Investigación y Desarrollo Rural, Agrario y Alimenta-
rio, por el que se acuerda la cofinanciación de becas de formación de personal investigador y 
tecnólogos en los centros públicos de investigación agraria y alimentaria, dependientes de la 
Comunidad de Madrid. («BOE» 10-IV-2006.)

Resolución de 27 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territo-
rial y Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio y adenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad de Madrid para la aplicación de 
diversos programas de apoyo a centros de Educación Primaria y Educación Secundaria (Plan 
Proa). («BOE» 5-V-2006.)

Comunidad Valenciana. Convenio.–Resolución de 14 de marzo de 2006, de la Secre-
taría General de Política Científica y Tecnológica, por la que se publica el Convenio especí-
fico de colaboración entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Comunidad Valenciana, 
para el desarrollo del Protocolo General relativo al Programa de Incentivación de la Incorpo-
ración e Intensificación de la Actividad Investigadora (Programa I3), para el año 2005. 
(«BOE» 7-IV-2006.)

 Resolución de 27 de febrero de 2006, de la Dirección General de Cooperación Territo-
rial y Alta Inspección, por la que se da publicidad al Convenio y Addenda de colaboración 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y la Consellería de Cultura, Educación y Deporte 
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de la Generalitat Valenciana para la aplicación de diversos programas de apoyo a centros de 
educación primaria y educación secundaria (plan Proa). («BOE» 6-V-2006.)

Conciertos educativos.–Orden ECI/1527/2006, de 25 de abril, por la que se resuelven 
los expedientes de modificación de los conciertos educativos a partir del curso 2006/2007 de 
los centros docentes privados de las ciudades de Ceuta y Melilla. («BOE» 19-V-2006.)

Delegación de competencias.–Orden ECI/1898/2006, de 5 de junio, por la que se 
modifica la Orden ECI/87/2005, de 14 de enero, de delegación de competencias del Ministe-
rio de Educación y Ciencia. («BOE» 15-VI-2006.)

Deportistas de alto nivel.–Resolución de 28 de abril de 2006, de la Presidencia del 
Consejo Superior de Deportes, de corrección de errores de la de 4 de febrero de 2005, sobre 
la relación anual de deportistas de alto nivel correspondiente al año 2004. («BOE» 
25-V-2006.)

Resolución de 28 de abril de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
de modificación de la de 2 de febrero de 2006, sobre la relación anual de deportistas de alto 
nivel correspondiente al año 2005. («BOE» 1-VI-2006.)

Resolución de 28 de abril de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
sobre la relación de deportistas de alto nivel correspondiente al primer trimestre del año 
2006. («BOE» 1-VI-2006.)

Deporte olímpico.–Resolución de 6 de marzo de 2006, de la Presidencia del Consejo 
Superior de Deportes, por la que se publica el Convenio por el que se desarrollan los estatu-
tos del Consorcio «Programa de preparación de los deportistas españoles de los Juegos de 
Pekín 2008».(«BOE» 7-IV-2006.)

Encomienda de gestión.–Resolución de 27 de febrero de 2006, de la Subsecretaría, por 
la que se publican los acuerdos de encomienda de gestión celebrados con diversos organis-
mos autónomos, para la gestión material de determinados aspectos de las pruebas selectivas 
de acceso a Escalas de los Organismos Públicos de Investigación del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia. («BOE» 5-V-2006.)

Enseñanzas deportivas.–Resolución de 4 de mayo de 2006, de la Presidencia del Con-
sejo Superior de Deportes, por la que se otorga el reconocimiento al que se refiere el apartado 
vigésimo octavo de la Orden ECD/3310/2002, de 16 de diciembre, a la formación de Entre-
nador Nacional de Fútbol, Nivel 3, autorizada por la Junta de Galicia, e impartida por la 
Federación Territorial Gallega de Fútbol. («BOE» 29-V-2006.)

Fomento a la investigación.–Resolución de 16 de marzo de 2006, de la Subsecretaría, 
por la que se convoca concurso para la incorporación de Personal Técnico de Investigación 
con destino en distintos Centros e Institutos del Consejo Superior de Investigaciones Cientí-
ficas, en el marco del proyecto I3p cofinanciado por el Fondo Social Europeo. («BOE» 
21-IV-2006.)

Resolución de 24 de abril de 2006, de la Subsecretaría, por la que se corrigen errores de 
la 16 de marzo de 2006, de convocatoria de concurso para la incorporación de Personal Téc-
nico de Investigación, con destino en distintos Centros e Institutos del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, en el marco del proyecto I3P, cofinanciado por el Fondo Social 
Europeo. («BOE» 4-V-2006.)

Formación del profesorado. Cursos.–Orden ECI/1029/2006, de 27 de marzo, por la 
que se convocan cursos de verano para la formación permanente del profesorado que ejerce 
en niveles anteriores al universitario, en colaboración con diversas entidades públicas, ejerci-
cio 2006. («BOE» 7-IV-2006.)
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Formación del profesorado. Licencias.–Resolución de 7 de junio de 2006, de la Sub-
secretaría, por la que se resuelve la concesión de licencias por estudios, para el curso 2006-
2007, destinadas a funcionarios docentes. («BOE» 22-VI-2006.)

Formación Profesional. Pruebas de acceso.–Resolución de 8 de marzo de 2006, de la 
Dirección General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa, por la que 
se convoca la celebración de las pruebas de acceso a Ciclos Formativos correspondientes a la 
Formación Profesional Específica de Grado Medio y de Grado Superior en el ámbito de ges-
tión del Ministerio de Educación y Ciencia. («BOE» 12-IV-2006.)

Fundaciones.–Orden ECI/956/2006, de 8 de marzo, por la que se inscribe en el Regis-
tro de Fundaciones la Fundación para el Deporte de Coslada. («BOE» 3-IV-2006.)

Orden ECI/957/2006, de 8 de marzo, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Oskar. («BOE» 3-IV-2006.)

Orden ECI/958/2006, de 8 de marzo, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Centro Empresarial y Sectorial para la Innovación Tecnológica. («BOE» 
3-IV-2006.)

Orden ECI/959/2006, de 8 de marzo, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Vicente Tormo. («BOE» 3-IV-2006.)

Orden ECI/1317/2006, de 4 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación de Geriatría José María Gómez-Reino. («BOE» 4-V-2006.)

Orden ECI/1318/2006, de 4 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Fray Luis de León. («BOE» 4-V-2006.)

Orden ECI/1319/2006, de 4 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación María García Estrada. («BOE» 4-V-2006.)

Orden ECI/1513/2006, de 19 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Movilidad. («BOE» 18-V-2006.)

Orden ECI/1514/2006, de 19 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación de la Universidad de Cantabria para el Estudio y la Investigación del Sector 
Financiero. («BOE» 18-V-2006.)

Orden ECI/1515/2006, de 19 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación para la Investigación Grupo Urológico San Rafael. («BOE» 18-V-2006.)

Orden ECI/1528/2006, de 19 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Valores. («BOE» 19-V-2006.)

Orden ECI/1606/2006, de 28 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación Carriles López. («BOE» 26-V-2006.)

Orden ECI/1607/2006, de 28 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación FESALUD-Fundación para la E-salud. («BOE» 26-V-2006.)

Orden ECI/1608/2006, de 28 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación GINEFIV. («BOE» 26-V-2006.)

Orden ECI/1609/2006, de 28 de abril, por la que se inscribe en el Registro de Fundacio-
nes la Fundación UIMP/Campo de Gibraltar. («BOE» 26-V-2006.)

Orden ECI/1781/2006, de 11 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Bonyade Tagwiate Fekr Iran Andalus. («BOE» 8-VI-2006.)
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Orden ECI/1782/2006, de 11 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Centro para los Derechos Económicos y Sociales. («BOE» 8-VI-2006.)

Orden ECI/1975/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Cultural Artemus. («BOE» 22-VI-2006.)

Orden ECI/1997/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Colegio Suizo de Madrid. («BOE» 23-VI-2006.)

Orden ECI/1998/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Juan Entrecanales de Azcárate. («BOE» 23-VI-2006.)

Orden ECI/1999/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación para la Educación en el Tiempo Libre y la Acción Social Pere Tarrés. 
(«BOE» 23-VI-2006.)

Orden ECI/2000/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones a USP Fundación Alex. («BOE» 23-VI-2006.)

Orden ECI/2001/2006, de 30 de mayo, por la que se inscribe en el Registro de Funda-
ciones la Fundación Wtransnet. («BOE» 23-VI-2006.)

Premios.–Orden ECI/1016/2006, de 8 de marzo, por la que se convocan los premios de 
carácter nacional para los centros docentes que desarrollen acciones que permitan compensar 
los efectos de situaciones de desventaja social para el logro de los objetivos de la educación 
y formación, durante el curso 2006-2007. («BOE» 6-IV-2006.)

Orden ECI/1069/2006, de 28 de marzo, por la que se convocan para el año 2006 los 
Premios Nacionales de Investigación e Innovación Educativa. («BOE» 11-IV-2006.)

Resolución de 4 de abril de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se otorgan los premios nacionales del deporte correspondientes al año 2005. 
(«BOE» 11-IV-2006.)

Orden ECI/1080/2006, de 30 de marzo, por la que se convocan los XXIII Premios 
«Francisco Giner de los Ríos» a la mejora de la calidad educativa para 2006. («BOE» 
13-IV-2006.)

Orden ECI/1152/2006, de 6 de abril, por la que se crean los «Premios IRENE: la paz 
empieza en casa», con el fin de fomentar desde el sistema educativo la prevención de la vio-
lencia contra las mujeres, se establecen las bases reguladoras para su concesión y se convo-
can los correspondientes al año 2006. («BOE» 19-IV-2006.)

Orden ECI/1175/2006, de 4 de abril, por la que se convocan los Premios Nacionales de 
Formación Profesional Específica de Grado Superior correspondientes al curso 2004/2005. 
(«BOE» 21-IV-2006.)

Resolución de 6 de abril de 2006, de la Secretaría General de Educación, por la que se 
designa el jurado para la selección de los premios para el concurso de grupos de teatro clási-
co grecolatino en el ámbito de la enseñanza secundaria. («BOE» 24-IV-2006.)

Orden ECI/1435/2006, de 30 marzo, por la que se conceden los Premios extraordinarios 
de Formación Profesional Específica de Grado Superior correspondientes al curso 2004/
2005. («BOE» 12-V-2006.)

Orden ECI/1864/2006, de 26 de mayo, por la que se crean los premios de carácter 
nacional para el fomento de la convivencia escolar, se establecen las bases reguladoras espe-
cíficas y se convoca el concurso nacional de buenas prácticas de convivencia para el año 
2006. («BOE» 14-VI-2006.)
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Orden ECI/2038/2006, de 12 de junio, por la que se convocan los Premios Extraordina-
rios de Bachillerato correspondientes al curso 2005/2006. («BOE» 27-VI-2006.)

Orden ECI/2079/2006, de 1 de junio, por la que se resuelve el 53.º Concurso del Progra-
ma «Europa en la Escuela».(«BOE» 30-VI-2006.)

Profesores en el extranjero.–Resolución de 13 de junio de 2006, de la Secretaría Gene-
ral Técnica, por la que se hace pública la relación de candidatos seleccionados y de reservas 
para las plazas de profesores visitantes en centros escolares de los Estados Unidos y Canadá, 
para el próximo curso 2006/2007. («BOE» 23-VI-2006.)

Programas de intercambio.–Orden ECI/981/2006, de 14 de marzo, por la que se con-
vocan plazas en el programa de «intercambio puesto por puesto», de profesores alemanes, 
británicos, franceses y suizos, con profesores españoles de Educación Primaria, Secundaria y 
Escuelas Oficiales de Idiomas para el curso 2006-2007. («BOE» 4-IV-2006.)

Reales Academias.–Resolución de 13 de marzo de 2006, de la Real Academia Nacional 
de Farmacia, por la que se anuncia la provisión de una vacante de Académico de Número. 
(«BOE» 7-IV-2006.)

Resolución de 3 de abril de 2006, de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, 
por la que se anuncia la provisión de una vacante de Académico de Número. («BOE» 
27-IV-2006.)

Resolución de 29 de marzo de 2006, de la Real Academia de Ciencias Exactas, Físicas 
y Naturales, por la que se anuncia la provisión de una vacante de Académico Numerario. 
(«BOE» 3-V-2006.)

Resolución de 27 de abril de 2006, de la Real Academia Española, por la que se anuncia 
la provisión de una vacante de Académico de Número. («BOE» 19-V-2006.)

Resolución de 14 de marzo de 2006, de la Real Academia de Ciencias Morales y Políti-
cas, por la que se anuncia la provisión de una vacante de Académico de Número. («BOE» 
26-V-2006.)

Resolución de 25 de abril de 2006, de la Real Academia de Medicina de Zaragoza, por 
la que se anuncia convocatoria para la provisión de plazas de Académico de Número. 
(«BOE» 26-V-2006.)

Resolución de 1 de marzo de 2006, de la Real Academia de Doctores de España, por la 
que se anuncia la provisión de vacantes de Académico de Número. («BOE» 20-VI-2006.)

Subvenciones.–Orden ECI/992/2006, de 20 de febrero, por la que se convocan subven-
ciones para el desarrollo de programas de Garantía Social, a iniciar durante el curso 2006/
2007, en las modalidades de iniciación profesional, formación-empleo, talleres profesionales 
y para alumnado con necesidades educativas especiales. («BOE» 5-IV-2006.)

Resolución de 8 de marzo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se convocan subvenciones a las federaciones deportivas españolas, para la realiza-
ción de actividades en el marco de la cooperación internacional. («BOE» 11-IV-2006.)

Resolución de 22 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones de acciones con cargo al Programa de 
Estudios y Análisis destinadas a la mejora de la calidad de la enseñanza superior y de la acti-
vidad del profesorado universitario. («BOE» 11-IV-2006.)

Resolución de 10 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integra-
das de Investigación Científica y Tecnológica entre España y Francia. («BOE» 12-IV-2006.)
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Resolución de 15 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integra-
das de Investigación Científica y Tecnológica entre España y Portugal. («BOE» 
12-IV-2006.)

Resolución de 16 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integra-
das de Investigación Científica y Tecnológica entre España e Italia. («BOE» 12-IV-2006.)

Resolución de 8 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integradas de 
Investigación Científica y Tecnológica entre España y Alemania. («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 9 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integradas de 
Investigación Científica y Tecnológica entre España y Austria. («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 13 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integra-
das de Investigación Científica y Tecnológica entre España y Grecia. («BOE» 14-IV-2006.)

Resolución de 14 de marzo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e 
Investigación, por la que se conceden subvenciones para la realización de Acciones Integra-
das de Investigación Científica y Tecnológica entre España y Hungría. («BOE» 
14-IV-2006.)

Resolución de 7 de abril de 2006, de la Secretaría General Técnica, por la que se hacen 
públicas las subvenciones concedidas en el primer trimestre de 2006. («BOE» 9-V-2006.)

Resolución de 26 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se corrigen errores en la de 15 de marzo de 2006, por la que se conceden 
subvenciones para la realización de Acciones Integradas de investigación científica y tecno-
lógica entre España y Portugal. («BOE» 10-V-2006.)

Resolución de 20 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se modifica la de 19 de diciembre de 2005, por la que se publica las 
subvención concedida a los créditos solicitados por estudiantes universitarios convocados 
por Resolución de 12 de julio de 2005. («BOE» 16-V-2006.)

Resolución de 3 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se hace pública la convocatoria de ayudas a las Universidades públicas y privadas 
y entidades públicas para la realización de proyectos de apoyo científico y tecnológico al 
deporte, estudios e informes de interés deportivo y otras acciones de promoción y difusión de 
la investigación deportiva para el año 2006. («BOE» 17-V-2006.)

Resolución de 3 de mayo de 2006, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, 
por la que se hace pública la convocatoria de subvenciones a las entidades sin fin de lucro, 
para la organización de actos científicos, publicaciones periódicas y realización de estudios 
en áreas de interés deportivo prioritario en el ámbito de las ciencias del deporte para el año 
2006. («BOE» 17-V-2006.)

Orden ECI/1774/2006, de 12 de mayo, por la que se convoca el concurso nacional de 
buenas prácticas para la dinamización e innovación de las bibliotecas de los centros escolares 
para el año 2006. («BOE» 7-VI-2006.)

Resolución de 23 de mayo de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se adjudican subvenciones con cargo a la aportación complementaria a 
las universidades para el desarrollo del Programa Comunitario Erasmus. («BOE» 
22-VI-2006.)
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Resolución de 1 de junio de 2006, de la Secretaría de Estado de Universidades e Inves-
tigación, por la que se hace pública la convocatoria de procedimiento para la concesión de 
subvenciones para la realización de acciones complementarias en el marco del Programa 
Nacional de Fomento de la cultura científica y tecnológica del Plan Nacional de Investiga-
ción Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica 2004-2007. («BOE» 27-VI-2006.)

Orden ECI/2080/2006, de 8 de junio, por la que se conceden subvenciones dirigidas a 
Fundaciones con dependencia orgánica de partidos políticos con representación en las Cortes 
Generales, para el desarrollo de actividades formativas dentro del campo de la educación de 
las personas adultas, tendentes a elevar el nivel de formación que permita el desarrollo de la 
capacidad de participación política. («BOE» 30-VI-2006.)

Universidades. Estudios universitarios.–Acuerdo de 30 de mayo de 2006, del Consejo 
de Coordinación Universitaria, por el que se fijan las fechas límite de preinscrición, de publi-
cación de listas de admitidos y de inicio del período de matriculación, para el curso 2007-
2008. («BOE» 10-VI-2006.)
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JEFATURA DEL ESTADO

LEY 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de inte-
reses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la 
Administración General del Estado. («Boletín Oficial del Esta-
do»» 11-IV-2006.)

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 
Ley.

PREÁMBULO 

El objetivo de la Ley es establecer las obligaciones que incumben a los miembros del 
Gobierno y a los altos cargos de la Administración General del Estado para prevenir situa-
ciones que puedan originar conflictos de intereses.

No se trata, pues, de una mera reproducción de las normas de incompatibilidades tal y 
como se han concebido hasta ahora, sino de constituir un nuevo régimen jurídico regulador 
de la actuación de los altos cargos en el que, perfeccionando el anterior de incompatibilida-
des, se introducen nuevas exigencias y cautelas que garanticen que no se van a producir 
situaciones que pongan en riesgo la objetividad, imparcialidad e independencia del alto 
cargo, sin perjuicio de la jerarquía administrativa.

En el Título I se establecen los requisitos a que han de someterse los titulares de deter-
minados órganos con carácter previo a su nombramiento. Esta regulación supone un consi-
derable avance en cuanto al control democrático en la designación de estos cargos, ya que se 
prevé su comparecencia ante el Congreso de los Diputados, órgano máximo de representa-
ción popular.

En el Título II, y cumpliendo lo acordado por el Pleno del Congreso de los Diputados, 
en su sesión de 23 de abril de 2002, se establece un nuevo régimen de prevención de situa-
ciones de conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la 
Administración General del Estado en el que, a partir de la vigente Ley 12/1995, de 11 de 
mayo, se introducen las modificaciones necesarias para suplir las deficiencias, e incluso 
lagunas legales, que con el paso del tiempo se han venido detectando, y se refuerza la ima-
gen que los altos cargos, en cuanto servidores públicos, deben ofrecer ante los ciudadanos.

Se consagra el principio de dedicación exclusiva del alto cargo a su puesto público, 
restringiendo todas aquellas actividades que puedan perturbar o incidir en el desempeño de 
sus funciones públicas. En tal sentido, hay que resaltar que se elimina para los altos cargos 
la percepción de cualquier retribución o asistencia por su participación en los órganos recto-

27
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27 res o Consejos de Administración de las empresas con capital público. Esta medida supone 
una mejora en la transparencia del sistema retributivo de los altos cargos.

Asimismo, la ley refuerza el control sobre los intereses patrimoniales que pueda tener 
el alto cargo, su cónyuge o persona que conviva con él en análoga relación de afectividad, 
así como de determinados miembros de su unidad familiar, extendiendo la prohibición de 
tener una participación de éstos superior al 10 por ciento en empresas no sólo a las que ten-
gan conciertos o contratos de cualquier naturaleza con el sector público, sino también a las 
empresas que sean subcontratistas de éstas o que perciban subvenciones.

Otro aspecto en el que la Ley ha querido introducir un control adicional es el del des-
empeño por actividades privadas de los altos cargos, cuando éstos cesan en los mismos, de 
forma que en la ley se establecen nuevas garantías para que durante el ejercicio del cargo 
público no se vea afectada su imparcialidad e independencia, sin perjuicio de la jerarquía 
administrativa. Es especialmente relevante el hecho de que a las empresas privadas que con-
traten a alguna de las personas que hayan tenido la condición de altos cargos, incumpliendo 
las limitaciones que la Ley establece a tal efecto, se les prohibirá contratar con las Adminis-
traciones Públicas durante el tiempo en el que se mantenga la limitación para el alto cargo.

Finalmente, y para incidir en la importancia del seguimiento de los preceptos de esta 
Ley se han introducido dos innovaciones: la creación de la Oficina de Conflictos de Intere-
ses, órgano similar al existente en otros países de nuestro entorno cultural, que actuará con 
plena autonomía funcional en el desempeño de las funciones que le encomienda esta Ley, y 
el reforzamiento del régimen sancionador, de forma que el incumplimiento de los preceptos 
de la Ley conlleva penalizaciones efectivas.

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

Por esta ley se regulan los requisitos previos para el nombramiento de los titulares de 
determinados órganos y para el nombramiento de los altos cargos en determinados organis-
mos reguladores y de supervisión, así como las medidas básicas para evitar situaciones de 
conflicto de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administra-
ción General del Estado y de las entidades del sector público estatal.

TÍTULO I

Requisitos previos para el nombramiento de los titulares de determinados órganos

Artículo 2. Comparecencia ante el Congreso de los Diputados.

1. El Gobierno, con carácter previo al nombramiento del Presidente del Consejo de 
Estado, pondrá en conocimiento del Congreso de los Diputados el nombre de la persona 
propuesta para el cargo a fin de que pueda disponer su comparecencia ante la comisión 
correspondiente de la Cámara, en los términos que prevea su Reglamento.

2. El mismo procedimiento será seguido en relación con los nombramientos de las 
personas que vayan a ser designadas máximos responsables en los organismos reguladores o 
de supervisión incluidos en el artículo 3.2 k), presidentes del Consejo Económico y Social; 
del Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Agencia EFE, director de la Agencia de 
Protección de Datos y director general del Ente Público Radiotelevisión Española.

3. La comisión parlamentaria del Congreso de los Diputados examinará, en su caso, a 
los candidatos propuestos. Sus miembros formularán las preguntas o solicitarán las aclara-
ciones que crean convenientes. La comisión parlamentaria emitirá un dictamen en el que 
establecerá si se aprecia o no la existencia de conflicto de intereses.
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27TÍTULO II

Conflictos de intereses

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

1. Este Título es aplicable a los miembros del Gobierno, a los Secretarios de Estado y 
al resto de los altos cargos de la Administración General del Estado y de las entidades del 
sector público estatal, de derecho público o privado, vinculadas o dependientes de aquélla.

2. A los efectos de esta Ley se consideran como altos cargos:

a) Los miembros del Gobierno.
b) Los secretarios de estado.
c) Los subsecretarios y asimilados; los secretarios generales; los delegados del 

Gobierno en las comunidades autónomas, en Ceuta y Melilla; los delegados del Gobierno en 
entidades de derecho público; y los jefes de misión diplomática permanente; así como los 
jefes de representación permanente ante organizaciones internacionales.

d) Los directores generales de la Administración General del Estado y asimilados.
e) El director general del Ente Público Radiotelevisión Española; los presidentes, los 

directores generales, los directores ejecutivos y asimilados en entidades de derecho público 
del sector público estatal vinculadas o dependientes de la Administración General del Esta-
do, cuyo nombramiento se efectúe por decisión del Consejo de Ministros o por sus propios 
órganos de gobierno y, en todo caso, los presidentes y directores con rango de director gene-
ral de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.

f) El presidente del Tribunal de Defensa de la Competencia y los vocales del mismo.
g) El presidente y los directores generales del Instituto de Crédito Oficial.
h) Los presidentes y consejeros delegados de las sociedades mercantiles en cuyo 

capital sea mayoritaria la participación estatal, o que sin llegar a ser mayoritaria, la posición 
de la Administración General del Estado sea dominante en el consejo de administración, 
cuando sean designados previo acuerdo del Consejo de Ministros o por sus propios órganos 
de gobierno.

i) Los miembros de los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno y de las Vicepresi-
dencias nombrados por el Consejo de Ministros y los directores de los Gabinetes de los 
Ministros.

j) Los presidentes, los directores y gerentes de las fundaciones públicas estatales 
siempre que perciban retribuciones por el desempeño de estos cargos, así como los titulares 
de aquellos otros órganos a los que sus Estatutos les atribuyan tal condición.

k) El presidente y los vocales de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, de la Comisión Nacional de Energía, el 
presidente, los consejeros y el Secretario General del Consejo de Seguridad Nuclear, así 
como el presidente y los miembros de los órganos rectores de cualquier otro organismo 
regulador y de supervisión.

l) Los directores, directores ejecutivos, secretarios generales o equivalentes de los 
organismos reguladores y de supervisión.

m) Asimismo, los titulares de cualquier otro puesto de trabajo de la Administración 
General del Estado, cualquiera que sea su denominación, cuyo nombramiento se efectúe por 
el Consejo de Ministros.

Artículo 4. Objeto.

1. A los efectos de esta ley, hay conflicto de intereses cuando los altos cargos inter-
vienen en las decisiones relacionadas con asuntos en los que confluyen a la vez intereses de 
su puesto público e intereses privados propios, de familiares directos, o intereses comparti-
dos con terceras personas.
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27 2. El presente título regula la prevención y resolución de conflictos de intereses a 
través del establecimiento de un régimen de incompatibilidades y de las correspondientes 
sanciones.

CAPÍTULO I

Régimen de incompatibilidades

Artículo 5. Dedicación exclusiva al cargo público.

Los altos cargos comprendidos en el artículo 3 ejercerán sus funciones con dedicación 
exclusiva y no podrán compatibilizar su actividad con el desempeño, por sí, o mediante 
sustitución o apoderamiento, de cualquier otro puesto, cargo, representación, profesión o 
actividad, sean de carácter público o privado, por cuenta propia o ajena, y, asimismo, tampo-
co podrán percibir cualquier otra remuneración con cargo a los presupuestos de las Admi-
nistraciones públicas o entidades vinculadas o dependientes de ellas, ni cualquier otra per-
cepción que directa o indirectamente provenga de una actividad privada.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones señala-
das en los artículos 9 y 10.

Artículo 6. Limitaciones patrimoniales en participaciones societarias.

1. Los titulares de los cargos previstos en el artículo 3 no podrán tener, por sí o junto 
con su cónyuge, sea cual sea el régimen económico matrimonial, o persona que conviva en 
análoga relación de afectividad e hijos dependientes y personas tuteladas, participaciones 
directas o indirectas superiores a un diez por ciento en empresas en tanto tengan conciertos 
o contratos de cualquier naturaleza, con el sector público estatal, autonómico o local, o sean 
subcontratistas de dichas empresas o que reciban subvenciones provenientes de la Adminis-
tración General del Estado.

2. En el supuesto de las sociedades anónimas cuyo capital social suscrito supere los 
600.000 euros, dicha prohibición afectará a las participaciones patrimoniales que sin llegar 
a este porcentaje supongan una posición en el capital social de la empresa que pueda condi-
cionar de forma relevante su actuación.

3. En el supuesto de que la persona que sea nombrada para ocupar un puesto de los 
comprendidos en el artículo 3, poseyera una participación en los términos a los que se refie-
ren los apartados anteriores, tendrá que desprenderse de ella en el plazo de tres meses, con-
tados desde el día siguiente a su nombramiento. Si la participación se adquiriera por suce-
sión hereditaria u otro título gratuito durante el ejercicio del cargo, tendrá que desprenderse 
de ella en el plazo de tres meses desde su adquisición.

Dicha participación y posterior transmisión serán, asimismo, declaradas a los Registros 
de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales en la forma que reglamentariamente 
se determine.

Artículo 7. Deber de inhibición y de abstención.

1. Quienes desempeñen un alto cargo vienen obligados a inhibirse del conocimiento 
de los asuntos en cuyo despacho hubieran intervenido o que interesen a empresas o socie-
dades en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran tenido alguna parte 
ellos, su cónyuge o persona con quien conviva en análoga relación de afectividad, o fami-
liar dentro del segundo grado y en los dos años anteriores a su toma de posesión como 
cargo público.

A tal efecto, los altos cargos formularán una declaración de sus actividades profesiona-
les, mercantiles o laborales que hubieran desempeñado durante los dos años anteriores a su 
toma de posesión como alto cargo. Esta declaración comprenderá una relación pormenori-
zada de sus intereses referida al citado periodo de dos años.
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27Dicha declaración se efectuará ante el Registro de Actividades de Altos Cargos.
2. En el caso de que durante el desempeño del cargo público el alto cargo estuviera 

obligado a abstenerse en los términos previstos en esta ley, en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, o en cualquier otra 
ley, la abstención se producirá por escrito para su adecuada expresión y constancia y se 
notificará al superior inmediato del alto cargo o al órgano que lo designó. En todo caso esta 
abstención será comunicada por el interesado, en el plazo de un mes, al Registro de Activi-
dades de altos cargos, para su constancia.

Artículo 8. Limitaciones al ejercicio de actividades privadas con posterioridad al cese.

1. Durante los dos años siguientes a la fecha de su cese los altos cargos, a los que se 
refiere el artículo 3, no podrán desempeñar sus servicios en empresas o sociedades privadas 
relacionadas directamente con las competencias del cargo desempeñado. A estos efectos se 
considera que existe relación directa cuando se den cualquiera de los siguientes supuestos 
de hecho:

a) Que los altos cargos, sus superiores a propuesta de ellos o los titulares de sus órga-
nos dependientes, por delegación o sustitución, hubieran dictado resoluciones en relación 
con dichas empresas o sociedades.

b) Que hubieran intervenido en sesiones de órganos colegiados en las que se hubiera 
adoptado algún acuerdo o resolución en relación con dichas entidades.

2. Los altos cargos, regulados por esta Ley, que con anterioridad a ocupar dichos 
puestos públicos hubieran ejercido su actividad profesional en empresas privadas, a las cua-
les quisieran reincorporarse, no incurrirán en la incompatibilidad prevista en el apartado 
anterior cuando la actividad que vayan a desempeñar en ellas lo sea en puestos de trabajo 
que no estén directamente relacionados con las competencias del cargo público ocupado ni 
puedan adoptar decisiones que afecten a éste.

3. Durante el periodo de dos años a que se refiere el primer apartado de este artículo 
no podrán celebrar por sí mismos o a través de sociedades o empresas participadas por ellos 
directa o indirectamente en más del 10 por ciento contratos de asistencia técnica, de servi-
cios o similares con las Administraciones Públicas, directamente o mediante empresas con-
tratistas o subcontratistas.

4. Las personas que hubiesen desempeñado alguno de los altos cargos comprendidos 
en el artículo 3 deberán efectuar, durante el período de dos años a que se refiere el primer 
apartado de este artículo, ante la Oficina de Conflictos de Intereses prevista en el artículo 15, 
declaración sobre las actividades que vayan a realizar, con carácter previo a su inicio. En el 
plazo de un mes la Oficina de Conflictos de Intereses se pronunciará sobre la compatibilidad 
de la actividad a realizar y se lo comunicará al interesado y a la empresa o sociedad en la que 
fuera a prestar sus servicios.

5. Cuando la Oficina de Conflictos de Intereses estime que la actividad privada que 
quiera desempeñar una persona que hubiera ocupado un alto cargo vulnera lo previsto en el 
apartado 1, se lo comunicará al interesado y a la empresa o sociedad a la que fuera a prestar 
sus servicios, que formularán las alegaciones que tengan por convenientes. Analizadas las 
alegaciones, la Oficina propondrá la resolución que proceda.

6. Durante los dos años posteriores a la fecha de cese, aquellos que reingresen a la 
función pública y presten servicios retribuidos mediante honorarios, arancel o cualquier otra 
forma de contraprestación económica a personas físicas o jurídicas de carácter privado se 
inhibirán en todas aquellas actuaciones privadas que guarden relación con las competencias 
del alto cargo ejercido.
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27 CAPÍTULO II

Régimen de actividades

Artículo 9. Compatibilidad con actividades públicas.

1. El ejercicio de las funciones de un alto cargo será compatible con las siguientes 
actividades públicas:

a) El desempeño de los cargos que les correspondan con carácter institucional, de 
aquellos para los que sean comisionados por el Gobierno, o de los que fueran designados 
por su propia condición.

b) El desarrollo de misiones temporales de representación ante otros Estados, o ante 
organizaciones o conferencias internacionales.

c) El desempeño de la presidencia de las sociedades a que se refiere el artículo 166.2 
de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, 
cuando la naturaleza de los fines de la sociedad guarde conexión con las competencias legal-
mente atribuidas al alto cargo, así como la representación de la Administración General del 
Estado en los órganos colegiados, directivos o consejos de administración de organismos o 
empresas con capital público o de entidades de derecho público.

No se podrá pertenecer a más de dos consejos de administración de dichos organismos, 
empresas, sociedades o entidades salvo que lo autorice el Consejo de Ministros. Será precisa 
también esta autorización para permitir a un alto cargo de los incluidos en este Título ejercer 
la presidencia de las sociedades a que se refiere el párrafo anterior.

En los supuestos previstos en los párrafos anteriores los altos cargos no podrán percibir 
remuneración alguna con excepción de las indemnizaciones por gastos de viaje, estancias y 
traslados que les correspondan de acuerdo con la normativa vigente. Las cantidades deven-
gadas por cualquier concepto que no deban ser percibidas serán ingresadas directamente por 
el organismo, ente o empresa en el Tesoro Público.

2. Los miembros del Gobierno y los Secretarios de Estado podrán compatibilizar su 
actividad con la de Diputado o Senador de las Cortes Generales en los términos previstos en 
la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

Artículo 10. Compatibilidad con actividades privadas.

El ejercicio de un puesto de alto cargo será compatible con las siguientes actividades 
privadas, siempre que con su ejercicio no se comprometa la imparcialidad o independencia 
del alto cargo en el ejercicio de su función, sin perjuicio de la jerarquía administrativa:

a) Las de mera administración del patrimonio personal o familiar con las limitaciones 
establecidas en el artículo 6 de la presente Ley.

b) Las de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y las publi-
caciones derivadas de aquéllas, así como la colaboración y la asistencia ocasional y 
excepcional como ponente a congresos, seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o 
cursos de carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una relación de 
empleo o de prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento 
de sus deberes.

c) La participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro 
o fundaciones siempre que no perciban ningún tipo de retribución o percepción por dicha 
participación superior a la autorizada por el artículo 3.5 de la Ley 49/2002, de 23 de diciem-
bre, que regula el régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fis-
cales al mecenazgo.



– 71 –

27CAPÍTULO III

Obligaciones de los altos cargos

Artículo 11. Declaración de actividades.

1. Los altos cargos están obligados a efectuar una declaración de las actividades que 
desempeñen por sí o mediante sustitución o apoderamiento y, de conformidad con lo previs-
to en el artículo 8, de aquellas que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el des-
empeño de los cargos, ante el Registro de Actividades de Altos Cargos al que se refiere el 
artículo 14.2, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Igualmente están obligados a efectuar la declaración a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 7 de esta Ley.

2. La declaración de actividades que desempeñan se efectuará en el improrrogable 
plazo de los tres meses siguientes a las fechas de toma de posesión y cese, respectivamente, 
en el alto cargo, así como cada vez que el interesado inicie una nueva actividad.

La declaración a que se refiere el apartado 1 del artículo 7 se efectuará en el plazo de 
tres meses desde la toma de posesión.

La declaración de actividades que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el 
desempeño de los cargos se efectuará con carácter previo al inicio de la actividad.

3. La Oficina de Conflictos de Intereses examinará las declaraciones y, de apreciar 
defectos formales, requerirá su subsanación al interesado.

Artículo 12. Declaración de bienes y derechos.

1. Quienes tengan la condición de alto cargo están obligados a formular en el Regis-
tro de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos cargos, en los términos que reglamentaria-
mente se establezcan, una declaración patrimonial, comprensiva de la totalidad de sus bie-
nes, derechos y obligaciones. Voluntariamente, su cónyuge o persona con quien conviva en 
análoga relación de afectividad podrá formular esta declaración, que será aportada por el 
alto cargo.

La declaración patrimonial comprenderá, al menos, los siguientes extremos:

a) Los bienes, derechos y obligaciones patrimoniales que posean.
b) Los valores o activos financieros negociables.
c) Las participaciones societarias.
d) El objeto social de las sociedades de cualquier clase en las que tengan intereses el 

alto cargo, su cónyuge, sea cual sea el régimen económico matrimonial o persona que con-
viva en análoga relación de afectividad e hijos dependientes y personas tuteladas.

e) Las sociedades participadas por aquellas otras que sean objeto de declaración 
según el apartado c) con señalamiento de sus respectivos objetos sociales.

2. La declaración a que se refiere el apartado 1 de este artículo se efectuará en el 
improrrogable plazo de tres meses siguientes a las fechas de toma de posesión y cese, res-
pectivamente, en el alto cargo.

3. Los altos cargos aportarán junto con las declaraciones iniciales y las del cese, así 
como anualmente, una copia de la última declaración tributaria correspondiente al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y al Impuesto sobre el Patrimonio que haya tenido 
obligación de presentar el declarante ante la Administración tributaria. También se podrá 
aportar la declaración voluntaria de su cónyuge o persona con quien conviva en análoga 
relación de afectividad referida a estos tributos. Dichas declaraciones se depositarán en el 
Registro como información complementaria, rigiéndose el acceso a las mismas por su nor-
mativa específica.

4. La declaración anual correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y, en su caso, al Impuesto sobre el Patrimonio, a que hace referencia el apartado 
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27 anterior, se presentará en el improrrogable plazo de tres meses desde la conclusión de los 
plazos legalmente establecidos para su presentación.

5. El Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales recibirá las declaraciones y las 
copias y de apreciarse defectos formales, se requerirá su subsanación al interesado.

Artículo 13. Control y gestión de valores y activos financieros.

1. Las personas incluidas en el artículo 3 que ejerzan competencias reguladoras, de 
supervisión o control sobre sociedades mercantiles que emitan valores y otros activos finan-
cieros negociables en un mercado organizado, así como los miembros del Gobierno y los 
Secretarios de Estado, y en relación con los valores y activos finaniceros de que sean titula-
res tales personas, sus cónyuges no separados legalmente, salvo que su régimen económico 
matrimonial sea el de separación de bienes, o sus hijos menores de edad no emancipados, 
deberán contratar para la gestión y administración de tales valores o activos a una entidad 
financiera registrada en la Comisión Nacional del Mercado de Valores. Esta obligación no 
será exigible cuando la cuantía de dichos valores y activos no supere la cantidad de 100.000 
euros, calculada por el valor a los efectos del Impuesto sobre el Patrimonio. La encomienda 
de gestión se mantendrá mientras dure el desempeño del cargo.

La entidad con la que contraten efectuará la administración con sujeción exclusivamen-
te a las directrices generales de rentabilidad y riesgo establecidas en el contrato, sin que 
pueda recabar ni recibir instrucciones de inversión de los interesados. Tampoco podrá reve-
lárseles la composición de sus inversiones, salvo que se trate de instituciones de inversión 
colectiva o que por causa justificada, medie autorización de la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores.

Sin perjuicio de las responsabilidades de los interesados, el incumplimiento por la enti-
dad de las obligaciones señaladas tendrá la consideración de infracción muy grave a los 
efectos del régimen sancionador que como entidad financiera le sea aplicable.

2. Los interesados entregarán copias de los contratos suscritos a la Oficina de Con-
flictos de Intereses para su anotación en los Registros, y a la Comisión Nacional del Merca-
do de Valores.

CAPÍTULO IV

Órganos de gestión, vigilancia y control

Artículo 14. Registros.

1. Los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Car-
gos se instalarán en un sistema de gestión documental que garantice la inalterabilidad y 
permanencia de sus datos, así como la alta seguridad en el acceso y uso de éstos.

2. El Registro de Actividades tendrá carácter público, rigiéndose por lo dispuesto en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal; 
en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones publicas y del Procedimiento Administrativo Común; en esta Ley, y en las 
correspondientes normas de desarrollo de las leyes citadas.

3. El Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales tendrá carácter reservado y solo 
podrán tener acceso al mismo además del propio interesado, los siguientes órganos:

a) El Congreso de los Diputados y el Senado, de acuerdo con lo que establezcan los 
reglamentos de las Cámaras, así como las comisiones parlamentarias de investigación que 
se constituyan.

b) Los órganos judiciales para la instrucción o resolución de procesos que requieran 
el conocimiento de los datos que obran en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en 
las leyes procesales.
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27c) El Ministerio Fiscal cuando realice actuaciones de investigación en el ejercicio de 
sus funciones que requieran el conocimiento de los datos obrantes en el Registro.

4. El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miem-
bros del Gobierno y de los Secretarios de Estado se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Estado», en los términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimo-
niales, se publicará una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos altos 
cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la privaci-
dad y seguridad de sus titulares.

Artículo 15. Órgano de gestión.

1. El órgano competente para la gestión del régimen de incompatibilidades de altos 
cargos es la Oficina de Conflictos de Intereses adscrita orgánicamente al Ministerio de 
Administraciones Públicas y que en el ejercicio de las competencias previstas en esta ley 
actuará con plena autonomía funcional. Este órgano será el encargado de requerir a quienes 
sean nombrados o cesen en un alto cargo el cumplimiento de las obligaciones previstas en 
esta Ley.

2. La Oficina de Conflictos de Intereses será el órgano encargado de la llevanza y 
gestión de los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos car-
gos, y responsable de la custodia, seguridad e indemnidad de los datos y documentos que en 
ellos se contengan.

3. El personal que preste servicios en la Oficina de Conflictos de Intereses tiene el 
deber permanente de mantener en secreto los datos e informaciones que conozca por razón 
de su trabajo.

Artículo 16. Información al Congreso de los Diputados.

Para asegurar la transparencia del control del régimen de incompatibilidades previsto 
en esta Ley, y sin perjuicio de las competencias que se atribuyen a otros órganos, la Oficina 
de Conflictos de Intereses elevará al Gobierno cada seis meses, para su remisión al Con-
greso de los Diputados, información detallada del cumplimiento por los altos cargos de 
las obligaciones de declarar, así como de las infracciones que se hayan cometido en rela-
ción con este título y de las sanciones que hayan sido impuestas, e identificará a sus res-
ponsables.

Dicha información contendrá datos sobre el número de altos cargos obligados a formu-
lar sus declaraciones, el número de declaraciones recibidas, las comunicaciones efectuadas 
con ocasión del cese y la identificación de los titulares de los puestos incluidos en el ámbito 
de aplicación de esta Ley que no hayan cumplimentado dichas obligaciones.

En el supuesto de que se hubiera resuelto algún procedimiento sancionador se remitirá 
copia de los documentos integrantes del mismo a la Mesa del Congreso de los Diputados.

CAPÍTULO V

Régimen sancionador

Artículo 17. Infracciones.

1. A los efectos de esta ley se consideran infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las normas de incompatibilidades a que se refiere este título.
b) La presentación de declaraciones con datos o documentos falsos.
c) El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 13 en rela-

ción con la gestión de valores y otros activos financieros negociables en un mercado 
organizado.
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27 2. Se consideran infracciones graves:

– La no declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales en los corres-
pondientes Registros, tras el apercibimiento para ello.

– La omisión deliberada de datos y documentos que deban ser presentados conforme a 
lo establecido en esta Ley.

3. Se considera infracción leve la no declaración de actividades o de bienes y dere-
chos patrimoniales en los correspondientes Registros, dentro de los plazos establecidos, 
cuando se subsane tras el requerimiento que se formule al efecto.

Artículo 18. Sanciones.

1. Las infracciones muy graves y graves serán sancionadas con la declaración del 
incumplimiento de la ley y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. La sanción por infracción muy grave comprenderá, además:

a) La destitución en los cargos públicos que ocupen, salvo que ya hubieran cesado en 
los mismos.

b) La no percepción, en el caso de que la llevara aparejada, de la pensión indemniza-
toria creada por el artícu-lo 10 de la Ley 74/1980, de 29 de diciembre.

c) La obligación de restituir, en su caso, las cantidades percibidas indebidamente en 
la forma que se establezca reglamentariamente.

3. Lo dispuesto en este capítulo se entiende sin perjuicio de la exigencia de las demás 
responsabilidades a que hubiera lugar. A estos efectos, cuando aparezcan indicios de otras 
responsabilidades, se ordenará a la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio 
Jurídico del Estado el ejercicio de las acciones que correspondan.

4. Si las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración deberá poner 
los hechos en conocimiento del Fiscal General del Estado y se abstendrá de seguir el procedi-
miento mientras la autoridad judicial no dicte una resolución que ponga fin al proceso penal.

5. Las personas que hayan cometido las infracciones tipificadas en el artículo 17.1 no 
podrán ser nombradas para ocupar ninguno de los cargos incluidos en el artículo 3 durante 
un periodo de entre 5 y 10 años.

En la graduación de la medida prevista en el párrafo anterior, se valorará la existencia 
de perjuicios para el interés público, y la repercusión de la conducta en los ciudadanos, y, en 
su caso, la percepción indebida de cantidades por el desempeño de actividades públicas 
incompatibles.

6. En el supuesto previsto en el artículo 8.5 si la empresa o sociedad prosiguiera con la 
contratación de la persona que ha vulnerado lo establecido en el apartado 1 del mismo, la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la declaración de incumplimiento de la ley 
llevará aparejada además la prohibición a la empresa o sociedad para contratar con el sector 
público estatal, autonómico o local, durante todo el período que sea aplicable la limitación 
prevista en el artículo 8.1. A tal fin la Oficina de Conflictos de Intereses procederá, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 21.4 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

7. Las faltas leves se sancionarán con amonestación.

Artículo 19. Actuaciones previas al procedimiento sancionador.

1. La Oficina de Conflictos de Intereses con anterioridad a la iniciación de cualquier 
expediente sancionador, podrá realizar de oficio, en los términos especificados en el artícu-
lo 69 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, actuaciones previas de carácter reservado para 
determinar si concurren circunstancias que justifiquen tal iniciación.

El inicio de las actuaciones se notificará al interesado.
2. Asimismo, la Oficina de Conflictos de Intereses conocerá de las denuncias que 

sobre los presuntos incumplimientos de esta ley pudieran formularse.
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273. Los ficheros, archivos o registros de carácter público y, en especial, los de las Admi-
nistraciones tributarias y las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social 
proporcionarán a la Oficina de Conflictos de Intereses cuando ésta lo requiera, información, 
datos y colaboración en la forma establecida en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de Protección de Datos de Carácter Personal y, en su caso, en la Ley General Tributaria.

4. Una vez realizada la información previa la Oficina de Conflictos de Intereses ele-
vará a los órganos previstos en el artículo 21 el informe de las actuaciones realizadas.

Artículo 20. Procedimiento sancionador.

El procedimiento se sustanciará en expediente contradictorio y sumario conforme se 
determine reglamentariamente. En lo que no se regule específicamente se aplicará supleto-
riamente el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se establece el Reglamento 
del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora.

Artículo 21. Órganos competentes del procedimiento sancionador.

1. El órgano competente para ordenar la incoación cuando los altos cargos tengan la 
condición de miembro del Gobierno o de Secretario de Estado será el Consejo de Ministros, 
a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas.

En los demás supuestos el órgano competente para ordenar la incoación será el Minis-
tro de Administraciones Públicas.

2. La instrucción de los correspondientes expedientes se realizará por la Oficina de 
Conflictos de Intereses.

3. Corresponde al Consejo de Ministros la imposición de sanciones por faltas muy 
graves y, en todo caso, cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o 
de Secretario de Estado. La imposición de sanciones por faltas graves corresponde al Minis-
tro de Administraciones Públicas. La sanción por faltas leves corresponderá al Secretario 
General para la Administración Pública.

Artículo 22. Prescripción de infracciones y sanciones.

El régimen de prescripción de las infracciones y sanciones previstas en esta Ley será el 
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición adicional primera. Subsistencia de incompatibilidades.

Los preceptos contenidos en esta ley se aplicarán sin perjuicio de la expresa subsisten-
cia de las incompatibilidades u obligaciones establecidas para determinados altos cargos en 
atención a la especial naturaleza de sus funciones.

Disposición adicional segunda. Régimen de incompatibilidades de los altos cargos del 
Banco de España.

El Gobernador, Subgobernador y miembros del Consejo de Gobierno del Banco de 
España, así como el Secretario General y los directores generales, se regirán, en lo que al 
régimen de incompatibilidades se refiere, por lo que establezca su normativa específica, sién-
doles de aplicación esta Ley en lo que expresamente se establezca en la citada normativa.

Disposición adicional tercera. Obligación de comunicar los nombramientos.

1. Las entidades del sector público estatal, de derecho público o privado, deberán 
informar a la Oficina de Conflictos de Intereses de los nombramientos que efectúen respecto 
de aquellos puestos de trabajo que conforme a esta Ley tengan la condición de altos cargos .

2. Las entidades o empresas públicas o privadas con representación del sector público 
en sus consejos de administración, comunicarán a la Oficina de Conflictos de Intereses las 
designaciones que efectúen para su consejo de administración u órganos de gobierno en 
personas que conforme a lo dispuesto en esta ley tengan la condición de alto cargo.
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27 Disposición adicional cuarta.

La obligación de comparecer ante la comisión correspondiente del Congreso de los 
Diputados, prevista en el apartado 1 del artículo 2 de esta Ley, será aplicable al Fiscal Gene-
ral del Estado, por lo que se modificará, en dicho sentido, la Ley 50/1981, de 30 de diciem-
bre, que regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Disposición transitoria.

Los altos cargos actualmente nombrados dispondrán de un plazo de seis meses para 
formular nuevas declaraciones de actividades y de bienes y derechos de acuerdo con la 
redacción de esta Ley, quedando automáticamente sin efectos las autorizaciones de compa-
tibilidad concedidas.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, contra-
digan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley y, expresamente:

a) La Ley 12/1995, de 11 de mayo, de Incompatibilidades de los Miembros del 
Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado.

b) El apartado 2 del artículo 181 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimo-
nio de las Administraciones Públicas.

c) La disposición adicional vigésima cuarta de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, 
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

Disposición final primera. Facultad de aplicación y desarrollo.

El Gobierno aprobará en el plazo de cuatro meses, contado desde la entrada en vigor de 
esta Ley, las normas reglamentarias que exija la aplicación y el desarrollo de esta Ley.

Disposición final segunda. Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

Se añade una nueva letra l) al artículo 20 del Texto refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, en los siguientes términos:

«Haber contratado a personas respecto de las que se haya publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» el incumplimiento a que se refiere el artículo 18.6 de la Ley 5/2006, de 
regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos car-
gos de la Administración General del Estado, por haber pasado a prestar servicios en 
empresas o sociedades privadas directamente relacionadas con las competencias del cargo 
desempeñado durante los dos años siguientes a la fecha de cese en el mismo. La prohibi-
ción de contratar se mantendrá durante el tiempo que permanezca dentro de la organiza-
ción de la empresa la persona contratada con el límite máximo de dos años a contar desde 
el cese como alto cargo.» 

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los 20 días de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley.

Madrid, 10 de abril de 2006.–Juan Carlos R.–El Presidente del Gobierno, José Luis 
Rodríguez Zapatero.
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LEY ORGÁNICA 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. («Boletín 
Oficial del Estado» 4-V-2006.)

JUAN CARLOS I

rey de españa

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 
orgánica.

PREÁMBULO

Las sociedades actuales conceden gran importancia a la educación que reciben sus 
jóvenes, en la convicción de que de ella dependen tanto el bienestar individual como el 
colectivo. La educación es el medio más adecuado para construir su personalidad, desarro-
llar al máximo sus capacidades, conformar su propia identidad personal y configurar su 
comprensión de la realidad, integrando la dimensión cognoscitiva, la afectiva y la axiológi-
ca. Para la sociedad, la educación es el medio de transmitir y, al mismo tiempo, de renovar 
la cultura y el acervo de conocimientos y valores que la sustentan, de extraer las máximas 
posibilidades de sus fuentes de riqueza, de fomentar la convivencia democrática y el respeto 
a las diferencias individuales, de promover la solidaridad y evitar la discriminación, con el 
objetivo fundamental de lograr la necesaria cohesión social. Además, la educación es el 
medio más adecuado para garantizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, responsable, 
libre y crítica, que resulta indispensable para la constitución de sociedades avanzadas, diná-
micas y justas. Por ese motivo, una buena educación es la mayor riqueza y el principal 
recurso de un país y de sus ciudadanos.

Esa preocupación por ofrecer una educación capaz de responder a las cambiantes nece-
sidades y a las demandas que plantean las personas y los grupos sociales no es nueva. Tanto 
aquéllas como éstos han depositado históricamente en la educación sus esperanzas de pro-
greso y de desarrollo. La concepción de la educación como un instrumento de mejora de la 
condición humana y de la vida colectiva ha sido una constante, aunque no siempre esa aspi-
ración se haya convertido en realidad.

El interés histórico por la educación se vio reforzado con la aparición de los sistemas 
educativos contemporáneos. Esas estructuras dedicadas a la formación de los ciudadanos 
fueron concebidas como instrumentos fundamentales para la construcción de los Estados 
nacionales, en una época decisiva para su configuración. A partir de entonces, todos los 
países han prestado una atención creciente a sus sistemas de educación y formación, con el 
objetivo de adecuarlos a las circunstancias cambiantes y a las expectativas que en ellos se 
depositaban en cada momento histórico. En consecuencia, su evolución ha sido muy nota-
ble, hasta llegar a poseer en la actualidad unas características claramente diferentes de las 
que tenían en el momento de su constitución.

En cada fase de su evolución, los sistemas educativos han tenido que responder a unos 
retos prioritarios. En la segunda mitad del siglo xx se enfrentaron a la exigencia de hacer 
efectivo el derecho de todos los ciudadanos a la educación. La universalización de la ense-
ñanza primaria, que ya se había alcanzado en algunos países a finales del siglo xix, se iría 
completando a lo largo del siguiente, incorporando además el acceso generalizado a la etapa 
secundaria, que pasó así a considerarse parte integrante de la educación básica. El objetivo 
prioritario consistió en hacer efectiva una escolarización más prolongada y con unas metas 
más ambiciosas para todos los jóvenes de ambos sexos.

En los años finales del siglo xx, el desafío consistió en conseguir que esa educación 
ampliamente generalizada fuese ofrecida en unas condiciones de alta calidad, con la exigen-

28
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28 cia además de que tal beneficio alcanzase a todos los ciudadanos. En noviembre de 1990 se 
reunían en París los Ministros de Educación de los países de la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económico, con objeto de abordar cómo podía hacerse efectiva una 
educación y una formación de calidad para todos. El desafío era cada vez más apremiante y 
los responsables educativos de los países con mayor nivel de desarrollo se aprestaron a darle 
una respuesta satisfactoria.

Catorce años más tarde, en septiembre de 2004, los más de sesenta ministros reunidos 
en Ginebra, con ocasión de la 47.ª Conferencia Internacional de Educación convocada por la 
UNESCO, demostraban la misma inquietud, poniendo así de manifiesto la vigencia del 
desafío planteado en la década precedente. Si en 1990 eran los responsables de los países 
más desarrollados quienes llamaban la atención acerca de la necesidad de combinar calidad 
con equidad en la oferta educativa, en 2004 eran los de un número mucho más amplio de 
Estados, de características y niveles de desarrollo muy diversos, quienes se planteaban la 
misma cuestión.

Lograr que todos los ciudadanos puedan recibir una educación y una formación de 
calidad, sin que ese bien quede limitado solamente a algunas personas o sectores sociales, 
resulta acuciante en el momento actual. Países muy diversos, con sistemas políticos distin-
tos y gobiernos de diferente orientación, se están planteando ese objetivo. España no puede 
en modo alguno constituir una excepción.

La generalización de la educación básica ha sido tardía en nuestro país. Aunque la obli-
gatoriedad escolar se promulgó en 1857 y en 1964 se extendió desde los seis hasta los cator-
ce años, hubo que esperar hasta mediados de la década de los ochenta del siglo pasado para 
que dicha prescripción se hiciese realidad. La Ley General de Educación de 1970 supuso el 
inicio de la superación del gran retraso histórico que aquejaba al sistema educativo español. 
La Ley Orgánica del Derecho a la Educación proporcionó un nuevo y decidido impulso a 
ese proceso de modernización educativa, pero la consecución total de ese objetivo tuvo que 
esperar aún bastantes años.

La Ley 14/1970, General de Educación y de Financiamiento de la Reforma Educativa, 
y la Ley Orgánica 8/1985, reguladora del Derecho a la Educación, declaraban la educación 
como servicio público. La Ley Orgánica de Educación sigue y se inscribe en esta tradición. 
El servicio público de la educación considera a ésta como un servicio esencial de la comu-
nidad, que debe hacer que la educación escolar sea asequible a todos, sin distinción de nin-
guna clase, en condiciones de igualdad de oportunidades, con garantía de regularidad y 
continuidad y adaptada progresivamente a los cambios sociales. El servicio público de la 
educación puede ser prestado por los poderes públicos y por la iniciativa social, como 
garantía de los derechos fundamentales de los ciudadanos y la libertad de enseñanza.

En 1990, la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo estableció en 
diez años el período de obligatoriedad escolar y proporcionó un impulso y prestigio profe-
sional y social a la formación profesional que permitiría finalmente equiparar a España con 
los países más avanzados de su entorno. Como consecuencia de esa voluntad expresada en 
la Ley, a finales del siglo xx se había conseguido que todos los jóvenes españoles de ambos 
sexos asistiesen a los centros educativos al menos entre los seis y los dieciséis años y que 
muchos de ellos comenzasen antes su escolarización y la prolongasen después. Se había 
acortado así una distancia muy importante con los países de la Unión Europea, en la que 
España se había integrado en 1986.

A pesar de estos logros indudables, desde mediados de la década de los noventa se 
viene llamando la atención acerca de la necesidad de mejorar la calidad de la educación que 
reciben nuestros jóvenes. La realización de diversas evaluaciones acerca de la reforma expe-
rimental de las enseñanzas medias que se desarrolló en los años ochenta y la participación 
española en algunos estudios internacionales a comienzos de los noventa evidenciaron unos 
niveles insuficientes de rendimiento, sin duda explicables, pero que exigían una actuación 
decidida. En consecuencia, en 1995 se aprobó la Ley Orgánica de la Participación, la Eva-
luación y el Gobierno de los Centros Docentes, con el propósito de desarrollar y modificar 
algunas de las disposiciones establecidas en la LOGSE orientadas a la mejora de la calidad. 
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28En el año 2002 se quiso dar un paso más hacia el mismo objetivo, mediante la promulgación 
de la Ley Orgánica de Calidad de la Educación.

En los comienzos del siglo xxi, la sociedad española tiene la convicción de que es 
necesario mejorar la calidad de la educación, pero también de que ese beneficio debe llegar 
a todos los jóvenes, sin exclusiones. Como se ha subrayado muchas veces, hoy en día se 
considera que la calidad y la equidad son dos principios indisociables. Algunas evaluaciones 
internacionales recientes han puesto claramente de manifiesto que es posible combinar cali-
dad y equidad y que no deben considerarse objetivos contrapuestos.

Ningún país puede desperdiciar la reserva de talento que poseen todos y cada uno de 
sus ciudadanos, sobre todo en una sociedad que se caracteriza por el valor creciente que 
adquieren la información y el conocimiento para el desarrollo económico y social. Y del 
reconocimiento de ese desafío deriva la necesidad de proponerse la meta de conseguir el 
éxito escolar de todos los jóvenes.

La magnitud de este desafío obliga a que los objetivos que deban alcanzarse sean asu-
midos no sólo por las Administraciones educativas y por los componentes de la comunidad 
escolar, sino por el conjunto de la sociedad. Por ese motivo y con el propósito de estimular 
un debate social sobre la educación, con carácter previo a promover cualquier iniciativa 
legislativa, el Ministerio de Educación y Ciencia publicó en septiembre de 2004 el docu-
mento que lleva por título «Una educación de calidad para todos y entre todos», en el que se 
presentaban un conjunto de análisis y diagnósticos sobre la situación educativa actual y se 
sometían a debate una serie de propuestas de solución. Tanto las Comunidades Autónomas 
como las organizaciones representadas en los Consejos Escolares del Estado y Autonómicos 
fueron invitadas formalmente a expresar su opinión y manifestar su postura ante tales pro-
puestas. Además, otras muchas personas, asociaciones y grupos hicieron llegar al Ministerio 
de Educación y Ciencia sus reflexiones y sus propias propuestas, que fueron difundidas por 
diversos medios, respondiendo así a la voluntad de transparencia que debe presidir cualquier 
debate público. Como resultado de ese proceso de debate, se ha publicado un documento de 
síntesis, que recoge un resumen de las contribuciones realizadas por las distintas organiza-
ciones, asociaciones y colectivos.

El desarrollo de este proceso de debate, que se ha prolongado durante seis meses, ha 
permitido contrastar posiciones y puntos de vista, debatir acerca de los problemas existentes 
en el sistema educativo español y buscar el máximo grado de acuerdo en torno a sus posibles 
soluciones. Este período ha resultado fundamental para identificar los principios que deben 
regir el sistema educativo y para traducirlos en formulaciones normativas.

Tres son los principios fundamentales que presiden esta Ley. El primero consiste en la 
exigencia de proporcionar una educación de calidad a todos los ciudadanos de ambos sexos, 
en todos los niveles del sistema educativo. Ya se ha aludido al desafío que esa exigencia 
implica para los sistemas educativos actuales y en concreto para el español. Tras haber con-
seguido que todos los jóvenes estén escolarizados hasta los dieciséis años de edad, el objeti-
vo consiste ahora en mejorar los resultados generales y en reducir las todavía elevadas tasas 
de terminación de la educación básica sin titulación y de abandono temprano de los estu-
dios. Se trata de conseguir que todos los ciudadanos alcancen el máximo desarrollo posible 
de todas sus capacidades, individuales y sociales, intelectuales, culturales y emocionales 
para lo que necesitan recibir una educación de calidad adaptada a sus necesidades. Al 
mismo tiempo, se les debe garantizar una igualdad efectiva de oportunidades, prestando los 
apoyos necesarios, tanto al alumnado que lo requiera como a los centros en los que están 
escolarizados. En suma, se trata de mejorar el nivel educativo de todo el alumnado, conci-
liando la calidad de la educación con la equidad de su reparto.

El segundo principio consiste en la necesidad de que todos los componentes de la 
comunidad educativa colaboren para conseguir ese objetivo tan ambicioso. La combinación 
de calidad y equidad que implica el principio anterior exige ineludiblemente la realización 
de un esfuerzo compartido. Con frecuencia se viene insistiendo en el esfuerzo de los estu-
diantes. Se trata de un principio fundamental, que no debe ser ignorado, pues sin un esfuer-
zo personal, fruto de una actitud responsable y comprometida con la propia formación, es 
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28 muy difícil conseguir el pleno desarrollo de las capacidades individuales. Pero la responsa-
bilidad del éxito escolar de todo el alumnado no sólo recae sobre el alumnado individual-
mente considerado, sino también sobre sus familias, el profesorado, los centros docentes, las 
Administraciones educativas y, en última instancia, sobre la sociedad en su conjunto, res-
ponsable última de la calidad del sistema educativo.

El principio del esfuerzo, que resulta indispensable para lograr una educación de cali-
dad, debe aplicarse a todos los miembros de la comunidad educativa. Cada uno de ellos 
tendrá que realizar una contribución específica. Las familias habrán de colaborar estrecha-
mente y deberán comprometerse con el trabajo cotidiano de sus hijos y con la vida de los 
centros docentes. Los centros y el profesorado deberán esforzarse por construir entornos de 
aprendizaje ricos, motivadores y exigentes. Las Administraciones educativas tendrán que 
facilitar a todos los componentes de la comunidad escolar el cumplimiento de sus funciones, 
proporcionándoles los recursos que necesitan y reclamándoles al mismo tiempo su compro-
miso y esfuerzo. La sociedad, en suma, habrá de apoyar al sistema educativo y crear un 
entorno favorable para la formación personal a lo largo de toda la vida. Solamente el com-
promiso y el esfuerzo compartido permitirán la consecución de objetivos tan ambiciosos.

Una de las consecuencias más relevantes del principio del esfuerzo compartido consiste 
en la necesidad de llevar a cabo una escolarización equitativa del alumnado. La Constitución 
española reconoció la existencia de una doble red de centros escolares, públicos y privados, 
y la Ley Orgánica del Derecho a la Educación dispuso un sistema de conciertos para conse-
guir una prestación efectiva del servicio público y social de la educación, de manera gratui-
ta, en condiciones de igualdad y en el marco de la programación general de la enseñanza. 
Ese modelo, que respeta el derecho a la educación y a la libertad de enseñanza, ha venido 
funcionando satisfactoriamente, en líneas generales, aunque con el paso del tiempo se han 
manifestado nuevas necesidades. Una de las principales se refiere a la distribución equitati-
va del alumnado entre los distintos centros docentes.

Con la ampliación de la edad de escolarización obligatoria y el acceso a la educación de 
nuevos grupos estudiantiles, las condiciones en que los centros desarrollan su tarea se han 
hecho más complejas. Resulta, pues, necesario atender a la diversidad del alumnado y con-
tribuir de manera equitativa a los nuevos retos y las dificultades que esa diversidad genera. 
Se trata, en última instancia, de que todos los centros, tanto los de titularidad pública como 
los privados concertados, asuman su compromiso social con la educación y realicen una 
escolarización sin exclusiones, acentuando así el carácter complementario de ambas redes 
escolares, aunque sin perder su singularidad. A cambio, todos los centros sostenidos con 
fondos públicos deberán recibir los recursos materiales y humanos necesarios para cumplir 
sus tareas. Para prestar el servicio público de la educación, la sociedad debe dotarlos ade-
cuadamente.

El tercer principio que inspira esta Ley consiste en un compromiso decidido con los 
objetivos educativos planteados por la Unión Europea para los próximos años. El proceso de 
construcción europea está llevando a una cierta convergencia de los sistemas de educación y 
formación, que se ha traducido en el establecimiento de unos objetivos educativos comunes 
para este inicio del siglo xxi.

La pretensión de convertirse en la próxima década en la economía basada en el conoci-
miento más competitiva y dinámica, capaz de lograr un crecimiento económico sostenido, 
acompañado de una mejora cuantitativa y cualitativa del empleo y de una mayor cohesión 
social, se ha plasmado en la formulación de unos objetivos educativos comunes. A la vista 
de la evolución acelerada de la ciencia y la tecnología y el impacto que dicha evolución tiene 
en el desarrollo social, es más necesario que nunca que la educación prepare adecuadamen-
te para vivir en la nueva sociedad del conocimiento y poder afrontar los retos que de ello se 
derivan.

Es por ello por lo que en primer lugar, la Unión Europea y la UNESCO se han propues-
to mejorar la calidad y la eficacia de los sistemas de educación y de formación, lo que impli-
ca mejorar la capacitación de los docentes, desarrollar las aptitudes necesarias para la socie-
dad del conocimiento, garantizar el acceso de todos a las tecnologías de la información y la 
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28comunicación, aumentar la matriculación en los estudios científicos, técnicos y artísticos y 
aprovechar al máximo los recursos disponibles, aumentando la inversión en recursos huma-
nos. En segundo lugar, se ha planteado facilitar el acceso generalizado a los sistemas de 
educación y formación, lo que supone construir un entorno de aprendizaje abierto, hacer el 
aprendizaje más atractivo y promocionar la ciudadanía activa, la igualdad de oportunidades 
y la cohesión social. En tercer lugar, se ha marcado el objetivo de abrir estos sistemas al 
mundo exterior, lo que exige reforzar los lazos con la vida laboral, con la investigación y 
con la sociedad en general, desarrollar el espíritu emprendedor, mejorar el aprendizaje de 
idiomas extranjeros, aumentar la movilidad y los intercambios y reforzar la cooperación 
europea.

El sistema educativo español debe acomodar sus actuaciones en los próximos años a la 
consecución de estos objetivos compartidos con sus socios de la Unión Europea. En algunos 
casos, la situación educativa española se encuentra cercana a la fijada como objetivo para el 
final de esta década. En otros, sin embargo, la distancia es notable. La participación activa 
de España en la Unión Europea obliga a la mejora de los niveles educativos, hasta lograr 
situarlos en una posición acorde con su posición en Europa, lo que exige un compromiso y 
un esfuerzo decidido, que también esta Ley asume.

Para conseguir que estos principios se conviertan en realidad, hay que actuar en varias 
direcciones complementarias. En primer lugar, se debe concebir la formación como un pro-
ceso permanente, que se desarrolla durante toda la vida. Si el aprendizaje se ha concebido 
tradicionalmente como una tarea que corresponde sobre todo a la etapa de la niñez y la ado-
lescencia, en la actualidad ese planteamiento resulta claramente insuficiente. Hoy se sabe 
que la capacidad de aprender se mantiene a lo largo de los años, aunque cambien el modo en 
que se aprende y la motivación para seguir formándose. También se sabe que las necesida-
des derivadas de los cambios económicos y sociales obligan a los ciudadanos a ampliar 
permanentemente su formación. En consecuencia, la atención hacia la educación de las 
personas adultas se ha visto incrementada.

Fomentar el aprendizaje a lo largo de toda la vida implica, ante todo, proporcionar a los 
jóvenes una educación completa, que abarque los conocimientos y las competencias básicas 
que resultan necesarias en la sociedad actual, que les permita desarrollar los valores que 
sustentan la práctica de la ciudadanía democrática, la vida en común y la cohesión social, 
que estimule en ellos y ellas el deseo de seguir aprendiendo y la capacidad de aprender por 
sí mismos. Además, supone ofrecer posibilidades a las personas jóvenes y adultas de combi-
nar el estudio y la formación con la actividad laboral o con otras actividades.

Para permitir el tránsito de la formación al trabajo y viceversa, o de éstas a otras activi-
dades, es necesario incrementar la flexibilidad del sistema educativo. Aunque el sistema 
educativo español haya ido perdiendo parte de su rigidez inicial con el paso del tiempo, no 
ha favorecido en general la existencia de caminos de ida y vuelta hacia el estudio y la forma-
ción. Permitir que los jóvenes que abandonaron sus estudios de manera temprana puedan 
retomarlos y completarlos y que las personas adultas puedan continuar su aprendizaje a lo 
largo de la vida exige concebir el sistema educativo de manera más flexible. Y esa flexibili-
dad implica establecer conexiones entre los distintos tipos de enseñanzas, facilitar el paso de 
unas a otras y permitir la configuración de vías formativas adaptadas a las necesidades e 
intereses personales.

La flexibilidad del sistema educativo lleva aparejada necesariamente la concesión de un 
espacio propio de autonomía a los centros docentes. La exigencia que se le plantea de pro-
porcionar una educación de calidad a todo el alumnado, teniendo al mismo tiempo en cuen-
ta la diversidad de sus intereses, características y situaciones personales, obliga a reconocer-
le una capacidad de decisión que afecta tanto a su organización como a su modo de 
funcionamiento. Aunque las Administraciones deban establecer el marco general en que 
debe desenvolverse la actividad educativa, los centros deben poseer un margen propio de 
autonomía que les permita adecuar su actuación a sus circunstancias concretas y a las carac-
terísticas de su alumnado, con el objetivo de conseguir el éxito escolar de todos los estudian-
tes. Los responsables de la educación deben proporcionar a los centros los recursos y los 
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28 medios que necesitan para desarrollar su actividad y alcanzar tal objetivo, mientras que 
éstos deben utilizarlos con rigor y eficiencia para cumplir su cometido del mejor modo posi-
ble. Es necesario que la normativa combine ambos aspectos, estableciendo las normas 
comunes que todos tienen que respetar, así como el espacio de autonomía que se ha de con-
ceder a los centros docentes.

La existencia de un marco legislativo capaz de combinar objetivos y normas comunes 
con la necesaria autonomía pedagógica y de gestión de los centros docentes obliga, por otra 
parte, a establecer mecanismos de evaluación y de rendición de cuentas. La importancia de 
los desafíos que afronta el sistema educativo demanda como contrapartida una información 
pública y transparente acerca del uso que se hace de los medios y los recursos puestos a su 
disposición, así como una valoración de los resultados que con ellos se alcanzan. La evalua-
ción se ha convertido en un valioso instrumento de seguimiento y de valoración de los resul-
tados obtenidos y de mejora de los procesos que permiten obtenerlos. Por ese motivo, 
resulta imprescindible establecer procedimientos de evaluación de los distintos ámbitos y 
agentes de la actividad educativa, alumnado, profesorado, centros, currículo, Administracio-
nes, y comprometer a las autoridades correspondientes a rendir cuentas de la situación 
existente y el desarrollo experimentado en materia de educación.

La actividad de los centros docentes recae, en última instancia, en el profesorado que 
en ellos trabaja. Conseguir que todos los jóvenes desarrollen al máximo sus capacidades, en 
un marco de calidad y equidad, convertir los objetivos generales en logros concretos, adap-
tar el currículo y la acción educativa a las circunstancias específicas en que los centros se 
desenvuelven, conseguir que los padres y las madres se impliquen en la educación de sus 
hijos, no es posible sin un profesorado comprometido en su tarea. Por una parte, los cambios 
que se han producido en el sistema educativo y en el funcionamiento de los centros docentes 
obligan a revisar el modelo de la formación inicial del profesorado y adecuarlo al entorno 
europeo. Por otra parte, el desarrollo profesional exige un compromiso por parte de las 
Administraciones educativas por la formación continua del profesorado ligada a la práctica 
educativa. Y todo ello resulta imposible sin el necesario reconocimiento social de la función 
que los profesores desempeñan y de la tarea que desarrollan.

Una última condición que debe cumplirse para permitir el logro de unos objetivos edu-
cativos tan ambiciosos como los propuestos consiste en acometer una simplificación y una 
clarificación normativas, en un marco de pleno respeto al reparto de competencias que en 
materia de educación establecen la Constitución española y las leyes que la desarrollan.

A partir de 1990 se ha producido una proliferación de leyes educativas y de sus corres-
pondientes desarrollos reglamentarios, que han ido derogando parcialmente las anteriores, 
provocando una falta de claridad en cuanto a las normas aplicables a la ordenación académi-
ca y al funcionamiento del sistema educativo. En consecuencia, conviene simplificar la 
normativa vigente, con el propósito de hacerla más clara, comprensible y sencilla.

Además, la finalización en el año 2000 del proceso de transferencias en materia de 
educación ha creado unas nuevas condiciones, muy diferentes de las existentes en 1990, que 
aconsejan revisar el conjunto de la normativa vigente para las enseñanzas distintas de las 
universitarias. Cuando ya se ha desarrollado plenamente el marco de reparto de competen-
cias, que en materia de educación estableció la Constitución española, las nuevas leyes que 
se aprueben deben conciliar el respeto a dicho reparto competencial con la necesaria verte-
bración territorial del sistema educativo. La normativa básica estatal, de carácter común, y la 
normativa autonómica, aplicable al territorio correspondiente, deben combinarse con nue-
vos mecanismos de cooperación que permitan el desarrollo concertado de políticas educati-
vas de ámbito supracomunitario. Con esta Ley se asegura la necesaria homogeneidad básica 
y la unidad del sistema educativo y se resalta el amplio campo normativo y ejecutivo de que 
disponen estatutariamente las Comunidades Autónomas para cumplir los fines del sistema 
educativo. La Ley contiene una propuesta de cooperación territorial y entre Administracio-
nes para desarrollar proyectos y programas de interés general, para compartir información y 
aprender de las mejores prácticas.
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28Los principios anteriormente enunciados y las vías de actuación señaladas constituyen 
el fundamento en que se asienta la presente Ley. Su objetivo último consiste en sentar las 
bases que permitan hacer frente a los importantes desafíos que la educación española tiene 
ante sí y lograr las ambiciosas metas que se ha propuesto para los próximos años. Para ello, 
la Ley parte de los avances que el sistema educativo ha realizado en las últimas décadas, 
incorporando todos aquellos aspectos estructurales y de ordenación que han demostrado su 
pertinencia y su eficacia y proponiendo cambios en aquellos otros que requieren revisión. Se 
ha huido de la tentación de pretender cambiar todo el sistema educativo, como si se partiese 
de cero, y se ha optado, en cambio, por tener en cuenta la experiencia adquirida y los avan-
ces registrados. En última instancia, la Ley se asienta en la convicción de que las reformas 
educativas deben ser continuas y paulatinas y que el papel de los legisladores y de los res-
ponsables de la educación no es otro que el de favorecer la mejora continua y progresiva de 
la educación que reciben los ciudadanos.

De acuerdo con tales supuestos de base, la Ley se estructura en un título preliminar, 
ocho títulos, treinta y una disposiciones adicionales, dieciocho disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria y ocho disposiciones finales.

El título Preliminar comienza con un capítulo dedicado a los principios y los fines de la 
educación, que constituyen los elementos centrales en torno a los cuales debe organizarse el 
conjunto del sistema educativo. En un lugar destacado aparece formulado el principio fun-
damental de la calidad de la educación para todo el alumnado, en condiciones de equidad y 
con garantía de igualdad de oportunidades. La participación de la comunidad educativa y el 
esfuerzo compartido que debe realizar el alumnado, las familias, el profesorado, los centros, 
las Administraciones, las instituciones y la sociedad en su conjunto constituyen el comple-
mento necesario para asegurar una educación de calidad con equidad.

También ocupa un lugar relevante, en la relación de principios de la educación, la trans-
misión de aquellos valores que favorecen la libertad personal, la responsabilidad, la ciuda-
danía democrática, la solidaridad, la tolerancia, la igualdad, el respeto y la justicia, que 
constituyen la base de la vida en común.

Entre los fines de la educación se resaltan el pleno desarrollo de la personalidad y de las 
capacidades afectivas del alumnado, la formación en el respeto de los derechos y libertades 
fundamentales y de la igualdad efectiva de oportunidades entre hombres y mujeres, el reco-
nocimiento de la diversidad afectivo-sexual, así como la valoración crítica de las desigual-
dades, que permita superar los comportamientos sexistas. Se asume así en su integridad el 
contenido de lo expresado en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género.

Asimismo, se propone el ejercicio de la tolerancia y de la libertad, dentro de los princi-
pios democráticos de convivencia y la prevención de conflictos y la resolución pacífica de 
los mismos. Igualmente se insiste en la importancia de la preparación del alumnado para el 
ejercicio de la ciudadanía y para la participación en la vida económica, social y cultural, con 
actitud crítica y responsable. La relación completa de principios y fines permitirá asentar 
sobre bases firmes el conjunto de la actividad educativa.

De acuerdo con los principios rectores que inspiran la Ley, la educación se concibe 
como un aprendizaje permanente, que se desarrolla a lo largo de la vida. En consecuencia, 
todos los ciudadanos deben tener la posibilidad de formarse dentro y fuera del sistema edu-
cativo, con el fin de adquirir, actualizar, completar y ampliar sus capacidades, conocimien-
tos, habilidades, aptitudes y competencias para su desarrollo personal y profesional. La Ley 
concede al aprendizaje permanente tal importancia que le dedica, junto a la organización de 
las enseñanzas, un capítulo específico del título Preliminar.

En ese mismo capítulo se establece la estructura de las enseñanzas, recuperando la 
educación infantil como una etapa única y consolidando el resto de las enseñanzas actual-
mente existentes, por entender que el sistema educativo ha encontrado en esa organización 
una base sólida para su desarrollo. También se regula la educación básica que, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Constitución, tiene carácter obligatorio y gratuito para todos los niños 
y jóvenes de ambos sexos y cuya duración se establece en diez cursos, comprendiendo la 
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28 educación primaria y la educación secundaria obligatoria. La atención a la diversidad se 
establece como principio fundamental que debe regir toda la enseñanza básica, con el obje-
tivo de proporcionar a todo el alumnado una educación adecuada a sus características y 
necesidades.

La definición y la organización del currículo constituye uno de los elementos centrales 
del sistema educativo. El título Preliminar dedica un capítulo a este asunto, estableciendo 
sus componentes y la distribución de competencias en su definición y su proceso de desarro-
llo. Especial interés reviste la inclusión de las competencias básicas entre los componentes 
del currículo, por cuanto debe permitir caracterizar de manera precisa la formación que 
deben recibir los estudiantes. Con el fin de asegurar una formación común y garantizar la 
homologación de los títulos, se encomienda al Gobierno la fijación de los objetivos, compe-
tencias básicas, contenidos y criterios de evaluación de los aspectos básicos del currículo, 
que constituyen las enseñanzas mínimas, y a las Administraciones educativas el estableci-
miento del currículo de las distintas enseñanzas. Además se hace referencia a la posibilidad 
de establecer currículos mixtos de enseñanzas del sistema educativo español y de otros sis-
temas educativos, conducentes a los títulos respectivos.

Se aborda en el título Preliminar, finalmente, la cooperación territorial y entre Adminis-
traciones, con el fin, por una parte, de lograr la mayor eficacia de los recursos destinados a 
la educación, y por otra, de alcanzar los objetivos establecidos con carácter general, favore-
cer el conocimiento y aprecio de la diversidad cultural y lingüística de las distintas Comuni-
dades Autónomas y contribuir a la solidaridad interterritorial y al equilibrio territorial en la 
compensación de las desigualdades. Asimismo, se dispone la puesta a disposición del alum-
nado de los recursos educativos necesarios para asegurar la consecución de los fines estable-
cidos en la Ley y la mejora permanente de la educación en España.

En el título I se establece la ordenación de las enseñanzas y sus etapas. Concebida 
como una etapa única, la educación infantil está organizada en dos ciclos que responden 
ambos a una intencionalidad educativa, no necesariamente escolar, y que obliga a los cen-
tros a contar desde el primer ciclo con una propuesta pedagógica específica. En el segundo 
ciclo se fomentará una primera aproximación a la lecto-escritura, a la iniciación en habilida-
des lógico-matemáticas, a una lengua extranjera, al uso de las tecnologías de la información 
y la comunicación y al conocimiento de los diferentes lenguajes artísticos. Se insta a las 
Administraciones públicas a que desarrollen progresivamente una oferta suficiente de pla-
zas en el primer ciclo y se dispone que puedan establecer conciertos para garantizar la gra-
tuidad del segundo ciclo.

Las enseñanzas que tienen carácter obligatorio son la educación primaria y la educa-
ción secundaria obligatoria. En la etapa primaria se pone el énfasis en la atención a la diver-
sidad del alumnado y en la prevención de las dificultades de aprendizaje, actuando tan 
pronto como éstas se detecten. Una de las novedades de la Ley consiste en la realización de 
una evaluación de diagnóstico de las competencias básicas alcanzadas por el alumnado al 
finalizar el segundo ciclo de esta etapa, que tendrá carácter formativo y orientador, propor-
cionará información sobre la situación del alumnado, de los centros y del propio sistema 
educativo y permitirá adoptar las medidas pertinentes para mejorar las posibles deficiencias. 
Otra evaluación similar se llevará a cabo al finalizar el segundo curso de la educación secun-
daria obligatoria. Para favorecer la transición entre la primaria y la secundaria, el alumnado 
recibirá un informe personalizado de su evolución al finalizar la educación primaria e incor-
porarse a la etapa siguiente.

La educación secundaria obligatoria debe combinar el principio de una educación 
común con la atención a la diversidad del alumnado, permitiendo a los centros la adopción 
de las medidas organizativas y curriculares que resulten más adecuadas a las características 
de su alumnado, de manera flexible y en uso de su autonomía pedagógica. Para lograr estos 
objetivos, se propone una concepción de las enseñanzas de carácter más común en los tres 
primeros cursos, con programas de refuerzo de las capacidades básicas para el alumnado 
que lo requiera, y un cuarto curso de carácter orientador, tanto para los estudios postobliga-
torios como para la incorporación a la vida laboral. En los dos primeros cursos se establece 
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28una limitación del número máximo de materias que deben cursarse y se ofrecen posibilida-
des para reducir el número de profesores que dan clase a un mismo grupo de alumnos. El 
último curso se concibe con una organización flexible de las materias comunes y optativas, 
ofreciendo mayores posibilidades de elección al alumnado en función de sus expectativas 
futuras y de sus intereses.

Para atender al alumnado con dificultades especiales de aprendizaje se incluyen progra-
mas de diversificación curricular desde el tercer curso de esta etapa. Además, con el fin de 
evitar el abandono escolar temprano, abrir expectativas de formación y cualificación poste-
rior y facilitar el acceso a la vida laboral, se establecen programas de cualificación profesio-
nal inicial destinados a alumnos mayores de dieciséis años que no hayan obtenido el título 
de Graduado en educación secundaria obligatoria.

El bachillerato comprende dos cursos y se desarrolla en tres modalidades diferentes, 
organizadas de modo flexible, en distintas vías que serán el resultado de la libre elección por 
los alumnos de materias de modalidad y optativas. Los alumnos con evaluación positiva en 
todas las materias obtendrán el título de Bachiller. Tras la obtención del título, podrán incor-
porarse a la vida laboral, matricularse en la formación profesional de grado superior o acce-
der a los estudios superiores. Para acceder a la universidad será necesaria la superación de 
una única prueba homologada a la que podrán presentarse quienes estén en posesión del 
título de Bachiller.

En lo que se refiere al currículo, una de las novedades de la Ley consiste en situar la 
preocupación por la educación para la ciudadanía en un lugar muy destacado del conjunto 
de las actividades educativas y en la introducción de unos nuevos contenidos referidos a esta 
educación que, con diferentes denominaciones, de acuerdo con la naturaleza de los conteni-
dos y las edades de los alumnos, se impartirá en algunos cursos de la educación primaria, 
secundaria obligatoria y bachillerato. Su finalidad consiste en ofrecer a todos los estudiantes 
un espacio de reflexión, análisis y estudio acerca de las características fundamentales y el 
funcionamiento de un régimen democrático, de los principios y derechos establecidos en la 
Constitución española y en los tratados y las declaraciones universales de los derechos 
humanos, así como de los valores comunes que constituyen el sustrato de la ciudadanía 
democrática en un contexto global. Esta educación, cuyos contenidos no pueden considerar-
se en ningún caso alternativos o sustitutorios de la enseñanza religiosa, no entra en contra-
dicción con la práctica democrática que debe inspirar el conjunto de la vida escolar y que ha 
de desarrollarse como parte de la educación en valores con carácter transversal a todas las 
actividades escolares. La nueva materia permitirá profundizar en algunos aspectos relativos 
a nuestra vida en común, contribuyendo a formar a los nuevos ciudadanos.

La formación profesional comprende un conjunto de ciclos formativos de grado medio 
y de grado superior que tienen como finalidad preparar a las alumnas y alumnos para el 
desempeño cualificado de las diversas profesiones, el acceso al empleo y la participación 
activa en la vida social, cultural y económica. La Ley introduce una mayor flexibilidad en el 
acceso, así como en las relaciones entre los distintos subsistemas de la formación profesio-
nal. Con objeto de aumentar la flexibilidad del sistema educativo y favorecer la formación 
permanente, se establecen diversas conexiones entre la educación general y la formación 
profesional.

Especial mención merecen las enseñanzas artísticas, que tienen como finalidad propor-
cionar a los alumnos una formación artística de calidad y cuya ordenación no había sido 
revisada desde 1990. La Ley regula, por una parte, las enseñanzas artísticas profesionales, 
que agrupan las enseñanzas de música y danza de grado medio, así como las de artes plásti-
cas y diseño de grado medio y de grado superior. Por otro lado, establece las denominadas 
enseñanzas artísticas superiores, que agrupan los estudios superiores de música y danza, las 
enseñanzas de arte dramático, las enseñanzas de conservación y restauración de bienes cul-
turales y los estudios superiores de artes plásticas y diseño. Estas últimas enseñanzas tienen 
carácter de educación superior y su organización se adecua a las exigencias correspondien-
tes, lo que implica algunas peculiaridades en lo que se refiere al establecimiento de su 
currículo y la organización de los centros que las imparten.
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28 La Ley también regula las enseñanzas de idiomas, disponiendo que serán organizadas 
por las escuelas oficiales de idiomas y se adecuarán a los niveles recomendados por el Con-
sejo de Europa y las enseñanzas deportivas, que por primera vez se ordenan en una Ley de 
educación.

Por último, el título I dedica una especial atención a la educación de personas adultas, 
con el objetivo de que todos los ciudadanos tengan la posibilidad de adquirir, actualizar, 
completar o ampliar sus conocimientos y aptitudes para su desarrollo personal y profesio-
nal. Para ello, regula las condiciones en que deben impartirse las enseñanzas conducentes a 
títulos oficiales, al tiempo que establece un marco abierto y flexible para realizar otros 
aprendizajes y prevé la posibilidad de validar la experiencia adquirida por otras vías.

A fin de garantizar la equidad, el título II aborda los grupos de alumnos que requieren 
una atención educativa diferente a la ordinaria por presentar alguna necesidad específica de 
apoyo educativo y establece los recursos precisos para acometer esta tarea con el objetivo de 
lograr su plena inclusión e integración. Se incluye concretamente en este título el tratamien-
to educativo de las alumnas y alumnos que requieren determinados apoyos y atenciones 
específicas derivadas de circunstancias sociales, de discapacidad física, psíquica o sensorial 
o que manifiesten trastornos graves de conducta. El sistema educativo español ha realizado 
grandes avances en este ámbito en las últimas décadas, que resulta necesario continuar 
impulsando. También precisan un tratamiento específico los alumnos con altas capacidades 
intelectuales y los que se han integrado tarde en el sistema educativo español.

La adecuada respuesta educativa a todos los alumnos se concibe a partir del principio 
de inclusión, entendiendo que únicamente de ese modo se garantiza el desarrollo de todos, 
se favorece la equidad y se contribuye a una mayor cohesión social. La atención a la diver-
sidad es una necesidad que abarca a todas las etapas educativas y a todos los alumnos. Es 
decir, se trata de contemplar la diversidad de las alumnas y alumnos como principio y no 
como una medida que corresponde a las necesidades de unos pocos.

La Ley trata asimismo de la compensación de las desigualdades a través de programas 
específicos desarrollados en centros docentes escolares o en zonas geográficas donde resulte 
necesaria una intervención educativa compensatoria, y a través de las becas y ayudas al 
estudio, que tienen como objetivo garantizar el derecho a la educación a los estudiantes con 
condiciones socioeconómicas desfavorables. La programación de la escolarización en cen-
tros públicos y privados concertados debe garantizar una adecuada y equilibrada distribu-
ción entre los centros escolares de los alumnos con necesidad de apoyo educativo.

El protagonismo que debe adquirir el profesorado se desarrolla en el título III de la Ley. 
En él se presta una atención prioritaria a su formación inicial y permanente, cuya reforma 
debe llevarse a cabo en los próximos años, en el contexto del nuevo espacio europeo de 
educación superior y con el fin de dar respuesta a las necesidades y a las nuevas demandas 
que recibe el sistema educativo. La formación inicial debe incluir, además de la adecuada 
preparación científica, una formación pedagógica y didáctica que se completará con la tuto-
ría y asesoramiento a los nuevos profesores por parte de compañeros experimentados. Por 
otra parte, el título aborda la mejora de las condiciones en que el profesorado realiza su tra-
bajo, así como el reconocimiento, apoyo y valoración social de la función docente.

El título IV trata de los centros docentes, su tipología y su régimen jurídico, así como 
de la programación de la red de centros desde la consideración de la educación como servi-
cio público. Asimismo, se establece la posibilidad de que los titulares de los centros priva-
dos definan el carácter propio de los mismos respetando el marco constitucional. Los cen-
tros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas gratuitas podrán acogerse al régimen de 
conciertos, estableciéndose los requisitos que deben cumplir los centros privados concerta-
dos.

La Ley concibe la participación como un valor básico para la formación de ciudadanos 
autónomos, libres, responsables y comprometidos y, por ello, las Administraciones educati-
vas garantizarán la participación de la comunidad educativa en la organización, el gobierno, 
el funcionamiento y la evaluación de los centros educativos, tal como establece el título V. 
Se presta particular atención a la autonomía de los centros docentes, tanto en lo pedagógico, 
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28a través de la elaboración de sus proyectos educativos, como en lo que respecta a la gestión 
económica de los recursos y a la elaboración de sus normas de organización y funciona-
miento. La Ley otorga mayor protagonismo a los órganos colegiados de control y gobierno 
de los centros, que son el Consejo Escolar, el Claustro de Profesores y los órganos de coor-
dinación docente, y aborda las competencias de la dirección de los centros públicos, el pro-
cedimiento de selección de los directores y el reconocimiento de la función directiva.

El título VI se dedica a la evaluación del sistema educativo, que se considera un ele-
mento fundamental para la mejora de la educación y el aumento de la transparencia del sis-
tema educativo. La importancia concedida a la evaluación se pone de manifiesto en el trata-
miento de los distintos ámbitos en que debe aplicarse, que abarcan los procesos de 
aprendizaje de los alumnos, la actividad del profesorado, los procesos educativos, la función 
directiva, el funcionamiento de los centros docentes, la inspección y las propias Administra-
ciones educativas. La evaluación general del sistema educativo se atribuye al Instituto de 
Evaluación, que trabajará en colaboración con los organismos correspondientes que esta-
blezcan las Comunidades Autónomas. Con el propósito de rendir cuentas acerca del funcio-
namiento del sistema educativo, se dispone la presentación de un informe anual al Parla-
mento, que sintetice los resultados que arrojan las evaluaciones generales de diagnóstico, 
los de otras pruebas de evaluación que se realicen, los principales indicadores de la educa-
ción española y los aspectos más destacados del informe anual del Consejo Escolar del 
Estado.

En el título VII se encomienda a la inspección educativa el apoyo a la elaboración de 
los proyectos educativos y la autoevaluación de los centros escolares, como pieza clave para 
la mejora del sistema educativo. Al Estado le corresponde la Alta Inspección. Se recogen las 
funciones de la inspección educativa y su organización, así como las atribuciones de los 
inspectores.

El título VIII aborda la dotación de recursos económicos y el incremento del gasto 
público en educación para cumplir los objetivos de esta Ley cuyo detalle se recoge en la 
Memoria económica que la acompaña. Dicha Memoria recoge los compromisos de gasto 
para el período de implantación de la Ley, incrementados en el trámite parlamentario.

Las disposiciones adicionales se refieren al calendario de aplicación de la Ley, a la 
enseñanza de religión, a los libros de texto y materiales curriculares y al calendario escolar. 
Una parte importante de las disposiciones adicionales tiene que ver con el personal docente, 
estableciéndose las bases del régimen estatutario de la función pública docente, las funcio-
nes de los cuerpos docentes, los requisitos de ingreso y acceso a los respectivos cuerpos, la 
carrera docente y el desempeño de la función inspectora.

Otras disposiciones adicionales se refieren a la cooperación de los municipios con las 
Administraciones educativas y los posibles convenios de cooperación que se pueden esta-
blecer entre aquéllas y las Corporaciones locales, así como al procedimiento de consulta a 
las Comunidades Autónomas.

En relación con los centros se prorroga el régimen actual aplicable a los requisitos que 
deben cumplir los centros privados de bachillerato que impartan la modalidad de ciencias de 
la naturaleza y de la salud y la modalidad de tecnología, se establecen las funciones del 
claustro de profesores en los centros concertados y se contempla la agrupación de centros 
públicos de un ámbito territorial determinado, la denominación específica del Consejo 
Escolar, los convenios con los que impartan ciclos de formación profesional, así como otros 
aspectos relativos a los centros concertados.

Finalmente, se hace referencia al alumnado extranjero, a las víctimas del terrorismo y 
de actos de violencia de género, al régimen de los datos personales de los alumnos, a la 
incorporación de créditos para la gratuidad del segundo ciclo de educación infantil y al 
fomento de la igualdad efectiva entre hombres y mujeres.

En las disposiciones transitorias se aborda, entre otras cuestiones, la jubilación volun-
taria anticipada del profesorado, la movilidad de los funcionarios de los cuerpos docentes, la 
duración del mandato de los órganos de gobierno y el ejercicio de la dirección en los centros 
docentes públicos, la formación pedagógica y didáctica, la adaptación de los centros para 



– 88 –

28 impartir la educación infantil, la modificación de los conciertos y el acceso de las enseñan-
zas de idiomas a menores de dieciséis años.

Se recoge una disposición derogatoria única. Las disposiciones finales abordan, entre 
otros aspectos, la modificación de la Ley Orgánica del Derecho a la Educación y de la Ley 
de Medidas para la Reforma de la Función Pública, la competencia que corresponde al Esta-
do al amparo de la Constitución para dictar esta Ley, la competencia para su desarrollo y su 
carácter orgánico.

TÍTULO PRELIMINAR

CAPÍTULO I

Principios y fines de la educación

Artículo 1. Principios.

El sistema educativo español, configurado de acuerdo con los valores de la Constitu-
ción y asentado en el respeto a los derechos y libertades reconocidos en ella, se inspira en 
los siguientes principios:

a) La calidad de la educación para todo el alumnado, independientemente de sus 
condiciones y circunstancias.

b) La equidad, que garantice la igualdad de oportunidades, la inclusión educativa y la 
no discriminación y actúe como elemento compensador de las desigualdades personales, 
culturales, económicas y sociales, con especial atención a las que deriven de discapacidad.

c) La transmisión y puesta en práctica de valores que favorezcan la libertad personal, 
la responsabilidad, la ciudadanía democrática, la solidaridad, la tolerancia, la igualdad, el 
respeto y la justicia, así como que ayuden a superar cualquier tipo de discriminación.

d) La concepción de la educación como un aprendizaje permanente, que se desarrolla 
a lo largo de toda la vida.

e) La flexibilidad para adecuar la educación a la diversidad de aptitudes, intereses, 
expectativas y necesidades del alumnado, así como a los cambios que experimentan el 
alumnado y la sociedad.

f) La orientación educativa y profesional de los estudiantes, como medio necesario 
para el logro de una formación personalizada, que propicie una educación integral en cono-
cimientos, destrezas y valores.

g) El esfuerzo individual y la motivación del alumnado.
h) El esfuerzo compartido por alumnado, familias, profesores, centros, Administra-

ciones, instituciones y el conjunto de la sociedad.
i) La autonomía para establecer y adecuar las actuaciones organizativas y curriculares 

en el marco de las competencias y responsabilidades que corresponden al Estado, a las 
Comunidades Autónomas, a las corporaciones locales y a los centros educativos.

j) La participación de la comunidad educativa en la organización, gobierno y funcio-
namiento de los centros docentes.

k) La educación para la prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los 
mismos, así como la no violencia en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.

l) El desarrollo de la igualdad de derechos y oportunidades y el fomento de la igual-
dad efectiva entre hombres y mujeres.

m) La consideración de la función docente como factor esencial de la calidad de la 
educación, el recono-cimiento social del profesorado y el apoyo a su tarea.

n) El fomento y la promoción de la investigación, la experimentación y la innovación 
educativa.

ñ) La evaluación del conjunto del sistema educativo, tanto en su programación y 
organización y en los procesos de enseñanza y aprendizaje como en sus resultados.
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aplicación y evaluación de las políticas educativas.

p) La cooperación y colaboración de las Administraciones educativas con las corpo-
raciones locales en la planificación e implementación de la política educativa.

Artículo 2. Fines.

1. El sistema educativo español se orientará a la consecución de los siguientes fines:

a) El pleno desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos.
b) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, en la igual-

dad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres y en la igualdad de trato y no 
discriminación de las personas con discapacidad.

c) La educación en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los princi-
pios democráticos de convivencia, así como en la prevención de conflictos y la resolución 
pacífica de los mismos.

d) La educación en la responsabilidad individual y en el mérito y esfuerzo personal.
e) La formación para la paz, el respeto a los derechos humanos, la vida en común, la 

cohesión social, la cooperación y solidaridad entre los pueblos así como la adquisición de 
valores que propicien el respeto hacia los seres vivos y el medio ambiente, en particular al 
valor de los espacios forestales y el desarrollo sostenible.

f) El desarrollo de la capacidad de los alumnos para regular su propio aprendizaje, 
confiar en sus aptitudes y conocimientos, así como para desarrollar la creatividad, la inicia-
tiva personal y el espíritu emprendedor.

g) La formación en el respeto y reconocimiento de la pluralidad lingüística y cultural 
de España y de la interculturalidad como un elemento enriquecedor de la sociedad.

h) La adquisición de hábitos intelectuales y técnicas de trabajo, de conocimientos 
científicos, técnicos, humanísticos, históricos y artísticos, así como el desarrollo de hábitos 
saludables, el ejercicio físico y el deporte.

i) La capacitación para el ejercicio de actividades profesionales.
j) La capacitación para la comunicación en la lengua oficial y cooficial, si la hubiere, 

y en una o más lenguas extranjeras.
k) La preparación para el ejercicio de la ciudadanía y para la participación activa en la 

vida económica, social y cultural, con actitud crítica y responsable y con capacidad de adap-
tación a las situaciones cambiantes de la sociedad del conocimiento.

2. Los poderes públicos prestarán una atención prioritaria al conjunto de factores que 
favorecen la calidad de la enseñanza y, en especial, la cualificación y formación del profeso-
rado, su trabajo en equipo, la dotación de recursos educativos, la investigación, la experi-
mentación y la renovación educativa, el fomento de la lectura y el uso de bibliotecas, la 
autonomía pedagógica, organizativa y de gestión, la función directiva, la orientación educa-
tiva y profesional, la inspección educativa y la evaluación.

CAPÍTULO II

La organización de las enseñanzas y el aprendizaje a lo largo de la vida

Artículo 3. Las enseñanzas.

1. El sistema educativo se organiza en etapas, ciclos, grados, cursos y niveles de ense-
ñanza de forma que asegure la transición entre los mismos y, en su caso, dentro de cada uno 
de ellos.

2. Las enseñanzas que ofrece el sistema educativo son las siguientes:

a) Educación infantil.
b) Educación primaria.
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d) Bachillerato.
e) Formación profesional.
f)  Enseñanzas de idiomas.
g) Enseñanzas artísticas.
h) Enseñanzas deportivas.
i)  Educación de personas adultas.
j)  Enseñanza universitaria.

3. La educación primaria y la educación secundaria obligatoria constituyen la educa-
ción básica.

4. La educación secundaria se divide en educación secundaria obligatoria y educa-
ción secundaria postobligatoria. Constituyen la educación secundaria postobligatoria el 
bachillerato, la formación profesional de grado medio, las enseñanzas profesionales de artes 
plásticas y diseño de grado medio y las enseñanzas deportivas de grado medio.

5. La enseñanza universitaria, las enseñanzas artísticas superiores, la formación pro-
fesional de grado superior, las enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño de grado 
superior y las enseñanzas deportivas de grado superior constituyen la educación superior.

6. Las enseñanzas de idiomas, las enseñanzas artísticas y las deportivas tendrán la 
consideración de enseñanzas de régimen especial.

7. La enseñanza universitaria se regula por sus normas específicas.
8. Las enseñanzas a las que se refiere el apartado 2 se adaptarán al alumnado con 

necesidad específica de apoyo educativo. Dicha adaptación garantizará el acceso, la perma-
nencia y la progresión de este alumnado en el sistema educativo.

9. Para garantizar el derecho a la educación de quienes no puedan asistir de modo 
regular a los centros docentes, se desarrollará una oferta adecuada de educación a distancia 
o, en su caso, de apoyo y atención educativa específica.

Artículo 4. La enseñanza básica.

1. La enseñanza básica a la que se refiere el artícu lo 3.3 de esta Ley es obligatoria y 
gratuita para todas las personas.

2. La enseñanza básica comprende diez años de escolaridad y se desarrolla, de forma 
regular, entre los seis y los dieciséis años de edad. No obstante, los alumnos tendrán derecho a 
permanecer en régimen ordinario cursando la enseñanza básica hasta los dieciocho años de edad, 
cumplidos en el año en que finalice el curso, en las condiciones establecidas en la presente Ley.

3. Sin perjuicio de que a lo largo de la enseñanza básica se garantice una educación 
común para los alumnos, se adoptará la atención a la diversidad como principio fundamen-
tal. Cuando tal diversidad lo requiera, se adoptarán las medidas organizativas y curriculares 
pertinentes, según lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 5. El aprendizaje a lo largo de la vida.

1. Todas las personas deben tener la posibilidad de formarse a lo largo de la vida, 
dentro y fuera del sistema educativo, con el fin de adquirir, actualizar, completar y ampliar 
sus capacidades, conocimientos, habilidades, aptitudes y competencias para su desarrollo 
personal y profesional.

2. El sistema educativo tiene como principio básico propiciar la educación permanen-
te. A tal efecto, preparará a los alumnos para aprender por sí mismos y facilitará a las perso-
nas adultas su incorporación a las distintas enseñanzas, favoreciendo la conciliación del 
aprendizaje con otras responsabilidades y actividades.

3. Para garantizar el acceso universal y permanente al aprendizaje, las diferentes 
Administraciones públicas identificarán nuevas competencias y facilitarán la formación 
requerida para su adquisición.

4. Asimismo, corresponde a las Administraciones públicas promover, ofertas de 
aprendizaje flexibles que permitan la adquisición de competencias básicas y, en su caso, las 
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cativo sin ninguna titulación.

5. El sistema educativo debe facilitar y las Administraciones públicas deben promo-
ver que toda la población llegue a alcanzar una formación de educación secundaria postobli-
gatoria o equivalente.

6. Corresponde a las Administraciones públicas facilitar el acceso a la información y 
a la orientación sobre las ofertas de aprendizaje permanente y las posibilidades de acceso a 
las mismas.

CAPÍTULO III

Currículo

Artículo 6. Currículo.

1. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, se entiende por currículo el conjunto de 
objetivos, competencias básicas, contenidos, métodos pedagógicos y criterios de evaluación 
de cada una de las enseñanzas reguladas en la presente Ley.

2. Con el fin de asegurar una formación común y garantizar la validez de los títulos 
correspondientes, el Gobierno fijará, en relación con los objetivos, competencias básicas, 
contenidos y criterios de evaluación, los aspectos básicos del currículo que constituyen las 
enseñanzas mínimas a las que se refiere la disposición adicional primera, apartado 2, letra c) 
de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación.

3. Los contenidos básicos de las enseñanzas mínimas requerirán el 55 por ciento de 
los horarios escolares para las Comunidades Autónomas que tengan lengua cooficial y el 65 
por ciento para aquéllas que no la tengan.

4. Las Administraciones educativas establecerán el currículo de las distintas enseñan-
zas reguladas en la presente Ley, del que formarán parte los aspectos básicos señalados en 
apartados anteriores. Los centros docentes desarrollarán y completarán, en su caso, el currí-
culo de las diferentes etapas y ciclos en uso de su autonomía y tal como se recoge en el 
capítulo II del título V de la presente Ley.

5. Los títulos correspondientes a las enseñanzas reguladas por esta Ley serán homolo-
gados por el Estado y expedidos por las Administraciones educativas en las condiciones pre-
vistas en la legislación vigente y en las normas básicas y específicas que al efecto se dicten.

6. En el marco de la cooperación internacional en materia de educación, el Gobierno, 
de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 de este artículo, podrá establecer currículos 
mixtos de enseñanzas del sistema educativo español y de otros sistemas educativos, condu-
centes a los títulos respectivos.

CAPÍTULO IV

Cooperación entre Administraciones educativas

Artículo 7. Concertación de políticas educativas.

Las Administraciones educativas podrán concertar el establecimiento de criterios y 
objetivos comunes con el fin de mejorar la calidad del sistema educativo y garantizar la 
equidad. La Conferencia Sectorial de Educación promoverá este tipo de acuerdos y será 
informada de todos los que se adopten.

Artículo 8. Cooperación entre Administraciones.

1. Las Administraciones educativas y las Corporaciones locales coordinarán sus 
actuaciones, cada una en el ámbito de sus competencias, para lograr una mayor eficacia de 
los recursos destinados a la educación y contribuir a los fines establecidos en esta Ley.
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que realicen las Administraciones u otras instituciones públicas, así como las actuaciones 
que tuvieran finalidades educativas o consecuencias en la educación de los niños y jóvenes, 
deberán hacerse en coordinación con la Administración educativa correspondiente.

3. Las Comunidades Autónomas podrán convenir la delegación de competencias de 
gestión de determinados servicios educativos en los municipios o agrupaciones de munici-
pios que se configuren al efecto, a fin de propiciar una mayor eficacia, coordinación y con-
trol social en el uso de los recursos.

Artículo 9. Programas de cooperación territorial.

1. El Estado promoverá programas de cooperación territorial con el fin de alcanzar 
los objetivos educativos de carácter general, reforzar las competencias básicas de los estu-
diantes, favorecer el conocimiento y aprecio por parte del alumnado de la riqueza cultural y 
lingüística de las distintas Comunidades Autónomas, así como contribuir a la solidaridad 
interterritorial y al equilibrio territorial en la compensación de desigualdades.

2. Los programas a los que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo mediante 
convenios o acuerdos entre las diferentes Administraciones educativas competentes.

Artículo 10. Difusión de información.

1. Corresponde a las Administraciones educativas facilitar el intercambio de informa-
ción y la difusión de buenas prácticas educativas o de gestión de los centros docentes, a fin 
de contribuir a la mejora de la calidad de la educación.

2. Las Administraciones educativas proporcionarán los datos necesarios para la ela-
boración de las estadísticas educativas nacionales e internacionales que corresponde efec-
tuar al Estado, las cuales contribuyen a la gestión, planificación, seguimiento y evaluación 
del sistema educativo, así como a la investigación educativa. Asimismo, las Administracio-
nes educativas harán públicos los datos e indicadores que contribuyan a facilitar la transpa-
rencia, la buena gestión de la educación y la investigación educativa.

Artículo 11. Oferta y recursos educativos.

1. El Estado promoverá acciones destinadas a favorecer que todos los alumnos pue-
dan elegir las opciones educativas que deseen con independencia de su lugar de residencia, 
de acuerdo con los requisitos académicos establecidos en cada caso.

2. Corresponde a las Administraciones educativas, en aplicación del principio de 
colaboración, facilitar el acceso a enseñanzas de oferta escasa y a centros de zonas limítro-
fes a los alumnos que no tuvieran esa oferta educativa en centros próximos o de su misma 
Comunidad Autónoma. A tal efecto, en los procedimientos de admisión de alumnos se ten-
drá en cuenta esta circunstancia.

3. Con la misma finalidad, y en aplicación del principio de colaboración, corresponde 
a las Administraciones educativas facilitar a alumnos y profesores de otras Comunidades 
Autónomas el acceso a sus instalaciones con valor educativo y la utilización de sus recursos.

TÍTULO I

Las Enseñanzas y su Ordenación

CAPÍTULO I

Educación infantil

Artículo 12. Principios generales.

1. La educación infantil constituye la etapa educativa con identidad propia que atien-
de a niñas y niños desde el nacimiento hasta los seis años de edad.
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desarrollo físico, afectivo, social e intelectual de los niños.

3. Con objeto de respetar la responsabilidad fundamental de las madres y padres o 
tutores en esta etapa, los centros de educación infantil cooperarán estrechamente con ellos.

Artículo 13. Objetivos.

La educación infantil contribuirá a desarrollar en las niñas y niños las capacidades que 
les permitan:

a) Conocer su propio cuerpo y el de los otros, sus po-sibilidades de acción y aprender 
a respetar las diferencias.

b) Observar y explorar su entorno familiar, natural y social.
c) Adquirir progresivamente autonomía en sus actividades habituales.
d) Desarrollar sus capacidades afectivas.
e) Relacionarse con los demás y adquirir progresi-vamente pautas elementales de 

convivencia y relación social, así como ejercitarse en la resolución pacífica de conflictos.
f) Desarrollar habilidades comunicativas en diferentes lenguajes y formas de expre-

sión.
g) Iniciarse en las habilidades lógico-matemáticas, en la lecto-escritura y en el movi-

miento, el gesto y el ritmo.

Artículo 14. Ordenación y principios pedagógicos.

1. La etapa de educación infantil se ordena en dos ciclos. El primero comprende hasta 
los tres años, y el segundo, desde los tres a los seis años de edad.

2. El carácter educativo de uno y otro ciclo será recogido por los centros educativos 
en una propuesta pedagógica.

3. En ambos ciclos de la educación infantil se atenderá progresivamente al desarrollo 
afectivo, al movimiento y los hábitos de control corporal, a las manifestaciones de la comu-
nicación y del lenguaje, a las pautas elementales de convivencia y relación social, así como 
al descubrimiento de las características físicas y sociales del medio en el que viven. Además 
se facilitará que niñas y niños elaboren una imagen de sí mismos positiva y equilibrada y 
adquieran autonomía personal.

4. Los contenidos educativos de la educación infantil se organizarán en áreas corres-
pondientes a ámbitos propios de la experiencia y del desarrollo infantil y se abordarán por 
medio de actividades globalizadas que tengan interés y significado para los niños.

5. Corresponde a las Administraciones educativas fomentar una primera aproxima-
ción a la lengua extranjera en los aprendizajes del segundo ciclo de la educación infantil, 
especialmente en el último año. Asimismo, fomentarán una primera aproximación a la lec-
tura y a la escritura, así como experiencias de iniciación temprana en habilidades numéricas 
básicas, en las tecnologías de la información y la comunicación y en la expresión visual y 
musical.

6. Los métodos de trabajo en ambos ciclos se basarán en las experiencias, las activi-
dades y el juego y se aplicarán en un ambiente de afecto y confianza, para potenciar su 
autoestima e integración social.

7. Las Administraciones educativas determinarán los contenidos educativos del pri-
mer ciclo de la educación infantil de acuerdo con lo previsto en el presente capítulo. Asimis-
mo, regularán los requisitos que hayan de cumplir los centros que impartan dicho ciclo, 
relativos, en todo caso, a la relación numérica alumnado-profesor, a las instalaciones y al 
número de puestos escolares.

Artículo 15. Oferta de plazas y gratuidad.

1. Las Administraciones públicas promoverán un incremento progresivo de la oferta 
de plazas públicas en el primer ciclo. Asimismo coordinarán las políticas de cooperación 
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determinarán las condiciones en las que podrán establecerse convenios con las corporacio-
nes locales, otras Administraciones y entidades privadas sin fines de lucro.

2. El segundo ciclo de la educación infantil será gratuito. A fin de atender las deman-
das de las familias, las Administraciones educativas garantizarán una oferta suficiente de 
plazas en los centros públicos y concertarán con centros privados, en el contexto de su pro-
gramación educativa.

3. Los centros podrán ofrecer el primer ciclo de educación infantil, el segundo o 
ambos.

4. De acuerdo con lo que establezcan las Administraciones educativas, el primer ciclo 
de la educación infantil podrá ofrecerse en centros que abarquen el ciclo completo o una 
parte del mismo. Aquellos centros cuya oferta sea de al menos un año completo del citado 
ciclo deberán incluir en su proyecto educativo la propuesta pedagógica a la que se refiere el 
apartado 2 del artículo 14 y deberán contar con el personal cualificado en los términos reco-
gidos en el artículo 92.

CAPÍTULO II

Educación primaria

Artículo 16. Principios generales.

1. La educación primaria es una etapa educativa que comprende seis cursos académi-
cos, que se cursarán ordinariamente entre los seis y los doce años de edad.

2. La finalidad de la educación primaria es proporcionar a todos los niños y niñas una 
educación que permita afianzar su desarrollo personal y su propio bienestar, adquirir las 
habilidades culturales básicas relativas a la expresión y comprensión oral, a la lectura, a la 
escritura y al cálculo, así como desarrollar las habilidades sociales, los hábitos de trabajo y 
estudio, el sentido artístico, la creatividad y la afectividad.

3. La acción educativa en esta etapa procurará la integración de las distintas experien-
cias y aprendizajes del alumnado y se adaptará a sus ritmos de trabajo.

Artículo 17. Objetivos de la educación primaria.

La educación primaria contribuirá a desarrollar en los niños y niñas las capacidades que 
les permitan:

a) Conocer y apreciar los valores y las normas de convivencia, aprender a obrar de 
acuerdo con ellas, prepararse para el ejercicio activo de la ciudadanía y respetar los derechos 
humanos, así como el pluralismo propio de una sociedad democrática.

b) Desarrollar hábitos de trabajo individual y de equipo, de esfuerzo y responsabili-
dad en el estudio, así como actitudes de confianza en sí mismo, sentido crítico, iniciativa 
personal, curiosidad, interés y creatividad en el aprendizaje.

c) Adquirir habilidades para la prevención y para la resolución pacífica de conflictos, 
que les permitan desenvolverse con autonomía en el ámbito familiar y doméstico, así como 
en los grupos sociales con los que se relacionan.

d) Conocer, comprender y respetar las diferentes culturas y las diferencias entre las 
personas, la igualdad de derechos y oportunidades de hombres y mujeres y la no discrimina-
ción de personas con discapacidad.

e) Conocer y utilizar de manera apropiada la lengua castellana y, si la hubiere, la 
lengua cooficial de la Comunidad Autónoma y desarrollar hábitos de lectura.

f) Adquirir en, al menos, una lengua extranjera la competencia comunicativa básica 
que les permita expresar y comprender mensajes sencillos y desenvolverse en situaciones 
cotidianas.
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problemas que requieran la realización de operaciones elementales de cálculo, conocimien-
tos geométricos y estimaciones, así como ser capaces de aplicarlos a las situaciones de su 
vida cotidiana.

h) Conocer y valorar su entorno natural, social y cultural, así como las posibilidades 
de acción y cuidado del mismo.

i) Iniciarse en la utilización, para el aprendizaje, de las tecnologías de la información 
y la comunicación desarrollando un espíritu crítico ante los mensajes que reciben y elabo-
ran.

j) Utilizar diferentes representaciones y expresiones artísticas e iniciarse en la cons-
trucción de propuestas visuales.

k) Valorar la higiene y la salud, aceptar el propio cuerpo y el de los otros, respetar las 
diferencias y utilizar la educación física y el deporte como medios para favorecer el desarro-
llo personal y social.

l) Conocer y valorar los animales más próximos al ser humano y adoptar modos de 
comportamiento que favorezcan su cuidado.

m) Desarrollar sus capacidades afectivas en todos los ámbitos de la personalidad y en 
sus relaciones con los demás, así como una actitud contraria a la violencia, a los prejuicios 
de cualquier tipo y a los estereotipos sexistas.

n) Fomentar la educación vial y actitudes de respeto que incidan en la prevención de 
los accidentes de tráfico.

Artículo 18. Organización.

1. La etapa de educación primaria comprende tres ciclos de dos años académicos 
cada uno y se organiza en áreas, que tendrán un carácter global e integrador.

2. Las áreas de esta etapa educativa son las siguientes:

Conocimiento del medio natural, social y cultural.
Educación artística.
Educación física.
Lengua castellana y literatura y, si la hubiere, lengua cooficial y literatura.
Lengua extranjera.
Matemáticas.

3. En uno de los cursos del tercer ciclo de la etapa, a las áreas incluidas en el apartado 
anterior se añadirá la de educación para la ciudadanía y los derechos humanos, en la que se 
prestará especial atención a la igualdad entre hombres y mujeres.

4. En el tercer ciclo de la etapa, las Administraciones educativas podrán añadir una 
segunda lengua extranjera.

5. Las áreas que tengan carácter instrumental para la adquisición de otros conoci-
mientos recibirán especial consideración.

6. En el conjunto de la etapa, la acción tutorial orientará el proceso educativo indivi-
dual y colectivo del alumnado.

Artículo 19. Principios pedagógicos.

1. En esta etapa se pondrá especial énfasis en la atención a la diversidad del alumna-
do, en la atención individualizada, en la prevención de las dificultades de aprendizaje y en la 
puesta en práctica de mecanismos de refuerzo tan pronto como se detecten estas dificulta-
des.

2. Sin perjuicio de su tratamiento específico en algunas de las áreas de la etapa, la 
comprensión lectora, la expresión oral y escrita, la comunicación audiovisual, las tecnolo-
gías de la información y la comunicación y la educación en valores se trabajarán en todas las 
áreas.

3. A fin de fomentar el hábito de la lectura se dedicará un tiempo diario a la misma.
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1. La evaluación de los procesos de aprendizaje del alumnado será continua y global 
y tendrá en cuenta su progreso en el conjunto de las áreas.

2. El alumnado accederá al ciclo educativo o etapa siguiente siempre que se conside-
re que ha alcanzado las competencias básicas correspondientes y el adecuado grado de 
madurez.

3. No obstante lo señalado en el apartado anterior, el alumnado que no haya alcanza-
do alguno de los objetivos de las áreas podrán pasar al ciclo o etapa siguiente siempre que 
esa circunstancia no les impida seguir con aprovechamiento el nuevo curso. En este caso 
recibirán los apoyos necesarios para recuperar dichos objetivos.

4. En el supuesto de que un alumno no haya alcanzado las competencias básicas, 
podrá permanecer un curso más en el mismo ciclo. Esta medida podrá adoptarse una sola 
vez a lo largo de la educación primaria y con un plan específico de refuerzo o recuperación 
de sus competencias básicas.

5. Con el fin de garantizar la continuidad del proceso de formación del alumnado, 
cada alumno dispondrá al finalizar la etapa de un informe sobre su aprendizaje, los objetivos 
alcanzados y las competencias básicas adquiridas, según dispongan las Administraciones 
educativas. Asimismo las Administraciones educativas establecerán los pertinentes meca-
nismos de coordinación.

Artículo 21. Evaluación de diagnóstico.

Al finalizar el segundo ciclo de la educación primaria todos los centros realizarán una 
evaluación de diagnóstico de las competencias básicas alcanzadas por sus alumnos. Esta 
evaluación, competencia de las Administraciones educativas, tendrá carácter formativo y 
orientador para los centros e informativo para las familias y para el conjunto de la comuni-
dad educativa. Estas evaluaciones tendrán como marco de referencia las evaluaciones gene-
rales de diagnóstico que se establecen en el artícu lo 144.1 de esta Ley.

CAPÍTULO III

Educación secundaria obligatoria

Artículo 22. Principios generales.

1. La etapa de educación secundaria obligatoria comprende cuatro cursos, que se 
seguirán ordinariamente entre los doce y los dieciséis años de edad.

2. La finalidad de la educación secundaria obligatoria consiste en lograr que los 
alumnos y alumnas adquieran los elementos básicos de la cultura, especialmente en sus 
aspectos humanístico, artístico, científico y tecnológico; desarrollar y consolidar en ellos 
hábitos de estudio y de trabajo; prepararles para su incorporación a estudios posteriores y 
para su inserción laboral y formarles para el ejercicio de sus derechos y obligaciones en la 
vida como ciudadanos.

3. En la educación secundaria obligatoria se prestará especial atención a la orienta-
ción educativa y profesional del alumnado.

4. La educación secundaria obligatoria se organizará de acuerdo con los principios de 
educación común y de atención a la diversidad del alumnado. Corresponde a las Administra-
ciones educativas regular las medidas de atención a la diversidad, organizativas y curricula-
res, que permitan a los centros, en el ejercicio de su autonomía, una organización flexible de 
las enseñanzas.

5. Entre las medidas señaladas en el apartado anterior se contemplarán las adaptacio-
nes del currículo, la integración de materias en ámbitos, los agrupamientos flexibles, los 
desdoblamientos de grupos, la oferta de materias optativas, programas de refuerzo y progra-
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educativo.

6. En el marco de lo dispuesto en los apartados 4 y 5, los centros educativos tendrán 
autonomía para organizar los grupos y las materias de manera flexible y para adoptar las 
medidas de atención a la diversidad adecuadas a las características de su alumnado.

7. Las medidas de atención a la diversidad que adopten los centros estarán orientadas 
a la consecución de los objetivos de la educación secundaria obligatoria por parte de todo su 
alumnado y no podrán, en ningún caso, suponer una discriminación que les impida alcanzar 
dichos objetivos y la titulación correspondiente.

Artículo 23. Objetivos.

La educación secundaria obligatoria contribuirá a desarrollar en los alumnos y las 
alumnas las capacidades que les permitan:

a) Asumir responsablemente sus deberes, conocer y ejercer sus derechos en el respe-
to a los demás, practicar la tolerancia, la cooperación y la solidaridad entre las personas y 
grupos, ejercitarse en el diálogo afianzando los derechos humanos como valores comunes 
de una sociedad plural y prepararse para el ejercicio de la ciudadanía democrática.

b) Desarrollar y consolidar hábitos de disciplina, estudio y trabajo individual y en 
equipo como condición necesaria para una realización eficaz de las tareas del aprendizaje y 
como medio de desarrollo personal.

c) Valorar y respetar la diferencia de sexos y la igualdad de derechos y oportunidades 
entre ellos. Rechazar los estereotipos que supongan discriminación entre hombres y muje-
res.

d) Fortalecer sus capacidades afectivas en todos los ámbitos de la personalidad y en 
sus relaciones con los demás, así como rechazar la violencia, los prejuicios de cualquier 
tipo, los comportamientos sexistas y resolver pacíficamente los conflictos.

e) Desarrollar destrezas básicas en la utilización de las fuentes de información para, 
con sentido crítico, adquirir nuevos conocimientos. Adquirir una preparación básica en el 
campo de las tecnologías, especialmente las de la información y la comunicación.

f) Concebir el conocimiento científico como un saber integrado, que se estructura en 
distintas disciplinas, así como conocer y aplicar los métodos para identificar los problemas 
en los diversos campos del conocimiento y de la experiencia.

g) Desarrollar el espíritu emprendedor y la confianza en sí mismo, la participación, el 
sentido crítico, la iniciativa personal y la capacidad para aprender a aprender, planificar, 
tomar decisiones y asumir responsabilidades.

h) Comprender y expresar con corrección, oralmente y por escrito, en la lengua cas-
tellana y, si la hubiere, en la lengua cooficial de la Comunidad Autónoma, textos y mensajes 
complejos, e iniciarse en e conocimiento, la lectura y el estudio de la literatura.

i) Comprender y expresarse en una o más lenguas extranjeras de manera apropiada.
j) Conocer, valorar y respetar los aspectos básicos de la cultura y la historia propias y 

de los demás, así como el patrimonio artístico y cultural.
k) Conocer y aceptar el funcionamiento del propio cuerpo y el de los otros, respetar 

las diferencias, afianzar los hábitos de cuidado y salud corporales e incorporar la educación 
física y la práctica del deporte para favorecer el desarrollo personal y social. Conocer y 
valorar la dimensión humana de la sexualidad en toda su diversidad. Valorar críticamente los 
hábitos sociales relacionados con la salud, el consumo, el cuidado de los seres vivos y el 
medio ambiente, contribuyendo a su conservación y mejora.

l) Apreciar la creación artística y comprender el lenguaje de las distintas manifesta-
ciones artísticas, utilizando diversos medios de expresión y representación.

Artículo 24. Organización de los cursos primero, segundo y tercero.

1. Las materias de los cursos primero a tercero de la etapa serán las siguientes:
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Educación física.
Ciencias sociales, geografía e historia.
Lengua castellana y literatura y, si la hubiere, lengua cooficial y literatura.
Lengua extranjera.
Matemáticas.
Educación plástica y visual.
Música.
Tecnologías.

2. Además, en cada uno de los cursos todos los alumnos cursarán las materias 
siguientes:

Ciencias de la naturaleza.
Educación física.
Ciencias sociales, geografía e historia.
Lengua castellana y literatura y, si la hubiere, lengua cooficial y literatura.
Lengua extranjera.
Matemáticas.

3. En uno de los tres primeros cursos todos los alumnos cursarán la materia de educa-
ción para la ciudadanía y los derechos humanos en la que se prestará especial atención a la 
igualdad entre hombres y mujeres.

4. En el tercer curso la materia de ciencias de la naturaleza podrá desdoblarse en bio-
logía y geología, por un lado, y física y química por otro.

5. Asimismo, en el conjunto de los tres cursos, los alumnos podrán cursar alguna 
materia optativa. La oferta de materias en este ámbito de optatividad deberá incluir una 
segunda lengua extranjera y cultura clásica. Las Administraciones educativas podrán incluir 
la segunda lengua extranjera entre las materias a las que se refiere el apartado 1.

6. En cada uno de los cursos primero y segundo los alumnos cursarán un máximo de 
dos materias más que en el último ciclo de educación primaria.

7. Sin perjuicio de su tratamiento específico en algunas de las materias de la etapa, la 
comprensión lectora, la expresión oral y escrita, la comunicación audiovisual, las tecnologías 
de la información y la comunicación y la educación en valores se trabajarán en todas las áreas.

8. Los centros educativos podrán organizar, de acuerdo con lo que regulen las Admi-
nistraciones educativas, programas de refuerzo de las capacidades básicas para aquellos 
alumnos que, en virtud del informe al que se hace referencia en el artículo 20.5, así lo requie-
ran para poder seguir con aprovechamiento las enseñanzas de la educación secundaria.

Artículo 25. Organización del cuarto curso.

1. Todos los alumnos deberán cursar en el cuarto curso las materias siguientes:

Educación física.
Educación ético-cívica.
Ciencias sociales, geografía e historia.
Lengua castellana y literatura y, si la hubiere, lengua cooficial y literatura.
Matemáticas.
Primera lengua extranjera.

2. Además de las materias enumeradas en el apartado anterior, los alumnos deberán 
cursar tres materias de las siguientes:

Biología y geología.
Educación plástica y visual.
Física y química.
Informática.
Latín.
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Segunda lengua extranjera.
Tecnología.

3. Los alumnos podrán cursar una o más materias optativas de acuerdo con el marco 
que establezcan las Administraciones educativas.

4. En la materia de educación ético-cívica se prestará especial atención a la igualdad 
entre hombres y mujeres.

5. Sin perjuicio de su tratamiento específico en algunas de las materias de este cuarto 
curso, la comprensión lectora, la expresión oral y escrita, la comunicación audiovisual, las 
tecnologías de la información y la comunicación y la educación en valores se trabajarán en 
todas las áreas.

6. Este cuarto curso tendrá carácter orientador, tanto para los estudios postobligato-
rios como para la incorporación a la vida laboral. A fin de orientar la elección de los alum-
nos, se podrán establecer agrupaciones de estas materias en diferentes opciones.

7. Los centros deberán ofrecer la totalidad de las materias y opciones citadas en los 
apartados anteriores. Sólo se podrá limitar la elección de materias y opciones de los alum-
nos cuando haya un número insuficiente de los mismos para alguna de ellas a partir de cri-
terios objetivos establecidos previamente por las Administraciones educativas.

Artículo 26. Principios pedagógicos.

1. Los centros elaborarán sus propuestas pedagógicas para esta etapa desde la consi-
deración de la atención a la diversidad y del acceso de todo el alumnado a la educación 
común. Asimismo, arbitrarán métodos que tengan en cuenta los diferentes ritmos de apren-
dizaje de los alumnos, favorezcan la capacidad de aprender por sí mismos y promuevan el 
trabajo en equipo.

2. En esta etapa se prestará una atención especial a la adquisición y el desarrollo de 
las competencias básicas y se fomentará la correcta expresión oral y escrita y el uso de las 
matemáticas. A fin de promover el hábito de la lectura, se dedicará un tiempo a la misma en 
la práctica docente de todas las materias.

3. Las Administraciones educativas establecerán las condiciones que permitan que, 
en los primeros cursos de la etapa, los profesores con la debida cualificación impartan más 
de una materia al mismo grupo de alumnos.

4. Corresponde a las Administraciones educativas promover las medidas necesarias 
para que la tutoría personal de los alumnos y la orientación educativa, psicopedagógica y 
profesional, constituyan un elemento fundamental en la ordenación de esta etapa.

5. Asimismo, corresponde a las Administraciones educativas regular soluciones espe-
cíficas para la atención de aquellos alumnos que manifiesten dificultades especiales de 
aprendizaje o de integración en la actividad ordinaria de los centros, de los alumnos de alta 
capacidad intelectual y de los alumnos con discapacidad.

Artículo 27. Programas de diversificación curricular.

1. En la definición de las enseñanzas mínimas de la etapa se incluirán las condiciones 
básicas para establecer las diversificaciones del currículo desde tercer curso de educación 
secundaria obligatoria, para el alumnado que lo requiera tras la oportuna evaluación. En este 
supuesto, los objetivos de la etapa se alcanzarán con una metodología específica a través de 
una organización de contenidos, actividades prácticas y, en su caso, de materias, diferente a 
la establecida con carácter general.

2. Los alumnos que una vez cursado segundo no estén en condiciones de promocio-
nar a tercero y hayan repetido ya una vez en secundaria, podrán incorporarse a un programa 
de diversificación curricular, tras la oportuna evaluación.

3. Los programas de diversificación curricular estarán orientados a la consecución del 
título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria.
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1. La evaluación del proceso de aprendizaje del alumnado de la educación secundaria 
obligatoria será continua y diferenciada según las distintas materias del currículo.

2. Las decisiones sobre la promoción del alumnado de un curso a otro, dentro de la 
etapa, serán adoptadas de forma colegiada por el conjunto de profesores del alumno respec-
tivo, atendiendo a la consecución de los objetivos. Las decisiones sobre la obtención del 
título al final de la misma serán adoptadas de forma colegiada por el conjunto de profesores 
del alumno respectivo, atendiendo a la consecución de las competencias básicas y los obje-
tivos de la etapa.

3. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, los alumnos promocionarán 
de curso cuando hayan superado los objetivos de las materias cursadas o tengan evaluación 
negativa en dos materias, como máximo y repetirán curso cuando tengan evaluación negati-
va en tres o más materias. Excepcionalmente, podrá autorizarse la promoción de un alumno 
con evaluación negativa en tres materias cuando el equipo docente considere que la natura-
leza de las mismas no le impide seguir con éxito el curso siguiente, se considere que tiene 
expectativas favorables de recuperación y que dicha promoción beneficiará su evolución 
académica. Las Administraciones educativas regularán las actuaciones del equipo docente 
responsable de la evaluación.

4. Con el fin de facilitar a los alumnos la recuperación de las materias con evaluación 
negativa, las Administraciones educativas regularán las condiciones para que los centros 
organicen las oportunas pruebas extraordinarias en las condiciones que determinen.

5. Quienes promocionen sin haber superado todas las materias seguirán los progra-
mas de refuerzo que establezca el equipo docente y deberán superar las evaluaciones corres-
pondientes a dichos programas de refuerzo. Esta circunstancia será tenida en cuenta a los 
efectos de promoción y titulación previstos en los apartados anteriores.

6. El alumno podrá repetir el mismo curso una sola vez y dos veces como máximo 
dentro de la etapa. Cuando esta segunda repetición deba producirse en el último curso de la 
etapa, se prolongará un año el límite de edad al que se refiere el apartado 2 del artículo 4. 
Excepcionalmente, un alumno podrá repetir una segunda vez en cuarto curso si no ha repe-
tido en los cursos anteriores de la etapa.

7. En todo caso, las repeticiones se planificarán de manera que las condiciones curri-
culares se adapten a las necesidades del alumno y estén orientadas a la superación de las 
dificultades detectadas.

8. Los alumnos que al finalizar el cuarto curso de educación secundaria obligatoria 
no hayan obtenido la titulación establecida en el artículo 31.1 de esta Ley podrán realizar 
una prueba extraordinaria de las materias que no hayan superado.

9. Los alumnos que cursen los programas de diversificación curricular a los que se 
refiere el artículo 27, serán evaluados de conformidad con los objetivos de la etapa y los 
criterios de evaluación fijados en cada uno de los respectivos programas.

Artículo 29. Evaluación de diagnóstico.

Al finalizar el segundo curso de la educación secundaria obligatoria todos los centros 
realizarán una evaluación de diagnóstico de las competencias básicas alcanzadas por sus 
alumnos. Esta evaluación será competencia de las Administraciones educativas y tendrá 
carácter formativo y orientador para los centros e informativo para las familias y para el con-
junto de la comunidad educativa. Estas evaluaciones tendrán como marco de referencia las 
evaluaciones generales de diagnóstico que se establecen en el artículo 144.1 de esta Ley.

Artículo 30. Programas de cualificación profesional inicial.

1. Corresponde a las Administraciones educativas organizar programas de cualifica-
ción profesional inicial destinados al alumnado mayor de dieciséis años, cumplidos antes 
del 31 de diciembre del año del inicio del programa, que no hayan obtenido el título de Gra-
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y padres o tutores, dicha edad podrá reducirse a quince años para aquéllos que cumplan lo 
previsto en el artículo 27.2. En este caso, el alumno adquirirá el compromiso de cursar los 
módulos a los que hace referencia el apartado 3.c) de este artículo.

2. El objetivo de los programas de cualificación profesional inicial es que todos los 
alumnos alcancen competencias profesionales propias de una cualificación de nivel uno de 
la estructura actual del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales creado por la 
Ley 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, así como 
que tengan la posibilidad de una inserción sociolaboral satisfactoria y amplíen sus compe-
tencias básicas para proseguir estudios en las diferentes enseñanzas.

3. Los programas de cualificación profesional inicial incluirán tres tipos de módulos:

a) Módulos específicos referidos a las unidades de competencia correspondientes a 
cualificaciones de nivel uno del Catálogo citado.

b) Módulos formativos de carácter general, que amplíen competencias básicas y 
favorezcan la transición desde el sistema educativo al mundo laboral.

c) Módulos de carácter voluntario para los alumnos, que conduzcan a la obtención 
del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria y que podrán cursarse de 
manera simultánea con los módulos a los que se refieren los anteriores párrafos a) y b) o una 
vez superados éstos.

4. Los alumnos que superen los módulos obligatorios de estos programas obtendrán 
una certificación académica expedida por las Administraciones educativas. Esta certifica-
ción tendrá efectos de acreditación de las competencias profesionales adquiridas en relación 
con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

5. La oferta de programas de cualificación profesional inicial podrá adoptar modalida-
des diferentes. Podrán participar en estos programas los centros educativos, las corporaciones 
locales, las asociaciones profesionales, las organizaciones no gubernamentales y otras entida-
des empresariales y sindicales, bajo la coordinación de las Administraciones educativas.

6. Corresponde a las Administraciones educativas regular los programas de cualifica-
ción profesional inicial, que serán ofrecidos, en todo caso, en centros públicos y privados 
concertados a fin de posibilitar al alumnado el acceso a dichos programas.

Artículo 31. Título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria.

1. Los alumnos que al terminar la educación secundaria obligatoria hayan alcanzado 
las competencias básicas y los objetivos de la etapa obtendrán el título de Graduado en Edu-
cación Secundaria Obligatoria.

2. El título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria permitirá acceder al 
bachillerato, a la formación profesional de grado medio, a los ciclos de grado medio de artes 
plásticas y diseño, a las enseñanzas deportivas de grado medio y al mundo laboral.

3. Los alumnos que cursen la educación secundaria obligatoria y no obtengan el título 
al que se refiere este artículo recibirán un certificado de escolaridad en el que consten los 
años cursados.

CAPÍTULO IV

Bachillerato

Artículo 32. Principios generales.

1. El bachillerato tiene como finalidad proporcionar a los alumnos formación, madu-
rez intelectual y humana, conocimientos y habilidades que les permitan desarrollar funcio-
nes sociales e incorporarse a la vida activa con responsabilidad y competencia. Asimismo, 
capacitará a los alumnos para acceder a la educación superior.



– 102 –

28 2. Podrán acceder a los estudios del bachillerato los alumnos que estén en posesión 
del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria.

3. El bachillerato comprende dos cursos, se desarrollará en modalidades diferentes, 
se organizará de modo flexible y, en su caso, en distintas vías, a fin de que pueda ofrecer una 
preparación especializada a los alumnos acorde con sus perspectivas e intereses de forma-
ción o permita la incorporación a la vida activa una vez finalizado el mismo.

4. Los alumnos podrán permanecer cursando bachillerato en régimen ordinario 
durante cuatro años.

5. Las Administraciones públicas promoverán un incremento progresivo de la oferta 
de plazas públicas en bachillerato en sus distintas modalidades y vías.

Artículo 33. Objetivos.

El bachillerato contribuirá a desarrollar en los alumnos y las alumnas las capacidades 
que les permitan:

a) Ejercer la ciudadanía democrática, desde una perspectiva global, y adquirir una 
conciencia cívica responsable, inspirada por los valores de la Constitución española así 
como por los derechos humanos, que fomente la corresponsabilidad en la construcción de 
una sociedad justa y equitativa.

b) Consolidar una madurez personal y social que les permita actuar de forma respon-
sable y autónoma y desarrollar su espíritu crítico. Prever y resolver pacíficamente los con-
flictos personales, familiares y sociales.

c) Fomentar la igualdad efectiva de derechos y oportunidades entre hombres y muje-
res, analizar y valorar críticamente las desigualdades existentes e impulsar la igualdad real y 
la no discriminación de las personas con discapacidad.

d) Afianzar los hábitos de lectura, estudio y disciplina, como condiciones necesarias 
para el eficaz aprovechamiento del aprendizaje, y como medio de desarrollo personal.

e) Dominar, tanto en su expresión oral como escrita, la lengua castellana y, en su 
caso, la lengua cooficial de su Comunidad Autónoma.

f) Expresarse con fluidez y corrección en una o más lenguas extranjeras.
g) Utilizar con solvencia y responsabilidad las tecnologías de la información y la 

comunicación.
h) Conocer y valorar críticamente las realidades del mundo contemporáneo, sus ante-

cedentes históricos y los principales factores de su evolución. Participar de forma solidaria 
en el desarrollo y mejora de su entorno social.

i) Acceder a los conocimientos científicos y tecnológicos fundamentales y dominar 
las habilidades básicas propias de la modalidad elegida.

j) Comprender los elementos y procedimientos fundamentales de la investigación y 
de los métodos científicos. Conocer y valorar de forma crítica la contribución de la ciencia 
y la tecnología en el cambio de las condiciones de vida, así como afianzar la sensibilidad y 
el respeto hacia el medio ambiente.

k) Afianzar el espíritu emprendedor con actitudes de creatividad, flexibilidad, inicia-
tiva, trabajo en equipo, confianza en uno mismo y sentido crítico.

l) Desarrollar la sensibilidad artística y literaria, así como el criterio estético, como 
fuentes de formación y enriquecimiento cultural.

m) Utilizar la educación física y el deporte para favorecer el desarrollo personal y 
social.

n) Afianzar actitudes de respeto y prevención en el ámbito de la seguridad vial.

Artículo 34. Organización.

1. Las modalidades del bachillerato serán las siguientes:

a) Artes.
b) Ciencias y Tecnología.
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2. El bachillerato se organizará en materias comunes, en materias de modalidad y en 
materias optativas.

3. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá la estruc-
tura de las modalidades, las materias específicas de cada modalidad y el número de estas 
materias que deben cursar los alumnos.

4. Los alumnos podrán elegir entre la totalidad de las materias de modalidad estable-
cidas. Cada una de las modalidades podrá organizarse en distintas vías que faciliten una 
especialización de los alumnos para su incorporación a los estudios posteriores o a la vida 
activa. Los centros ofrecerán la totalidad de las materias y, en su caso, vías de cada modali-
dad. Sólo se podrá limitar la elección de materias y vías por parte de los alumnos cuando 
haya un número insuficiente de los mismos, según los criterios objetivos establecidos pre-
viamente por las Administraciones educativas.

5. Cuando la oferta de materias en un centro quede limitada por razones organizati-
vas, las Administraciones educativas facilitarán que los alumnos puedan cursar alguna mate-
ria en otros centros o mediante la modalidad de educación a distancia.

6. Las materias comunes del bachillerato serán las siguientes:

Ciencias para el mundo contemporáneo.
Educación física.
Filosofía y ciudadanía.
Historia de la filosofía.
Historia de España.
Lengua castellana y literatura y, si la hubiere, lengua cooficial y literatura.
Lengua extranjera.

7. Corresponde a las Administraciones educativas la ordenación de las materias opta-
tivas. Los centros concretarán la oferta de estas materias en su proyecto educativo.

8. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, regulará el régimen 
de reconocimiento recíproco entre los estudios de bachillerato y los ciclos formativos de 
grado medio a fin de que puedan ser tenidos en cuenta los estudios superados, aun cuando 
no se haya alcanzado la titulación correspondiente.

Artículo 35. Principios pedagógicos.

1. Las actividades educativas en el bachillerato favorecerán la capacidad del alumno 
para aprender por sí mismo, para trabajar en equipo y para aplicar los métodos de investiga-
ción apropiados.

2. Las Administraciones educativas promoverán las medidas necesarias para que en 
las distintas materias se desarrollen actividades que estimulen el interés y el hábito de la 
lectura y la capacidad de expresarse correctamente en público.

Artículo 36. Evaluación y promoción.

1. La evaluación del aprendizaje de los alumnos será continua y diferenciada según 
las distintas materias. El profesor de cada materia decidirá, al término del curso, si el alum-
no ha superado los objetivos de la misma.

2. Los alumnos promocionarán de primero a segundo de bachillerato cuando hayan 
superado las materias cursadas o tengan evaluación negativa en dos materias, como máxi-
mo. En este caso, deberán matricularse en segundo curso de las materias pendientes de pri-
mero. Los centros educativos deberán organizar las consiguientes actividades de recupera-
ción y la evaluación de las materias pendientes.

3. Los alumnos podrán realizar una prueba extraordinaria de las materias que no 
hayan superado, en las fechas que determinen las Administraciones educativas.
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1. Los alumnos que cursen satisfactoriamente el bachillerato en cualquiera de sus 
modalidades recibirán el título de Bachiller, que tendrá efectos laborales y académicos. Para 
obtener el título será necesaria la evaluación positiva en todas las materias de los dos cursos 
de bachillerato.

2. El título de Bachiller facultará para acceder a las distintas enseñanzas que constitu-
yen la educación superior establecidas en el artículo 3.5.

Artículo 38. Prueba de acceso a la universidad.

1. Para acceder a los estudios universitarios será necesaria la superación de una única 
prueba que, junto con las calificaciones obtenidas en bachillerato, valorará, con carácter 
objetivo, la madurez académica y los conocimientos adquiridos en él, así como la capacidad 
para seguir con éxito los estudios universitarios.

2. Podrán presentarse a la prueba de acceso a la universidad todos los alumnos que 
estén en posesión del título de Bachiller, con independencia de la modalidad y de la vía 
cursadas. La prueba tendrá validez para el acceso a las distintas titulaciones de las universi-
dades españolas.

3. El Gobierno establecerá las características básicas de la prueba de acceso a la uni-
versidad, previa consulta a las Comunidades Autónomas, e informe previo del Consejo de 
Coordinación Universitaria. Esta prueba tendrá en cuenta las modalidades de bachillerato y 
las vías que pueden seguir los alumnos y versará sobre las materias de segundo de bachille-
rato.

4. Las Administraciones educativas y las universidades organizarán la prueba de 
acceso, garantizarán la adecuación de la misma al currículo del bachillerato, así como la 
coordinación entre las universidades y los centros que imparten bachillerato para su organi-
zación y realización.

5. Podrán acceder a las universidades españolas, sin necesidad de realizar la prueba 
de acceso, los alumnos procedentes de sistemas educativos de Estados miembros de la 
Unión Europea o los de otros Estados con los que se hayan suscrito Acuerdos internaciona-
les aplicables a este respecto, en régimen de reciprocidad, siempre que dichos alumnos 
cumplan los requisitos académicos exigidos en sus sistemas educativos para acceder a sus 
universidades.

6. De acuerdo con la legislación vigente, y el apartado 1 de este artículo, el Gobierno 
establecerá, previo informe del Consejo de Coordinación Universitaria, la normativa básica 
que permita a las universidades fijar los procedimientos de solicitud de plaza de los alumnos 
que hayan superado la prueba de acceso, con independencia de donde hayan realizado sus 
estudios previos, la matriculación y la incorporación de los mismos a la universidad de su 
elección, así como la de aquéllos que se encuentren en la situación a la que se refiere el 
apartado anterior.

CAPÍTULO V

Formación profesional

Artículo 39. Principios generales.

1. La formación profesional comprende el conjunto de acciones formativas que capa-
citan para el desempeño cualificado de las diversas profesiones, el acceso al empleo y la 
participación activa en la vida social, cultural y económica. Incluye las enseñanzas propias 
de la formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción laboral de los 
trabajadores así como las orientadas a la formación continua en las empresas, que permitan 
la adquisición y actualización permanente de las competencias profesionales. La regulación 
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sistema educativo.

2. La formación profesional, en el sistema educativo, tiene por finalidad preparar a 
los alumnos y las alumnas para la actividad en un campo profesional y facilitar su adapta-
ción a las modificaciones laborales que pueden producirse a lo largo de su vida, así como 
contribuir a su desarrollo personal y al ejercicio de una ciudadanía democrática.

3. La formación profesional en el sistema educativo comprende un conjunto de ciclos 
formativos con una organización modular, de duración variable y contenidos teórico-prácti-
cos adecuados a los diversos campos profesionales.

4. Los ciclos formativos serán de grado medio y de grado superior, estarán referidos 
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y constituirán, respectivamente, la 
formación profesional de grado medio y la formación profesional de grado superior. El 
currículo de estas enseñanzas se ajustará a las exigencias derivadas del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profesional y a lo establecido en el artículo 6.3 de la presente 
Ley.

5. Los estudios de formación profesional regulados en esta Ley podrán realizarse 
tanto en los centros educativos que en ella se regulan como en los centros integrados y de 
referencia nacional a los que se refiere el artícu lo 11 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

6. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá las titula-
ciones correspondientes a los estudios de formación profesional, así como los aspectos 
básicos del currículo de cada una de ellas.

Artículo 40. Objetivos.

La formación profesional en el sistema educativo contribuirá a que los alumnos y las 
alumnas adquieran las capacidades que les permitan:

a) Desarrollar la competencia general correspondiente a la cualificación o cualifica-
ciones objeto de los estudios realizados.

b) Comprender la organización y las características del sector productivo correspon-
diente, así como los mecanismos de inserción profesional; conocer la legislación laboral y 
los derechos y obligaciones que se derivan de las relaciones laborales.

c) Aprender por sí mismos y trabajar en equipo, así como formarse en la prevención 
de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos en todos los ámbitos de la vida per-
sonal, familiar y social. Fomentar la igualdad efectiva de oportunidades entre hombres y 
mujeres para acceder a una formación que permita todo tipo de opciones profesionales y el 
ejercicio de las mismas.

d) Trabajar en condiciones de seguridad y salud, así como prevenir los posibles ries-
gos derivados del trabajo.

e) Desarrollar una identidad profesional motivadora de futuros aprendizajes y adapta-
ciones a la evolución de los procesos productivos y al cambio social.

f) Afianzar el espíritu emprendedor para el desempeño de actividades e iniciativas 
empresariales.

Artículo 41. Condiciones de acceso.

1. Podrán cursar la formación profesional de grado medio quienes se hallen en pose-
sión del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria. Podrán cursar la forma-
ción profesional de grado superior quienes se hallen en posesión del título de Bachiller.

2. También podrán acceder a la formación profesional aquellos aspirantes que, care-
ciendo de los requisitos académicos, superen una prueba de acceso regulada por las Admi-
nistraciones educativas. Para acceder por esta vía a ciclos formativos de grado medio se 
requerirá tener diecisiete años como mínimo, y diecinueve para acceder a ciclos formativos 
de grado superior, cumplidos en el año de realización de la prueba o dieciocho si se acredita 
estar en posesión de un título de Técnico relacionado con aquél al que se desea acceder.
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mación profesional de grado medio, los conocimientos y habilidades suficientes para cursar 
con aprovechamiento dichas enseñanzas y, para la formación profesional de grado superior, 
la madurez en relación con los objetivos de bachillerato y sus capacidades referentes al 
campo profesional de que se trate.

4. Corresponde a las Administraciones educativas regular la exención de la parte de 
las pruebas que proceda, para quienes hayan superado un programa de cualificación profe-
sional inicial, un ciclo formativo de grado medio, estén en posesión de un certificado de 
profesionalidad relacionado con el ciclo formativo que se pretende cursar o acrediten una 
determinada cualificación o experiencia laboral.

5. Las Administraciones educativas podrán programar y ofertar cursos destinados a la 
preparación de las pruebas para el acceso a la formación profesional de grado medio por 
parte de quienes hayan superado un programa de cualificación profesional inicial y para el 
acceso a la formación profesional de grado superior por parte de quienes estén en posesión 
del título de Técnico al que se refiere el apartado 1 del artículo 44. Las calificaciones obte-
nidas en estos cursos serán tenidas en cuenta en la nota final de la respectiva prueba de 
acceso.

Artículo 42. Contenido y organización de la oferta.

1. Corresponde a las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias 
y con la colaboración de las corporaciones locales y de los agentes sociales y económicos, 
programar la oferta de las enseñanzas de formación profesional, con respeto a los derechos 
reconocidos en la presente Ley.

2. El currículo de las enseñanzas de formación profesional incluirá una fase de for-
mación práctica en los centros de trabajo, de la que podrán quedar exentos quienes acrediten 
una experiencia laboral que se corresponda con los estudios profesionales cursados. Las 
Administraciones educativas regularán esta fase y la mencionada exención.

3. La formación profesional promoverá la integración de contenidos científicos, tec-
nológicos y organizativos y garantizará que el alumnado adquiera los conocimientos y 
capacidades relacionadas con las áreas establecidas en la disposición adicional tercera de la 
Ley 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Artículo 43. Evaluación.

1. La evaluación del aprendizaje del alumnado en los ciclos formativos se realizará 
por módulos profesionales.

2. La superación de un ciclo formativo requerirá la evaluación positiva en todos los 
módulos que lo componen.

Artículo 44. Títulos y convalidaciones.

1. Los alumnos que superen las enseñanzas de formación profesional de grado medio 
recibirán el título de Técnico de la correspondiente profesión.

El título de Técnico, en el caso del alumnado que haya cursado la formación profesio-
nal de grado medio, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.2, permitirá el acceso 
directo a todas las modalidades de Bachillerato.

2. Los alumnos que superen las enseñanzas de formación profesional de grado supe-
rior obtendrán el título de Técnico Superior. El título de Técnico Superior permitirá el acce-
so a los estudios universitarios que determine el Gobierno, previa consulta a las Comunida-
des Autónomas, e informe del Consejo de Coordinación Universitaria.

3. El Gobierno, oído el Consejo de Coordinación Universitaria, regulará el régimen 
de convalidaciones entre estudios universitarios y estudios de formación profesional de 
grado superior.

4. Aquellos alumnos que no superen en su totalidad las enseñanzas de cada uno de los 
ciclos formativos recibirán un certificado académico de los módulos superados que tendrá 
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relación con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

CAPÍTULO VI

Enseñanzas artísticas

Artículo 45. Principios.

1. Las enseñanzas artísticas tienen como finalidad proporcionar al alumnado una 
formación artística de calidad y garantizar la cualificación de los futuros profesionales de la 
música, la danza, el arte dramático, las artes plásticas y el diseño.

2. Son enseñanzas artísticas las siguientes:

a) Las enseñanzas elementales de música y de danza.
b) Las enseñanzas artísticas profesionales. Tienen esta condición las enseñanzas pro-

fesionales de música y danza, así como los grados medio y superior de artes plásticas y 
diseño.

c) Las enseñanzas artísticas superiores. Tienen esta condición los estudios superiores 
de música y de danza, las enseñanzas de arte dramático, las enseñanzas de conservación y 
restauración de bienes culturales, los estudios superiores de diseño y los estudios superiores 
de artes plásticas, entre los que se incluyen los estudios superiores de cerámica y los estu-
dios superiores del vidrio.

3. Se crea el Consejo Superior de Enseñanzas Artísticas, como órgano consultivo del 
Estado y de participación en relación con estas enseñanzas.

4. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, regulará la composi-
ción y funciones de dicho Consejo.

Artículo 46. Ordenación de las enseñanzas.

1. El currículo de las enseñanzas artísticas profesionales será definido por el procedi-
miento establecido en el artículo 6 de esta Ley.

2. La definición del contenido de las enseñanzas artísticas superiores, así como la 
evaluación de las mismas, se hará en el contexto de la ordenación de la educación superior 
española en el marco europeo y con la participación del Consejo Superior de Enseñanzas 
Artísticas y, en su caso, del Consejo de Coordinación Universitaria.

Artículo 47. Correspondencia con otras enseñanzas.

1. Las Administraciones educativas facilitarán la posibilidad de cursar simultánea-
mente las enseñanzas artísticas profesionales y la educación secundaria.

2. Con objeto de hacer efectivo lo previsto en el apartado anterior, se podrán adoptar 
las oportunas medidas de organización y de ordenación académica que incluirán, entre 
otras, las convalidaciones y la creación de centros integrados.

Sección primera. Enseñanzas elementales y profesionales de música y de danza

Artículo 48. Organización.

1. Las enseñanzas elementales de música y de danza tendrán las características y la 
organización que las Administraciones educativas determinen.

2. Las enseñanzas profesionales de música y de danza se organizarán en un grado de 
seis cursos de duración. Los alumnos podrán, con carácter excepcional y previa orientación 
del profesorado, matricularse en más de un curso cuando así lo permita su capacidad de 
aprendizaje.
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estudios de música o de danza que no conduzcan a la obtención de títulos con validez aca-
démica o profesional en escuelas específicas, con organización y estructura diferentes y sin 
limitación de edad. Estas escuelas serán reguladas por las Administraciones educativas.

Artículo 49. Acceso.

Para acceder a las enseñanzas profesionales de música y de danza será preciso superar 
una prueba específica de acceso regulada y organizada por las Administraciones educativas. 
Podrá accederse igualmente a cada curso sin haber superado los anteriores siempre que, a 
través de una prueba, el aspirante demuestre tener los conocimientos necesarios para cursar 
con aprovechamiento las enseñanzas correspondientes.

Artículo 50. Titulaciones.

1. La superación de las enseñanzas profesionales de música o de danza dará derecho 
a la obtención del título profesional correspondiente.

2. El alumnado que finalice las enseñanzas profesionales de música y danza, obten-
drá el título de Bachiller si supera las materias comunes del bachillerato, aunque no haya 
realizado el bachillerato de la modalidad de artes en su vía específica de música y danza.

Sección segunda. Enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño

Artículo 51. Organización.

1. Las enseñanzas de artes plásticas y diseño se organizarán en ciclos de formación 
específica, según lo dispuesto al efecto en el capítulo V del título I de la presente Ley, con 
las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.

2. Los ciclos formativos a los que se refiere este artícu lo incluirán fases de formación 
práctica en empresas, estudios y talleres.

Artículo 52. Requisitos de acceso.

1. Para acceder al grado medio de las enseñanzas de artes plásticas y diseño será 
necesario estar en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria y, 
además, acreditar las aptitudes necesarias mediante la superación de una prueba específica.

2. Podrán acceder al grado superior de artes plásticas y diseño quienes tengan el títu-
lo de Bachiller y superen una prueba que permita demostrar las aptitudes necesarias para 
cursar con aprovechamiento las enseñanzas de que se trate.

3. También podrán acceder a los grados medio y superior de estas enseñanzas aque-
llos aspirantes que, careciendo de los requisitos académicos, superen una prueba de acceso. 
Para acceder por esta vía a ciclos formativos de grado medio se requerirá tener diecisiete 
años como mínimo, y diecinueve para el acceso al grado superior, cumplidos en el año de 
realización de la prueba o dieciocho si se acredita estar en posesión de un título de Técnico 
relacionado con aquél al que se desea acceder.

4. Las pruebas a las que se refiere el apartado anterior deberán acreditar para el grado 
medio los conocimientos y habilidades suficientes para cursar con aprovechamiento dichas 
enseñanzas, además de las aptitudes necesarias a las que se refiere el apartado 1 de este 
artícu lo. Para el acceso al grado superior deberán acreditar la madurez en relación con los 
objetivos del bachillerato y las aptitudes a las que hace referencia el apartado dos de este 
artículo.

5. Las Administraciones educativas regularán las pruebas mencionadas en los aparta-
dos anteriores.
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28Artículo 53. Titulaciones.

1. Los alumnos que superen el grado medio de artes plásticas y diseño recibirán el 
título de Técnico de Artes Plásticas y Diseño en la especialidad correspondiente.

2. El título de Técnico de Artes Plásticas y Diseño permitirá el acceso directo a la 
modalidad de artes de bachillerato.

3. Los alumnos que superen el grado superior de artes plásticas y diseño recibirán el 
título de Técnico Superior de Artes Plásticas y Diseño en la especialidad correspondiente.

4. El Gobierno, oído el Consejo de Coordinación Universitaria, regulará el régimen 
de convalidaciones entre los estudios universitarios y los ciclos formativos de grado superior 
de artes plásticas y diseño.

5. El título de Técnico Superior de Artes Plásticas y Diseño permitirá el acceso a los 
estudios superiores, universitarios o no, que se determinen, teniendo en cuenta su relación 
con los estudios de artes plásticas y diseño correspondientes.

Sección tercera. Enseñanzas artísticas superiores

Artículo 54. Estudios superiores de música y de danza.

1. Los estudios superiores de música y de danza se organizarán en diferentes especia-
lidades y consistirán en un ciclo de duración variable según sus respectivas características.

2. Para acceder a los estudios superiores de música o de danza será preciso reunir los 
requisitos siguientes:

a) Estar en posesión del título de Bachiller o haber superado la prueba de acceso a la 
universidad para mayores de 25 años.

b) Haber superado una prueba específica de acceso regulada por las Administracio-
nes educativas en la que el aspirante demuestre los conocimientos y habilidades profesiona-
les necesarios para cursar con aprovechamiento las enseñanzas correspondientes. La pose-
sión del título profesional será tenida en cuenta en la calificación final de la prueba.

3. Los alumnos que hayan terminado los estudios superiores de música o de danza obten-
drán el título Superior de Música o Danza en la especialidad de que se trate, que será equivalente 
a todos los efectos al título universitario de Licenciado o el título de Grado equivalente.

Artículo 55. Enseñanzas de arte dramático.

1. Las enseñanzas de arte dramático comprenderán un solo grado de carácter supe-
rior, de duración adaptada a las características de estas enseñanzas.

2. Para acceder a las enseñanzas de arte dramático será preciso:

a) Estar en posesión del título de Bachiller o haber superado la prueba de acceso a la 
universidad para mayores de 25 años.

b) Haber superado una prueba específica, regulada por las Administraciones educati-
vas, en la que se valorará la madurez, los conocimientos y las aptitudes necesarias para 
cursar con aprovechamiento estas enseñanzas.

3. Quienes hayan superado las enseñanzas de arte dramático obtendrán el título Supe-
rior de Arte Dramático, equivalente a todos los efectos al título universitario de Licenciado 
o el título de Grado equivalente.

Artículo 56. Enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales.

1. Para el acceso a las enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales 
se requerirá estar en posesión del título de Bachiller y superar una prueba de acceso, regula-
da por las Administraciones educativas, en la que se valorarán la madurez, los conocimien-
tos y las aptitudes para cursar con aprovechamiento estas enseñanzas.
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28 2. Los alumnos que superen estos estudios obtendrán el título Superior de Conserva-
ción y Restauración de Bienes Culturales, que será equivalente a todos los efectos al título 
universitario de Diplomado o el título de Grado equivalente.

Artículo 57. Estudios superiores de artes plásticas y diseño.

1. Tienen la condición de estudios superiores en el ámbito de las artes plásticas y el 
diseño los estudios superiores de artes plásticas y los estudios superiores de diseño. La orde-
nación de estos estudios comportará su organización por especialidades.

2. Para el acceso a los estudios superiores a que se refiere este artículo se requerirá 
estar en posesión del título de Bachiller y superar una prueba de acceso, regulada por las 
Administraciones educativas, en la que se valorarán la madurez, los conocimientos y las 
aptitudes para cursar con aprovechamiento estos estudios.

3. Los estudios superiores de artes plásticas, entre los que se incluyen los estudios 
superiores de cerámica y los estudios superiores del vidrio, conducirán al título Superior de 
Artes Plásticas en la especialidad que corresponda, que será equivalente a todos los efectos 
al título universitario de Diplomado o el título de Grado equivalente.

4. Los estudios superiores de diseño conducirán al título Superior de Diseño, en la 
especialidad que corresponda, que será equivalente a todos los efectos al título universitario 
de Diplomado o el título de Grado equivalente.

Artículo 58. Organización de las enseñanzas artísticas superiores.

1. Corresponde al Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas y al Con-
sejo Superior de Enseñanzas Artísticas, definir la estructura y el contenido básicos de los 
diferentes estudios de enseñanzas artísticas superiores regulados en esta Ley.

2. En la definición a que se refiere el apartado anterior, se regularán las condiciones 
para la oferta de estudios de postgrado en los centros de enseñanzas artísticas superiores. 
Estos estudios conducirán a títulos equivalentes, a todos los efectos, a los títulos universita-
rios de postgrado.

3. Los estudios superiores de música y de danza se cursarán en los conservatorios o 
escuelas superiores de música y danza y los de arte dramático en las escuelas superiores de 
arte dramático; los de conservación y restauración de bienes culturales en las escuelas supe-
riores de conservación y restauración de bienes culturales; los estudios superiores de artes 
plásticas en las escuelas superiores de la especialidad correspondiente y los estudios supe-
riores de diseño en las escuelas superiores de diseño.

4. Las Comunidades Autónomas y las universidades de sus respectivos ámbitos terri-
toriales podrán convenir fórmulas de colaboración para los estudios de enseñanzas artísticas 
superiores regulados en esta Ley.

5. Asimismo las Administraciones educativas fomentarán convenios con las universi-
dades para la organización de estudios de doctorado propios de las enseñanzas artísticas.

6. Los centros superiores de enseñanzas artísticas fomentarán programas de investi-
gación en el ámbito de las disciplinas que les sean propias.

CAPÍTULO VII

Enseñanzas de idiomas

Artículo 59. Organización.

1. Las enseñanzas de idiomas tienen por objeto capacitar al alumnado para el uso 
adecuado de los diferentes idiomas, fuera de las etapas ordinarias del sistema educativo, y se 
organizan en los niveles siguientes: básico, intermedio y avanzado.

Las enseñanzas del nivel básico tendrán las características y la organización que las 
Administraciones educativas determinen.
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282. Para acceder a las enseñanzas de idiomas será requisito imprescindible tener dieci-
séis años cumplidos en el año en que se comiencen los estudios. Podrán acceder asimismo 
los mayores de catorce años para seguir las enseñanzas de un idioma distinto del cursado en 
la educación secundaria obligatoria.

Artículo 60. Escuelas oficiales de idiomas.

1. Las enseñanzas de idiomas correspondientes a los niveles intermedio y avanzado a 
las que se refiere el artículo anterior serán impartidas en las escuelas oficiales de idiomas. 
Las Administraciones educativas regularán los requisitos que hayan de cumplir las escuelas 
oficiales de idiomas, relativos a la relación numérica alumno-profesor, a las instalaciones y 
al número de puestos escolares.

2. Las escuelas oficiales de idiomas fomentarán especialmente el estudio de las lenguas 
oficiales de los Estados miembros de la Unión Europea, de las lenguas cooficiales existentes 
en España y del español como lengua extranjera. Asimismo, se facilitará el estudio de otras 
lenguas que por razones culturales, sociales o económicas presenten un interés especial.

3. Las Administraciones educativas podrán integrar en las escuelas oficiales de idio-
mas las enseñanzas de idiomas a distancia.

4. De acuerdo con lo que establezcan las Administraciones educativas, las escuelas 
oficiales de idiomas podrán impartir cursos para la actualización de conocimientos de idio-
mas y para la formación del profesorado y de otros colectivos profesionales.

Artículo 61. Certificados.

1. La superación de las exigencias académicas establecidas para cada uno de los nive-
les de las enseñanzas de idiomas dará derecho a la obtención del certificado correspondien-
te, cuyos efectos se establecerán en la definición de los aspectos básicos del currículo de las 
distintas lenguas.

2. La evaluación de los alumnos que cursen sus estudios en las escuelas oficiales de idio-
mas, a los efectos de lo previsto en el apartado anterior, será hecha por el profesorado respectivo. 
Las Administraciones educativas regularán las pruebas terminales, que realizará el profesorado, 
para la obtención de los certificados oficiales de los niveles básico, intermedio y avanzado.

Artículo 62. Correspondencia con otras enseñanzas.

1. El título de Bachiller habilitará para acceder directamente a los estudios de idiomas 
de nivel intermedio de la primera lengua extranjera cursada en el bachillerato.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las Administraciones educati-
vas facilitarán la realización de pruebas homologadas para obtener la certificación oficial 
del conocimiento de las lenguas cursadas por los alumnos de educación secundaria y forma-
ción profesional.

CAPÍTULO VIII

Enseñanzas deportivas

Artículo 63. Principios generales.

1. Las enseñanzas deportivas tienen como finalidad preparar a los alumnos para la 
actividad profesional en relación con una modalidad o especialidad deportiva, así como faci-
litar su adaptación a la evolución del mundo laboral y deportivo y a la ciudadanía activa.

2. Las enseñanzas deportivas contribuirán a que los alumnos adquieran las capacida-
des que les permitan:

a) Desarrollar la competencia general correspondiente al perfil de los estudios res-
pectivos.
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28 b) Garantizar la cualificación profesional de iniciación, conducción, entrenamiento 
básico, perfeccionamiento técnico, entrenamiento y dirección de equipos y deportistas de 
alto rendimiento en la modalidad o especialidad correspondiente.

c) Comprender las características y la organización de la modalidad o especialidad 
respectiva y conocer los derechos y obligaciones que se derivan de sus funciones.

d) Adquirir los conocimientos y habilidades necesarios para desarrollar su labor en 
condiciones de seguridad.

3. Las enseñanzas deportivas se organizarán tomando como base las modalidades 
deportivas, y, en su caso, sus especialidades, de conformidad con el reconocimiento otorga-
do por el Consejo Superior de Deportes, de acuerdo con el artículo 8.b) de la Ley 10/1990, 
de 15 de octubre, del Deporte. Esta organización se realizará en colaboración con las Comu-
nidades Autónomas y previa consulta a sus correspondientes órganos en materia de ense-
ñanzas deportivas.

4. El currículo de las enseñanzas deportivas se ajustará a las exigencias derivadas del 
Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional y a lo establecido en el 
artículo 6.3 de la presente Ley.

Artículo 64. Organización.

1. Las enseñanzas deportivas se estructurarán en dos grados, grado medio y grado 
superior, y podrán estar referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

2. Para acceder al grado medio será necesario el título de Graduado en Educación 
Secundaria Obligatoria. Para acceder al grado superior será necesario el título de Bachiller 
y el de Técnico deportivo, en la modalidad o especialidad correspondiente. En el caso de 
determinadas modalidades o especialidades, será además requisito necesario la superación 
de una prueba realizada por las Administraciones educativas, o acreditar un mérito deporti-
vo en los que se demuestre tener las condiciones necesarias para cursar con aprovechamien-
to las enseñanzas correspondientes.

3. También podrán acceder a los grados medio y superior de estas enseñanzas aque-
llos aspirantes que, careciendo del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria 
o del título de Bachiller, superen una prueba de acceso regulada por las Administraciones 
educativas. Para acceder por esta vía al grado medio se requerirá tener la edad de diecisiete 
años, y diecinueve para el acceso al grado superior, cumplidos en el año de realización de la 
prueba o dieciocho si se acredita estar en posesión de un Título de técnico relacionado con 
aquél al que se desea acceder.

4. Las pruebas a las que se refiere el apartado anterior deberán acreditar para el grado 
medio, los conocimientos y habilidades suficientes para cursar con aprovechamiento dichas 
enseñanzas y, para el grado superior, la madurez en relación con los objetivos de bachillera-
to. En ambos casos, será también requisito la superación de la prueba o la acreditación del 
mérito deportivo a las que hace referencia el apartado 2 de este artículo.

5. Las enseñanzas deportivas se organizarán en bloques y módulos, de duración 
variable, constituidos por áreas de conocimiento teórico-prácticas adecuadas a los diversos 
campos profesionales.

6. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá las titula-
ciones correspondientes a los estudios de enseñanzas deportivas, los aspectos básicos del 
currículo de cada una de ellas y los requisitos mínimos de los centros en los que podrán 
impartirse las enseñanzas respectivas.

Artículo 65. Titulaciones y convalidaciones.

1. Quienes superen las enseñanzas deportivas del grado medio recibirán el título de 
Técnico Deportivo en la modalidad o especialidad deportiva correspondiente.

2. Quienes superen las enseñanzas deportivas del grado superior recibirán el título de 
Técnico Deportivo Superior en la modalidad o especialidad deportiva correspondiente.
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283. El título de Técnico Deportivo Superior permitirá el acceso a los estudios universi-
tarios que se determine.

4. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas y oído el Consejo de 
Coordinación Universitaria, regulará el régimen de convalidaciones entre estudios universi-
tarios y estudios de enseñanzas deportivas de grado superior.

CAPÍTULO IX

Educación de personas adultas

Artículo 66. Objetivos y principios.

1. La educación de personas adultas tiene la finalidad de ofrecer a todos los mayores 
de dieciocho años la posibilidad de adquirir, actualizar, completar o ampliar sus conoci-
mientos y aptitudes para su desarrollo personal y profesional.

2. Para el logro de la finalidad propuesta, las Administraciones educativas podrán 
colaborar con otras Administraciones públicas con competencias en la formación de adultos 
y, en especial, con la Administración laboral, así como con las corporaciones locales y los 
diversos agentes sociales.

3. La educación de personas adultas tendrá los siguientes objetivos:

a) Adquirir una formación básica, ampliar y renovar sus conocimientos, habilidades 
y destrezas de modo permanente y facilitar el acceso a las distintas enseñanzas del sistema 
educativo.

b) Mejorar su cualificación profesional o adquirir una preparación para el ejercicio de 
otras profesiones.

c) Desarrollar sus capacidades personales, en los ámbitos expresivos, comunicativo, 
de relación interpersonal y de construcción del conocimiento.

d) Desarrollar su capacidad de participación en la vida social, cultural, política y 
económica y hacer efectivo su derecho a la ciudadanía democrática.

e) Desarrollar programas que corrijan los riesgos de exclusión social, especialmente 
de los sectores más desfavorecidos.

f) Responder adecuadamente a los desafíos que supone el envejecimiento progresivo 
de la población asegurando a las personas de mayor edad la oportunidad de incrementar y 
actualizar sus competencias.

g) Prever y resolver pacíficamente los conflictos personales, familiares y sociales. 
Fomentar la igualdad efectiva de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, así 
como analizar y valorar críticamente las desigualdades entre ellos.

4. Las personas adultas pueden realizar sus aprendizajes tanto por medio de activida-
des de enseñanza, reglada o no reglada, como a través de la experiencia, laboral o en activi-
dades sociales, por lo que se tenderá a establecer conexiones entre ambas vías y se adopta-
rán medidas para la validación de los aprendizajes así adquiridos.

Artículo 67. Organización.

1. Además de las personas adultas, excepcionalmente, podrán cursar estas enseñanzas 
los mayores de dieciséis años que lo soliciten y que tengan un contrato laboral que no les 
permita acudir a los centros educativos en régimen ordinario o sean deportistas de alto ren-
dimiento. Podrán incorporarse a la educación de personas adultas quienes cumplan diecio-
cho años en el año en que comience el curso.

2. La organización y la metodología de las enseñanzas para las personas adultas se 
basarán en el autoaprendizaje y tendrán en cuenta sus experiencias, necesidades e intereses, 
pudiendo desarrollarse a través de la enseñanza presencial y también mediante la educación 
a distancia.
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28 3. Las Administraciones educativas podrán promover convenios de colaboración para 
la enseñanza de personas adultas con las universidades, corporaciones locales y otras entida-
des públicas o privadas. En este último supuesto, se dará preferencia a las asociaciones sin 
ánimo de lucro. Estos convenios podrán, asimismo, contemplar la elaboración de materiales 
que respondan a las necesidades técnicas y metodológicas de este tipo de enseñanzas.

4. Igualmente, corresponde a las Administraciones educativas promover programas 
específicos de aprendizaje de la lengua castellana y de las otras lenguas cooficiales, en su 
caso, así como de elementos básicos de la cultura para facilitar la integración de las personas 
inmigrantes.

5. En la educación de personas adultas se prestará una atención adecuada a aquellas 
que presenten necesidad específica de apoyo educativo.

6. En los establecimientos penitenciarios se garantizará a la población reclusa el 
acceso a estas enseñanzas.

7. Las enseñanzas para las personas adultas se organizarán con una metodología 
flexible y abierta, de modo que respondan a sus capacidades, necesidades e intereses.

8. Las Administraciones educativas estimularán la realización de investigaciones y la 
difusión de prácticas innovadoras en el campo de la educación de las personas adultas, con 
objeto de permitir el desarrollo de nuevos modelos educativos y la mejora continua de los 
existentes.

Artículo 68. Enseñanza básica.

1. Las personas adultas que quieran adquirir las competencias y los conocimientos 
correspondientes a la educación básica contarán con una oferta adaptada a sus condiciones 
y necesidades.

2. Corresponde a las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, 
organizar periódicamente pruebas para que las personas mayores de dieciocho años puedan 
obtener directamente el título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria, siempre 
que hayan alcanzado las competencias básicas y los objetivos de la etapa.

Artículo 69. Enseñanzas postobligatorias.

1. Las Administraciones educativas promoverán medidas tendentes a ofrecer a todas las 
personas la oportunidad de acceder a las enseñanzas de bachillerato o formación profesional.

2. Corresponde a las Administraciones educativas adoptar las medidas oportunas para 
que las personas adultas dispongan de una oferta específica de estos estudios organizada de 
acuerdo con sus características.

3. Igualmente, corresponde a las Administraciones educativas organizar la oferta 
pública de educación a distancia con el fin de dar una respuesta adecuada a la formación 
permanente de las personas adultas. Esta oferta incluirá el uso de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación.

4. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, organizarán 
periódicamente pruebas para obtener directamente el título de Bachiller o alguno de los títu-
los de formación profesional, siempre que demuestren haber alcanzado los objetivos estable-
cidos en los artículos 33 y 40, así como los fijados en los aspectos básicos del currículo res-
pectivo. Para presentarse a las pruebas para la obtención del título de Bachiller se requiere 
tener veinte años; dieciocho para el título de Técnico, veinte para el de Técnico Superior o, en 
su caso, diecinueve para aquéllos que estén en posesión del título de Técnico.

5. Los mayores de diecinueve años de edad podrán acceder directamente a las ense-
ñanzas artísticas superiores mediante la superación de una prueba específica, regulada y 
organizada por las Administraciones educativas, que acredite que el aspirante posee la 
madurez en relación con los objetivos del bachillerato y los conocimientos, habilidades y 
aptitudes necesarios para cursar con aprovechamiento las correspondientes enseñanzas.

6. Las personas mayores de 25 años de edad podrán acceder directamente a la Univer-
sidad, sin necesidad de titulación alguna, mediante la superación de una prueba específica.
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28Artículo 70. Centros.

Cuando la educación de las personas adultas conduzca a la obtención de uno de los 
títulos establecidos en la presente Ley, será impartida en centros docentes ordinarios o espe-
cíficos, debidamente autorizados por la Administración educativa competente.

TÍTULO II

Equidad en la Educación

CAPÍTULO I

Alumnado con necesidad específica de apoyo educativo

Artículo 71. Principios.

1. Las Administraciones educativas dispondrán los medios necesarios para que todo 
el alumnado alcance el máximo desarrollo personal, intelectual, social y emocional, así 
como los objetivos establecidos con carácter general en la presente Ley.

2. Corresponde a las Administraciones educativas asegurar los recursos necesarios 
para que los alumnos y alumnas que requieran una atención educativa diferente a la ordina-
ria, por presentar necesidades educativas especiales, por dificultades específicas de aprendi-
zaje, por sus altas capacidades intelectuales, por haberse incorporado tarde al sistema edu-
cativo, o por condiciones personales o de historia escolar, puedan alcanzar el máximo 
desarrollo posible de sus capacidades personales y, en todo caso, los objetivos establecidos 
con carácter general para todo el alumnado.

3. Las Administraciones educativas establecerán los procedimientos y recursos preci-
sos para identificar tempranamente las necesidades educativas específicas de los alumnos y 
alumnas a las que se refiere el apartado anterior. La atención integral al alumnado con nece-
sidad específica de apoyo educativo se iniciará desde el mismo momento en que dicha 
necesidad sea identificada y se regirá por los principios de normalización e inclusión.

4. Corresponde a las Administraciones educativas garantizar la escolarización, regu-
lar y asegurar la participación de los padres o tutores en las decisiones que afecten a la 
escolarización y a los procesos educativos de este alumnado. Igualmente les corresponde 
adoptar las medidas oportunas para que los padres de estos alumnos reciban el adecuado 
asesoramiento individualizado, así como la información necesaria que les ayude en la edu-
cación de sus hijos.

Artículo 72. Recursos.

1. Para alcanzar los fines señalados en el artículo anterior, las Administraciones edu-
cativas dispondrán del profesorado de las especialidades correspondientes y de profesiona-
les cualificados, así como de los medios y materiales precisos para la adecuada atención a 
este alumnado.

2. Corresponde a las Administraciones educativas dotar a los centros de los recursos 
necesarios para atender adecuadamente a este alumnado. Los criterios para determinar estas 
dotaciones serán los mismos para los centros públicos y privados concertados.

3. Los centros contarán con la debida organización escolar y realizarán las adaptacio-
nes y diversificaciones curriculares precisas para facilitar a todo el alumnado la consecución 
de los fines establecidos.

4. Las Administraciones educativas promoverán la formación del profesorado y de 
otros profesionales relacionada con el tratamiento del alumnado con necesidad específica de 
apoyo educativo.
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entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro, instituciones o asociaciones, para facilitar 
la escolarización y una mejor incorporación de este alumnado al centro educativo.

Sección primera. Alumnado que presenta necesidades educativas especiales

Artículo 73. Ámbito.

Se entiende por alumnado que presenta necesidades educativas especiales, aquel que 
requiera, por un periodo de su escolarización o a lo largo de toda ella, determinados apoyos y 
atenciones educativas específicas derivadas de discapacidad o trastornos graves de conducta.

Artículo 74. Escolarización.

1. La escolarización del alumnado que presenta necesidades educativas especiales se 
regirá por los principios de normalización e inclusión y asegurará su no discriminación y la 
igualdad efectiva en el acceso y la permanencia en el sistema educativo, pudiendo introdu-
cirse medidas de flexibilización de las distintas etapas educativas, cuando se considere 
necesario. La escolarización de este alumnado en unidades o centros de educación especial, 
que podrá extenderse hasta los veintiún años, sólo se llevará a cabo cuando sus necesidades 
no puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención a la diversidad de los cen-
tros ordinarios.

2. La identificación y valoración de las necesidades educativas de este alumnado se 
realizará, lo más tempranamente posible, por personal con la debida cualificación y en los 
términos que determinen las Administraciones educativas.

3. Al finalizar cada curso se evaluarán los resultados conseguidos por cada uno de los 
alumnos en función de los objetivos propuestos a partir de la valoración inicial. Dicha eva-
luación permitirá proporcionarles la orientación adecuada y modificar el plan de actuación 
así como la modalidad de escolarización, de modo que pueda favorecerse, siempre que sea 
posible, el acceso del alumnado a un régimen de mayor integración.

4. Corresponde a las Administraciones educativas promover la escolarización en la 
educación infantil del alumnado que presente necesidades educativas especiales y desarro-
llar programas para su adecuada escolarización en los centros de educación primaria y 
secundaria obligatoria.

5. Corresponde asimismo a las Administraciones educativas favorecer que el alumna-
do con necesidades educativas especiales pueda continuar su escolarización de manera 
adecuada en las enseñanzas postobligatorias, así como adaptar las condiciones de realiza-
ción de las pruebas establecidas en esta Ley para aquellas personas con discapacidad que así 
lo requieran.

Artículo 75. Integración social y laboral.

1. Con la finalidad de facilitar la integración social y laboral del alumnado con nece-
sidades educativas especiales que no pueda conseguir los objetivos de la educación obliga-
toria, las Administraciones públicas fomentarán ofertas formativas adaptadas a sus necesi-
dades específicas.

2. Las Administraciones educativas establecerán una reserva de plazas en las ense-
ñanzas de formación profesional para el alumnado con discapacidad.

Sección segunda. Alumnado con altas capacidades intelectuales

Artículo 76. Ámbito.

Corresponde a las Administraciones educativas adoptar las medidas necesarias para 
identificar al alumnado con altas capacidades intelectuales y valorar de forma temprana sus 
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necesidades.

Artículo 77. Escolarización.

El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá las normas 
para flexibilizar la duración de cada una de las etapas del sistema educativo para los alum-
nos con altas capacidades intelectuales, con independencia de su edad.

Sección tercera. Alumnos con integración tardía en el sistema educativo español

Artículo 78. Escolarización.

1. Corresponde a las Administraciones públicas favorecer la incorporación al sistema 
educativo de los alumnos que, por proceder de otros países o por cualquier otro motivo, se 
incorporen de forma tardía al sistema educativo español. Dicha incorporación se garantiza-
rá, en todo caso, en la edad de escolarización obligatoria.

2. Las Administraciones educativas garantizarán que la escolarización del alumnado 
que acceda de forma tardía al sistema educativo español se realice atendiendo a sus circuns-
tancias, conocimientos, edad e historial académico, de modo que se pueda incorporar al 
curso más adecuado a sus características y conocimientos previos, con los apoyos oportu-
nos, y de esta forma continuar con aprovechamiento su educación.

Artículo 79. Programas específicos.

1. Corresponde a las Administraciones educativas desarrollar programas específicos 
para los alumnos que presenten graves carencias lingüísticas o en sus competencias o cono-
cimientos básicos, a fin de facilitar su integración en el curso correspondiente.

2. El desarrollo de estos programas será en todo caso simultáneo a la escolarización 
de los alumnos en los grupos ordinarios, conforme al nivel y evolución de su aprendizaje.

3. Corresponde a las Administraciones educativas adoptar las medidas necesarias 
para que los padres o tutores del alumnado que se incorpora tardíamente al sistema educati-
vo reciban el asesoramiento necesario sobre los derechos, deberes y oportunidades que 
comporta la incorporación al sistema educativo español.

CAPÍTULO II

Compensación de las desigualdades en educación

Artículo 80. Principios.

1. Con el fin de hacer efectivo el principio de igualdad en el ejercicio del derecho a la 
educación, las Administraciones públicas desarrollarán acciones de carácter compensatorio 
en relación con las personas, grupos y ámbitos territoriales que se encuentren en situaciones 
desfavorables y proveerán los recursos económicos y los apoyos precisos para ello.

2. Las políticas de educación compensatoria reforzarán la acción del sistema educati-
vo de forma que se eviten desigualdades derivadas de factores sociales, económicos, cultu-
rales, geográficos, étnicos o de otra índole.

3. Corresponde al Estado y a las Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos 
de competencia fijar sus objetivos prioritarios de educación compensatoria.

Artículo 81. Escolarización.

1. Corresponde a las Administraciones educativas asegurar una actuación preventiva 
y compensatoria garantizando las condiciones más favorables para la escolarización, duran-
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una desigualdad inicial para acceder a la educación básica y para progresar en los niveles 
posteriores.

2. Corresponde a las Administraciones educativas adoptar medidas singulares en 
aquellos centros escolares o zonas geográficas en las cuales resulte necesaria una interven-
ción educativa compensatoria.

3. En la educación primaria, las Administraciones educativas garantizarán a todos los 
alumnos un puesto escolar gratuito en su propio municipio o zona de escolarización estable-
cida.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo I de este mismo título, las Administra-
ciones educativas dotarán a los centros públicos y privados concertados de los recursos 
humanos y materiales necesarios para compensar la situación de los alumnos que tengan 
especiales dificultades para alcanzar los objetivos de la educación obligatoria, debido a sus 
condiciones sociales.

Artículo 82. Igualdad de oportunidades en el mundo rural.

1. Las Administraciones educativas tendrán en cuenta el carácter particular de la 
escuela rural a fin de proporcionar los medios y sistemas organizativos necesarios para aten-
der a sus necesidades específicas y garantizar la igualdad de oportunidades.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo anterior, en la educación 
básica, en aquellas zonas rurales en que se considere aconsejable, se podrá escolarizar a los 
niños en un municipio próximo al de su residencia para garantizar la calidad de la enseñan-
za. En este supuesto las Administraciones educativas prestarán de forma gratuita los servi-
cios escolares de transporte y, en su caso, comedor e internado.

Artículo 83. Becas y ayudas al estudio.

1. Para garantizar la igualdad de todas las personas en el ejercicio del derecho a la 
educación, los estudiantes con condiciones socioeconómicas desfavorables tendrán derecho 
a obtener becas y ayudas al estudio. En la enseñanza postobligatoria las becas y ayudas al 
estudio tendrán en cuenta además el rendimiento escolar de los alumnos.

2. El Estado establecerá, con cargo a sus Presupuestos Generales, un sistema general 
de becas y ayudas al estudio, con el fin de que todas las personas, con independencia de su 
lugar de residencia, disfruten de las mismas condiciones en el ejercicio del derecho a la 
educación.

3. A estos efectos, el Gobierno regulará, con carácter básico, las modalidades y cuan-
tías de las becas y ayudas al estudio a las que se refiere el apartado anterior, las condiciones 
económicas y académicas que hayan de reunir los candidatos, así como los supuestos de 
incompatibilidad, revocación, reintegro y cuantos requisitos sean precisos para asegurar la 
igualdad en el acceso a las citadas becas y ayudas, sin detrimento de las competencias nor-
mativas y de ejecución de las Comunidades Autónomas.

4. Con el fin de articular un sistema eficaz de verificación y control de las becas y 
ayudas concedidas, se establecerán los procedimientos necesarios de información, coordi-
nación y cooperación entre las diferentes Administraciones educativas.

CAPÍTULO III

Escolarización en centros públicos y privados concertados

Artículo 84. Admisión de alumnos.

1. Las Administraciones educativas regularán la admisión de alumnos en centros 
públicos y privados concertados de tal forma que garantice el derecho a la educación, el 
acceso en condiciones de igualdad y la libertad de elección de centro por padres o tutores. 
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res de los alumnos con necesidad específica de apoyo educativo.

2. Cuando no existan plazas suficientes, el proceso de admisión se regirá por los cri-
terios prioritarios de existencia de hermanos matriculados en el centro o padres o tutores 
legales que trabajen en el mismo, proximidad del domicilio o del lugar de trabajo de alguno 
de sus padres o tutores legales, rentas anuales de la unidad familiar, atendiendo a las especi-
ficidades que para su cálculo se aplican a las familias numerosas, y concurrencia de discapa-
cidad en el alumno o en alguno de sus padres o hermanos, sin que ninguno de ellos tenga 
carácter excluyente y sin perjuicio de lo establecido en el apartado 7 de este artículo.

3. En ningún caso habrá discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, 
opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

4. Las Administraciones educativas podrán solicitar la colaboración de otras instan-
cias administrativas para garantizar la autenticidad de los datos que los interesados y los 
centros aporten en el proceso de admisión del alumnado.

5. Los centros públicos adscritos a otros centros públicos, que impartan etapas dife-
rentes, se considerarán centros únicos a efectos de aplicación de los criterios de admisión 
del alumnado establecidos en la presente Ley. Asimismo, en los centros públicos que ofrez-
can varias etapas educativas el procedimiento inicial de admisión se realizará al comienzo 
de la que corresponda a la menor edad.

6. Corresponde a las Administraciones educativas establecer el procedimiento y las 
condiciones para la adscripción de centros públicos a la que se refiere el apartado anterior, 
respetando la posibilidad de libre elección de centro.

7. En los procedimientos de admisión de alumnos en centros públicos que impartan 
educación primaria, educación secundaria obligatoria o bachillerato, cuando no existan pla-
zas suficientes, tendrán prioridad aquellos alumnos que procedan de los centros de educa-
ción infantil, educación primaria o de educación secundaria obligatoria, respectivamente, 
que tengan adscritos. En el caso de los centros privados concertados se seguirá un procedi-
miento análogo, siempre que dichas enseñanzas estén concertadas.

8. En los centros privados concertados, que impartan varias etapas educativas, el pro-
cedimiento inicial de admisión se realizará al comienzo de la oferta del curso que sea objeto 
de concierto y que corresponda a la menor edad. Este procedimiento se realizará de acuerdo 
con lo establecido para los centros públicos.

9. La matriculación de un alumno en un centro público o privado concertado supon-
drá respetar su proyecto educativo, sin perjuicio de los derechos reconocidos a los alumnos 
y a sus familias en las leyes y lo establecido en el apartado 3 de este artículo.

10. La información de carácter tributario que se precisa para la acreditación de las 
condiciones económicas a las que se refieren el artículo 84.2 de esta Ley, será suministrada 
directamente a la Administración educativa por la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria y por los órganos competentes de la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Comu-
nidad Foral de Navarra, a través de medios informáticos o telemáticos, en el marco de cola-
boración que se establezca en los términos y con los requisitos a que se refiere la disposición 
adicional cuarta de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y otras Normas Tributarias, y las disposiciones que las desarrollan.

11. En la medida en que a través del indicado marco de colaboración se pueda dispo-
ner de dicha información, no se exigirá a los interesados que aporten individualmente certi-
ficaciones expedidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por los órganos 
mencionados en el apartado anterior, ni la presentación, en original, copia o certificación, de 
sus declaraciones tributarias. En estos supuestos, el certificado será sustituido por declara-
ción responsable del interesado de que cumple las obligaciones señaladas, así como autori-
zación expresa del mismo para que la Agencia Estatal de Administración Tributaria o los 
órganos competentes de la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Comunidad Foral de 
Navarra, suministren la información a la Administración educativa.
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1. Para las enseñanzas de bachillerato, además de a los criterios establecidos en el 
artículo anterior, se atenderá al expediente académico de los alumnos.

2. En los procedimientos de admisión de alumnos a los ciclos formativos de grado 
medio o de grado superior de formación profesional, cuando no existan plazas suficientes, 
se atenderá exclusivamente al expediente académico de los alumnos con independencia de 
que éstos procedan del mismo centro o de otro distinto.

3. Aquellos alumnos que cursen simultáneamente enseñanzas regladas de música o 
danza y enseñanzas de educación secundaria tendrán prioridad para ser admitidos en los 
centros que impartan enseñanzas de educación secundaria que la Administración educativa 
determine. El mismo tratamiento se aplicará a los alumnos que sigan programas deportivos 
de alto rendimiento.

Artículo 86. Igualdad en la aplicación de las normas de admisión.

1. Las Administraciones educativas garantizarán la igualdad en la aplicación de las 
normas de admisión, lo que incluye el establecimiento de las mismas áreas de influencia 
para los centros públicos y privados concertados, de un mismo municipio o ámbito territo-
rial.

2. Sin perjuicio de las competencias que le son propias, las Administraciones educa-
tivas podrán constituir comisiones u órganos de garantías de admisión, que deberán en todo 
caso, constituirse cuando la demanda de plazas en algún centro educativo del ámbito de 
actuación de la comisión supere la oferta. Estas comisiones recibirán de los centros toda la 
información y documentación precisa para el ejercicio de estas funciones. Dichas comisio-
nes supervisarán el proceso de admisión de alumnos, el cumplimiento de las normas que lo 
regulan y propondrán a las Administraciones educativas las medidas que estimen adecuadas. 
Estas comisiones u órganos estarán integrados por representantes de la Administración edu-
cativa, de la Administración local, de los padres, de los profesores y de los centros públicos 
y privados concertados.

3. Las familias podrán presentar al centro en que deseen escolarizar a sus hijos las 
solicitudes de admisión, que, en todo caso, deberán ser tramitadas.

Artículo 87. Equilibrio en la admisión de alumnos.

1. Con el fin de asegurar la calidad educativa para todos, la cohesión social y la igual-
dad de oportunidades, las Administraciones garantizarán una adecuada y equilibrada escola-
rización del alumnado con necesidad específica de apoyo educativo. Para ello, establecerán 
la proporción de alumnos de estas características que deban ser escolarizados en cada uno 
de los centros públicos y privados concertados y garantizarán los recursos personales y eco-
nómicos necesarios a los centros para ofrecer dicho apoyo.

2. Para facilitar la escolarización y garantizar el derecho a la educación del alumnado 
con necesidad específica de apoyo educativo las Administraciones educativas podrán reser-
varle hasta el final del período de preinscripción y matrícula una parte de las plazas de los 
centros públicos y privados concertados. Asimismo, podrán autorizar un incremento de 
hasta un diez por ciento del número máximo de alumnos por aula en los centros públicos y 
privados concertados de una misma área de escolarización para atender necesidades inme-
diatas de escolarización del alumnado de incorporación tardía.

3. Las Administraciones educativas adoptarán las medidas de escolarización previs-
tas en los apartados anteriores atendiendo a las condiciones socioeconómicas y demográfi-
cas del área respectiva, así como a las de índole personal o familiar del alumnado que 
supongan una necesidad específica de apoyo educativo.

4. Los centros públicos y privados concertados están obligados a mantener escolari-
zados a todos sus alumnos, hasta el final de la enseñanza obligatoria, salvo cambio de centro 
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normativa sobre derechos y deberes de los alumnos.

Artículo 88. Garantías de gratuidad.

1. Para garantizar la posibilidad de escolarizar a todos los alumnos sin discriminación 
por motivos socioeconómicos, en ningún caso podrán los centros públicos o privados con-
certados percibir cantidades de las familias por recibir las enseñanzas de carácter gratuito, 
imponer a las familias la obligación de hacer aportaciones a fundaciones o asociaciones ni 
establecer servicios obligatorios, asociados a las enseñanzas, que requieran aportación eco-
nómica, por parte de las familias de los alumnos. En el marco de lo dispuesto en el artícu-
lo 51 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, 
quedan excluidas de esta categoría las actividades extraescolares, las complementarias, y los 
servicios escolares, que, en todo caso, tendrán carácter voluntario.

2. Las Administraciones educativas dotarán a los centros de los recursos necesarios 
para hacer posible la gratuidad de las enseñanzas de carácter gratuito.

CAPÍTULO IV

Premios, concursos y reconocimientos

Artículo 89. Premios y concursos.

El Ministerio de Educación y Ciencia, sin perjuicio de las competencias de las 
Comunidades Autónomas, podrá establecer, por sí mismo o en colaboración con otras 
entidades, premios y concursos de carácter estatal destinados a alumnos, profesores o 
centros escolares.

Artículo 90. Reconocimientos.

El Ministerio de Educación y Ciencia, así como las Comunidades Autónomas, podrán 
reconocer y premiar la labor didáctica o de investigación de profesores y centros, facilitando 
la difusión entre los distintos centros escolares de los trabajos o experiencias que han mere-
cido dicho reconocimiento por su calidad y esfuerzo.

TÍTULO III

Profesorado

CAPÍTULO I

Funciones del profesorado

Artículo 91. Funciones del profesorado.

1. Las funciones del profesorado son, entre otras, las siguientes:

a) La programación y la enseñanza de las áreas, materias y módulos que tengan enco-
mendados.

b) La evaluación del proceso de aprendizaje del alumnado, así como la evaluación de 
los procesos de enseñanza.

c) La tutoría de los alumnos, la dirección y la orientación de su aprendizaje y el 
apoyo en su proceso educativo, en colaboración con las familias.

d) La orientación educativa, académica y profesional de los alumnos, en colabora-
ción, en su caso, con los servicios o departamentos especializados.
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alumnado.

f) La promoción, organización y participación en las actividades complementarias, 
dentro o fuera del recinto educativo, programadas por los centros.

g) La contribución a que las actividades del centro se desarrollen en un clima de res-
peto, de tolerancia, de participación y de libertad para fomentar en los alumnos los valores 
de la ciudadanía democrática.

h) La información periódica a las familias sobre el proceso de aprendizaje de sus 
hijos e hijas, así como la orientación para su cooperación en el mismo.

i) La coordinación de las actividades docentes, de gestión y de dirección que les sean 
encomendadas.

j) La participación en la actividad general del centro.
k) La participación en los planes de evaluación que determinen las Administraciones 

educativas o los propios centros.
l) La investigación, la experimentación y la mejora continua de los procesos de ense-

ñanza correspondiente.

2. Los profesores realizarán las funciones expresadas en el apartado anterior bajo el 
principio de colaboración y trabajo en equipo.

CAPÍTULO II

Profesorado de las distintas enseñanzas

Artículo 92. Profesorado de educación infantil.

1. La atención educativa directa a los niños del primer ciclo de educación infantil 
correrá a cargo de profesionales que posean el título de Maestro con la especialización en 
educación infantil o el título de Grado equivalente y, en su caso, de otro personal con la 
debida titulación para la atención a las niñas y niños de esta edad. En todo caso, la elabora-
ción y seguimiento de la propuesta pedagógica a la que hace referencia el apartado 2 del 
artículo 14, estarán bajo la responsabilidad de un profesional con el título de Maestro de 
educación infantil o título de Grado equivalente.

2. El segundo ciclo de educación infantil será impartido por profesores con el título 
de Maestro y la especialidad en educación infantil o el título de Grado equivalente y podrán 
ser apoyados, en su labor docente, por maestros de otras especialidades cuando las enseñan-
zas impartidas lo requieran.

Artículo 93. Profesorado de educación primaria.

1. Para impartir las enseñanzas de educación primaria será necesario tener el título de 
Maestro de educación primaria o el título de Grado equivalente, sin perjuicio de la habilita-
ción de otras titulaciones universitarias que, a efectos de docencia pudiera establecer el 
Gobierno para determinadas áreas, previa consulta a las Comunidades Autónomas.

2. La educación primaria será impartida por maestros, que tendrán competencia en 
todas las áreas de este nivel. La enseñanza de la música, de la educación física, de los idio-
mas extranjeros o de aquellas otras enseñanzas que determine el Gobierno, previa consulta 
a las Comunidades Autónomas, serán impartidas por maestros con la especialización o cua-
lificación correspondiente.

Artículo 94. Profesorado de educación secundaria obligatoria y de bachillerato.

Para impartir las enseñanzas de educación secundaria obligatoria y de bachillerato será 
necesario tener el título de Licenciado, Ingeniero o Arquitecto, o el título de Grado equiva-
lente, además de la formación pedagógica y didáctica de nivel de Postgrado, de acuerdo con 
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titulaciones que, a efectos de docencia pudiera establecer el Gobierno para determinadas 
áreas, previa consulta a las Comunidades Autónomas.

Artículo 95. Profesorado de formación profesional.

1. Para impartir enseñanzas de formación profesional se exigirán los mismos requisi-
tos de titulación y formación establecidos en el artículo anterior para la educación secunda-
ria obligatoria y el bachillerato, sin perjuicio de la habilitación de otras titulaciones que, a 
efectos de docencia pudiera establecer el Gobierno para determinados módulos, previa con-
sulta a las Comunidades Autónomas.

2. Excepcionalmente, para determinados módulos se podrá incorporar, como profe-
sores especialistas, atendiendo a su cualificación y a las necesidades del sistema educativo, 
a profesionales, no necesariamente titulados, que desarrollen su actividad en el ámbito labo-
ral. Dicha incorporación se realizará en régimen laboral o administrativo, de acuerdo con la 
normativa que resulte de aplicación.

Artículo 96. Profesorado de enseñanzas artísticas.

1. Para ejercer la docencia de las enseñanzas artísticas será necesario estar en pose-
sión del título de Licenciado, Ingeniero o Arquitecto, o del título de Grado correspondiente 
o titulación equivalente a efectos de docencia, sin perjuicio de la intervención educativa de 
otros profesionales en el caso de las enseñanzas de artes plásticas y diseño de grado medio 
y de grado superior y de la habilitación de otras titulaciones que, a efectos de docencia, 
pudiera establecer el Gobierno para determinados módulos, previa consulta a las Comunida-
des Autónomas. En el caso de las enseñanzas artísticas profesionales se requerirá, asimismo, 
la formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100 de esta Ley.

2. En la regulación de las enseñanzas artísticas superiores el Gobierno, previa consul-
ta a las Comunidades Autónomas, podrá incluir otras exigencias para el profesorado que las 
asuma, derivadas de las condiciones de inserción de estas enseñanzas en el marco de la edu-
cación superior.

3. Excepcionalmente, para determinados módulos o materias, se podrá incorporar 
como profesores especialistas, atendiendo a su cualificación y a las necesidades del sistema 
educativo, a profesionales, no necesariamente titulados, que desarrollen su actividad en el 
ámbito laboral. Dicha incorporación se realizará en régimen laboral o administrativo, de 
acuerdo con la normativa que resulte de aplicación.

4. Para las enseñanzas artísticas superiores, excepcionalmente, se podrá incorporar 
como profesores especialistas, atendiendo a su cualificación y a las necesidades del sistema 
educativo, a profesionales, no necesariamente titulados, de nacionalidad extranjera. Dicha 
incorporación se realizará en régimen laboral o administrativo, de acuerdo con la normativa 
que resulte de aplicación y deberá cumplirse el contenido de los artículos 9.5 y 36 de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social, salvo en el caso de nacionales de los Estados miembros de la Unión 
Europea o de aquellos a quienes sea de aplicación el régimen comunitario de extranjería. 
Para estas enseñanzas el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, estable-
cerá la figura de profesor emérito.

Artículo 97. Profesorado de enseñanzas de idiomas.

1. Para impartir enseñanzas de idiomas se exigirán los mismos requisitos de titula-
ción y formación establecidos en el artículo 94 para la educación secundaria obligatoria y el 
bachillerato.

2. Las Administraciones educativas, excepcionalmente, podrán incorporar como pro-
fesores especialistas, atendiendo a su cualificación y a las necesidades del sistema educati-
vo, a profesionales, no necesariasmente titulados, de nacionalidad extranjera. Dicha incor-
poración se realizará en régimen laboral o administrativo, de acuerdo con la normativa que 



– 124 –
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Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social, salvo en el caso de nacionales de los Estados miembros de la Unión 
Europea o de aquellos a quienes sea de aplicación el régimen comunitario de extranjería.

Artículo 98. Profesorado de enseñanzas deportivas.

1. Para ejercer la docencia en las enseñanzas deportivas será necesario estar en pose-
sión del título de Licenciado, Ingeniero o Arquitecto, o el título de Grado correspondiente o 
titulación equivalente a efectos de docencia. Se requerirá asimismo la formación pedagógica 
y didáctica a la que se refiere el artículo 100 de esta Ley. El Gobierno habilitará otras titula-
ciones para la docencia en determinados módulos y bloques previa consulta a las Comuni-
dades Autónomas.

2. Excepcionalmente, para determinadas materias las Administraciones educativas 
podrán incorporar como profesores especialistas, atendiendo a su cualificación y a las 
necesidades del sistema educativo, a profesionales, no necesariamente titulados, que 
desarrollen su actividad en el ámbito deportivo y laboral. Dicha incorporación se realiza-
rá en régimen laboral o administrativo, de acuerdo con la normativa que resulte de apli-
cación.

Artículo 99. Profesorado de educación de personas adultas.

Los profesores de enseñanzas para las personas adultas comprendidas en la presente 
Ley, que conduzcan a la obtención de un título académico o profesional, deberán contar con 
la titulación establecida con carácter general para impartir las respectivas enseñanzas. Las 
Administraciones educativas facilitarán a estos profesores una formación adecuada para 
responder a las características de las personas adultas.

CAPÍTULO III

Formación del profesorado

Artículo 100. Formación inicial.

1. La formación inicial del profesorado se ajustará a las necesidades de titulación y de 
cualificación requeridas por la ordenación general del sistema educativo. Su contenido 
garantizará la capacitación adecuada para afrontar los retos del sistema educativo y adaptar 
las enseñanzas a las nuevas necesidades formativas.

2. Para ejercer la docencia en las diferentes enseñanzas reguladas en la presente Ley, 
será necesario estar en posesión de las titulaciones académicas correspondientes y tener la 
formación pedagógica y didáctica que el Gobierno establezca para cada enseñanza.

3. Corresponde a las Administraciones educativas establecer los convenios oportunos 
con las universidades para la organización de la formación pedagógica y didáctica a la que 
se refiere el apartado anterior.

4. La formación inicial del profesorado de las diferentes enseñanzas reguladas en la 
presente Ley se adaptará al sistema de grados y postgrados del espacio europeo de educa-
ción superior según lo que establezca la correspondiente normativa básica.

Artículo 101. Incorporación a la docencia en centros públicos.

El primer curso de ejercicio de la docencia en centros públicos se desarrollará bajo la 
tutoría de profesores experimentados. El profesor tutor y el profesor en formación compar-
tirán la responsabilidad sobre la programación de las enseñanzas de los alumnos de este 
último.
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1. La formación permanente constituye un derecho y una obligación de todo el profe-
sorado y una responsabilidad de las Administraciones educativas y de los propios centros.

2. Los programas de formación permanente, deberán contemplar la adecuación de los 
conocimientos y métodos a la evolución de las ciencias y de las didácticas específicas, así 
como todos aquellos aspectos de coordinación, orientación, tutoría, atención educativa a la 
diversidad y organización encaminados a mejorar la calidad de la enseñanza y el funciona-
miento de los centros. Asimismo, deberán incluir formación específica en materia de igual-
dad en los términos establecidos en el artículo siete de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

3. Las Administraciones educativas promoverán la utilización de las tecnologías de la 
información y la comunicación y la formación en lenguas extranjeras de todo el profesora-
do, independientemente de su especialidad, estableciendo programas específicos de forma-
ción en este ámbito. Igualmente, les corresponde fomentar programas de investigación e 
innovación.

4. El Ministerio de Educación y Ciencia podrá ofrecer programas de formación per-
manente de carácter estatal, dirigidos a profesores de todas las enseñanzas reguladas en la 
presente Ley y establecer, a tal efecto, los convenios oportunos con las instituciones corres-
pondientes.

Artículo 103. Formación permanente del profesorado de centros públicos.

1. Las Administraciones educativas planificarán las actividades de formación del 
profesorado, garantizarán una oferta diversificada y gratuita de estas actividades y estable-
cerán las medidas oportunas para favorecer la participación del profesorado en ellas. Asi-
mismo, les corresponde facilitar el acceso de los profesores a titulaciones que permitan la 
movilidad entre las distintas enseñanzas, incluidas las universitarias, mediante los acuerdos 
oportunos con las universidades.

2. El Ministerio de Educación y Ciencia, en colaboración con las Comunidades Autó-
nomas, favorecerá la movilidad internacional de los docentes, los intercambios puesto a 
puesto y las estancias en otros países.

CAPÍTULO IV

Reconocimiento, apoyo y valoración del profesorado

Artículo 104. Reconocimiento y apoyo al profesorado.

1. Las Administraciones educativas velarán por que el profesado reciba el trato, la 
consideración y el respeto acordes con la importancia social de su tarea.

2. Las Administraciones educativas prestarán una atención prioritaria a la mejora de 
las condiciones en que el profesorado realiza su trabajo y al estímulo de una creciente con-
sideración y reconocimiento social de la función docente.

3. Dada la exigencia de formación permanente del profesorado y la necesidad de 
actualización, innovación e investigación que acompaña a la función docente, el profesora-
do debidamente acreditado dispondrá de acceso gratuito a las bibliotecas y museos depen-
dientes de los poderes públicos. Asimismo, podrán hacer uso de los servicios de préstamo de 
libros y otros materiales que ofrezcan dichas bibliotecas. A tal fin, los directores de los cen-
tros educativos facilitarán al profesorado la acreditación correspondiente.

Artículo 105. Medidas para el profesorado de centros públicos.

1. Corresponde a las Administraciones educativas, respecto del profesorado de los 
centros públicos, adoptar las medidas oportunas para garantizar la debida protección y asis-
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que se deriven de su ejercicio profesional.

2. Las Administraciones educativas, respecto al profesorado de los centros públicos, 
favorecerán:

a) El reconocimiento de la función tutorial, mediante los oportunos incentivos profe-
sionales y económicos.

b) El reconocimiento de la labor del profesorado, atendiendo a su especial dedicación 
al centro y a la implantación de planes que supongan innovación educativa, por medio de los 
incentivos económicos y profesionales correspondientes.

c) El reconocimiento del trabajo de los profesores que impartan clases de su materia 
en una lengua extranjera en los centros bilingües.

d) El desarrollo de licencias retribuidas, de acuerdo con las condiciones y requisitos 
que establezcan, con el fin de estimular la realización de actividades de formación y de 
investigación e innovación educativas que reviertan en beneficio directo del propio sistema 
educativo.

e) La reducción de jornada lectiva de aquellos profesores mayores de 55 años que lo 
soliciten, con la correspondiente disminución proporcional de las retribuciones. Podrán, 
asimismo, favorecer la sustitución parcial de la jornada lectiva por actividades de otra natu-
raleza sin reducción de sus retribuciones.

Artículo 106. Evaluación de la función pública docente.

1. A fin de mejorar la calidad de la enseñanza y el trabajo de los profesores, las Admi-
nistraciones educativas elaborarán planes para la evaluación de la función docente, con la 
participación del profesorado.

2. Los planes para la valoración de la función docente, que deben ser públicos, inclui-
rán los fines y los criterios precisos de la valoración y la forma de participación del profeso-
rado, de la comunidad educativa y de la propia Administración.

3. Las Administraciones educativas fomentarán asimismo la evaluación voluntaria 
del profesorado.

4. Corresponde a las Administraciones educativas disponer los procedimientos para 
que los resultados de la valoración de la función docente sean tenidos en cuenta de modo 
preferente en los concursos de traslados y en la carrera docente, junto con las actividades de 
formación, investigación e innovación.

TÍTULO IV

Centros docentes

CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 107. Régimen jurídico.

1. Los centros docentes que ofrezcan enseñanzas reguladas en esta Ley se regirán por 
lo dispuesto en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educa-
ción, en la presente Ley Orgánica y en las disposiciones que la desarrollen, así como por lo 
establecido en las demás normas vigentes que les sean de aplicación, sin perjuicio de lo 
previsto en los apartados siguientes de este artículo.

2. En relación con los centros integrados y de referencia nacional de formación pro-
fesional se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifica-
ciones y de la Formación Profesional y en las normas que la desarrollen.
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283. Corresponde a las Comunidades Autónomas regular la organización de los centros 
que ofrezcan algunas de las enseñanzas artísticas superiores definidas como tales en el 
artículo 45 de esta Ley.

4. Corresponde al Gobierno la regulación y la gestión de los centros docentes públi-
cos españoles en el exterior.

5. Las Administraciones educativas podrán considerar centro educativo, a los efectos 
de organización, gestión y administración, la agrupación de centros públicos ubicados en un 
ámbito territorial determinado.

Artículo 108. Clasificación de los centros.

1. Los centros docentes se clasifican en públicos y privados.
2. Son centros públicos aquellos cuyo titular sea una administración pública.
3. Son centros privados aquellos cuyo titular sea una persona física o jurídica de 

carácter privado y son centros privados concertados los centros privados acogidos al régi-
men de conciertos legalmente establecido. Se entiende por titular de un centro privado la 
persona física o jurídica que conste como tal en el Registro de centros de la correspondiente 
Administración educativa.

4. La prestación del servicio público de la educación se realizará, a través de los cen-
tros públicos y privados concertados.

5. Los centros docentes orientarán su actividad a la consecución de los principios y 
fines de la educación establecidos en la presente Ley.

6. Los padres o tutores, en relación con la educación de sus hijos o pupilos, tienen 
derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de 
julio, reguladora del Derecho a la Educación, a escoger centro docente tanto público como 
distinto de los creados por los poderes públicos, a los que se refiere el apartado 3 del presen-
te artículo.

Artículo 109. Programación de la red de centros.

1. En la programación de la oferta de plazas, las Administraciones educativas armoni-
zarán las exigencias derivadas de la obligación que tienen los poderes públicos de garantizar 
el derecho de todos a la educación y los derechos individuales de alumnos, padres y tuto-
res.

2. Las Administraciones educativas programarán la oferta educativa de las enseñan-
zas que en esta Ley se declaran gratuitas teniendo en cuenta la oferta existente de centros 
públicos y privados concertados y, como garantía de la calidad de la enseñanza, una adecua-
da y equilibrada escolarización de los alumnos con necesidad específica de apoyo educati-
vo. Asimismo, las Administraciones educativas garantizarán la existencia de plazas públicas 
suficientes especialmente en las zonas de nueva población.

3. Las Administraciones educativas deberán tener en cuenta las consignaciones pre-
supuestarias existentes y el principio de economía y eficiencia en el uso de los recursos 
públicos.

Artículo 110. Accesibilidad.

1. Los centros educativos existentes que no reúnan las condiciones de accesibilidad 
exigidas por la legislación vigente en la materia, deberán adecuarse en los plazos y con arre-
glo a los criterios establecidos por la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de opor-
tunidades, no discriminación y accesibilidad universal, y en sus normas de desarrollo.

2. Las Administraciones educativas promoverán programas para adecuar las condi-
ciones físicas, incluido el transporte escolar, y tecnológicas de los centros y los dotarán de 
los recursos materiales y de acceso al currículo adecuados a las necesidades del alumnado 
que escolariza, especialmente en el caso de personas con discapacidad, de modo que no se 
conviertan en factor de discriminación y garanticen una atención inclusiva y universalmente 
accesible a todos los alumnos.
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Centros públicos

Artículo 111. Denominación de los centros públicos.

1. Los centros públicos que ofrecen educación infantil se denominarán escuelas 
infantiles, los que ofrecen educación primaria, colegios de educación primaria, los que ofre-
cen educación secundaria obligatoria, bachillerato y formación profesional, institutos de 
educación secundaria.

2. Los centros públicos que ofrecen educación infantil y educación primaria se deno-
minarán colegios de educación infantil y primaria.

3. Los centros públicos que ofrecen enseñanzas profesionales de artes plásticas y 
diseño se denominarán escuelas de arte; los que ofrecen enseñanzas profesionales y, en su 
caso, elementales, de música y danza, conservatorios. Los centros que ofrecen enseñanzas 
artísticas superiores tendrán las denominaciones a las que se refiere el artículo 58 de esta 
Ley.

4. Los centros que ofrecen enseñanzas dirigidas a alumnos con necesidades educati-
vas especiales que no puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención a la 
diversidad de los centros ordinarios, se denominarán centros de educación especial.

5. Corresponde a las Administraciones educativas determinar la denominación de 
aquellos centros públicos que ofrezcan enseñanzas agrupadas de manera distinta a las defi-
nidas en los puntos anteriores.

Artículo 112. Medios materiales y humanos.

1. Corresponde a las Administraciones educativas dotar a los centros públicos de los 
medios materiales y humanos necesarios para ofrecer una educación de calidad y garantizar 
la igualdad de oportunidades en la educación.

2. En el contexto de lo dispuesto en el apartado anterior, los centros dispondrán de la 
infraestructura informática necesaria para garantizar la incorporación de las tecnologías de 
la información y la comunicación en los procesos educativos. Corresponde a las Administra-
ciones educativas proporcionar servicios educativos externos y facilitar la relación de los 
centros públicos con su entorno y la utilización por parte del centro de los recursos próxi-
mos, tanto propios como de otras Administraciones públicas.

3. Los centros que escolaricen alumnado con necesidad específica de apoyo educati-
vo, en proporción mayor a la establecida con carácter general o para la zona en la que se 
ubiquen, recibirán los recursos complementarios necesarios para atender adecuadamente a 
este alumnado.

4. Las Administraciones educativas facilitarán que aquellos centros que, por su 
número de unidades, no puedan disponer de los especialistas a los que se refiere el artículo 
93 de esta Ley, reciban los apoyos necesarios para asegurar la calidad de las correspondien-
tes enseñanzas.

5. Las Administraciones educativas potenciarán que los centros públicos puedan 
ofrecer actividades y servicios complementarios a fin de favorecer que amplíen su oferta 
educativa para atender las nuevas demandas sociales, así como que puedan disponer de los 
medios adecuados, particularmente de aquellos centros que atiendan a una elevada pobla-
ción de alumnos con necesidad específica de apoyo educativo.

Artículo 113. Bibliotecas escolares.

1. Los centros de enseñanza dispondrán de una biblioteca escolar.
2. Las Administraciones educativas completarán la dotación de las bibliotecas de los 

centros públicos de forma progresiva. A tal fin elaborarán un plan que permita alcanzar 
dicho objetivo dentro del periodo de implantación de la presente Ley.
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283. Las bibliotecas escolares contribuirán a fomentar la lectura y a que el alumno acce-
da a la información y otros recursos para el aprendizaje de las demás áreas y materias y 
pueda formarse en el uso crítico de los mismos. Igualmente, contribuirán a hacer efectivo lo 
dispuesto en los artículos 19.3 y 26.2 de la presente Ley.

4. La organización de las bibliotecas escolares deberá permitir que funcionen como 
un espacio abierto a la comunidad educativa de los centros respectivos.

5. Los centros podrán llegar a acuerdos con los municipios respectivos, para el uso de 
bibliotecas municipales con las finalidades previstas en este artículo.

CAPÍTULO III

Centros privados

Artículo 114. Denominación.

Los centros privados podrán adoptar cualquier denominación, excepto la que corres-
ponde a centros públicos o pueda inducir a confusión con ellos.

Artículo 115. Carácter propio de los centros privados.

1. Los titulares de los centros privados tendrán derecho a establecer el carácter propio 
de los mismos que, en todo caso, deberá respetar los derechos garantizados a profesores, 
padres y alumnos en la Constitución y en las leyes.

2. El carácter propio del centro deberá ser puesto en conocimiento por el titular del 
centro a los distintos sectores de la comunidad educativa, así como a cuantos pudieran estar 
interesados en acceder al mismo. La matriculación de un alumno supondrá el respeto del 
carácter propio del centro, que deberá respetar a su vez, los derechos de los alumnos y sus 
familias reconocidos en la Constitución y en las leyes.

3. Cualquier modificación en el carácter propio de un centro privado, por cambio en 
la titularidad o por cualquier otra circunstancia, deberá ponerse en conocimiento de la 
comunidad educativa con antelación suficiente. En cualquier caso, la modificación del 
carácter propio, una vez iniciado el curso, no podrá surtir efectos antes de finalizado el pro-
ceso de admisión y matriculación de los alumnos para el curso siguiente.

CAPÍTULO IV

Centros privados concertados

Artículo 116. Conciertos.

1. Los centros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas gratuitas en esta Ley y 
satisfagan necesidades de escolarización, en el marco de lo dispuesto en los artícu los 108 y 
109, podrán acogerse al régimen de conciertos en los términos legalmente establecidos. Los 
centros que accedan al régimen de concertación educativa deberán formalizar con la Admi-
nistración educativa que proceda el correspondiente concierto.

2. Entre los centros que cumplan los requisitos establecidos en el apartado anterior, 
tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos aquellos que, atiendan a pobla-
ciones escolares de condiciones económicas desfavorables o los que realicen experiencias 
de interés pedagógico para el sistema educativo. En todo caso, tendrán preferencia los cen-
tros que, cumpliendo los criterios anteriormente señalados, estén constituidos y funcionen 
en régimen de cooperativa.

3. Corresponde al Gobierno establecer los aspectos básicos a los que deben someterse 
los conciertos. Estos aspectos se referirán al cumplimiento de los requisitos previstos en la 
Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, del Derecho a la Educación y en las normas que le sean 
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concierto y las causas de extinción, a las obligaciones de la titularidad del centro concertado 
y de la Administración educativa, al sometimiento del concierto al derecho administrativo, a 
las singularidades del régimen del profesorado sin relación laboral, a la constitución del 
Consejo Escolar del centro al que se otorga el concierto y a la designación del director.

4. Corresponde a las Comunidades Autónomas dictar las normas necesarias para el 
desarrollo del régimen de conciertos educativos, de acuerdo con lo previsto en el presente 
artículo y en el marco de lo dispuesto en los artícu los 108 y 109. El concierto establecerá los 
derechos y obligaciones recíprocas en cuanto a régimen económico, duración, prórroga y 
extinción del mismo, número de unidades escolares concertadas y demás condiciones, con 
sujeción a las disposiciones reguladoras del régimen de conciertos.

5. Los conciertos podrán afectar a varios centros siempre que pertenezcan a un 
mismo titular.

6. Las Administraciones educativas podrán concertar, con carácter preferente, los 
programas de cualificación profesional inicial que, conforme a lo previsto en la presente 
Ley, los centros privados concertados de educación secundaria obligatoria impartan a su 
alumnado. Dichos conciertos tendrán carácter singular.

7. El concierto para las enseñanzas postobligatorias tendrá carácter singular.

Artículo 117. Módulos de concierto.

1. La cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros 
privados concertados, para hacer efectiva la gratuidad de las enseñanzas objeto de concierto, 
se establecerá en los presupuestos de las Administraciones correspondientes.

2. A efectos de distribución de la cuantía global a que hace referencia el apartado 
anterior, el importe del módulo económico por unidad escolar se fijará anualmente en los 
Presupuestos Generales del Estado y, en su caso, en los de las Comunidades Autónomas, no 
pudiendo en éstos ser inferior al que se establezca en los primeros en ninguna de las canti-
dades en que se diferencia el citado módulo de acuerdo con lo que se establece en el aparta-
do siguiente.

3. En el módulo, cuya cuantía asegurará que la enseñanza se imparta en condiciones 
de gratuidad, se diferenciarán:

a) Los salarios del personal docente, incluidas las cotizaciones por cuota patronal a la 
Seguridad Social que correspondan a los titulares de los centros.

b) Las cantidades asignadas a otros gastos, que comprenderán las de personal de 
administración y servicios, las ordinarias de mantenimiento, conservación y funcionamien-
to, así como las cantidades que correspondan a la reposición de inversiones reales. Asimis-
mo, podrán considerarse las derivadas del ejercicio de la función directiva no docente. En 
ningún caso, se computarán intereses del capital propio. Las citadas cantidades se fijarán 
con criterios análogos a los aplicados a los centros públicos.

c) Las cantidades pertinentes para atender el pago de los conceptos de antigüedad 
del personal docente de los centros privados concertados y consiguiente repercusión en las 
cuotas de la Seguridad Social; pago de las sustituciones del profesorado y los derivados del 
ejercicio de la función directiva docente; pago de las obligaciones derivadas del ejercicio 
de las garantías reconocidas a los representantes legales de los trabajadores según lo esta-
blecido en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. Tales cantidades se recogerán en 
un fondo general que se distribuirá de forma individualizada entre el personal docente de 
los centros privados concertados, de acuerdo con las circunstancias que concurran en cada 
profesor y aplicando criterios análogos a los fijados para el profesorado de los centros 
públicos.

4. Las cantidades correspondientes a los salarios del personal docente a que hace 
referencia el apartado anterior, posibilitarán la equiparación gradual de su remuneración con 
la del profesorado público de las respectivas etapas.
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285. Los salarios del personal docente serán abonados por la Administración al profeso-
rado como pago delegado y en nombre de la entidad titular del centro, con cargo y a cuenta 
de las cantidades previstas en el apartado anterior. A tal fin, el titular del centro, en su con-
dición de empleador en la relación laboral, facilitará a la Administración las nóminas corres-
pondientes, así como sus eventuales modificaciones.

6. La Administración no podrá asumir alteraciones en los gastos de personal y costes 
laborales del profesorado, derivadas de convenios colectivos que superen el porcentaje de 
incremento global de las cantidades correspondientes a salarios a que hace referencia el 
apartado 3 de este artículo.

7. Las Administraciones educativas podrán incrementar los módulos para los centros 
privados concertados que escolaricen alumnos con necesidad específica de apoyo educativo 
en proporción mayor a la establecida con carácter general o para la zona en la que se ubi-
quen.

8. La reglamentación que desarrolle el régimen de conciertos tendrá en cuenta las 
características específicas de las cooperativas de enseñanza y de los profesores sin relación 
laboral con la titularidad del centro, a fin de facilitar la gestión de sus recursos económicos 
y humanos.

9. En la Ley de Presupuestos Generales del Estado se determinará el importe máximo 
de las cuotas que los centros con concierto singular podrán percibir de las familias.

TÍTULO V

Participación, autonomía y gobierno de los centros

CAPÍTULO I

Participación en el funcionamiento y el gobierno de los centros

Artículo 118. Principios generales.

1. La participación es un valor básico para la formación de ciudadanos autónomos, 
libres, responsables y comprometidos con los principios y valores de la Constitución.

2. La participación, autonomía y gobierno de los centros que ofrezcan enseñanzas 
reguladas en esta Ley se ajustarán a lo dispuesto en ella y en la Ley Orgá nica 8/1985, de 3 
de julio, Reguladora del Derecho a la Educación, y en las normas que se dicten en desarrollo 
de las mismas.

3. Las Administraciones educativas fomentarán, en el ámbito de su competencia, el 
ejercicio efectivo de la participación de alumnado, profesorado, familias y personal de 
administración y servicios en los centros educativos.

4. A fin de hacer efectiva la corresponsabilidad entre el profesorado y las familias en 
la educación de sus hijos, las Administraciones educativas adoptarán medidas que promue-
van e incentiven la colaboración efectiva entre la familia y la escuela.

5. En relación con los centros integrados y de referencia nacional de formación pro-
fesional se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifica-
ciones y de la Formación Profesional y en las normas que la desarrollen.

6. Corresponde a las Administraciones educativas regular la participación en los cen-
tros que impartan enseñanzas artísticas superiores de acuerdo con la normativa básica que 
establezca el Gobierno.

7. Corresponde a las Administraciones educativas adaptar lo establecido en este Títu-
lo a las características de los centros que imparten únicamente el primer ciclo de educación 
infantil. Esta adaptación deberá respetar, en todo caso, los principios de autonomía y parti-
cipación de la comunidad educativa recogidos en el mismo.



– 132 –

28 Artículo 119. Participación en el funcionamiento y el gobierno de los centros públicos y 
privados concertados.

1. Las Administraciones educativas garantizarán la participación de la comunidad 
educativa en la organización, el gobierno, el funcionamiento y la evaluación de los centros.

2. La comunidad educativa participará en el gobierno de los centros a través del Con-
sejo Escolar.

3. Los profesores participarán también en la toma de decisiones pedagógicas que 
corresponden al Claustro, a los órganos de coordinación docente y a los equipos de profeso-
res que impartan clase en el mismo curso.

4. Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la participación del 
alumnado en el funcionamiento de los centros a través de sus delegados de grupo y curso, 
así como de sus representantes en el Consejo Escolar.

5. Los padres y los alumnos podrán participar también en el funcionamiento de los 
centros a través de sus asociaciones. Las Administraciones educativas favorecerán la infor-
mación y la formación dirigida a ellos.

6. Los centros tendrán al menos los siguientes órganos colegiados de gobierno: Con-
sejo Escolar y Claustro de profesores.

CAPÍTULO II

Autonomía de los centros

Artículo 120. Disposiciones generales.

1. Los centros dispondrán de autonomía pedagógica, de organización y de gestión en 
el marco de la legislación vigente y en los términos recogidos en la presente Ley y en las 
normas que la desarrollen.

2. Los centros docentes dispondrán de autonomía para elaborar, aprobar y ejecutar un 
proyecto educativo y un proyecto de gestión, así como las normas de organización y funcio-
namiento del centro.

3. Las Administraciones educativas favorecerán la autonomía de los centros de forma 
que sus recursos económicos, materiales y humanos puedan adecuarse a los planes de traba-
jo y organización que elaboren, una vez que sean convenientemente evaluados y valorados.

4. Los centros, en el ejercicio de su autonomía, pueden adoptar experimentaciones, 
planes de trabajo, formas de organización o ampliación del horario escolar en los términos 
que establezcan las Administraciones educativas, sin que, en ningún caso, se impongan 
aportaciones a las familias ni exigencias para las Administraciones educativas.

5. Cuando estas experimentaciones, planes de trabajo o formas de organización pue-
dan afectar a la obtención de títulos académicos o profesionales, deberán ser autorizados 
expresamente por el Gobierno.

Artículo 121. Proyecto educativo.

1. El proyecto educativo del centro recogerá los valores, los objetivos y las priorida-
des de actuación. Asimismo, incorporará la concreción de los currículos establecidos por la 
Administración educativa que corresponde fijar y aprobar al Claustro, así como el trata-
miento transversal en las áreas, materias o módulos de la educación en valores y otras ense-
ñanzas.

2. Dicho proyecto, que deberá tener en cuenta las características del entorno social y 
cultural del centro, recogerá la forma de atención a la diversidad del alumnado y la acción 
tutorial, así como el plan de convivencia, y deberá respetar el principio de no discriminación 
y de inclusión educativa como valores fundamentales, así como los principios y objetivos 
recogidos en esta Ley y en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a 
la Educación.
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283. Corresponde a las Administraciones educativas establecer el marco general que 
permita a los centros públicos y privados concertados elaborar sus proyectos educativos, que 
deberán hacerse públicos con objeto de facilitar su conocimiento por el conjunto de la 
comunidad educativa. Asimismo, corresponde a las Administraciones educativas contribuir 
al desarrollo del currículo favoreciendo la elaboración de modelos abiertos de programación 
docente y de materiales didácticos que atiendan a las distintas necesidades de los alumnos y 
del profesorado.

4. Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la coordinación entre los 
proyectos educativos de los centros de educación primaria y los de educación secundaria 
obligatoria con objeto de que la incorporación de los alumnos a la educación secundaria sea 
gradual y positiva.

5. Los centros promoverán compromisos educativos entre las familias o tutores lega-
les y el propio centro en los que se consignen las actividades que padres, profesores y alum-
nos se comprometen a desarrollar para mejorar el rendimiento académico del alumnado.

6. El proyecto educativo de los centros privados concertados, que en todo caso deberá 
hacerse público, será dispuesto por su respectivo titular e incorporará el carácter propio al 
que se refiere el artículo 115 de esta Ley.

Artículo 122. Recursos.

1. Los centros estarán dotados de los recursos educativos, humanos y materiales 
necesarios para ofrecer una enseñanza de calidad y garantizar la igualdad de oportunidades 
en el acceso a la educación.

2. Las Administraciones educativas podrán asignar mayores dotaciones de recursos a 
determinados centros públicos o privados concertados en razón de los proyectos que así lo 
requieran o en atención a las condiciones de especial necesidad de la población que escola-
rizan.

3. Los centros docentes públicos podrán obtener recursos complementarios, previa 
aprobación del Consejo Escolar, en los términos que establezcan las Administraciones edu-
cativas, dentro de los límites que la normativa vigente establece. Estos recursos no podrán 
provenir de las actividades llevadas a cabo por las asociaciones de padres y de alumnos en 
cumplimiento de sus fines y deberán ser aplicados a sus gastos, de acuerdo con lo que las 
Administraciones educativas establezcan.

Artículo 123. Proyecto de gestión de los centros públicos.

1. Los centros públicos que impartan enseñanzas reguladas por la presente Ley dis-
pondrán de autonomía en su gestión económica de acuerdo con la normativa establecida en 
la presente Ley así como en la que determine cada Administración educativa.

2. Las Administraciones educativas podrán delegar en los órganos de gobierno de los 
centros públicos la adquisición de bienes, contratación de obras, servicios y suministros, de 
acuerdo con el Real Decreto Legisla tivo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, y con los límites 
que en la normativa correspondiente se fijen. El ejercicio de la autonomía de los centros para 
administrar estos recursos estará sometido a las disposiciones que las Administraciones 
educativas establezcan para regular el proceso de contratación, de realización y de justifica-
ción del gasto.

3. Para el cumplimiento de sus proyectos educativos, los centros públicos podrán 
formular requisitos de titulación y capacitación profesional respecto de determinados pues-
tos de trabajo del centro, de acuerdo con las condiciones que establezcan las Administracio-
nes educativas.

4. Los centros públicos expresarán la ordenación y utilización de sus recursos, tanto 
materiales como humanos, a través de la elaboración de su proyecto de gestión, en los térmi-
nos que regulen las Administraciones educativas.
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28 5. Las Administraciones educativas podrán delegar en los órganos de gobierno de los 
centros públicos las competencias que determinen, incluidas las relativas a gestión de perso-
nal, responsabilizando a los directores de la gestión de los recursos puestos a disposición del 
centro.

Artículo 124. Normas de organización y funcionamiento.

1. Los centros docentes elaborarán sus normas de organización y funcionamiento, 
que deberán incluir las que garanticen el cumplimiento del plan de convivencia.

2. Las Administraciones educativas facilitarán que los centros, en el marco de su 
autonomía, puedan elaborar sus propias normas de organización y funcionamiento.

Artículo 125. Programación general anual.

Los centros educativos elaborarán al principio de cada curso una programación general 
anual que recoja todos los aspectos relativos a la organización y funcionamiento del centro, 
incluidos los proyectos, el currículo, las normas, y todos los planes de actuación acordados 
y aprobados.

CAPÍTULO III

Órganos colegiados de gobierno y de coordinación docente de los centros públicos

Sección primera. Consejo Escolar

Artículo 126. Composición del Consejo Escolar.

1. El Consejo Escolar de los centros públicos estará compuesto por los siguientes 
miembros:

a) El director del centro, que será su Presidente.
b) El jefe de estudios.
c) Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle 

radicado el centro.
d) Un número de profesores, elegidos por el Claustro, que no podrá ser inferior a un 

tercio del total de los componentes del Consejo.
e) Un número de padres y de alumnos, elegidos respectivamente por y entre ellos, que 

no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes del Consejo.
f) Un representante del personal de administración y servicios del centro.
g) El secretario del centro, que actuará como secretario del Consejo, con voz y sin 

voto.

2. Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, éste designará una persona que 
impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y muje-
res.

3. Uno de los representantes de los padres en el Consejo Escolar será designado por 
la asociación de padres más representativa del centro, de acuerdo con el procedimiento que 
establezcan las Administraciones educativas.

4. Corresponde a las Administraciones educativas regular las condiciones por las que 
los centros que impartan las enseñanzas de formación profesional o artes plásticas y diseño 
puedan incorporar a su Consejo Escolar un representante propuesto por las organizaciones 
empresariales o instituciones laborales presentes en el ámbito de acción del centro.

5. Los alumnos podrán ser elegidos miembros del Consejo Escolar a partir del primer 
curso de la educación secundaria obligatoria. No obstante, los alumnos de los dos primeros 
cursos de la educación secundaria obligatoria no podrán participar en la selección o el cese 
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28del director. Los alumnos de educación primaria podrán participar en el Consejo Escolar del 
centro en los términos que establezcan las Administraciones educativas.

6. Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de 
miembros del Consejo Escolar y regular el proceso de elección.

7. En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación 
primaria, en los de educación secundaria con menos de ocho unidades, en centros de educa-
ción permanente de personas adultas y de educación especial, en los que se impartan ense-
ñanzas artísticas profesionales, de idiomas o deportivas, así como en aquellas unidades o 
centros de características singulares, la Administración educativa competente adaptará lo 
dispuesto en este artículo a la singularidad de los mismos.

8. En los centros específicos de educación especial y en aquellos que tengan unidades 
de educación especial formará parte también del Consejo Escolar un representante del per-
sonal de atención educativa complementaria.

Artículo 127. Competencias del Consejo Escolar.

El Consejo Escolar del centro tendrá las siguientes competencias:

a) Aprobar y evaluar los proyectos y las normas a los que se refiere el capítulo II del 
título V de la presente Ley.

b) Aprobar y evaluar la programación general anual del centro sin perjuicio de las 
competencias del Claustro de profesores, en relación con la planificación y organización 
docente.

c) Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presentados 
por los candidatos.

d) Participar en la selección del director del centro en los términos que la presente 
Ley establece. Ser informado del nombramiento y cese de los demás miembros del equipo 
directivo. En su caso, previo acuerdo de sus miembros, adoptado por mayoría de dos tercios, 
proponer la revocación del nombramiento del director.

e) Decidir sobre la admisión de alumnos con sujeción a lo establecido en esta Ley y 
disposiciones que la desarrollen.

f) Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y velar porque se atengan a la 
normativa vigente. Cuando las medidas disciplinarias adoptadas por el director correspon-
dan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemente la convivencia del centro, el 
Consejo Escolar, a instancia de padres o tutores, podrá revisar la decisión adoptada y propo-
ner, en su caso, las medidas oportunas.

g) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igual-
dad entre hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de 
la vida personal, familiar y social.

h) Promover la conservación y renovación de las instalaciones y equipo escolar y 
aprobar la obtención de recursos complementarios de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 122.3.

i) Fijar las directrices para la colaboración, con fines educativos y culturales, con las 
Administraciones locales, con otros centros, entidades y organismos.

j) Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del rendi-
miento escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en las que participe el 
centro.

k) Elaborar propuestas e informes, a iniciativa propia o a petición de la Administra-
ción competente, sobre el funcionamiento del centro y la mejora de la calidad de la gestión, 
así como sobre aquellos otros aspectos relacionados con la calidad de la misma.

l) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa.
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28 Sección segunda. Claustro de profesores

Artículo 128. Composición.

1. El Claustro de profesores es el órgano propio de participación de los profesores en 
el gobierno del centro y tiene la responsabilidad de planificar, coordinar, informar y, en su 
caso, decidir sobre todos los aspectos educativos del centro.

2. El Claustro será presidido por el director y estará integrado por la totalidad de los 
profesores que presten servicio en el centro.

Artículo 129. Competencias.

El Claustro de profesores tendrá las siguientes competencias:

a) Formular al equipo directivo y al Consejo Escolar propuestas para la elaboración 
de los proyectos del centro y de la programación general anual.

b) Aprobar y evaluar la concreción del currículo y todos los aspectos educativos de 
los proyectos y de la programación general anual.

c) Fijar los criterios referentes a la orientación, tutoría, evaluación y recuperación de 
los alumnos.

d) Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación y de la investigación 
pedagógica y en la formación del profesorado del centro.

e) Elegir sus representantes en el Consejo Escolar del centro y participar en la selec-
ción del director en los términos establecidos por la presente Ley.

f) Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presentados 
por los candidatos.

g) Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del rendimiento 
escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en las que participe el centro.

h) Informar las normas de organización y funcionamiento del centro.
i) Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y la imposición de sanciones y 

velar por que éstas se atengan a la normativa vigente.
j) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro.
k) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa o por las 

respectivas normas de organización y funcionamiento.

Sección tercera. Otros órganos de coordinación docente

Artículo 130. Órganos de coordinación docente.

1. Corresponde a las Administraciones educativas regular el funcionamiento de los 
órganos de coordinación docente y de orientación y potenciar los equipos de profesores que 
impartan clase en el mismo curso, así como la colaboración y el trabajo en equipo de los 
profesores que impartan clase a un mismo grupo de alumnos.

2. En los institutos de educación secundaria existirán, entre los órganos de coordina-
ción docente, departamentos de coordinación didáctica que se encargarán de la organización 
y desarrollo de las enseñanzas propias de las materias o módulos que se les encomienden.

CAPÍTULO IV

Dirección de los centros públicos

Artículo 131. El equipo directivo.

1. El equipo directivo, órgano ejecutivo de gobierno de los centros públicos, estará 
integrado por el director, el jefe de estudios, el secretario y cuantos determinen las Adminis-
traciones educativas.
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282. El equipo directivo trabajará de forma coordinada en el desempeño de sus funcio-
nes, conforme a las instrucciones del director y las funciones específicas legalmente estable-
cidas.

3. El director, previa comunicación al Claustro de profesores y al Consejo Escolar, 
formulará propuesta de nombramiento y cese a la Administración educativa de los cargos de 
jefe de estudios y secretario de entre los profesores con destino en dicho centro.

4. Todos los miembros del equipo directivo cesarán en sus funciones al término de su 
mandato o cuando se produzca el cese del director.

5. Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio de la función directiva en 
los centros docentes, mediante la adopción de medidas que permitan mejorar la actuación de 
los equipos directivos en relación con el personal y los recursos materiales y mediante la 
organización de programas y cursos de formación.

Artículo 132. Competencias del director.

Son competencias del director:

a) Ostentar la representación del centro, representar a la Administración educativa en 
el mismo y hacerle llegar a ésta los planteamientos, aspiraciones y necesidades de la comu-
nidad educativa.

b) Dirigir y coordinar todas las actividades del centro, sin perjuicio de las competen-
cias atribuidas al Claustro de profesores y al Consejo Escolar.

c) Ejercer la dirección pedagógica, promover la innovación educativa e impulsar pla-
nes para la consecución de los objetivos del proyecto educativo del centro.

d) Garantizar el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones vigentes.
e) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro.
f) Favorecer la convivencia en el centro, garantizar la mediación en la resolución de 

los conflictos e imponer las medidas disciplinarias que correspondan a los alumnos, en cum-
plimiento de la normativa vigente sin perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo 
Escolar en el artícu lo 127 de esta Ley. A tal fin, se promoverá la agilización de los procedi-
mientos para la resolución de los conflictos en los centros.

g) Impulsar la colaboración con las familias, con instituciones y con organismos que 
faciliten la relación del centro con el entorno, y fomentar un clima escolar que favorezca el 
estudio y el desarrollo de cuantas actuaciones propicien una formación integral en conoci-
mientos y valores de los alumnos.

h) Impulsar las evaluaciones internas del centro y colaborar en las evaluaciones exter-
nas y en la evaluación del profesorado.

i) Convocar y presidir los actos académicos y las sesiones del Consejo Escolar y del 
Claustro de profesores del centro y ejecutar los acuerdos adoptados en el ámbito de sus 
competencias.

j) Realizar las contrataciones de obras, servicios y suministros, así como autorizar los 
gastos de acuerdo con el presupuesto del centro, ordenar los pagos y visar las certificaciones 
y documentos oficiales del centro, todo ello de acuerdo con lo que establezcan las Adminis-
traciones educativas.

k) Proponer a la Administración educativa el nombramiento y cese de los miembros 
del equipo directivo, previa información al Claustro de profesores y al Consejo Escolar del 
centro.

l) Cualesquiera otras que le sean encomendadas por la Administración educativa.

Artículo 133. Selección del director.

1. La selección del director se realizará mediante un proceso en el que participen la 
comunidad educativa y la Administración educativa.

2. Dicho proceso debe permitir seleccionar a los candidatos más idóneos profesional-
mente y que obtengan el mayor apoyo de la comunidad educativa.
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mediante concurso de méritos entre profesores funcionarios de carrera que impartan alguna 
de las enseñanzas encomendadas al centro.

4. La selección se realizará de conformidad con los principios de igualdad, publici-
dad, mérito y capacidad.

Artículo 134. Requisitos para ser candidato a director.

1. Serán requisitos para poder participar en el concurso de méritos los siguientes:

a) Tener una antigüedad de al menos cinco años como funcionario de carrera en la 
función pública docente.

b) Haber impartido docencia directa como funcionario de carrera, durante un periodo 
de igual duración, en alguna de las enseñanzas de las que ofrece el centro a que se opta.

c) Estar prestando servicios en un centro público, en alguna de las enseñanzas de las 
del centro al que se opta, con una antigüedad en el mismo de al menos un curso completo al 
publicarse la convocatoria, en el ámbito de la Administración educativa convocante.

d) Presentar un proyecto de dirección que incluya, entre otros, los objetivos, las líneas 
de actuación y la evaluación del mismo.

2. En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación 
primaria, en los de educación secundaria con menos de ocho unidades, en los que impartan 
enseñanzas artísticas profesionales, deportivas, de idiomas o las dirigidas a personas adultas 
con menos de ocho profesores, las Administraciones educativas podrán eximir a los candi-
datos de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 135. Procedimiento de selección.

1. Para la selección de los directores en los centros públicos, las Administraciones 
educativas convocarán concurso de méritos y establecerán los criterios objetivos y el proce-
dimiento de valoración de los méritos del candidato y del proyecto presentado.

2. La selección será realizada en el centro por una Comisión constituida por represen-
tantes de la Administración educativa y del centro correspondiente.

3. Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de 
vocales de las comisiones. Al menos un tercio de los miembros de la comisión será profeso-
rado elegido por el Claustro y otro tercio será elegido por y entre los miembros del Consejo 
Escolar que no son profesores.

4. La selección del director, que tendrá en cuenta la valoración objetiva de los méritos 
académicos y profesionales acreditados por los aspirantes y la valoración del proyecto de 
dirección, será decidida democráticamente por los miembros de la Comisión, de acuerdo 
con los criterios establecidos por las Administraciones educativas.

5. La selección se realizará considerando, primero, las candidaturas de profesores del 
centro, que tendrán preferencia. En ausencia de candidatos del centro o cuando éstos no 
hayan sido seleccionados, la Comisión valorará las candidaturas de profesores de otros cen-
tros.

Artículo 136. Nombramiento.

1. Los aspirantes seleccionados deberán superar un programa de formación inicial, 
organizado por las Administraciones educativas. Los aspirantes seleccionados que acrediten 
una experiencia de al menos dos años en la función directiva estarán exentos de la realiza-
ción del programa de formación inicial.

2. La Administración educativa nombrará director del centro que corresponda, por un 
periodo de cuatro años, al aspirante que haya superado este programa.

3. El nombramiento de los directores podrá renovarse, por periodos de igual dura-
ción, previa evaluación positiva del trabajo desarrollado al final de los mismos. Los criterios 
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podrán fijar un límite máximo para la renovación de los mandatos.

Artículo 137. Nombramiento con carácter extraordinario.

En ausencia de candidatos, en el caso de centros de nueva creación o cuando la Comi-
sión correspondiente no haya seleccionado a ningún aspirante, la Administración educativa 
nombrará director a un profesor funcionario por un periodo máximo de cuatro años.

Artículo 138. Cese del director.

El cese del director se producirá en los siguientes supuestos:

a) Finalización del periodo para el que fue nombrado y, en su caso, de la prórroga del 
mismo.

b) Renuncia motivada aceptada por la Administración educativa.
c) Incapacidad física o psíquica sobrevenida.
d) Revocación motivada, por la Administración educativa competente, a iniciativa 

propia o a propuesta motivada del Consejo Escolar, por incumplimiento grave de las funcio-
nes inherentes al cargo de director. En todo caso, la resolución de revocación se emitirá tras 
la instrucción de un expediente contradictorio, previa audiencia al interesado y oído el Con-
sejo Escolar.

Artículo 139. Reconocimiento de la función directiva.

1. El ejercicio de cargos directivos, y en especial del cargo de director, será retribuido 
de forma diferenciada, en consideración a la responsabilidad y dedicación exigidas, de 
acuerdo con las cuantías que para los complementos establecidos al efecto fijen las Admi-
nistraciones educativas.

2. Asimismo, el ejercicio de cargos directivos, y, en todo caso, del cargo de director 
será especialmente valorado a los efectos de la provisión de puestos de trabajo en la función 
pública docente.

3. Los directores serán evaluados al final de su mandato. Los que obtuvieren evalua-
ción positiva, obtendrán un reconocimiento personal y profesional en los términos que 
establezcan las Administraciones educativas.

4. Los directores de los centros públicos que hayan ejercido su cargo con valoración 
positiva durante el periodo de tiempo que cada Administración educativa determine, man-
tendrán, mientras permanezcan en situación de activo, la percepción de una parte del com-
plemento retributivo correspondiente en la proporción, condiciones y requisitos que deter-
minen las Administraciones educativas.

TÍTULO VI

Evaluación del sistema educativo

Artículo 140. Finalidad de la evaluación.

1. La evaluación del sistema educativo tendrá como finalidad:

a) Contribuir a mejorar la calidad y la equidad de la educación.
b) Orientar las políticas educativas.
c) Aumentar la transparencia y eficacia del sistema educativo.
d) Ofrecer información sobre el grado de cumplimiento de los objetivos de mejora 

establecidos por las Administraciones educativas.
e) Proporcionar información sobre el grado de consecución de los objetivos educati-

vos españoles y europeos, así como del cumplimiento de los compromisos educativos con-
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to de la Unión Europea.

2. La finalidad establecida en el apartado anterior no podrá amparar que los resulta-
dos de las evaluaciones del sistema educativo, independientemente del ámbito territorial 
estatal o autonómico en el que se apliquen, puedan ser utilizados para valoraciones indivi-
duales de los alumnos o para establecer clasificaciones de los centros.

Artículo 141. Ámbito de la evaluación.

La evaluación se extenderá a todos los ámbitos educativos regulados en esta Ley y se 
aplicará sobre los procesos de aprendizaje y resultados de los alumnos, la actividad del pro-
fesorado, los procesos educativos, la función directiva, el funcionamiento de los centros 
docentes, la inspección y las propias Administraciones educativas.

Artículo 142. Organismos responsables de la evaluación.

1. Realizarán la evaluación del sistema educativo el Instituto Nacional de Evaluación 
y Calidad del Sistema Educativo, que pasa a denominarse Instituto de Evaluación, y los 
organismos correspondientes de las Administraciones educativas que éstas determinen, que 
evaluarán el sistema educativo en el ámbito de sus competencias.

2. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, determinará la 
estructura y funciones del Instituto de Evaluación, en el que se garantizará la participación 
de las Administraciones educativas.

3. Los equipos directivos y el profesorado de los centros docentes colaborarán con las 
Administraciones educativas en las evaluaciones que se realicen en sus centros.

Artículo 143. Evaluación general del sistema educativo.

1. El Instituto de Evaluación, en colaboración con las Administraciones educativas, 
elaborará planes plurianuales de evaluación general del sistema educativo. Previamente a su 
realización, se harán públicos los criterios y procedimientos de evaluación.

2. El Instituto de Evaluación, en colaboración con las Administraciones educativas, 
coordinará la participación del Estado español en las evaluaciones internacionales.

3. El Instituto de Evaluación, en colaboración con las Administraciones educativas, 
elaborará el Sistema Estatal de Indicadores de la Educación que contribuirá al conocimiento 
del sistema educativo y a orientar la toma de decisiones de las instituciones educativas y de 
todos los sectores implicados en la educación. Los datos necesarios para su elaboración 
deberán ser facilitados al Ministerio de Educación y Ciencia por las Administraciones edu-
cativas de las Comunidades Autónomas.

Artículo 144. Evaluaciones generales de diagnóstico.

1. El Instituto de Evaluación y los organismos correspondientes de las Administracio-
nes educativas, en el marco de la evaluación general del sistema educativo que les compete, 
colaborarán en la realización de evaluaciones generales de diagnóstico, que permitan obte-
ner datos representativos, tanto del alumnado y de los centros de las Comunidades Autóno-
mas como del conjunto del Estado. Estas evaluaciones versarán sobre las competencias 
básicas del currículo, se realizarán en la enseñanza primaria y secundaria e incluirán, en 
todo caso, las previstas en los artículos 21 y 29. La Conferencia Sectorial de Educación 
velará para que estas evaluaciones se realicen con criterios de homogeneidad.

2. En el marco de sus respectivas competencias, corresponde a las Administraciones 
educativas desarrollar y controlar las evaluaciones de diagnóstico en las que participen los 
centros de ellas dependientes y proporcionar los modelos y apoyos pertinentes a fin de que 
todos los centros puedan realizar de modo adecuado estas evaluaciones, que tendrán carác-
ter formativo e interno.
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283. Corresponde a las Administraciones educativas regular la forma en que los resulta-
dos de estas evaluaciones de diagnóstico que realizan los centros, así como los planes de 
actuación que se deriven de las mismas, deban ser puestos en conocimiento de la comunidad 
educativa. En ningún caso, los resultados de estas evaluaciones podrán ser utilizados para el 
establecimiento de clasificaciones de los centros.

Artículo 145. Evaluación de los centros.

1. Podrán las Administraciones educativas, en el marco de sus competencias, elaborar 
y realizar planes de evaluación de los centros educativos, que tendrán en cuenta las situacio-
nes socioeconómicas y culturales de las familias y alumnos que acogen, el entorno del pro-
pio centro y los recursos de que dispone.

2. Asimismo, las Administraciones educativas apoyarán y facilitarán la autoevalua-
ción de los centros educativos.

Artículo 146. Evaluación de la función directiva.

Con el fin de mejorar el funcionamiento de los centros educativos, las Administracio-
nes educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán elaborar planes para la valoración 
de la función directiva.

Artículo 147. Difusión del resultado de las evaluaciones.

1. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, presentará anualmente 
al Congreso de los Diputados un informe sobre los principales indicadores del sistema educa-
tivo español, los resultados de las evaluaciones de diagnóstico españolas o internacionales y 
las recomendaciones planteadas a partir de ellas, así como sobre los aspectos más destacados 
del informe que sobre el sistema educativo elabora el Consejo Escolar del Estado.

2. El Ministerio de Educación y Ciencia publicará periódicamente las conclusiones 
de interés general de las evaluaciones efectuadas por el Instituto de Evaluación en colabora-
ción con las Administraciones educativas y dará a conocer la información que ofrezca perió-
dicamente el Sistema Estatal de Indicadores.

TÍTULO VII

Inspección del sistema educativo

Artículo 148. Inspección del sistema educativo.

1. Es competencia y responsabilidad de los poderes públicos la inspección del siste-
ma educativo.

2. Corresponde a las Administraciones públicas competentes ordenar, regular y ejer-
cer la inspección educativa dentro del respectivo ámbito territorial.

3. La inspección educativa se realizará sobre todos los elementos y aspectos del siste-
ma educativo, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes, la garantía de los derechos y la 
observancia de los deberes de cuantos participan en los procesos de enseñanza y aprendiza-
je, la mejora del sistema educativo y la calidad y equidad de la enseñanza.

CAPÍTULO I

Alta Inspección

Artículo 149. Ámbito.

Corresponde al Estado la alta inspección educativa, para garantizar el cumplimento de 
las facultades que le están atribuidas en materia de enseñanza y la observancia de los princi-
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artículo 27 de la Constitución.

Artículo 150. Competencias.

1. En el ejercicio de las funciones que están atribuidas al Estado, corresponde a la 
Alta Inspección:

a) Comprobar el cumplimiento de los requisitos establecidos por el Estado en la 
ordenación general del sistema educativo en cuanto a modalidades, etapas, ciclos y espe-
cialidades de enseñanza, así como en cuanto al número de cursos que en cada caso 
corresponda.

b) Comprobar la inclusión de los aspectos básicos del currículo dentro de los 
currículos respectivos y que éstos se cursan de acuerdo con el ordenamiento estatal 
correspondiente.

c) Comprobar el cumplimiento de las condiciones para la obtención de los títulos 
correspondientes y de los efectos académicos o profesionales de los mismos.

d) Velar por el cumplimiento de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y deberes en materia de educación, así 
como de sus derechos lingüísticos, de acuerdo con las disposiciones aplicables.

e) Verificar la adecuación de la concesión de las subvenciones y becas a los criterios 
generales que establezcan las disposiciones del Estado.

2. En el ejercicio de las funciones de alta inspección, los funcionarios del Estado 
gozarán de la consideración de autoridad pública a todos los efectos, pudiendo recabar en 
sus actuaciones la colaboración necesaria de las autoridades del Estado y de las Comunida-
des Autónomas para el cumplimiento de las funciones que les están encomendadas.

3. El Gobierno regulará la organización y régimen de personal de la Alta Inspección, 
así como su dependencia. Asimismo, el Gobierno, consultadas las Comunidades Autóno-
mas, regulará los procedimientos de actuación de la Alta Inspección.

CAPÍTULO II

Inspección educativa

Artículo 151. Funciones de la inspección educativa.

Las funciones de la inspección educativa son las siguientes:

a) Supervisar y controlar, desde el punto de vista pedagógico y organizativo, el fun-
cionamiento de los centros educativos así como los programas que en ellos inciden.

b) Supervisar la práctica docente, la función directiva y colaborar en su mejora conti-
nua.

c) Participar en la evaluación del sistema educativo y de los elementos que lo inte-
gran.

d) Velar por el cumplimiento, en los centros educativos, de las leyes, reglamentos y 
demás disposiciones vigentes que afecten al sistema educativo.

e) Velar por el cumplimiento y aplicación de los principios y valores recogidos en 
esta Ley, incluidos los destinados a fomentar la igualdad real entre hombres y mujeres.

f) Asesorar, orientar e informar a los distintos sectores de la comunidad educativa en 
el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones.

g) Emitir los informes solicitados por las Administraciones educativas respectivas o 
que se deriven del conocimiento de la realidad propio de la inspección educativa, a través de 
los cauces reglamentarios.

h) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por las Administraciones educativas, 
dentro del ámbito de sus competencias.
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La inspección educativa será ejercida por las Administraciones educativas a través de 
funcionarios públicos del Cuerpo de Inspectores de Educación, así como los pertenecientes 
al extinguido Cuerpo de Inspectores al servicio de la Administración educativa creado por la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, modificada 
por la Ley 23/1988, de 28 de julio, que no hubieran optado en su momento por su incorpo-
ración al de Inspectores de Educación.

Artículo 153. Atribuciones de los inspectores.

Para cumplir las funciones de la inspección educativa los inspectores tendrán las 
siguientes atribuciones:

a) Conocer directamente todas las actividades que se realicen en los centros, a los 
cuales tendrán libre acceso.

b) Examinar y comprobar la documentación académica, pedagógica y administrativa 
de los centros.

c) Recibir de los restantes funcionarios y responsables de los centros y servicios edu-
cativos, públicos y privados, la necesaria colaboración para el desarrollo de sus actividades, 
para cuyo ejercicio los inspectores tendrán la consideración de autoridad pública.

d) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por las Administraciones educativas, 
dentro del ámbito de sus competencias.

Artículo 154. Organización de la inspección educativa.

1. Las Administraciones educativas regularán la estructura y el funcionamiento de los 
órganos que establezcan para el desempeño de la inspección educativa en sus respectivos 
ámbitos territoriales.

2. La estructura a la que se refiere el apartado anterior podrá organizarse sobre la base 
de los perfiles profesionales de los inspectores, entendidos en función de los criterios 
siguientes: titulaciones universitarias, cursos de formación en el ejercicio de la inspección, 
experiencia profesional en la docencia y experiencia en la propia inspección educativa.

3. En los procedimientos para la provisión de puestos de trabajo en la inspección 
educativa podrán tenerse en consideración las necesidades de las respectivas Administracio-
nes educativas y podrá ser valorada como mérito la especialización de los aspirantes de 
acuerdo con las condiciones descritas en el apartado anterior.

TÍTULO VIII

Recursos económicos

Artículo 155. Recursos para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley.

1. Los poderes públicos dotarán al conjunto del sistema educativo de los recursos 
económicos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley, con el fin 
de garantizar la consecución de los objetivos en ella previstos.

2. El Estado y las Comunidades Autónomas acordarán un plan de incremento del 
gasto público en educación para los próximos diez años, que permita el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en la presente Ley y la equiparación progresiva a la media de los 
países de la Unión Europea.

Artículo 156. Informe anual sobre el gasto público en la educación.

El Gobierno, en el informe anual al que hace referencia el artículo 147 de esta Ley, 
incluirá los datos relativos al gasto público en educación.
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1. Corresponde a las Administraciones educativas proveer los recursos necesarios 
para garantizar, en el proceso de aplicación de la presente Ley:

a) Un número máximo de alumnos por aula que en la enseñanza obligatoria será de 
25 para la educación primaria y de 30 para la educación secundaria obligatoria.

b) La puesta en marcha de un plan de fomento de la lectura.
c) El establecimiento de programas de refuerzo y apoyo educativo y de mejora de los 

aprendizajes.
d) El establecimiento de programas de refuerzo del aprendizaje de las lenguas extran-

jeras.
e) La atención a la diversidad de los alumnos y en especial la atención a aquellos que 

presentan necesidad específica de apoyo educativo.
f) El establecimiento de programas de refuerzo del aprendizaje de las tecnologías de 

la información y la comunicación.
g) Medidas de apoyo al profesorado.
h) La existencia de servicios o profesionales especializados en la orientación educati-

va, psicopedagógica y profesional.

2. En la Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra la 
financiación de los recursos a los que hace referencia este título se regirán por el sistema del 
Concierto Económico y del Convenio respectivamente.

Disposición adicional primera. Calendario de aplicación de la Ley.

El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, aprobará el calendario de 
aplicación de esta Ley, que tendrá un ámbito temporal de cinco años, a partir de la entrada 
en vigor de la misma. En dicho calendario se establecerá la implantación de los currículos 
de las enseñanzas correspondientes.

Disposición adicional segunda. Enseñanza de la religión.

1. La enseñanza de la religión católica se ajustará a lo establecido en el Acuerdo 
sobre Enseñanza y Asuntos Culturales suscrito entre la Santa Sede y el Estado español. A tal 
fin, y de conformidad con lo que disponga dicho acuerdo, se incluirá la religión católica 
como área o materia en los niveles educativos que corresponda, que será de oferta obligato-
ria para los centros y de carácter voluntario para los alumnos.

2. La enseñanza de otras religiones se ajustará a lo dispuesto en los Acuerdos de 
Cooperación celebrados por el Estado español con la Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España, la Federación de Comunidades Israelitas de España, la Comisión 
Islámica de España y, en su caso, a los que en el futuro puedan suscribirse con otras confe-
siones religiosas.

Disposición adicional tercera. Profesorado de religión.

1. Los profesores que impartan la enseñanza de las religiones deberán cumplir los 
requisitos de titulación establecidos para las distintas enseñanzas reguladas en la presente 
Ley, así como los establecidos en los acuerdos suscritos entre el Estado Español y las dife-
rentes confesiones religiosas.

2. Los profesores que, no perteneciendo a los cuerpos de funcionarios docentes, 
impartan la enseñanza de las religiones en los centros públicos lo harán en régimen de con-
tratación laboral, de conformidad con el Estatuto de los Trabajadores, con las respectivas 
Administraciones competentes. La regulación de su régimen laboral se hará con la partici-
pación de los representantes del profesorado. Se accederá al destino mediante criterios 
objetivos de igualdad, mérito y capacidad. Estos profesores percibirán las retribuciones que 
correspondan en el respectivo nivel educativo a los profesores interinos.
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se renovará automáticamente cada año. La determinación del contrato, a tiempo completo o 
a tiempo parcial según lo que requieran las necesidades de los centros, corresponderá a las 
Administraciones competentes. La remoción, en su caso, se ajustará a derecho.

Disposición adicional cuarta. Libros de texto y demás materiales curriculares.

1. En el ejercicio de la autonomía pedagógica, corresponde a los órganos de coordi-
nación didáctica de los centros públicos adoptar los libros de texto y demás materiales que 
hayan de utilizarse en el desarrollo de las diversas enseñanzas.

2. La edición y adopción de los libros de texto y demás materiales no requerirán la 
previa autorización de la Administración educativa. En todo caso, éstos deberán adaptarse al 
rigor científico adecuado a las edades de los alumnos y al currículo aprobado por cada 
Administración educativa. Asimismo, deberán reflejar y fomentar el respeto a los princi-
pios, valores, libertades, derechos y deberes constitucionales, así como a los principios y 
valores recogidos en la presente Ley y en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, a los que ha de ajustarse toda 
la actividad educativa.

3. La supervisión de los libros de texto y otros materiales curriculares constituirá 
parte del proceso ordinario de inspección que ejerce la Administración educativa sobre la 
totalidad de elementos que integran el proceso de enseñanza y aprendizaje, que debe velar 
por el respeto a los principios y valores contenidos en la Constitución y a lo dispuesto en la 
presente Ley.

Disposición adicional quinta. Calendario escolar.

El calendario escolar, que fijarán anualmente las Administraciones educativas, com-
prenderá un mínimo de 175 días lectivos para las enseñanzas obligatorias.

Disposición adicional sexta. Bases del régimen estatutario de la función pública docente.

1. Son bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos docentes, además 
de las recogidas, con tal carácter, en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, las reguladas 
por esta Ley y la normativa que la desarrolle, para el ingreso, la movilidad entre los cuerpos 
docentes, la reordenación de los cuerpos y escalas, y la provisión de plazas mediante con-
cursos de traslados de ámbito estatal. El Gobierno desarrollará reglamentariamente dichas 
bases en aquellos aspectos básicos que sean necesarios para garantizar el marco común 
básico de la función pública docente.

2. Las Comunidades Autónomas ordenarán su función pública docente en el marco 
de sus competencias, respetando, en todo caso, las normas básicas a que se hace referencia 
en el apartado anterior.

3. Periódicamente, las Administraciones educativas convocarán concursos de trasla-
do de ámbito estatal, a efectos de proceder a la provisión de las plazas vacantes que determi-
nen en los centros docentes de enseñanza dependientes de aquéllas, así como para garantizar 
la posible concurrencia de los funcionarios de su ámbito de gestión a plazas de otras Admi-
nistraciones educativas y, en su caso, si procede, la adjudicación de aquellas que resulten del 
propio concurso. En estos concursos podrán participar todos los funcionarios públicos 
docentes, cualquiera que sea la Administración educativa de la que dependan o por la que 
hayan ingresado, siempre que reúnan los requisitos generales y los específicos que, de 
acuerdo con las respectivas plantillas o relaciones de puestos de trabajo, establezcan dichas 
convocatorias.

Estas convocatorias se harán públicas a través del Boletín Oficial del Estado y de los 
Diarios Oficiales de las Comunidades Autónomas convocantes. Incluirán un único baremo 
de méritos, entre los que se tendrán en cuenta los cursos de formación y perfeccionamiento 
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28 superados, los méritos académicos y profesionales, la antigüedad, la pertenencia a alguno de 
los cuerpos de catedráticos y la evaluación voluntaria de la función docente.

A los efectos de los concursos de traslados de ámbito estatal y del reconocimiento de la 
movilidad entre los cuerpos docentes, las actividades de formación organizadas por cuales-
quiera de las Administraciones educativas surtirán sus efectos en todo el territorio nacional.

4. Durante los cursos escolares en los que no se celebren los concursos de ámbito esta-
tal a los que se refiere esta disposición, las diferentes Administraciones educativas podrán 
organizar procedimientos de provisión referidos al ámbito territorial cuya gestión les corres-
ponda y destinados a la cobertura de sus plazas, todo ello sin perjuicio de que en cualquier 
momento puedan realizar procesos de redistribución o de recolocación de sus efectivos.

5. La provisión de plazas por funcionarios docentes en los centros superiores de ense-
ñanzas artísticas se realizará por concurso específico, de acuerdo con lo que determinen las 
Administraciones educativas.

6. Los funcionarios docentes que obtengan una plaza por concurso deberán permane-
cer en la misma un mínimo de dos años para poder participar en sucesivos concursos de 
provisión de puestos de trabajo.

Disposición adicional séptima. Ordenación de la función pública docente y funciones de 
los cuerpos docentes.

1. La función pública docente se ordena en los siguientes cuerpos:

a) El cuerpo de maestros, que desempeñará sus funciones en la educación infantil y 
primaria.

b) Los cuerpos de catedráticos de enseñanza secundaria y de profesores de enseñanza 
secundaria, que desempeñarán sus funciones en la educación secundaria obligatoria, bachi-
llerato y formación profesional.

c) El cuerpo de profesores técnicos de formación profesional, que desempeñará sus 
funciones en la formación profesional y, excepcionalmente, en las condiciones que se esta-
blezcan, en la educación secundaria obligatoria.

d) El cuerpo de profesores de música y artes escénicas, que desempeñará sus funcio-
nes en las enseñanzas elementales y profesionales de música y danza, en las enseñanzas de 
arte dramático y, en su caso, en aquellas materias de las enseñanzas superiores de música y 
danza o de la modalidad de artes del bachillerato que se determinen.

e) El cuerpo de catedráticos de música y artes escénicas, que desempeñará sus fun-
ciones en las enseñanzas superiores de música y danza y en las de arte dramático.

f) Los cuerpos de catedráticos de artes plásticas y diseño y de profesores de artes 
plásticas y diseño, que desempeñarán sus funciones en las enseñanzas de artes plásticas y 
diseño, en las enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales y en las ense-
ñanzas de la modalidad de artes del bachillerato que se determinen.

g) El cuerpo de maestros de taller de artes plásticas y diseño, que desempeñará sus 
funciones en las enseñanzas de artes plásticas y diseño y en las enseñanzas de conservación 
y restauración de bienes culturales.

h) Los cuerpos de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas y de profesores de 
escuelas oficiales de idiomas, que desempeñarán sus funciones en las enseñanzas de idio-
mas.

i) El cuerpo de inspectores de educación, que realizará las funciones recogidas en el 
artículo 151 de la presente Ley.

El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, podrá establecer las con-
diciones y los requisitos para que los funcionarios pertenecientes a alguno de los cuerpos 
docentes recogidos en el apartado anterior puedan excepcionalmente desempeñar funciones 
en una etapa o, en su caso, enseñanza distintas de las asignadas a su cuerpo con carácter 
general. Para tal desempeño se determinará la titulación, formación o experiencia que se 
consideren necesarias.
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28Los cuerpos y escalas declarados a extinguir por las normas anteriores a la Ley Orgáni-
ca 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, se regirán por lo 
establecido en aquellas disposiciones, siéndoles de aplicación lo señalado a efectos de 
movilidad en la disposición adicional duodécima de esta Ley.

2. Corresponde al Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, la crea-
ción o supresión de las especialidades docentes de los cuerpos a los que se refiere esta dis-
posición, a excepción de la letra i) del apartado anterior, y la asignación de áreas, materias y 
módulos que deberán impartir los funcionarios adscritos a cada una de ellas, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artícu lo 93.2 de esta Ley.

Asimismo, las Administraciones educativas podrán establecer los requisitos de forma-
ción o titulación que deben cumplir los funcionarios de los cuerpos que imparten la educa-
ción secundaria obligatoria para impartir enseñanzas de los primeros cursos de esta etapa 
correspondientes a otra especialidad, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del 
artículo 26.

No obstante, los procesos selectivos y concursos de traslados de ámbito estatal tendrán 
en cuenta únicamente las especialidades docentes.

Disposición adicional octava. Cuerpos de catedráticos.

1. Los funcionarios de los cuerpos de catedráticos de enseñanza secundaria, de músi-
ca y artes escénicas, de escuelas oficiales de idiomas y de artes plásticas y diseño realizarán 
las funciones que se les encomiendan en la presente Ley y las que reglamentariamente se 
determinen.

2. Con carácter preferente se atribuyen a los funcionarios de los cuerpos citados en el 
apartado anterior, las siguientes funciones:

a) La dirección de proyectos de innovación e investigación didáctica de la propia 
especialidad que se realicen en el centro.

b) El ejercicio de la jefatura de los departamentos de coordinación didáctica, así 
como, en su caso, del departamento de orientación.

c) La dirección de la formación en prácticas de los profesores de nuevo ingreso que 
se incorporen al departamento.

d) La coordinación de los programas de formación continua del profesorado que se 
desarrollen dentro del departamento.

e) La presidencia de los tribunales de acceso y en su caso ingreso a los respectivos 
cuerpos de catedráticos.

3. En el momento de hacerse efectiva la integración en los cuerpos de catedráticos de 
enseñanza secundaria, de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas y de catedráticos de 
artes plásticas y diseño, los funcionarios de los respectivos cuerpos con la condición de cate-
drático se incorporarán con la antigüedad que tuvieran en dicha condición y se les respetarán 
los derechos de que vinieran disfrutando en el momento de hacerse efectiva la integración, 
incluidos los derechos económicos reconocidos a los funcionarios provenientes del cuerpo de 
catedráticos numerarios de bachillerato. La integración en los distintos cuerpos de catedráticos 
se hará efectiva en los mismos puestos que tuvieran asignados en el momento de la misma.

4. La habilitación prevista en la disposición adicional primera de la Ley Orgáni-
ca 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación profesional, se extende-
rá a los funcionarios de los cuerpos de catedráticos de enseñanza secundaria en las condicio-
nes y con los requisitos establecidos en dicha Ley.

5. Los funcionarios de los correspondientes cuerpos de catedráticos de enseñanza 
secundaria, escuelas oficiales de idiomas y de artes plásticas y diseño participarán en los 
concursos de provisión de puestos conjuntamente con los funcionarios de los cuerpos de 
profesores de los niveles correspondientes, a las mismas vacantes, sin perjuicio de los méri-
tos específicos que les sean de aplicación por su pertenencia a los mencionados cuerpos de 
catedráticos.
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efectos, como mérito docente específico.

Disposición adicional novena. Requisitos para el ingreso en los cuerpos de funcionarios 
docentes.

1. Para el ingreso en el cuerpo de maestros serán requisitos indispensables estar en 
posesión del título de Maestro o el título de Grado correspondiente y superar el correspon-
diente proceso selectivo.

2. Para el ingreso en el cuerpo de profesores de enseñanza secundaria será necesario 
estar en posesión del título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto, o el título de 
Grado correspondiente u otros títulos equivalentes, a efectos de docencia, además de la for-
mación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como 
superar el correspondiente proceso selectivo.

3. Para el ingreso en el cuerpo de profesores técnicos de formación profesional será 
necesario estar en posesión de la titulación de Diplomado, Arquitecto Técnico, Ingeniero 
Técnico o el título de Grado correspondiente u otros títulos equivalentes, a efectos de docen-
cia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de 
esta Ley, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

4. Para el ingreso a los cuerpos de profesores de música y artes escénicas y de cate-
dráticos de música y artes escénicas será necesario estar en posesión del título de Doctor, 
Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o título de Grado correspondiente, u otro título equivalen-
te a efectos de docencia, además de, en el caso del cuerpo de profesores de música y artes 
escénicas, excepto en las especialidades propias de Arte Dramático, la formación pedagógi-
ca y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como superar el correspon-
diente proceso selectivo. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, 
establecerá las condiciones para permitir el ingreso en el cuerpo de catedráticos de música y 
artes escénicas, mediante concurso de méritos, a personalidades de reconocido prestigio en 
sus respectivos campos profesionales.

5. Para el ingreso en el cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño, será necesa-
rio estar en posesión del título de Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o el título de 
Grado correspondiente u otros títulos equivalentes, a efectos de docencia, además de la for-
mación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como 
superar el correspondiente proceso selectivo.

6. Para el ingreso en el cuerpo de maestros de taller de artes plásticas y diseño será 
necesario estar en posesión de la titulación de Diplomado, Arquitecto Técnico, Ingeniero 
Técnico o el título de Grado correspondiente u otros títulos equivalentes, a efectos de docen-
cia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de 
esta Ley, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

7. Para el ingreso en el cuerpo de profesores de escuelas oficiales de idiomas será 
necesario estar en posesión del título de Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o el título 
de Grado correspondiente u otros títulos equivalentes, a efectos de docencia, además de la 
formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como 
superar el correspondiente proceso selectivo.

8. Para el ingreso en el cuerpo de profesores de enseñanza secundaria en el caso de 
materias o áreas de especial relevancia para la formación profesional, para el ingreso en el 
cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño en el caso de materias de especial relevancia 
para la formación específica artístico-plástica y diseño, así como para el ingreso en los cuer-
pos de profesores técnicos de formación profesional y de maestros de taller en el caso de 
determinadas áreas o materias, el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas 
podrá determinar, a efectos de docencia, la equivalencia de otras titulaciones distintas a las 
exigidas en esta disposición adicional. En el caso de que el ingreso sea a los cuerpos de 
profesores técnicos de formación profesional y al de maestros de taller, podrá exigirse, ade-
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28más una experiencia profesional en un campo laboral relacionado con la materia o área a las 
que se aspire.

Disposición adicional décima. Requisitos para el acceso a los cuerpos de catedráticos e 
inspectores.

1. Para acceder al cuerpo de catedráticos de enseñanza secundaria, será necesario 
pertenecer al cuerpo de profesores de enseñanza secundaria y estar en posesión del título de 
Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o Grado correspondiente o titulación equivalente 
a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

2. Para acceder al cuerpo de catedráticos de artes plásticas y diseño será necesario 
pertenecer al cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño y estar en posesión del título 
de Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o Grado correspondiente o titulación equiva-
lente, a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

3. Para acceder al cuerpo de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas, será nece-
sario pertenecer al cuerpo de profesores de escuelas oficiales de idiomas y estar en posesión 
del título de Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o Grado correspondiente o titulación 
equivalente, a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

4. Sin perjuicio de la posibilidad de ingreso regulado en la disposición adicional 
novena, apartado 4, para acceder al cuerpo de catedráticos de música y artes escénicas, será 
necesario pertenecer al cuerpo de profesores de música y artes escénicas y estar en posesión 
del título de Doctor, Licenciado, Arquitecto, Ingeniero o Grado correspondiente o titulación 
equivalente, a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

5. Para acceder al Cuerpo de Inspectores de Educación será necesario pertenecer a 
alguno de los cuerpos que integran la función pública docente con al menos una experiencia 
de cinco años en los mismos y estar en posesión del título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, 
Arquitecto o título equivalente y superar el correspondiente proceso selectivo, así como, en 
su caso, acreditar el conocimiento de la lengua cooficial de la Comunidad Autónoma de 
destino, de acuerdo con su normativa.

Disposición adicional undécima. Equivalencia de titulaciones del profesorado.

1. El título de Profesor de Educación General Básica se considera equivalente, a 
todos los efectos, al título de Maestro al que se refiere la presente Ley. El título de Maestro 
de enseñanza primaria mantendrá los efectos que le otorga la legislación vigente.

2. Las referencias establecidas en esta Ley en relación con las distintas titulaciones 
universitarias, lo son sin perjuicio de las normas que por el Gobierno se dicten para el esta-
blecimiento, reforma o adaptación de las modalidades cíclicas de cada enseñanza y de los 
títulos correspondientes, en virtud de la autorización otorgada al mismo por el artículo 88.2 
de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, con el fin de cumplir las 
líneas generales que emanen del Espacio Europeo de enseñanza superior.

Disposición adicional duodécima. Ingreso y promoción interna.

1. El sistema de ingreso en la función pública docente será el de concurso-oposición 
convocado por las respectivas Administraciones educativas. En la fase de concurso se valo-
rarán, entre otros méritos, la formación académica y la experiencia docente previa. En la 
fase de oposición se tendrán en cuenta la posesión de los conocimientos específicos de la 
especialidad docente a la que se opta, la aptitud pedagógica y el dominio de las técnicas 
necesarias para el ejercicio docente. Las pruebas se convocarán, según corresponda, de 
acuerdo con las especialidades docentes. Para la selección de los aspirantes se tendrá en 
cuenta la valoración de ambas fases del concurso-oposición, sin perjuicio de la superación 
de las pruebas correspondientes. El número de seleccionados no podrá superar el número de 
plazas convocadas. Asimismo, existirá una fase de prácticas, que podrá incluir cursos de 
formación, y constituirá parte del proceso selectivo.
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28 2. Los funcionarios docentes de los cuerpos de profesores de enseñanza secundaria, 
de profesores de escuelas oficiales de idiomas, de profesores de música y artes escénicas y 
de profesores de artes plásticas y diseño que quieran acceder a los cuerpos de catedráticos 
de enseñanza secundaria, de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas, de catedráticos de 
música y artes escénicas y de catedráticos de artes plásticas y diseño, respectivamente, debe-
rán contar con una antigüedad mínima de ocho años en el correspondiente cuerpo como 
funcionarios de carrera.

En las convocatorias correspondientes, que no tendrán fase de prácticas, el sistema de 
acceso a los citados cuerpos será el de concurso en el que se valorarán los méritos relaciona-
dos con la actualización científica y didáctica, la participación en proyectos educativos, la 
evaluación positiva de la actividad docente y, en su caso, la trayectoria artística de los candi-
datos.

El número de funcionarios de los cuerpos de catedráticos, excepto en el cuerpo de cate-
dráticos de música y artes escénicas, no superará, en cada caso, el 30% del número total de 
funcionarios de cada cuerpo de origen.

3. Los funcionarios de los cuerpos docentes clasificados en el grupo B a que se refie-
re la vigente legislación de la función pública podrán acceder a los cuerpos de profesores de 
enseñanza secundaria y de profesores de artes plásticas y diseño. En las convocatorias 
correspondientes para estos funcionarios se valorarán preferentemente los méritos de los 
concursantes, entre los que se tendrán en cuenta el trabajo desarrollado y los cursos de for-
mación y perfeccionamiento superados, así como los méritos académicos, y la evaluación 
positiva de la actividad docente. Asimismo, se realizará una prueba consistente en la exposi-
ción de un tema de la especialidad a la que se accede, para cuya superación se atenderá tanto 
a los conocimientos sobre la materia como a los recursos didácticos y pedagógicos de los 
candidatos.

En las convocatorias de ingreso en los cuerpos de profesores de enseñanza secundaria 
y de profesores de artes plásticas y diseño se reservará un porcentaje de las plazas que se 
convoquen para el acceso de estos funcionarios docentes, que deberán estar en posesión de 
la titulación requerida para el ingreso en los correspondientes cuerpos, así como haber 
permanecido en sus cuerpos de procedencia un mínimo de seis años como funcionarios de 
carrera.

Quienes accedan por este procedimiento estarán exentos de la realización de la fase de 
prácticas y tendrán preferencia en la elección de los destinos vacantes sobre los aspirantes 
que ingresen por el turno libre de la correspondiente convocatoria.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los aspirantes seleccionados que estén 
ocupando, con carácter definitivo en el ámbito de la Administración pública convocante, 
plazas del cuerpo y especialidad a las que acceden, podrán optar, en las condiciones que se 
establezcan en las respectivas convocatorias, por permanecer en las mismas.

4. El acceso al cuerpo de Inspectores de educación se realizará mediante concurso-
oposición. Los aspirantes deberán contar con una antigüedad mínima de seis años en alguno 
de los cuerpos que integran la función pública docente y una experiencia docente de igual 
duración. Las Administraciones educativas convocarán el concurso-oposición correspon-
diente con sujeción a los siguientes criterios:

a) En la fase de concurso se valorará la trayectoria profesional de los candidatos y sus 
méritos específicos como docentes, el desempeño de cargos directivos con evaluación posi-
tiva y la pertenencia a alguno de los cuerpos de catedráticos a los que se refiere esta Ley.

b) La fase de oposición consistirá en una prueba en la que se valorarán los conoci-
mientos pedagógicos, de administración y legislación educativa de los aspirantes adecuada 
a la función inspectora que van a realizar, así como los conocimientos y técnicas específicos 
para el desempeño de la misma.

c) En las convocatorias de acceso al cuerpo de inspectores, las Administraciones edu-
cativas podrán reservar hasta un tercio de las plazas para la provisión mediante concurso de 
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28méritos destinado a los profesores que, reuniendo los requisitos generales, hayan ejercido 
con evaluación positiva, al menos durante tres mandatos, el cargo de director.

Los candidatos seleccionados mediante el concurso-oposición deberán realizar para su 
adecuada preparación un periodo de prácticas de carácter selectivo, al finalizar el cual serán 
nombrados, en su caso, funcionarios de carrera del cuerpo de Inspectores de educación.

5. Los funcionarios docentes a que se refiere esta Ley, podrán, asimismo, acceder a 
un cuerpo del mismo grupo y nivel de complemento de destino, sin limitación de antigüe-
dad, siempre que posean la titulación exigida y superen el correspondiente proceso selecti-
vo. A este efecto se tendrá en cuenta su experiencia docente y las pruebas que en su día se 
superaron, quedando exentos de la realización de la fase de prácticas. Estos funcionarios, 
cuando accedan a un cuerpo, al tiempo que otros funcionarios por el turno libre o por alguno 
de los turnos previstos en esta disposición, tendrán prioridad para la elección de destino.

6. El Gobierno y las Comunidades Autónomas fomentarán convenios con las univer-
sidades que faciliten la incorporación, a jornada total o parcial a compartir en este caso con 
su actividad docente no universitaria, a los Departamentos universitarios de los funcionarios 
de los cuerpos docentes de niveles correspondientes a las enseñanzas reguladas en esta Ley, 
en el marco de la disposición adicional vigésima séptima de la Ley Orgá nica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades.

7. La Administración del Estado y las Comunidades Autónomas impulsarán el estu-
dio y la implantación, en su caso, de medidas destinadas al desarrollo de la carrera profesio-
nal de los funcionarios docentes sin que necesariamente suponga el cambio de cuerpo.

Disposición adicional decimotercera. Desempeño de la función inspectora por funciona-
rios no pertenecientes al cuerpo de inspectores de educación.

1. Los funcionarios del cuerpo de inspectores al servicio de la Administración educa-
tiva que hubieran optado por permanecer en dicho cuerpo «a extinguir» tendrán derecho, a 
efectos de movilidad, a participar en los concursos para la provisión de puestos en la inspec-
ción de educación.

Los funcionarios del cuerpo de inspectores al servicio de la Administración educativa 
de las Comunidades Autónomas con destino definitivo, e integrados en los correspondientes 
cuerpos de acuerdo con la normativa dictada por aquéllas, tendrán derecho, a efectos de 
movilidad a participar en los concursos para la provisión de puestos de la inspección de 
educación.

2. Aquellos funcionarios de los cuerpos docentes que accedieron a la función inspec-
tora de conformidad con las disposiciones de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, y que 
no hubieran accedido al cuerpo de Inspectores de educación a la entrada en vigor de esta 
Ley, podrán continuar desempeñando la función inspectora con carácter definitivo y hasta su 
jubilación como funcionarios, de conformidad con las disposiciones por las que accedieron 
al mismo.

Disposición adicional decimocuarta. Centros autorizados para impartir la modalidad de 
ciencias de la naturaleza y de la salud y la modalidad de tecnología en bachillerato.

Los centros docentes privados de bachillerato que a la entrada en vigor de la presente 
Ley impartan la modalidad de ciencias de la naturaleza y de la salud, la modalidad de tecno-
logía, o ambas, quedarán automáticamente autorizados para impartir la modalidad de cien-
cias y tecnología, establecida en esta Ley.

Disposición adicional decimoquinta. Municipios, corporaciones o entidades locales.

1. Las Administraciones educativas podrán establecer procedimientos e instrumentos 
para favorecer y estimular la gestión conjunta con las Administraciones locales y la colabo-
ración entre centros educativos y Administraciones públicas.



– 152 –
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sulta y colaboración con sus federaciones o agrupaciones más representativas.

2. La conservación, el mantenimiento y la vigilancia de los edificios destinados a 
centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial, 
corresponderán al municipio respectivo. Dichos edificios no podrán destinarse a otros servi-
cios o finalidades sin autorización previa de la Administración educativa correspondiente.

3. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deban afectar, por necesidades 
de escolarización, edificios escolares de propiedad municipal en los que se hallen ubicados 
centros de educación infantil, de educación primaria o de educación especial, dependientes 
de las Administraciones educativas, para impartir educación secundaria o formación profe-
sional, asumirán, respecto de los mencionados centros, los gastos que los municipios vinie-
ran sufragando de acuerdo con las disposiciones vigentes, sin perjuicio de la titularidad 
demanial que puedan ostentar los municipios respectivos. Lo dispuesto no será de aplica-
ción respecto a los edificios escolares de propiedad municipal en los que se impartan, ade-
más de educación infantil y educación primaria o educación especial, el primer ciclo de 
educación secundaria obligatoria. Si la afectación fuera parcial se establecerá el correspon-
diente convenio de colaboración entre las Administraciones afectadas.

4. Los municipios cooperarán con las Administraciones educativas correspondientes 
en la obtención de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes.

5. Las Administraciones educativas podrán establecer convenios de colaboración con 
las corporaciones locales para las enseñanzas artísticas. Dichos convenios podrán contem-
plar una colaboración específica en escuelas de enseñanzas artísticas cuyos estudios no 
conduzcan a la obtención de títulos con validez académica.

6. Corresponde a las Administraciones educativas establecer el procedimiento para el 
uso de los centros docentes, que de ellas dependan, por parte de las autoridades municipales, 
fuera del horario lectivo para actividades educativas, culturales, deportivas u otras de carác-
ter social. Dicho uso quedará únicamente sujeto a las necesidades derivadas de la programa-
ción de las actividades de dichos centros.

7. Las Administraciones educativas, deportivas y municipales, colaborarán para el 
establecimiento de procedimientos que permitan el doble uso de las instalaciones deportivas 
pertenecientes a los centros docentes o a los municipios.

Disposición adicional decimosexta. Denominación de las etapas educativas.

Las referencias, contenidas en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del 
Derecho a la Educación, a los niveles educativos se entienden sustituidas por las denomina-
ciones que, para los distintos niveles y etapas educativas y para los respectivos centros, se 
establecen en esta Ley.

Disposición adicional decimoséptima. Claustro de profesores de los centros privados 
concertados.

El claustro de profesores de los centros privados concertados tendrá funciones análogas 
a las previstas en el artículo 129 de esta Ley.

Disposición adicional decimoctava. Procedimiento de consulta a las Comunidades Autó-
nomas.

La referencia en el articulado de esta Ley a las consultas previas a las Comunidades 
Autónomas se entienden realizadas en el seno de la Conferencia Sectorial.

Disposición adicional decimonovena. Alumnado extranjero.

Lo establecido en esta Ley en relación con la escolarización, obtención de títulos y 
acceso al sistema general de becas y ayudas al estudio será aplicable al alumnado extranjero 
en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
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nica 8/2000, de 22 de diciembre, y en la normativa que las desarrolla.

Disposición adicional vigésima. Atención a las víctimas del terrorismo.

Las Administraciones educativas facilitarán que los centros educativos puedan prestar 
especial atención a los alumnos víctimas del terrorismo para que éstos reciban la ayuda 
necesaria para realizar adecuadamente sus estudios.

Disposición adicional vigésimo primera. Cambios de centro derivados de actos de violen-
cia.

Las Administraciones educativas asegurarán la escolarización inmediata de las alumnas 
o alumnos que se vean afectados por cambios de centro derivados de actos de violencia de 
género o acoso escolar. Igualmente, facilitarán que los centros educativos presten especial 
atención a dichos alumnos.

Disposición adicional vigésimo segunda. Transformación de enseñanzas.

En el supuesto de que en el proceso de ordenación de la enseñanza universitaria se 
definieran en el futuro títulos que correspondan a estudios regulados en la presente Ley, el 
Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, podrá establecer el oportuno 
proceso de transformación de tales estudios.

Disposición adicional vigésimo tercera. Datos personales de los alumnos.

1. Los centros docentes podrán recabar los datos personales de su alumnado que sean 
necesarios para el ejercicio de su función educativa. Dichos datos podrán hacer referencia al 
origen y ambiente familiar y social, a características o condiciones personales, al desarrollo 
y resultados de su escolarización, así como a aquellas otras circunstancias cuyo conocimien-
to sea necesario para la educación y orientación de los alumnos.

2. Los padres o tutores y los propios alumnos deberán colaborar en la obtención de la 
información a la que hace referencia este artículo. La incorporación de un alumno a un cen-
tro docente supondrá el consentimiento para el tratamiento de sus datos y, en su caso, la 
cesión de datos procedentes del centro en el que hubiera estado escolarizado con anteriori-
dad, en los términos establecidos en la legislación sobre protección de datos. En todo caso, 
la información a la que se refiere este apartado será la estrictamente necesaria para la fun-
ción docente y orientadora, no pudiendo tratarse con fines diferentes del educativo sin con-
sentimiento expreso.

3. En el tratamiento de los datos del alumnado se aplicarán normas técnicas y organi-
zativas que garanticen su seguridad y confidencialidad. El profesorado y el resto del perso-
nal que, en el ejercicio de sus funciones, acceda a datos personales y familiares o que afec-
ten al honor e intimidad de los menores o sus familias quedará sujeto al deber de sigilo.

4. La cesión de los datos, incluidos los de carácter reservado, necesarios para el siste-
ma educativo, se realizará preferentemente por vía telemática y estará sujeta a la legislación 
en materia de protección de datos de carácter personal, y las condiciones mínimas serán 
acordadas por el Gobierno con las Comunidades Autónomas en el seno de la Conferencia 
Sectorial de Educación.

Disposición adicional vigésimo cuarta. Incorporación de créditos en los Presupuestos 
Generales del Estado para la gratuidad del segundo ciclo de educación infantil.

Los Presupuestos Generales del Estado correspondientes al ámbito temporal de aplica-
ción de la presente Ley incorporarán progresivamente los créditos necesarios para hacer 
efectiva la gratuidad del segundo ciclo de la educación infantil a la que se refiere el artícu-
lo 15.2.
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mujeres.

Con el fin de favorecer la igualdad de derechos y oportunidades y fomentar la igualdad 
efectiva entre hombres y mujeres, los centros que desarrollen el principio de coeducación en 
todas las etapas educativas, serán objeto de atención preferente y prioritaria en la aplicación 
de las previsiones recogidas en la presente Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en los conve-
nios internacionales suscritos por España.

Disposición adicional vigésimo sexta. Denominación específica para el Consejo Escolar 
de los centros educativos.

Las Administraciones educativas podrán establecer una denominación específica para 
referirse al Consejo Escolar de los centros educativos.

Disposición adicional vigésimo séptima. Revisión de los módulos de conciertos.

1. Durante el periodo al que se refiere la disposición adicional primera de la presente 
Ley, y en cumplimiento del Acuerdo suscrito entre el Ministerio de Educación y Ciencia y 
las organizaciones sindicales representativas del profesorado de los centros privados concer-
tados, todas las partidas de los módulos del concierto se revisarán anualmente en un porcen-
taje equivalente al de las retribuciones de los funcionarios públicos dependientes de las 
Administraciones del Estado.

2. Las Administraciones educativas posibilitarán, para el ejercicio de la función 
directiva en los centros privados concertados, unas compensaciones económicas, análo-
gas a las previstas para los cargos directivos de los centros públicos, de las mismas carac-
terísticas.

Disposición adicional vigésimo octava. Convenios con centros que impartan ciclos de 
formación profesional.

Las Administraciones educativas podrán establecer convenios educativos con los cen-
tros que impartan ciclos formativos de formación profesional que complementen la oferta 
educativa de los centros públicos de acuerdo con la programación general de la enseñanza.

Disposición adicional vigésimo novena. Fijación del importe de los módulos.

1. Durante el periodo al que se refiere la disposición adicional primera de la presente 
Ley, se procederá a la fijación de los importes de los módulos económicos establecidos, de 
acuerdo con el artículo 117, en función de la implantación de las enseñanzas que ordena la 
presente Ley.

2. En el seno de la Conferencia Sectorial se constituirá una comisión, en la que parti-
ciparán las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en el ámbito de la 
enseñanza privada concertada, para el estudio de la cuantía de los módulos de concierto que 
valore el coste total de la impartición de las enseñanzas en condiciones de gratuidad.

Disposición adicional trigésima. Integración de centros en la red de centros de titularidad 
pública.

Las Comunidades Autónomas podrán integrar en la respectiva red de centros docentes 
públicos, de acuerdo con la forma y el procedimiento que se establezca mediante Ley de sus 
Parlamentos, los centros de titularidad de las Administraciones locales que cumplan los 
requisitos establecidos en la Ley, atiendan poblaciones escolares de condiciones socioeco-
nómicas desfavorables o que desempeñen una reconocida labor en la atención a las necesi-
dades de escolarización, siempre que las Administraciones locales manifiesten su voluntad 
de integrarlos en dicha red.
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1. El título de Graduado Escolar de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Edu-
cación y Financiamiento de la Reforma Educativa y el título de Graduado en Educación 
Secundaria de la Ley Orgánica 3/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema 
Educativo, tendrán los mismos efectos profesionales que el título de Graduado en Educa-
ción Secundaria Obligatoria establecido en la presente Ley.

2. Los títulos de Bachiller de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y 
Financiamiento de la Reforma Educativa y de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, tendrán los mismos efectos profesionales que el 
nuevo título de Bachiller establecido en la presente Ley.

3. El título de Técnico Auxiliar de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educa-
ción y Financiamiento de la Reforma Educativa tendrá los mismos efectos académicos que 
el título de Graduado en Educación Secundaria y los mismos efectos profesionales que el 
título de Técnico de la correspondiente profesión.

4. El título de Técnico Especialista de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de 
Educación y Financiamiento de la Reforma Educativa tendrá los mismos efectos académi-
cos y profesionales que el nuevo título de Técnico Superior en la correspondiente especiali-
dad.

Disposición adicional trigésimo segunda. Nuevas titulaciones de formación profesional.

En el periodo de aplicación de esta Ley el Gobierno, según lo dispuesto en el aparta-
do 6 del artículo 39 de la misma, procederá a establecer las enseñanzas de formación profe-
sional de grado medio y grado superior relacionadas con las artes escénicas.

Disposición transitoria primera. Maestros adscritos a los cursos primero y segundo de la 
educación secundaria obligatoria.

1. Los funcionarios del cuerpo de maestros adscritos con carácter definitivo, en apli-
cación de la disposición transitoria cuarta de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, a puestos de los dos primeros cursos de la edu-
cación secundaria obligatoria, podrán continuar en dichos puestos indefinidamente, así 
como ejercer su movilidad en relación con las vacantes que a tal fin determine cada Admi-
nistración educativa. En el supuesto de que accedieran al cuerpo de profesores de enseñanza 
secundaria conforme a lo previsto en la disposición adicional duodécima de esta Ley, 
podrán permanecer en su mismo destino en los términos que se establezcan.

2. Los maestros que, en aplicación a la disposición transitoria octava de la Ley Orgá-
nica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, vengan 
impartiendo los dos primeros cursos de la educación secundaria obligatoria en centros 
docentes privados, podrán continuar realizando la misma función en los puestos que vie-
nen ocupando.

Disposición transitoria segunda. Jubilación voluntaria anticipada.

1. Los funcionarios de carrera de los cuerpos docentes a los que se refiere la disposi-
ción adicional séptima de la presente Ley, así como los funcionarios de los cuerpos a extin-
guir a que se refiere la disposición transitoria quinta de la Ley 31/1991, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 1992, incluidos en el ámbito de aplicación del régimen de 
clases pasivas del Estado, podrán optar a un régimen de jubilación voluntaria hasta la fecha 
en que finalice el proceso de implantación de la presente Ley establecido en la disposición 
adicional primera, siempre que reúnan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Haber permanecido en activo ininterrumpidamente en los quince años anteriores a 
la presentación de la solicitud en puestos pertenecientes a las correspondientes plantillas de 
centros docentes, o que durante una parte de ese periodo hayan permanecido en la situación 
de servicios especiales o hayan ocupado un puesto de trabajo que dependa funcional u orgá-
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28 nicamente de las Administraciones educativas, o bien les haya sido concedida excedencia 
por alguno de los supuestos contemplados en el artículo 29, apartado 4 de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, modificado por la 
Ley 39/1999, de 5 de noviembre, y por la Ley 51/2003, de 2 de diciembre.

b) Tener cumplidos sesenta años de edad.
c) Tener acreditados quince años de servicios efectivos al Estado.

Los requisitos de edad y periodo de carencia exigidos en las letras b) y c) anteriores, 
deberán haberse cumplido en la fecha del hecho causante de la pensión de jubilación, que 
será a este efecto el 31 de agosto del año en que se solicite. A tal fin deberá formularse la 
solicitud, ante el órgano de jubilación correspondiente, dentro de los dos primeros meses del 
año en que se pretenda acceder a la jubilación voluntaria.

Igualmente, podrán optar a dicho régimen de jubilación los funcionarios de los cuerpos 
de inspectores de educación, de inspectores al servicio de la Administración educativa y de 
directores escolares de enseñanza primaria, así como los funcionarios docentes adscritos a 
la función inspectora a que se refiere la disposición adicional decimoquinta de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública modificada 
por la Ley 23/1988, de 28 de julio, siempre que en todos los casos reúnan los requisitos 
anteriores, salvo en lo que se refiere a la adscripción a puestos pertenecientes a las plantillas 
de los centros docentes.

2. La cuantía de la pensión de jubilación será la que resulte de aplicar, a los haberes 
reguladores que en cada caso procedan, el porcentaje de cálculo correspondiente a la suma 
de los años de servicios efectivos prestados al Estado que, de acuerdo con la legislación de 
Clases Pasivas, tenga acreditados el funcionario al momento de la jubilación voluntaria y del 
período de tiempo que le falte hasta el cumplimiento de la edad de sesenta y cinco años.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en cada 
momento, en materia de límite máximo de percepción de pensiones públicas.

3. Dado el carácter voluntario de la jubilación regulada en esta disposición transito-
ria, no será de aplicación a la misma lo establecido en la disposición transitoria primera del 
vigente texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado.

4. Los funcionarios que se jubilen voluntariamente de acuerdo con lo dispuesto en la 
presente norma, que tengan acreditados en el momento de la jubilación al menos 28 años de 
servicios efectivos al Estado, podrán percibir, por una sola vez, conjuntamente con su última 
mensualidad de activo, una gratificación extraordinaria en el importe y condiciones que 
establezca el Gobierno a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, por iniciativa del 
Ministro de Educación y Ciencia, atendiendo a la edad del funcionario, a los años de servi-
cios prestados y a las retribuciones complementarias establecidas con carácter general para 
el cuerpo de pertenencia. La cuantía de la gratificación extraordinaria no podrá, en ningún 
caso, ser superior a un importe equivalente a 25 mensualidades del Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples.

5. Los funcionarios de carrera de los cuerpos docentes a que se refiere esta norma, 
acogidos a regímenes de Seguridad Social o de previsión distintos del de Clases Pasivas, 
siempre que acrediten todos los requisitos establecidos en el apartado 1, podrán optar al 
momento de la solicitud de la jubilación voluntaria por incorporarse al Régimen de Clases 
Pasivas del Estado, a efectos del derecho a los beneficios contemplados en la presente dis-
posición, así como a su integración en el Régimen Especial de Funcionarios Civiles del 
Estado.

La Comisión prevista en la disposición adicional sexta del Real Decreto 691/1991, 
de 12 de abril, sobre cómputo recíproco de cuotas entre regímenes de Seguridad Social, 
determinará la compensación económica que deba realizar la Seguridad Social respecto del 
personal de cuerpos docentes que opte por su incorporación al Régimen de Clases Pasivas 
del Estado, en función de los años cotizados a los demás regímenes de la Seguridad Social.

6. Los funcionarios de carrera de los cuerpos docentes a los que se refiere el aparta-
do 1 de esta disposición, acogidos a regímenes de Seguridad Social o de previsión distintos 
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28del de Clases Pasivas, que no ejerciten la opción establecida en el apartado anterior, podrán 
igualmente percibir las gratificaciones extraordinarias que se establezcan, de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 4 de esta disposición transitoria, siempre que causen baja definitiva 
en su prestación de servicios al Estado por jubilación voluntaria o por renuncia a su condi-
ción de funcionario, y reúnan los requisitos exigidos en los números 1 y 4 de la misma, 
excepto el de pertenencia al Régimen de Clases Pasivas del Estado. En este supuesto, la 
cuantía de la gratificación extraordinaria no podrá, en ningún caso, ser superior a un impor-
te equivalente a 50 mensualidades del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples.

La jubilación o renuncia de los funcionarios a que se refiere el párrafo anterior no 
implicará modificación alguna en las normas que les sean de aplicación, a efectos de presta-
ciones, conforme al régimen en el que estén comprendidos.

7. Se faculta a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del 
Ministerio de Economía y Hacienda para dictar las instrucciones que, en relación con las 
pensiones de clases pasivas, pudieran ser necesarias a fin de ejecutar lo dispuesto en la pre-
sente norma y en las que se dicten en su desarrollo.

8. Antes de la finalización, del periodo de implantación de la presente Ley, estableci-
do en la disposición adicional primera, el Gobierno, previa consulta a las Comunidades 
Autónomas, procederá a la revisión del tiempo referido al régimen de jubilación voluntaria 
así como de los requisitos exigidos.

Disposición transitoria tercera. Movilidad de los funcionarios de los cuerpos docentes.

En tanto no sean desarrolladas las previsiones contenidas en esta Ley que afecten a la 
movilidad mediante concurso de traslados de los funcionarios de los cuerpos docentes en 
ella contemplados, la movilidad se ajustará a la normativa vigente a la entrada en vigor de la 
presente Ley.

Disposición transitoria cuarta. Profesores técnicos de formación profesional en bachille-
rato.

Los profesores técnicos de formación profesional que a la entrada en vigor de esta Ley 
estén impartiendo docencia en bachillerato podrán continuar de forma indefinida en dicha 
situación.

Disposición transitoria quinta. Personal laboral fijo de centros dependientes de Adminis-
traciones no autonómicas.

1. Cuando se hayan incorporado, con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Ley, o se incorporen durante los tres primeros años de su aplicación, centros previamente 
dependientes de cualquier Administración Pública a las redes de centros docentes depen-
dientes de las Administraciones educativas, el personal laboral que fuera fijo en el momento 
de la integración y realice funciones docentes en dichos centros, podrá acceder a los cuerpos 
docentes regulados en esta Ley, previa superación de las correspondientes pruebas selectivas 
convocadas a tal efecto por los respectivos Gobiernos de las Comunidades Autónomas. 
Dichas pruebas deberán garantizar, en todo caso, los principios constitucionales de igual-
dad, mérito y capacidad, en la forma que determinen los Parlamentos autonómicos, debien-
do respetarse, en todo caso, lo establecido en la normativa básica del Estado.

2. Los procedimientos de ingreso a que hace referencia esta disposición sólo serán de 
aplicación en el plazo de tres años.

Disposición transitoria sexta. Duración del mandato de los órganos de gobierno.

1. La duración del mandato del director y demás miembros del equipo directivo de 
los centros públicos nombrados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley 
será la establecida en la normativa vigente en el momento de su nombramiento.
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28 2. Las Administraciones educativas podrán prorrogar, por un periodo máximo de un 
año, el mandato de los directores y demás miembros del equipo directivo de los centros públi-
cos cuya finalización se produzca en el curso escolar de entrada en vigor de la presente Ley.

3. El Consejo Escolar de los centros docentes públicos y privados concertados cons-
tituido con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley continuará su mandato hasta 
la finalización del mismo con las atribuciones establecidas en esta Ley.

Disposición transitoria séptima. Ejercicio de la dirección en los centros docentes públi-
cos.

Los profesores que estando acreditados para el ejercicio de la dirección de los centros 
docentes públicos no hubieran ejercido, o la hayan ejercido por un periodo inferior al seña-
lado en el artículo 136.1 de esta Ley, estarán exentos de la parte de la formación inicial que 
determinen las Comunidades Autónomas.

Disposición transitoria octava. Formación pedagógica y didáctica.

Los títulos Profesionales de Especialización Didáctica y el Certificado de Cualificación 
Pedagógica que a la entrada en vigor de esta Ley hubieran organizado las universidades al 
amparo de lo establecido en la Ley Orgá nica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación Gene-
ral del Sistema Educativo, el Certificado de Aptitud Pedagógica y otras certificaciones que 
el Gobierno pueda establecer serán equivalentes a la formación establecida en el artícu-
lo 100.2 de esta Ley, hasta tanto se regule para cada enseñanza. Estarán exceptuados de la 
exigencia de este título los maestros y los licenciados en pedagogía y psicopedagogía y 
quienes estén en posesión de licenciatura o titulación equivalente que incluya formación 
pedagógica y didáctica.

Disposición transitoria novena. Adaptación de los centros.

Los centros que atiendan a niños menores de tres años y que a la entrada en vigor de esta 
Ley no estén autorizados como centros de educación infantil, o lo estén como centros de 
educación preescolar, dispondrán para adaptarse a los requisitos mínimos que se establezcan 
del plazo que el Gobierno determine, previa consulta a las Comunidades Autónomas.

Disposición transitoria décima. Modificación de los conciertos.

1. Los centros privados que, a la entrada en vigor de la presente Ley, tengan concertadas 
las enseñanzas postobligatorias, mantendrán el concierto para las enseñanzas equivalentes.

2. Los conciertos, convenios o subvenciones aplicables a los centros de educación 
preescolar y a los centros de educación infantil se referirán a las enseñanzas de primer ciclo 
de educación infantil y a las de segundo ciclo de educación infantil respectivamente.

3. Los conciertos, convenios o subvenciones para los programas de garantía social se 
referirán a programas de cualificación profesional inicial.

Disposición transitoria undécima. Aplicación de las normas reglamentarias.

En las materias cuya regulación remite la presente Ley a ulteriores disposiciones regla-
mentarias, y en tanto éstas no sean dictadas, serán de aplicación, en cada caso, las normas de 
este rango que lo venían siendo a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, siempre que no se 
opongan a lo dispuesto en ella.

Disposición transitoria duodécima. Acceso a las enseñanzas de idiomas a menores de 
dieciséis años.

No obstante lo dispuesto en el artículo 59.2 de esta Ley, los alumnos que a la entrada en 
vigor de esta Ley hayan completado los dos primeros cursos de la educación secundaria 
obligatoria podrán acceder a las enseñanzas de idiomas.
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En tanto el Gobierno determine las enseñanzas a las que se refiere el artículo 93.2 de la 
presente Ley, la enseñanza de la música, de la educación física y de los idiomas extranjeros 
en educación primaria será impartida por maestros con la especialización correspondiente.

Disposición transitoria decimocuarta. Cambios de titulación.

Los requisitos de titulación establecidos en la presente Ley, para la impartición de los 
distintos niveles educativos, no afectarán al profesorado que esté prestando sus servicios en 
centros docentes según lo dispuesto en la legislación aplicable en relación a las plazas que 
se encuentran ocupando.

Disposición transitoria decimoquinta. Maestros con plaza en los servicios de orientación 
o de asesoramiento psicopedagógico.

1. Las Administraciones educativas que no hubieren regularizado la situación admi-
nistrativa para el acceso al Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, especialidad de 
psicología y pedagogía, mediante el concurso-oposición, turno especial, previsto en el 
artículo 45 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social, de los funcionarios del Cuerpo de Maestros que, con titulación de licen-
ciados en Psicología o Pedagogía, han venido desempeñando plazas con carácter definitivo 
en su ámbito de gestión, obtenidas por concurso público de méritos, en los servicios de 
orientación o asesoramiento psicopedagógico, deberán convocar en el plazo máximo de tres 
meses desde la aprobación de la presente Ley un concurso-oposición, turno especial, de 
acuerdo con las características del punto siguiente.

2. El citado concurso-oposición, turno especial, constará de una fase de concurso en la 
que se valorarán, en la forma que establezcan las convocatorias, los méritos de los candida-
tos, entre los que figurarán la formación académica y la experiencia docente previa. La fase 
de oposición consistirá en una memoria sobre las funciones propias de los servicios de orien-
tación o asesoramiento psicopedagógico. Los aspirantes expondrán y defenderán ante el tri-
bunal calificador la memoria indicada, pudiendo el tribunal, al término de la exposición y 
defensa, formular al aspirante preguntas o solicitar aclaraciones sobre la memoria expuesta.

3. Quienes superen el proceso selectivo quedarán destinados en la misma plaza que 
vinieren desempeñando y, a los solos efectos de determinar su antigüedad en el cuerpo en el 
que se integran, se les reconocerá la fecha de su acceso con carácter definitivo en los equi-
pos psicopedagógicos de la Administración educativa.

Disposición transitoria decimosexta. Prioridad de conciertos en el segundo ciclo de edu-
cación infantil.

En relación con lo dispuesto en el artículo 15.2 de la presente Ley, las Administraciones 
educativas, en el régimen de conciertos a que se refiere el artículo 116 de la misma, y tenien-
do en cuenta lo previsto en el artículo 117, considerarán las solicitudes formuladas por los 
centros privados, y darán preferencia, por este orden, a las unidades que se soliciten para 
primero, segundo y tercer curso del segundo ciclo de la educación infantil.

Disposición transitoria decimoséptima. Acceso a la función pública docente.

1. El Ministerio de Educación y Ciencia propondrá a las Administraciones educati-
vas, a través de la Conferencia Sectorial de Educación, la adopción de medidas que permitan 
la reducción del porcentaje de profesores interinos en los centros educativos, de manera que 
en el plazo de cuatro años, desde la aprobación de la presente Ley, no se sobrepasen los 
límites máximos establecidos de forma general para la función pública.

2. Durante los años de implantación de la presente Ley, el acceso a la función pública 
docente se realizará mediante un procedimiento selectivo en el que, en la fase de concurso 
se valorarán la formación académica y, de forma preferente, la experiencia docente previa 
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fase de oposición, que tendrá una sola prueba, versará sobre los contenidos de la especiali-
dad que corresponda, la aptitud pedagógica y el dominio de las técnicas necesarias para el 
ejercicio de la docencia. Para la regulación de este procedimiento de concurso-oposición, se 
tendrá en cuenta lo previsto en el apartado anterior, a cuyos efectos se requerirán los infor-
mes oportunos de las Administraciones educativas.

Disposición transitoria decimoctava. Adaptación de normativa sobre conciertos.

A fin de que las Administraciones educativas puedan adaptar su normativa sobre con-
ciertos educativos a las disposiciones de la presente Ley, podrán acordar la prórroga de hasta 
dos años del periodo general de concertación educativa en curso a la entrada en vigor de la 
presente Ley.

Disposición transitoria decimonovena. Procedimiento de admisión de alumnos.

Los procedimientos de admisión de alumnos se adaptarán a lo previsto en el capítulo III 
del título II de esta Ley a partir del curso académico 2007/2008.

Disposición derogatoria única

1. Quedan derogadas las siguientes Leyes:

a) Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y Financiamiento de la Refor-
ma Educativa.

b) Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educa-
tivo.

c) Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de Participación, Evaluación y Gobier-
no de los Centros Docentes.

d) Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación.
e) Ley 24/1994, de 12 de julio, por la que se establecen normas sobre concursos de 

provisión de puestos de trabajo para funcionarios docentes.

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, regula-
dora del Derecho a la Educación.

1. El artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, queda redactado de la siguiente manera:

«1. Los padres o tutores, en relación con la educación de sus hijos o pupilos, tienen 
los siguientes derechos:

a) A que reciban una educación, con la máxima garantía de calidad, conforme con los 
fines establecidos en la Constitución, en el correspondiente Estatuto de Autonomía y en las 
leyes educativas.

b) A escoger centro docente tanto público como distinto de los creados por los pode-
res públicos.

c) A que reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones.

d) A estar informados sobre el progreso del aprendizaje e integración socio-educativa 
de sus hijos.

e) A participar en el proceso de enseñanza y aprendizaje de sus hijos.
f) A participar en la organización, funcionamiento, gobierno y evaluación del centro 

educativo, en los términos establecidos en las leyes.
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sional de sus hijos.

2. Asimismo, como primeros responsables de la educación de sus hijos o pupilos, les 
corresponde:

a) Adoptar las medidas necesarias, o solicitar la ayuda correspondiente en caso de 
dificultad, para que sus hijos o pupilos cursen las enseñanzas obligatorias y asistan regular-
mente a clase.

b) Proporcionar, en la medida de sus disponibilidades, los recursos y las condiciones 
necesarias para el progreso escolar.

c) Estimularles para que lleven a cabo las actividades de estudio que se les encomienden.
d) Participar de manera activa en las actividades que se establezcan en virtud de los 

compromisos educativos que los centros establezcan con las familias, para mejorar el rendi-
miento de sus hijos.

e) Conocer, participar y apoyar la evolución de su proceso educativo, en colaboración 
con los profesores y los centros.

f) Respetar y hacer respetar las normas establecidas por el centro, la autoridad y las 
indicaciones u orientaciones educativas del profesorado.

g) Fomentar el respeto por todos los componentes de la comunidad educativa.»

2. El artículo 5.5 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, queda redactado de la siguiente manera:

«Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de asociación de 
los padres, así como la formación de federaciones y confederaciones.»

3. El artículo 6 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, queda redactado de la siguiente manera:

«1. Todos los alumnos tienen los mismos derechos y deberes, sin más distinciones 
que las derivadas de su edad y del nivel que estén cursando.

2. Todos los alumnos tienen el derecho y el deber de conocer la Constitución Españo-
la y el respectivo Estatuto de Autonomía, con el fin de formarse en los valores y principios 
reconocidos en ellos.

3. Se reconocen a los alumnos los siguientes derechos básicos:

a) A recibir una formación integral que contribuya al pleno desarrollo de su personalidad.
b) A que se respeten su identidad, integridad y dignidad personales.
c) A que su dedicación, esfuerzo y rendimiento sean valorados y reconocidos con 

objetividad.
d) A recibir orientación educativa y profesional.
e) A que se respete su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas y sus con-

vicciones morales, de acuerdo con la Constitución.
f) A la protección contra toda agresión física o moral.
g) A participar en el funcionamiento y en la vida del centro, de conformidad con lo 

dispuesto en las normas vigentes.
h) A recibir las ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y desven-

tajas de tipo personal, familiar, económico, social y cultural, especialmente en el caso de 
presentar necesidades educativas especiales, que impidan o dificulten el acceso y la perma-
nencia en el sistema educativo.

i) A la protección social, en el ámbito educativo, en los casos de infortunio familiar o 
accidente.

4. Son deberes básicos de los alumnos:

a) Estudiar y esforzarse para conseguir el máximo desarrollo según sus capacidades.
b) Participar en las actividades formativas y, especialmente, en las escolares y com-

plementarias.
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28 c) Seguir las directrices del profesorado.
d) Asistir a clase con puntualidad.
e) Participar y colaborar en la mejora de la convivencia escolar y en la consecución 

de un adecuado clima de estudio en el centro, respetando el derecho de sus compañeros a la 
educación y la autoridad y orientaciones del profesorado.

f) Respetar la libertad de conciencia, las convicciones religiosas y morales, y la digni-
dad, integridad e intimidad de todos los miembros de la comunidad educativa.

g) Respetar las normas de organización, convivencia y disciplina del centro educati-
vo, y

h) Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones del centro y materiales didácticos.»

4. Al artículo 7 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, se le añade un nuevo apartado, con la siguiente redacción:

«3. Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de asocia-
ción de los alumnos, así como la formación de federaciones y confederaciones.»

5. Al artículo 8 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, se le añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:

«A fin de estimular el ejercicio efectivo de la participación de los alumnos en los cen-
tros educativos y facilitar su derecho de reunión, los centros educativos establecerán, al 
elaborar sus normas de organización y funcionamiento, las condiciones en las que sus alum-
nos pueden ejercer este derecho. En los términos que establezcan las Administraciones 
educativas, las decisiones colectivas que adopten los alumnos, a partir del tercer curso de la 
educación secundaria obligatoria, con respecto a la asistencia a clase no tendrán la conside-
ración de faltas de conducta ni serán objeto de sanción, cuando éstas hayan sido resultado 
del ejercicio del derecho de reunión y sean comunicadas previamente a la dirección del 
centro.»

6. El artículo 25 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, tendrá la siguiente redacción:

«Dentro de las disposiciones de la presente Ley y normas que la desarrollan, los centros 
privados no concertados gozarán de autonomía para establecer su régimen interno, seleccionar 
su profesorado de acuerdo con la titulación exigida por la legislación vigente, elaborar el pro-
yecto educativo, organizar la jornada en función de las necesidades sociales y educativas de 
sus alumnos, ampliar el horario lectivo de áreas o materias, determinar el procedimiento de 
admisión de alumnos, establecer las normas de convivencia y definir su régimen económico.»

7. Al artículo 31 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, se le añade una nueva letra n) con el siguiente texto:

«n) Los Consejos Escolares de ámbito autonómico.»

8. El artículo 56.1 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, tendrá la siguiente redacción:

«1. El Consejo Escolar de los centros privados concertados estará constituido por:

El director.
Tres representantes del titular del centro.
Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radi-

cado el centro.
Cuatro representantes de los profesores.
Cuatro representantes de los padres o tutores de los alumnos, elegidos por y entre ellos.
Dos representantes de los alumnos elegidos por y entre ellos, a partir del primer curso 

de educación secundaria obligatoria.
Un representante del personal de administración y servicios.
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28Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, éste designará una persona que impul-
se medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres.

Además, en los centros específicos de educación especial y en aquéllos que tengan 
aulas especializadas, formará parte también del Consejo Escolar un representante del perso-
nal de atención educativa complementaria.

Uno de los representantes de los padres en el Consejo Escolar será designado por la 
asociación de padres más representativa en el centro.

Asimismo, los centros concertados que impartan formación profesional podrán incor-
porar a su Consejo Escolar un representante del mundo de la empresa, designado por las 
organizaciones empresariales, de acuerdo con el procedimiento que las Administraciones 
educativas establezcan.»

9. El artículo 57 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, tendrá la siguiente redacción en sus apartados c), d), f) y m):

«c) Participar en el proceso de admisión de alumnos, garantizando la sujeción a las 
normas sobre el mismo.

d) Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y velar porque se atengan a la 
normativa vigente. Cuando las medidas disciplinarias adoptadas por el director correspon-
dan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemente la convivencia del centro, el 
Consejo Escolar, a instancia de padres o tutores, podrá revisar la decisión adoptada y propo-
ner, en su caso, las medidas oportunas.

f) Aprobar y evaluar la programación general del centro que con carácter anual elabo-
rará el equipo directivo.

m) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la 
igualdad entre hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos 
de la vida personal, familiar y social.»

10. El artículo 62 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, tendrá la siguiente redacción:

«1. Son causa de incumplimiento leve del concierto por parte del titular del centro las 
siguientes:

a) Percibir cantidades por actividades escolares complementarias o extraescolares o 
por servicios escolares que no hayan sido autorizadas por la Administración educativa o por 
el Consejo Escolar del centro, de acuerdo con lo que haya sido establecido en cada caso.

b) Infringir las normas sobre participación previstas en el presente título.
c) Proceder a despidos del profesorado cuando aquéllos hayan sido declarados 

improcedentes por sentencia de la jurisdicción competente.
d) Infringir la obligación de facilitar a la Administración los datos necesarios para el 

pago delegado de los salarios.
e) Infringir el principio de voluntariedad y no discriminación de las actividades com-

plementarias, extraescolares y servicios complementarios.
f) Cualesquiera otros que se deriven de la violación de las obligaciones establecidas 

en el presente título, o en las normas reglamentarias a las que hace referencia los apartados 3 
y 4 del artículo 116 de la Ley Orgánica de Educación o de cualquier otro pacto que figure en 
el documento de concierto que el centro haya suscrito.

2. Son causas de incumplimiento grave del concierto por parte del titular del centro 
las siguientes:

a) Las causas enumeradas en el apartado anterior cuando del expediente administrativo 
instruido al efecto y, en su caso, de sentencia de la jurisdicción competente, resulte que el 
incumplimiento se produjo por ánimo de lucro, con intencionalidad evidente, con perturbación 
manifiesta en la prestación del servicio de la enseñanza o de forma reiterada o reincidente.

b) Impartir las enseñanzas objeto del concierto contraviniendo el principio de gratuidad.
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d) Separarse del procedimiento de selección y despido del profesorado establecido en 

los artículos precedentes.
e) Lesionar los derechos reconocidos en los artículos 16 y 20 de la Constitución, 

cuando así se determine por sentencia de la jurisdicción competente.
f) Incumplir los acuerdos de la Comisión de Conciliación.
g) Cualesquiera otros definidos como incumplimientos graves en el presente título o 

en las normas reglamentarias a que hacen referencia los apartados 3 y 4 del ar tículo 116 de 
la Ley Orgánica de Educación.

No obstante lo anterior, cuando del expediente administrativo instruido al efecto resulte 
que el incumplimiento se produjo sin ánimo de lucro, sin intencionalidad evidente y sin 
perturbación en la prestación de la enseñanza y que no existe reiteración ni reincidencia en 
el incumplimiento, éste será calificado de leve.

3. La reiteración de incumplimientos a los que se refieren los apartados anteriores se 
constatará por la Administración educativa competente con arreglo a los siguientes criterios:

a) Cuando se trate de la reiteración de los incumplimientos cometidos con anteriori-
dad, bastará con que esta situación se ponga de manifiesto mediante informe de la inspec-
ción educativa correspondiente.

b) Cuando se trate de un nuevo incumplimiento de tipificación distinta al cometido con 
anterioridad, será necesaria la instrucción del correspondiente expediente administrativo.

4. El incumplimiento leve del concierto dará lugar:

a) Apercibimiento por parte de la Administración educativa.
b) Si el titular no subsanase el incumplimiento leve, la administración impondrá una 

multa de entre la mitad y el total del importe de la partida «otros gastos» del módulo económi-
co de concierto educativo vigente en el periodo en que se determine la imposición de la multa. 
La Administración educativa sancionadora determinará el importe de la multa, dentro de los 
límites establecidos y podrá proceder al cobro de la misma por vía de compensación contra las 
cantidades que deba abonar al titular del centro en aplicación del concierto educativo.

5. El incumplimiento grave del concierto educativo dará lugar a la imposición de 
multa, que estará comprendida entre el total y el doble del importe de la partida «otros gas-
tos» del módulo económico de concierto educativo vigente en el periodo en el que se deter-
mine la imposición de la multa. La Administración educativa sancionadora determinará el 
importe de la multa, dentro de los límites establecidos y podrá proceder al cobro de la 
misma por vía de compensación contra las cantidades que deba abonar al titular del centro 
en aplicación del concierto educativo.

6. El incumplimiento muy grave del concierto dará lugar a la rescisión del concierto. 
En este caso, con el fin de no perjudicar a los alumnos ya escolarizados en el centro, las 
Administraciones educativas podrán imponer la rescisión progresiva del concierto.

7. El incumplimiento y la sanción muy grave prescribirán a los tres años, el grave a 
los dos años y el leve al año. El plazo de prescripción se interrumpirá con la constitución de 
la Comisión de Conciliación para la corrección del incumplimiento cometido por el centro 
concertado.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública.

Se añade una nueva letra al artículo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública, con la siguiente redacción:

«ñ) Cuando sean nombrados para desempeñar puestos en las Áreas Funcionales de la 
Alta Inspección de Educación funcionarios de los cuerpos docentes o escalas en que se 
ordena la función pública docente.»
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Todas las referencias contenidas en las disposiciones vigentes a las enseñanzas comu-
nes, se entenderán realizadas a los aspectos básicos del currículo que constituyen las ense-
ñanzas mínimas.

Disposición final cuarta. Autonomía de gestión económica de los centros docentes públi-
cos no universitarios.

Continuará en vigor, con las modificaciones derivadas de la presente Ley, la Ley 
12/1987, de 2 de julio, sobre establecimiento de la gratuidad de los estudios de bachillerato, 
formación profesional y artes aplicadas y oficios artísticos en los centros públicos y la auto-
nomía de gestión económica de los centros docentes públicos no universitarios.

Disposición final quinta. Título competencial.

La presente Ley se dicta con carácter básico al amparo de la competencia que corres-
ponde al Estado conforme al artículo 149.1.1.ª, 18.ª y 30.ª de la Constitución. Se excep-
túan del referido carácter básico los siguientes preceptos: artículos 5.5 y 5.6; 7; 8.1 y 8.3; 
9; 11.1 y 11.3; 14.6; 15.3; 18.4 y 18.5; 22.5; 26.1 y 26.2; 30.5; 35; 41.5; 42.3; 47; 58.4, 
58.5 y 58.6; 60.3 y 60.4; 66.2 y 66.4; 67.2, 67.3, 67.6, 67.7 y 67.8; 72.4 y 72.5 y 89; 90; 
100.3; 101, 102.2, 102.3 y 102.4; 103.1; 105.2; 106.2 y 106.3; 112.2, 112.3, 112.4 y 
112.5; 113.3 y 113.4; 122.2 y 122.3; 123.2, 123.3, 123.4 y 123.5; 124; 125; 130.1; 131.2 
y 131.5; 145; 146; 154; disposición adicional decimoquinta, apartados 1, 4, 5 y 7; y dispo-
sición final cuarta.

Disposición final sexta. Desarrollo de la presente Ley.

Las normas de esta Ley podrán ser desarrolladas por las Comunidades Autónomas, a 
excepción de las relativas a aquellas materias cuya regulación se encomienda por la misma 
al Gobierno o que corresponden al Estado conforme a lo establecido en la disposición adi-
cional primera, número 2, de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho 
a la Educación.

Disposición final séptima. Carácter de Ley Orgánica de la presente Ley.

Tienen rango de Ley Orgánica el capítulo I del título preliminar, los artículos 3; 4; 5.1, 
5.2; el capítulo III del título preliminar, los artículos 16; 17; 18.1, 18.2 y 18.3; 19.1; 22; 23; 
24; 25; 27; 30.1, 30.2, 30.3, 30.4 y 30.6; 38; 68; 71; 74; 78; 80; 81.3 y 81.4; 82.2; 83; 84.1, 
84.2, 84.3, 84.4, 84.5, 84.6, 84.7, 84.8 y 84.9; 85; 108; 109; 115; el capítulo IV del título IV; 
los artículos 118; 119; 126.1 y 126.2; 127; 128; 129; las disposiciones adicionales decimo-
sexta y decimoséptima; la disposición transitoria sexta, apartado tercero; la disposición 
transitoria décima; las disposiciones finales primera y séptima, y la disposición derogatoria 
única.

Disposición final octava. Entrada en vigor.

La presente Ley orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley orgánica.

Madrid, 3 de mayo de 2006.–Juan Carlos R.–El Presidente del Gobierno, José Luis 
Rodríguez Zapatero.
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LEY 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titulari-
dad estatal. («Boletín Oficial del Estado» 6-VI-2006.)

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 
Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución en su artículo 20 garantiza valores de pluralismo, veracidad y accesibi-
lidad con el fin de contribuir a la formación de una opinión pública informada y prevé la 
regulación por ley de la organización y el control parlamentario de los medios de comunica-
ción social dependientes del Estado.

La actividad de los medios de comunicación de titularidad pública ha de regirse por un 
criterio de servicio público, lo que delimita su organización y financiación, los controles a 
los que quedan sujetos, así como los contenidos de sus emisiones y las garantías del derecho 
de acceso.

El fin de la presente Ley es, por una parte, dotar a la radio y a la televisión de titularidad 
estatal de un régimen jurídico que garantice su independencia, neutralidad y objetividad y 
que establezca estructuras organizativas y un modelo de financiación que les permita cum-
plir su tarea de servicio público con eficacia, calidad y reconocimiento público. Por otra, 
refuerza la intervención del Parlamento y prevé la supervisión de su actividad por una auto-
ridad audiovisual independiente.

La Ley recoge las principales propuestas del informe elaborado por el Consejo para la 
reforma de los medios de comunicación de titularidad del Estado creado por el Real 
Decreto 744/2004, de 23 de abril. Asume la necesidad de una reforma, para elevar las exi-
gencias de neutralidad, transparencia y calidad; superar una regulación insuficiente y anti-
cuada; y establecer un mecanismo de financiación estable y sostenido para adecuarse a los 
principios comunitarios de proporcionalidad y transparencia en la gestión del servicio públi-
co de radio y televisión, evitando un proceso de financiación de déficit corrientes mediante 
el recurso al endeudamiento.

La reforma resulta inevitable en un contexto de desarrollo tecnológico, la aparición de 
nuevos operadores públicos autonómicos y privados, la difusión de estos servicios mediante 
el satélite y el cable, su coexistencia con los servicios de la Sociedad de la Información y la 
evolución hacia sistemas de transmisión digital.

La Ley desarrolla los siguientes principios básicos inspirados en las propuestas del 
informe del Consejo para la reforma de los medios de comunicación de titularidad del 
Estado.

En primer lugar, mantiene la titularidad pública de la radio y la televisión estatales.
En segundo lugar, refuerza y garantiza su independencia, mediante un estatuto y órga-

nos de control adecuados. Esta última tarea se confía a las Cortes Generales y a un organis-
mo supervisor que se configura como autoridad independiente que actúa con autonomía 
respecto de las Administraciones públicas.

En tercer lugar, confirma su carácter de servicio público, con el objetivo de conciliar la 
rentabilidad social que debe inspirar su actividad, con la necesidad de dirigirse a la más 
amplia audiencia en su programación, atendiendo asimismo a fines sociales, educativos e 
integradores.

29
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29En cuarto lugar, establece un sistema que garantice una gestión económica ordenada y 
viable, basada en una financiación mixta, con una subvención pública dentro de los límites 
marcados por las normas y los criterios de transparencia y proporcionalidad que establece la 
Unión Europea y unos ingresos derivados de su actividad comercial sujetos a principios de 
mercado. Asimismo, se establece la posibilidad de incorporar reglas adicionales sobre las 
limitaciones de emisiones publicitarias a las previstas para los operadores privados de tele-
visión, a concretar en los contratos-programa.

La Ley define la función del servicio público estatal de televisión y radio, con una pro-
gramación de calidad y el fomento de la producción española y europea, que incorpora la 
oferta de servicios conexos e interactivos. Encomienda dicha función a la Corporación 
RTVE y a sus sociedades filiales encargadas de la prestación directa del servicio público.

La Ley prevé otras garantías de independencia para los profesionales de los medios 
públicos, como el Consejo de Informativos, órgano de participación de los profesionales 
para asegurar la neutralidad y la objetividad de los contenidos informativos. Asimismo, 
establece un Consejo Asesor que encauce la participación de los grupos sociales significa-
tivos.

La Ley crea la Corporación RTVE, una sociedad mercantil estatal dotada de especial 
autonomía, sujeta en lo esencial a la legislación reguladora de las sociedades anónimas y 
cuyo capital social será íntegramente estatal. La Corporación dispone de dos sociedades 
filiales mercantiles encargadas de la prestación directa del servicio público: la Sociedad 
Mercantil Estatal Televisión Española, en el ámbito de los servicios de televisión, conexos e 
interactivos; y la Sociedad Mercantil Estatal Radio Nacional de España, en el ámbito de los 
servicios de radio, conexos e interactivos.

La organización de la Corporación se rige por la regulación societaria y las especialida-
des que recoge la presente Ley. Sus bienes y derechos serán en todo caso de dominio priva-
do o patrimoniales y su personal se regirá por relaciones laborales, comunes o especiales, 
sujetas a los derechos y deberes contenidos en el Estatuto de los Trabajadores.

Su gestión corresponde a un Consejo de Administración integrado por doce miembros 
de designación parlamentaria: cuatro por el Senado y ocho por el Congreso, de los cuales 
dos serán propuestos por las centrales sindicales más representativas a nivel estatal y con 
representación en la Corporación y en sus sociedades. Los miembros del Consejo de Admi-
nistración deberán contar con suficiente cualificación y experiencia para un desempeño 
profesional de sus responsabilidades; su mandato será de seis años, salvo en su primera 
formación, con renovaciones trienales por mitades; quedan sometidos al régimen mercantil, 
con determinadas especialidades que detalla la presente Ley; y a reglas especiales de res-
ponsabilidad, comprendida la posibilidad del cese del Consejo en caso de gestión económi-
ca gravemente perjudicial para la Corporación.

Asimismo el Congreso, de entre los consejeros designados, designará al Presidente de 
la Corporación y del Consejo de Administración, el cual desempeñará la dirección ejecutiva 
ordinaria de la misma, actuando conforme a los criterios, objetivos generales o instrucciones 
que establezca el referido Consejo.

La Ley establece los principios que deben regir la producción y programación de sus 
contenidos, comprendida la garantía del derecho de acceso de los grupos sociales y políticos 
significativos.

Para el cumplimiento de la misión de servicio público se establecen los siguientes ins-
trumentos: un mandato-marco que aprobarán las Cortes concretando los objetivos generales 
de dicha función de servicio público, con una vigencia de nueve años; un contrato-programa 
trienal, que suscribirán el Gobierno y la Corporación RTVE fijando los objetivos específicos 
a desarrollar en el ejercicio de la función de servicio público y los medios presupuestarios 
para atender dichas necesidades, previo informe de la autoridad audiovisual y una vez infor-
madas las Cortes Generales; un sistema de contabilidad analítica, que garantice la transpa-
rencia financiera y permita determinar el coste neto de las obligaciones de servicio público 
impuestas; y un control económico-financiero a cargo de la Intervención General de la 
Administración del Estado y del Tribunal de Cuentas.
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29 El contrato-programa, en particular, determinará las aportaciones anuales con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio; el modo de adaptar los objetivos 
acordados a las variaciones del entorno económico; los efectos derivados de posibles incum-
plimientos; y el control de su ejecución y de los resultados derivados de su aplicación.

Por último, para preservar la continuidad del servicio público estatal de radio y televi-
sión, la Ley establece un régimen transitorio hasta la disolución del Ente Público RTVE y la 
entrada en funcionamiento de la Corporación RTVE y de sus sociedades prestadoras del 
servicio público de radio y televisión.

TÍTULO I

Principios generales

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular el servicio público de radio y de televisión de 
titularidad del Estado y establecer el régimen jurídico de las entidades a las que se enco-
mienda la prestación de dichos servicios públicos.

Artículo 2. Servicio público de radio y televisión del Estado.

1. El servicio público de radio y televisión de titularidad del Estado es un servicio 
esencial para la comunidad y la cohesión de las sociedades democráticas que tiene por 
objeto la producción, edición y difusión de un conjunto de canales de radio y televisión 
con programaciones diversas y equilibradas para todo tipo de público, cubriendo todos los 
géneros y destinadas a satisfacer necesidades de información, cultura, educación y entre-
tenimiento de la sociedad española; difundir su identidad y diversidad culturales; impul-
sar la sociedad de la información; promover el pluralismo, la participación y los demás 
valores constitucionales, garantizando el acceso de los grupos sociales y políticos signifi-
cativos.

2. La función de servicio público comprende la producción de contenidos y la edición 
y difusión de canales generalistas y temáticos, en abierto o codificados, en el ámbito nacio-
nal e internacional, así como la oferta de servicios conexos o interactivos, orientados a los 
fines mencionados en el apartado anterior.

3. Sus servicios de difusión de radio y televisión tendrán por objetivo alcanzar una 
cobertura universal, entendiendo por tal la mayor cobertura posible dentro del territorio 
nacional.

Artículo 3. Encomienda del servicio público de radio y televisión.

1. Se atribuye a la «Corporación de Radio y Televisión Española, S. A.», Corporación 
RTVE, la gestión del servicio público de radio y televisión en los términos que se definen en 
esta Ley, para ser ejercido directamente por las sociedades filiales de la Corporación presta-
doras de los servicios de radio y televisión.

2. En el ejercicio de su función de servicio público, la Corporación RTVE deberá:

a) Promover el conocimiento y difusión de los principios constitucionales y los valo-
res cívicos.

b) Garantizar la información objetiva, veraz y plural, que se deberá ajustar plenamen-
te al criterio de independencia profesional y al pluralismo político, social e ideológico pre-
sente en nuestra sociedad, así como a la norma de distinguir y separar, de forma perceptible, 
la información de la opinión.

c) Facilitar el debate democrático y la libre expresión de opiniones.
d) Promover la participación democrática mediante el ejercicio del derecho de 

acceso.
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29e) Promover la cohesión territorial, la pluralidad y la diversidad lingüística y cultural 
de España.

f) Impulsar el intercambio de la información y el conocimiento mutuo entre los 
ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea como espacio común de convi-
vencia.

g) Editar y difundir canales radiofónicos y de televisión de cobertura internacio-
nal que coadyuven a la proyección hacia el exterior de las lenguas y culturas españolas 
y a la adecuada atención a los ciudadanos españoles residentes o desplazados en el 
extranjero.

h) Ofrecer acceso a los distintos géneros de programación y a los acontecimientos 
institucionales, sociales, culturales y deportivos, dirigidos a todos los sectores de la audien-
cia, prestando atención a aquellos temas de especial interés público.

i) Promover la difusión y conocimiento de las producciones culturales españolas, 
particularmente las audiovisuales.

j) Apoyar la integración social de las minorías y atender a grupos sociales con nece-
sidades específicas.

k) Fomentar la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre y mujer, evitan-
do toda discriminación entre ellos.

l) Promover el conocimiento de las artes, la ciencia, la historia y la cultura.
m) Difundir el conocimiento de los derechos de los consumidores y usuarios, así 

como desarrollar procedimientos que garanticen el derecho de réplica.
n) Fomentar la producción de contenidos audiovisuales europeos y en lenguas origi-

narias españolas y promover la creación digital y multimedia, como contribución al desarro-
llo de las industrias culturales españolas y europeas.

o) Velar por la conservación de los archivos históricos audiovisuales.
p) Tener por objetivo atender a la más amplia audiencia, asegurando la máxima con-

tinuidad y cobertura geográfica y social, con el compromiso de ofrecer calidad, diversidad, 
innovación y exigencia ética.

q) Promoción de los valores de la paz.
r) La promoción del conocimiento, la salvaguarda y el respeto de los valores ecológi-

cos y de protección del medio ambiente.
s) Preservar los derechos de los menores.

3. Forma parte de la función de servicio público de radio y televisión contribuir al 
desarrollo de la Sociedad de la Información. Para ello participarán en el progreso tecnoló-
gico, utilizando las diferentes tecnologías y vías de difusión, y desarrollarán nuevos servi-
cios conexos o interactivos, susceptibles de enriquecer o completar su oferta de programa-
ción, y de acercar las diferentes Administraciones Públicas a los ciudadanos. Igualmente 
se promoverán medidas que eviten cualquier forma de discriminación por causa de disca-
pacidad.

4. El conjunto de las producciones y emisiones de radio y televisión efectuadas por 
las sociedades prestadoras del servicio público de la Corporación RTVE deberán cumplir 
con las obligaciones integradas en la función de servicio público definida en la presente 
Ley.

5. La Corporación dispondrá de los medios para la integración de su servicio dentro 
de los planes de emergencia y catástrofes que se establezcan por los diferentes ámbitos terri-
toriales.

Artículo 4. Mandato-marco a la Corporación RTVE.

Las Cortes Generales aprobarán mandatos-marco a la Corporación RTVE en los que se 
concretarán los objetivos generales de la función de servicio público que tiene encomenda-
dos. Los mandatos-marco tendrán una vigencia de nueve años.

Los objetivos aprobados en el mandato-marco serán desarrollados cada tres años en los 
contratos-programa acordados por el Gobierno con la Corporación RTVE.
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29 TÍTULO II

La Corporación de Radio y Televisión Española

CAPÍTULO I

Naturaleza y régimen jurídico

Artículo 5. Naturaleza jurídica.

1. La Corporación de Radio y Televisión Española es una sociedad mercantil estatal 
con especial autonomía, prevista en el apartado 3 de la disposición adicional duodécima de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado, dotada de personalidad jurídica y plena capacidad.

2. La Corporación RTVE tendrá la forma de sociedad anónima, cuyo capital social 
será de titularidad íntegramente estatal.

3. La Corporación RTVE gozará de autonomía en su gestión y actuará con indepen-
dencia funcional respecto del Gobierno y de la Administración General del Estado.

Artículo 6. Régimen jurídico.

1. La Corporación RTVE se regirá en primer lugar por la presente Ley y sus estatutos 
sociales; en segundo lugar por la legislación audiovisual y por las normas reguladoras de las 
sociedades mercantiles estatales en lo que le sea de aplicación, y, en defecto de la anterior 
normativa, por la legislación mercantil.

2. Los estatutos sociales de la Corporación RTVE se ajustarán a lo dispuesto en esta 
Ley; en su defecto, a la legislación especial que le sea aplicable, y, a falta de normas espe-
ciales, a la legislación mercantil. Los estatutos sociales de la Corporación RTVE y sus 
modificaciones serán aprobados por su Junta general de accionistas previo acuerdo favora-
ble del Consejo de Ministros y se inscribirán en el Registro Mercantil.

3. Las funciones que se atribuyen a la Corporación RTVE, se entenderán sin perjuicio 
de las atribuidas en esta Ley al Gobierno, a las Cortes Generales, o a la autoridad audiovi-
sual y de las que en período electoral desempeñe la Administración electoral.

Artículo 7. Estructura de la Corporación RTVE.

1. La Corporación RTVE ejercerá la función de servicio público a través de las 
siguientes sociedades mercantiles:

Sociedad Mercantil Estatal Televisión Española, en el ámbito de los servicios de televi-
sión, conexos e interactivos.

Sociedad Mercantil Estatal Radio Nacional de España, en el ámbito de los servicios de 
radio, conexos e interactivos.

La Corporación RTVE será titular de la totalidad de las acciones de la Sociedad Mer-
cantil Estatal Televisión Española y de la Sociedad Mercantil Estatal Radio Nacional de 
España.

2. Asimismo, la Corporación RTVE podrá constituir o participar en el capital de toda 
clase de entidades que adopten la forma de sociedad mercantil y cuyo objeto social este 
vinculado con las actividades y funciones de aquélla, incluidas las de servicio público. La 
adquisición o pérdida de la participación mayoritaria, directa o indirecta, de la Corporación 
RTVE en el capital social de dichas sociedades requerirá la previa autorización del Consejo 
de Ministros.

3. La Corporación RTVE incluirá en su objeto social además de las actividades nece-
sarias para el ejercicio de sus funciones de servicio público, cualesquiera otras relacionadas 
con la radiodifusión, y entre ellas, las de formación e investigación audiovisual.
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29Las sociedades previstas en el apartado 1 de este artículo incluirán en sus objetos socia-
les respectivos, entre otras, las tareas de comercialización publicitaria y de sus productos o 
servicios.

4. La Corporación RTVE contará con la estructura territorial necesaria para atender la 
adecuada prestación de sus funciones de servicio público, proveer de contenidos regionali-
zados a la realidad estatal, contribuir al desarrollo de la cohesión interterritorial, atendiendo 
el hecho insular y las condiciones de regiones ultraperiféricas.

 Las desconexiones se harán en la lengua propia de las CC.AA.
5. La Corporación RTVE y sus sociedades prestadoras de servicio público no podrán 

ceder a terceros la producción y edición de los programas informativos y de aquellos que 
expresamente determine el mandado marco.

La Corporación RTVE impulsará la producción propia de su programación de forma 
que ésta abarque la mayoría de los programas difundidos en las cadenas generalistas.

6. La Corporación RTVE podrá crear fundaciones para coadyuvar a las actividades 
relacionadas con su objeto social, así como con las funciones de servicio público encomen-
dadas.

Artículo 8. Cooperación.

Para la mejor consecución de las funciones de servicio público encomendadas, la Cor-
poración RTVE podrá celebrar convenios de colaboración con otras entidades de servicio 
público de radio, de televisión y de noticias. Asimismo podrá suscribir convenios u otros 
acuerdos con las Administraciones públicas y sus organismos y con otras entidades naciona-
les o internacionales.

CAPÍTULO II

Organización de la Corporación RTVE

Artículo 9. Órganos de la Corporación.

1. La organización de la Corporación RTVE se regirá de conformidad con lo dispues-
to en la legislación mercantil para las sociedades anónimas, con las especialidades estable-
cidas en la presente Ley.

2. La administración y gobierno de la Corporación RTVE corresponderá al Consejo 
de Administración, que desarrollará sus funciones de dirección ejecutiva ordinaria a través 
de su Presidente, que presidirá la Corporación RTVE.

3. Para el mejor cumplimiento de las funciones públicas encomendadas, la Corpora-
ción RTVE constituirá un Consejo Asesor y Consejos de Informativos. Asimismo, se podrán 
crear por el Consejo de Administración otros órganos de participación o asesoramiento que 
se estimen necesarios, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en sus estatutos.

Sección I. Consejo de Administración

Artículo 10. Composición.

1. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE estará compuesto por doce 
miembros, todos ellos personas físicas con suficiente cualificación y experiencia profesio-
nal, procurando la paridad entre hombres y mujeres en su composición.

2. Los acuerdos del Consejo de Administración se adoptarán por mayoría de sus 
miembros, salvo en los supuestos en que se exija mayoría cualificada por la presente Ley o 
por los estatutos sociales.
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29 Artículo 11. Elección.

1. Los miembros del Consejo de Administración serán elegidos por las Cortes Gene-
rales, a razón de ocho por el Congreso de los Diputados y cuatro por el Senado, de entre 
personas de reconocida cualificación y experiencia profesional.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el número anterior, dos de los miembros del 
Consejo a elegir por el Congreso, lo serán a propuesta de los dos sindicatos más representa-
tivos a nivel estatal con implantación en la Corporación RTVE y sus sociedades.

3. Los candidatos propuestos, incluyendo los previstos en al apartado anterior, debe-
rán comparecer previamente en audiencia pública en el Congreso y el Senado, en la forma 
que reglamentariamente se determine, con el fin de que ambas Cámaras puedan informarse 
de su idoneidad para el cargo. Su elección requerirá una mayoría de dos tercios de la Cáma-
ra correspondiente.

4. El Congreso de los Diputados designará, de entre los doce consejeros electos, al 
que desempeñará el cargo de Presidente de la Corporación RTVE y del Consejo. Tal desig-
nación requerirá una mayoría de dos tercios de la Cámara.

5. No serán elegibles como miembros del Consejo de Administración de la Corpora-
ción RTVE, los cesados en los supuestos previstos en el artículo 13 de esta Ley.

Artículo 12. Mandato.

1. El mandato de los consejeros será de seis años contados desde su nombramiento. 
Este mandato no será renovable. Agotado el mandato, los consejeros salientes continuarán 
en sus funciones hasta el nombramiento de los nuevos.

2. Las vacantes que se produzcan deberán ser cubiertas por las Cámaras, a propuesta 
de los grupos parlamentarios o de los sindicatos más representativos, según corresponda.

3. El Consejo de Administración se renovará parcialmente por mitades, cada tres 
años, por cuotas iguales en razón del origen de su propuesta.

Artículo 13. Cese.

1. Los consejeros cesarán en su cargo por:

a) Renuncia expresa notificada fehacientemente a la Corporación RTVE.
b) Expiración del término de su mandato.
c) Separación aprobada por el Congreso de los Diputados por mayoría de dos tercios, 

a propuesta del Consejo de Administración, por causa de incapacidad permanente para el 
ejercicio del cargo, condena firme por cualquier delito doloso, incompatibilidad sobreveni-
da, o por acuerdo motivado. La formulación de la propuesta por el Consejo de Administra-
ción requerirá una mayoría de dos tercios de sus miembros y exigirá la previa instrucción de 
un expediente.

d) Decisión del Congreso de los Diputados por mayoría de dos tercios de sus miem-
bros.

2. Todos los miembros del Consejo de Administración cesarán en el caso de:

a) Que concurra causa de reducción obligatoria del capital social por pérdidas de 
conformidad con lo establecido en el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas.

b) Que como consecuencia de pérdidas quede reducido el patrimonio a una cantidad 
inferior a la mitad del capital social.

c) Que de la liquidación del presupuesto anual de la corporación RTVE se constate la 
concurrencia de las siguientes circunstancias:

i. Un empeoramiento del resultado presupuestado con una desviación igual o supe-
rior al 10 % de la compensación aprobada por la prestación del servicio público.

ii. La existencia de una desviación presupuestaria por exceso igual o superior al 10 % 
de las cifras aprobadas para el total de las dotaciones tanto del presupuesto de explotación 
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29como del presupuesto de capital, excluidos del cómputo del primero los impuestos y los 
resultados, y del segundo la variación del capital circulante.

En los supuestos de cese del Consejo de Administración previstos en este apartado, la 
Junta general de accionistas designará un administrador único que se hará cargo de la ges-
tión ordinaria de la Corporación RTVE hasta el momento de la constitución de un nuevo 
Consejo de Administración elegido por las Cortes Generales.

Artículo 14. Cualificación y experiencia profesional.

A los efectos de lo previsto en el artículo 10, se presumirá que poseen cualificación y 
experiencia profesional suficiente para el desempeño del cargo de consejero, las personas 
con formación superior o de reconocida competencia que hayan desempeñado durante un 
plazo no inferior a cinco años funciones de administración, alta dirección, control o asesora-
miento, o funciones de similar responsabilidad, en entidades públicas o privadas o de rele-
vantes méritos en el ámbito de la comunicación, experiencia profesional, docente o investi-
gadora.

Artículo 15. Estatuto personal de los miembros del Consejo de Administración.

1. Los miembros del Consejo de Administración tendrán dedicación exclusiva y esta-
rán sujetos al régimen de incompatibilidades de los altos cargos de la Administración Gene-
ral del Estado, así como al establecido en la legislación mercantil para los administradores, 
siendo en todo caso incompatibles con el mandato parlamentario.

2. Los miembros del Consejo de Administración no podrán tener intereses directos o 
indirectos en las empresas audiovisuales, discográficas, de cine, de video, de prensa, de 
publicidad, de informática, de telecomunicaciones, de servicios de la sociedad de la infor-
mación o cualquier otro tipo de entidades relacionadas con el suministro, dotación de mate-
rial o programas a la Corporación RTVE y sus filiales. En todo caso los deberes de lealtad 
establecidos en la legislación de sociedades mercantiles para los administradores se exten-
derán respecto a las anteriores empresas.

3. Los miembros del Consejo de Administración tendrán la condición de cuentadan-
tes a los efectos previstos en la legislación del Tribunal de Cuentas.

4. Los miembros del Consejo de Administración percibirán las retribuciones fijadas 
por el Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo con el procedimiento legalmente esta-
blecido para los altos cargos de entidades con independencia funcional.

5. Los miembros del Consejo de Administración ejercerán su cargo con sujeción a los 
deberes de diligente administración, fidelidad, lealtad, secreto y responsabilidad estableci-
dos en la legislación mercantil. Asimismo ajustarán su actuación a los principios de legali-
dad, objetividad y buen gobierno.

6. En el ejercicio de sus funciones los consejeros actuarán con absoluta independen-
cia, sin que puedan recibir instrucciones, directrices o cualquier clase de indicación impe-
rativa del Gobierno ni de la Administración General del Estado u otras instituciones o 
entidades.

Artículo 16. Competencias y funciones.

1. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE se constituirá en Junta 
general universal de las sociedades prestadoras del servicio público cuando fuera necesaria 
la intervención de dicho órgano en cada una de ellas y podrá ejercer todas las competencias 
que la Ley de Sociedades Anónimas atribuye a dicho órgano social. La administración de las 
sociedades prestadoras corresponderá a un administrador único designado por la Junta 
general de cada sociedad.

2. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE será el responsable del 
cumplimiento de los objetivos generales fijados a la Corporación, del cumplimiento de los 
principios de programación que se establezcan para la misma y de la buena administración 
y gobierno de la Corporación.
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interno del Consejo de Administración y las facultades que la presente Ley atribuye a su 
Presidente.

El Consejo de Administración no podrá delegar con carácter permanente ninguna de 
sus facultades.

4. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE tendrá entre sus competen-
cias las siguientes:

a) La representación y administración de la Corporación RTVE y la dirección estra-
tégica de su Grupo empresarial.

b) Nombrar y cesar al equipo directivo de primer nivel de la Corporación RTVE y 
autorizar el nombramiento del de las sociedades filiales, a propuesta del Presidente de la 
Corporación.

c) Aprobar la organización básica de la Corporación RTVE y sus modificaciones.
d) Supervisar la labor de la dirección de la Corporación RTVE y de sus sociedades 

filiales, incluyendo la labor de sus administradores únicos.
e) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos y resoluciones de la autoridad audiovisual.
f) Fijar las directrices generales de actuación de la Corporación RTVE en el cumpli-

miento de sus funciones y desarrollar los principios básicos en materia de producción, así 
como la publicidad y programación y producción en la radio y televisión estatales.

g) Aprobar las directrices básicas en materia de personal.
h) Conferir y revocar poderes.
i) Promover, en su caso, ante la Junta de accionistas el ejercicio de la acción social de 

responsabilidad contra los administradores, así como sobre su transacción y renuncia. A 
estos efectos convocará a la Junta general de accionistas para que autorice con carácter pre-
vio su ejercicio. En todo caso este acuerdo no implicará por sí solo la destitución del admi-
nistrador.

j) Aprobar el reglamento interno y demás normas de funcionamiento del propio Con-
sejo de Administración por mayoría de dos tercios y aprobar los procedimientos internos de 
funcionamiento de la Corporación RTVE y autorizar los de sus filiales.

k) Aprobar aquellos contratos, convenios, acuerdos o negocios jurídicos que el propio 
Consejo de Administración determine que han de ser de su competencia en razón de su 
cuantía o importancia. El resto de contratos, convenios, acuerdos o negocios jurídicos de la 
Corporación RTVE serán aprobados por el Presidente. A efectos de su celebración y firma 
el Consejo de Administración otorgará los apoderamientos necesarios.

l) Aprobar el informe anual sobre la gestión de la Corporación RTVE y sus filiales y 
sobre el cumplimiento de las misiones de servicio público encomendadas, suscribir el con-
trato programa con el Gobierno y las demás obligaciones de carácter económico-financiero 
asumidas por la Corporación RTVE en razón de su carácter público.

m) Formular las cuentas anuales del ejercicio y proponer la aplicación de resultados.
n) Aprobar el proyecto de los presupuestos anuales de explotación y capital de la 

Corporación RTVE y los de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma 
mayoritaria, así como formular el programa de actuación plurianual de la Corporación 
RTVE y de las sociedades antes citadas en los términos establecidos en la Ley General Pre-
supuestaria.

o) Determinar el procedimiento interno aplicable por la Corporación RTVE y sus 
sociedades prestadoras del servicio público para el ejercicio del derecho de acceso recono-
cido en el artículo 20.3 de la Constitución.

p) Aprobar cualesquiera informes que la Corporación RTVE deba elevar a las Cortes 
Generales, a la autoridad audiovisual y, en su caso, al Gobierno.

q) Aprobar la creación, composición y funciones de los órganos destinados a garanti-
zar el control interno y la independencia profesional de los servicios informativos, así como 
la participación de la sociedad civil para aquellos aspectos relacionados con la prestación 
del servicio público radiotelevisivo.
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29r) Proponer el cese de un consejero al Congreso de los Diputados en los casos previs-
tos en el artículo 13.1.c) de esta Ley.

Artículo 17. El Presidente del Consejo de Administración y de la Corporación RTVE.

1. El Consejo de Administración de la Corporación nombrará como Presidente al 
consejero designado para tal cargo por el Congreso de los Diputados de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 11.4.

Sin perjuicio de las especialidades que se establezcan, al Presidente le será aplicable el 
estatuto personal previsto en esta Ley para los consejeros. El cese del Presidente se regirá 
por lo dispuesto en el artículo 13.

2. El Presidente del Consejo de Administración asumirá la representación institucio-
nal del Consejo y de la Corporación RTVE, además de las atribuciones que le confieran la 
presente ley y los estatutos sociales.

3. El Presidente convocará las reuniones del Consejo de Administración de conformi-
dad con lo previsto en los estatutos sociales y tendrá voto dirimente en caso de empate.

Artículo 18. El Secretario del Consejo de Administración.

1. El Consejo de Administración tendrá un Secretario no consejero, licenciado en 
derecho, que actuará con voz, pero sin voto.

2. La designación y el cese del Secretario corresponderá al Consejo de Administra-
ción, así como su sustitución temporal en supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de 
conformidad con lo previsto en los estatutos sociales.

3. El Secretario tendrá las funciones que le asignen los estatutos sociales y, en todo 
caso, las de levantar acta de las reuniones del Consejo de Administración, certificar sus 
acuerdos y asesorar al Consejo en derecho.

Sección II. Funciones del Presidente de la Corporación RTVE

Artículo 19. Carácter ejecutivo de sus funciones.

El Presidente ostentará con carácter permanente las funciones de administración y 
representación que le confieren la presente ley y los estatutos sociales de la Corporación 
RTVE y actuará en ellas bajo la vigilancia del Consejo de Administración.

Artículo 20. Competencia y funciones.

1. El Presidente desempeñará la dirección ejecutiva ordinaria de la Corporación 
RTVE, que ejercerá con arreglo a los criterios, objetivos generales o instrucciones que esta-
blezca el Consejo de Administración. Asimismo ostentará la representación legal de la 
Corporación RTVE para la realización de cuantos actos sean necesarios en el desempeño de 
esa dirección ejecutiva ordinaria, pudiendo celebrar con terceros en el marco de sus atribu-
ciones cuantos actos, contratos y negocios jurídicos sean necesarios para la realización del 
objeto social y la conclusión de los objetivos generales de la Corporación.

2. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Corporación RTVE tendrá entre sus 
competencias las siguientes:

a) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo de Administración.
b) Preparar la formulación de las cuentas anuales de cada ejercicio económico de 

conformidad con la legislación mercantil.
c) Elaborar el anteproyecto de presupuesto de explotación y capital de la Corporación 

RTVE.
d) Elaborar el informe anual sobre la gestión de la Corporación RTVE y sus filiales y 

sobre el cumplimiento de las misiones de servicio público encomendadas, el contrato pro-
grama con el Estado y las demás obligaciones de carácter económico-financiero previstas en 
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razón de su carácter público.

e) Ejecutar las directrices generales de actuación de la Corporación RTVE aprobadas 
por el Consejo de Administración, así como ejecutar los principios que dicho órgano aprue-
be sobre producción, publicidad y programación en la radio y televisión estatales.

f) Aprobar y celebrar los actos, contratos y negocios jurídicos en las materias y cuan-
tías que acuerde el Consejo de Administración.

g) Proponer al Consejo de Administración la aprobación de la organización básica de 
la Corporación RTVE y de sus sociedades filiales.

h) Proponer al Consejo de Administración el nombramiento y cese de la dirección de 
primer nivel de la Corporación RTVE.

i) Dirigir y coordinar las actividades de los órganos directivos de la Corporación 
RTVE de conformidad con las directrices del Consejo.

j) Proponer al Consejo de Administración el nombramiento y cese, en Junta general, 
de administradores de las sociedades filiales.

k) La jefatura superior del personal y de los servicios de la Corporación RTVE bajo 
las directrices básicas que en esta materia establezca el Consejo de Administración.

l) Será el responsable de los ficheros automatizados de la Corporación RTVE y velará 
por el cumplimiento de la legislación de protección de los datos personales.

Artículo 21. De la delegación de otras funciones y competencias.

El Consejo de Administración podrá delegar de modo permanente en el Presidente 
cualesquiera otras funciones del Consejo de Administración, lo que requerirá la mayoría de 
dos tercios de sus componentes. Serán indelegables las competencias señaladas en los apar-
tados b), m), n), o), q) y r) del artículo 16.4.

Artículo 22. Prohibición de ser nombrado administrador único tras cese forzoso.

No podrá ser nombrado como administrador único en el caso previsto en el artícu-
lo 13.2 de esta Ley, el Presidente que deba cesar en el cargo como consecuencia de concurrir 
cualquiera de las causas de cese forzoso previstas en el mismo.

Sección III. Otros órganos

Artículo 23. El Consejo Asesor.

1. El Consejo Asesor es el órgano de participación de la sociedad en la Corporación 
RTVE.

2. El Consejo Asesor estará compuesto por un total de quince miembros, designados 
de la siguiente forma:

a) Tres consejeros por el Consejo Económico y Social.
b) Dos consejeros por el Consejo de Consumidores y Usuarios.
c) Un consejero por el Ministerio de Asuntos Exteriores.
d) Un consejero por el Consejo de la Juventud de España.
e) Un consejero por el Instituto de la Mujer.
f) Un consejero por las entidades representativas de las personas con discapacidad.
g) Un consejero por el Consejo General de la Emigración.
h) Un consejero por la Academia de las Artes y las Ciencias Televisivas.
i) Un consejero por la Academia de las Artes Cinematográficas.
j) Un consejero designado por el Consejo de Coordinación Universitaria entre exper-

tos del mundo académico en materias de Ciencias Sociales y Comunicación.
k) Un consejero designado por las entidades representativas de los anunciantes.
l) Un consejero por las entidades representativas de periodistas de ámbito estatal.
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293. Son competencias del Consejo Asesor las siguientes:

a) Asesorar al Consejo de Administración de la Corporación RTVE en las orientacio-
nes generales de la programación.

b) Informar sobre los criterios y normas que garanticen el derecho de acceso de los 
grupos sociales significativos en función de su relevancia social, representatividad y ámbito 
de actuación.

c) Informar sobre la propuesta de los contratos-programa con el Estado y de las líneas 
de programación, así como en el establecimiento de las normas de admisión de publicidad.

d) Informar a petición del Consejo de Administración sobre cualesquiera asuntos que 
se sometan a su consideración.

4. El Consejo Asesor será convocado por el Consejo de Administración, al menos 
cada tres meses, así como cuando sea preceptivo su pronunciamiento.

5. La condición de miembro del Consejo Asesor no exigirá dedicación exclusiva ni 
dará derecho a remuneración.

Artículo 24. Los Consejos de Informativos.

1. Los Consejos de Informativos son los órganos internos de participación de los 
profesionales de la información de la Corporación RTVE para velar por su independencia y 
la objetividad y veracidad de los contenidos informativos difundidos por las sociedades 
prestadoras del servicio público correspondiente.

2. Son funciones de los Consejos de Informativos:

a) Velar por la independencia de los profesionales de la información ante la dirección 
de cada sociedad.

b) Promover la independencia editorial de la Corporación RTVE, de acuerdo con lo 
previsto en la legislación general audiovisual y en esta Ley en lo referido a sus funciones de 
servicio público.

c) Informar sobre la línea editorial y la programación informativa, así como participar 
en la elaboración de los libros de estilo.

d) Informar con carácter no vinculante las propuestas de nombramiento de los direc-
tores de los servicios informativos de las sociedades de la Corporación RTVE prestadoras 
del servicio público de radio y televisión.

3. Las normas de organización y funcionamiento de los Consejos de Informativos se 
aprobarán de acuerdo con los profesionales de la información de la Corporación RTVE, por 
el Consejo de Administración.

CAPÍTULO III

Prestación del servicio público radiotelevisivo y programación

Artículo 25. Principios de producción y programación.

1. La producción y programación de la Corporación RTVE y sus sociedades deberá 
ajustarse al cumplimiento de sus funciones de servicio público.

2. El contrato-programa, de acuerdo con las líneas estratégicas del mandato marco 
establecerá los objetivos y obligaciones específicas que deben cumplir los diferentes canales 
de radio y televisión, y servicios conexos e interactivos así como sus programaciones.

3. La programación del servicio público encomendado a la Corporación RTVE debe-
rá atender especialmente a los colectivos sociales que requieran una atención específica 
hacia sus necesidades y demandas, como la infancia y la juventud. Esta tarea de servicio 
público debe extenderse a cuestiones de relevancia para la mayoría de la población o para 
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causa de discapacidad.

Artículo 26. Programación en procesos electorales.

Durante los procesos electorales será de aplicación la legislación electoral. El órgano 
de comunicación con la Administración electoral será el Consejo de Administración de la 
Corporación RTVE a través de su Presidente.

Artículo 27. Declaraciones y comunicaciones oficiales de interés público.

El Gobierno podrá hacer que se programen y difundan declaraciones o comunicaciones 
oficiales de interés público, con indicación de su origen.

Artículo 28. Pluralismo y derecho de acceso.

1. La Corporación RTVE asegurará en su programación la expresión de la pluralidad 
social, ideológica, política y cultural de la sociedad española.

2. El derecho de acceso a través de la Corporación RTVE se aplicará:

a) De manera global, mediante la participación de los grupos sociales y políticos 
significativos, como fuentes y portadores de información y opinión, en el conjunto de la 
programación de RTVE.

b) De manera directa, mediante espacios específicos en la radio y la televisión con 
formatos diversos, tiempos y horarios, fijados por el Consejo de Administración de la Cor-
poración oído el Consejo Asesor y conforme a lo establecido en la legislación general audio-
visual.

3. Las sociedades de la Corporación prestadoras del servicio público de radio y tele-
visión garantizarán la disponibilidad de los medios técnicos y humanos necesarios para la 
realización de los espacios para el ejercicio del derecho de acceso.

4. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE aprobará las directrices para 
el ejercicio del derecho de acceso, previo informe favorable de la autoridad audiovisual.

CAPÍTULO IV

Régimen económico

Artículo 29. Patrimonio.

1. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público tendrán un 
patrimonio propio. Los bienes y derechos de la Corporación RTVE y de las sociedades pres-
tadoras del servicio público serán en todo caso de dominio privado o patrimoniales.

2. La gestión, administración, explotación y disposición de los bienes y derechos que 
integran el patrimonio de la Corporación RTVE y el de las sociedades prestadoras del servi-
cio público se regirá por lo dispuesto en esta Ley sobre el mismo y, en su defecto, por el 
ordenamiento privado.

Artículo 30. Principios y régimen de contratación.

1. La Corporación RTVE, así como las sociedades en las que participe mayoritaria-
mente, directa o indirectamente, en su capital social, ajustarán su actividad contractual a los 
principios de publicidad y concurrencia, salvo que la naturaleza de la operación a realizar 
sea incompatible con esos principios.

2. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad contractual de la Corporación RTVE y la 
de las sociedades prestadoras del servicio público se regirá por el ordenamiento jurídico 
privado.
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293. Los servicios prestados, en su caso, por la Corporación RTVE a sus sociedades 
filiales prestadoras estarán remunerados de forma adecuada según criterios de mercado, 
debiendo la Corporación RTVE establecer cuentas separadas a tal efecto.

Artículo 31. Recurso al endeudamiento.

La Corporación RTVE, sus sociedades prestadoras del servicio público y cualesquiera 
otras sociedades en las que posean, directa o indirectamente, la mayoría del capital social 
sólo podrán recurrir al endeudamiento para la financiación de sus inversiones en inmoviliza-
do material e inmaterial y para atender desfases temporales de tesorería.

Los límites de tal endeudamiento quedarán fijados, para cada ejercicio, en los corres-
pondientes contratos-programa.

Artículo 32. Contrato-programa con el Estado.

1. El contrato-programa será suscrito por el Gobierno y la Corporación RTVE y 
determinará al menos los siguientes extremos:

a) Los objetivos específicos a desarrollar por la Corporación en el ejercicio de la 
función de servicio público encomendada por el Estado para un período de tres años.

b) Las aportaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado destinadas a la 
prestación del servicio público de radio y televisión.

c) Los medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a las variaciones del 
entorno económico, garantizando siempre el cumplimiento del mandato marco.

d) Los efectos que han de derivarse del incumplimiento de los compromisos acorda-
dos.

e) El control de la ejecución del contrato-programa y de los resultados derivados de 
su aplicación.

2. El contrato-programa deberá incorporar restricciones adicionales a las establecidas 
con carácter general en la Ley 25/1994, de 12 de julio, para la emisión de publicidad televi-
siva.

3. La autoridad audiovisual deberá emitir un informe al Gobierno sobre el proyecto 
de contrato-programa, en relación con todas aquellas cuestiones relativas a su ámbito de 
competencia.

4. Las Cortes Generales deberán ser informadas por el Gobierno, de forma previa a su 
aprobación, sobre el contenido del contrato-programa. Asimismo deberán ser informadas de 
su ejecución y resultados anualmente.

Artículo 33. Compensación por servicio público.

Las compensaciones por el cumplimiento de las obligaciones de servicio público se 
consignarán en los Presupuestos Generales del Estado de manera diferenciada para cada una 
de las sociedades prestadoras del servicio público. Estas compensaciones tendrán carácter 
anual y no podrán superar el coste neto del servicio público prestado en el correspondiente 
ejercicio presupuestario. A estos efectos, se considera coste neto la diferencia entre los cos-
tes totales de cada sociedad prestadora de servicio público y sus otros ingresos distintos de 
las compensaciones.

Si al cierre de un ejercicio se constata que la compensación supera el coste neto incurri-
do en tal periodo, el montante en exceso se minorará de la compensación presupuestada para 
el ejercicio siguiente a aquel en que se hubiera producido tal exceso.

Artículo 34. Presupuestos.

1. La Corporación RTVE y cada una de las sociedades participadas, directa o indirec-
tamente, de forma mayoritaria elaborará un presupuesto de explotación que detallará los 
recursos y dotaciones anuales correspondientes. Asimismo, formarán un presupuesto de 
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29 capital con el mismo detalle. Los presupuestos de explotación y de capital de la Corporación 
RTVE y cada una de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma mayo-
ritaria se integrarán en los Presupuestos Generales del Estado.

2. Los presupuestos de explotación y de capital de la Corporación RTVE y cada una 
de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma mayoritaria estarán cons-
tituidos por una previsión de la cuenta de resultados y del cuadro de financiación del corres-
pondiente ejercicio. Como anexo a dichos presupuestos se acompañará una previsión del 
balance de la entidad, así como la documentación complementaria que determine el Minis-
terio de Economía y Hacienda.

3. La Corporación RTVE y cada una de las sociedades participadas, directa o indirec-
tamente, de forma mayoritaria remitirán los estados financieros señalados en el apartado 
anterior referidos, además de al ejercicio relativo al proyecto de Presupuestos Generales del 
Estado, a la liquidación del último ejercicio cerrado y al avance de la liquidación del ejerci-
cio corriente.

4. Junto con los presupuestos de explotación y de capital, la Corporación RTVE y 
cada una de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma mayoritaria 
remitirán una memoria explicativa de su contenido, de la ejecución del ejercicio anterior y 
de la previsión de la ejecución del ejercicio corriente.

5. El presupuesto de la Corporación RTVE y de las sociedades en las que posea, 
directa o indirectamente, la mayoría del capital social, se ajustarán a lo previsto para las 
sociedades mercantiles estatales en la Ley General Presupuestaria sin perjuicio de las singu-
laridades previstas en esta Ley.

6. El régimen de variaciones presupuestarias de la Corporación RTVE y sus socieda-
des y cada una de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma mayorita-
ria filiales se ajustará a lo establecido en la Ley General Presupuestaria.

Artículo 35. Programa de actuación plurianual.

1. La Corporación RTVE y las sociedades en las que posea, directa o indirectamente, 
la mayoría del capital social formularán, asimismo, anualmente sus correspondientes pro-
gramas de actuación plurianual.

2. El programa de actuación plurianual estará integrado por los estados financieros y 
documentación exigida por la Ley General Presupuestaria y reflejará los datos económico-
financieros previstos para el ejercicio relativo al proyecto de Presupuestos Generales del 
Estado y a los dos ejercicios inmediatamente siguientes, según el contrato-programa confor-
me a las líneas estratégicas y objetivos definidos para la Corporación RTVE y cada una de 
las sociedades prestadoras del servicio público.

Artículo 36. Presupuesto consolidado.

Sin perjuicio de lo establecido anteriormente, la Corporación RTVE presentará además 
sus presupuestos de explotación y de capital y sus programas de actuación plurianual de 
forma consolidada con las sociedades en las que posea, directa o indirectamente, la mayoría 
del capital social de acuerdo con los procedimientos y trámites establecidos por la Ley 
General Presupuestaria.

Artículo 37. Contabilidad y auditoría externa.

1. Las cuentas anuales de la Corporación RTVE y las de las sociedades en las que 
participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria se regirán por los principios y nor-
mas de contabilidad recogidos en el Plan General de Contabilidad de la Empresa española, 
así como en sus adaptaciones y en las disposiciones que lo desarrollan.

2. Las cuentas anuales de la Corporación RTVE y las de las sociedades en las que 
participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria deberán de ser revisadas por audi-
tores de cuentas, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación mercantil.
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293. La Intervención General de la Administración del Estado ejercerá las funciones de 
control previstas en el Título VI de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupues-
taria, para las sociedades mercantiles estatales. En particular, llevará a cabo la revisión del 
informe anual relativo a la gestión de la Corporación RTVE y a la gestión de las sociedades 
en las que participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria, así como de los infor-
mes sobre cumplimiento de las misiones de servicio público encomendadas, el contrato 
programa con el Estado y las demás obligaciones de carácter económico-financiero asumi-
das por la Corporación RTVE en razón de su carácter público.

4. En todo caso las cuentas anuales serán formuladas por el Consejo de Administración 
y serán sometidas, junto con la propuesta de distribución de los resultados, a la aprobación de 
la Junta general de accionistas de conformidad con lo previsto en la legislación mercantil. Una 
vez aprobadas las cuentas anuales se remitirán a las Cortes Generales para su conocimiento.

5. La Corporación RTVE y sus sociedades prestadoras de servicio público deberán 
llevar un sistema de contabilidad analítica que permita presentar cuentas separadas de las 
actividades de servicio público y del resto de actividades que realicen, con objeto de deter-
minar el coste neto a que se refiere el artículo 33 de esta Ley.

CAPÍTULO V

Régimen de personal

Artículo 38. Régimen de personal.

1. El Presidente de la Corporación RTVE estará vinculado con la Corporación RTVE 
por una relación mercantil sin perjuicio de las especialidades establecidas en esta Ley.

Estará sujeto a una relación laboral especial aquel personal directivo de la Corporación 
o de las sociedades prestadoras del servicio público cuyas funciones reúnan los requisitos 
exigidos por el ordenamiento para que su contrato sea calificado como de alta dirección.

2. Los administradores únicos de las sociedades prestadoras del servicio público, así 
como el personal de alta dirección a que se refiere el apartado anterior estarán sujetos al 
mismo régimen de incompatibilidades previsto en el artículo 15 de esta Ley, para los conse-
jeros de la Corporación RTVE.

CAPÍTULO VI

Control externo

Artículo 39. Control por el Parlamento.

Las Cortes Generales ejercerán el control parlamentario sobre la actuación de la Corpo-
ración y sus sociedades, velando especialmente por el cumplimiento de las funciones de 
servicio público encomendadas.

A tal efecto, la Corporación RTVE remitirá con carácter anual a las Cortes Generales 
un informe referido a la ejecución del contrato-programa y del mandato-marco y una memo-
ria sobre el cumplimiento de la función de servicio público encomendada, referido al con-
junto de sus actividades, programaciones, servicios y emisiones.

Artículo 40. La Corporación RTVE y la autoridad audiovisual.

1. Corresponde a la autoridad audiovisual la supervisión del cumplimiento de la 
misión de servicio público de radio y televisión por parte de la Corporación RTVE, para lo 
que podrá adoptar las recomendaciones o resoluciones que prevea su regulación.

2. La autoridad audiovisual podrá requerir a la Corporación RTVE y a sus sociedades 
los datos e informes necesarios para el ejercicio de sus funciones. La información así obte-
nida será confidencial y no podrá ser utilizada para fines distintos a los propios de sus com-
petencias.
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29 Artículo 41. Del control por el Tribunal de Cuentas.

Corresponde al Tribunal de Cuentas el control externo de la Corporación RTVE y el de 
las sociedades en que participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria, en los térmi-
nos establecidos en su ley orgánica y en las demás leyes que regulan su competencia.

CAPÍTULO VII

De la fusión, escisión y disolución social

Artículo 42. Operaciones de fusión, escisión y extinción.

Las operaciones de fusión, escisión o extinción de la Corporación RTVE o de las socie-
dades prestadores del servicio público requerirán la previa autorización del Consejo de 
Ministros. Asimismo se requerirá dicha autorización previa para la disolución de las mismas 
por las causas enumeradas en los apartados 1, 3, 6 y 7 del artículo 260.1 del Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Sociedades Anónimas.

Disposición adicional primera. Modificación de la disposición adicional duodécima de la 
LOFAGE. Corporación RTVE Sociedad Mercantil Estatal para la prestación de servi-
cio público.

Se adiciona un apartado 3 a la disposición adicional duodécima de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con la 
siguiente redacción:

«3. La Corporación de Radio y Televisión Española, como sociedad anónima estatal 
dotada de especial autonomía respecto de la Administración General del Estado, se regirá en 
primer lugar por su Ley reguladora y sus estatutos sociales; en segundo lugar por su legisla-
ción sectorial y por las normas reguladoras de las sociedades mercantiles estatales en lo que 
le sean de aplicación, y, en defecto de la anterior normativa, por el ordenamiento privado.»

Disposición adicional segunda. Desafectación del dominio público y atribución del patri-
monio adscrito.

1. Quedan desafectados del domino público los bienes y derechos que a la entrada 
en vigor de esta Ley integran el patrimonio propio del Ente Público RTVE y el de las 
sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A. Tales bienes y derechos tendrán la consideración de 
patrimoniales del Ente Público RTVE o de las sociedades TVE, S. A., o RNE, S. A., 
respectivamente.

2. Mediante el Acuerdo del Consejo de Ministros que autorice la constitución de la 
Corporación RTVE, quedará desafectado y desadscrito el patrimonio titularidad de la Admi-
nistración General del Estado adscrito, en el momento de entrada en vigor de esta Ley, al 
Ente Público RTVE y a TVE, S. A., y RNE, S. A.

En dicho Acuerdo se incluirá una relación de los bienes inmuebles de titularidad de la 
Administración General del Estado que deban permanecer en su patrimonio. Los bienes y 
derechos no incluidos en esta relación quedarán incorporados, con la consideración de patri-
moniales, al patrimonio propio del Ente Público RTVE.

Disposición adicional tercera. Constitución del Consejo Asesor y de los Consejos de 
Informativos.

Los Consejos previstos en la Sección tercera del capítulo segundo del título segundo de 
la presente Ley, deberán crearse en el plazo de seis meses a contar desde la constitución del 
Consejo de Administración de la Corporación RTVE.
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29Disposición adicional cuarta. Derecho de Acceso.

Las directrices previstas en el artículo 28 de esta Ley deberán ser aprobadas por el Con-
sejo de Administración de la Corporación RTVE en el plazo de seis meses a contar desde el 
momento de constitución del Consejo de Administración.

Disposición adicional quinta. Conducta comercial.

El Consejo de Administración de la Corporación RTVE adoptará unas directrices de 
conducta comercial para ésta y para sus sociedades filiales, que serán públicas, y elevará con 
carácter anual un informe a la autoridad audiovisual sobre el cumplimiento de las mismas.

Corresponderá a la autoridad audiovisual el control externo del cumplimiento de las 
directrices de conducta comercial de la Corporación RTVE y de sus sociedades filiales.

Disposición transitoria primera. De la constitución e inicio de la actividad ordinaria de la 
Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público.

1. El Gobierno procederá a la constitución de la Corporación RTVE y autorizará la de 
las sociedades prestadoras del servicio público. El capital social inicial se determinará en 
ambos casos por acuerdo del Consejo de Ministros. Posteriormente, la Corporación RTVE y 
las sociedades prestadoras del servicio público iniciarán su actividad ordinaria prevista en 
sus respectivos objetos sociales, que tendrá lugar al día siguiente del otorgamiento de la 
escritura de aportación por el Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. 
A., de los activos y pasivos que se transfieren a la mencionada Corporación RTVE y a sus 
sociedades. En la consiguiente escritura de aumento de capital social deberán describirse las 
aportaciones no dinerarias, con sus datos registrales si existieran, la valoración en euros que 
se les atribuya, así como las acciones asignadas en pago. La aportación de los activos y 
pasivos mencionados no requerirá el informe de expertos independientes al que se refiere el 
artículo 38 de la Ley de Sociedades Anónimas. Asimismo, con ocasión de dicha aportación, 
el Gobierno podrá autorizar la realización de las aportaciones dinerarias que estime necesa-
rias al capital social de las entidades citadas, para el comienzo de su actividad ordinaria 
prevista en su objeto social.

2. Hasta tanto comience la actividad ordinaria prevista en el objeto social de la Cor-
poración RTVE y de las sociedades prestadoras del servicio público, el Ente Público RTVE 
y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., continuarán rigiéndose por lo previsto en la 
Ley 4/1980, de 10 de enero, por la que se aprueba el Estatuto de la Radio y Televisión, y sus 
normas de desarrollo.

3. El régimen fiscal especial establecido en el capítulo VIII del título VII del Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, será aplicable a la operación de aportación de los activos y 
pasivos por las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., a las nuevas entidades.

4. Todas las transmisiones patrimoniales, operaciones societarias y actos derivados, 
directa o indirectamente de la aplicación de estas disposiciones transitorias e, incluso, las 
aportaciones de fondos o ampliaciones de capital, que se ejecuten para la constitución y para 
el comienzo de la actividad de la Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servi-
cio público, estarán exentos de cualquier tributo estatal, autonómico o local, sin que proce-
da, en este último caso, la compensación a que se refiere el artículo 9.2 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de 
las Haciendas Locales. Igualmente todas las transmisiones, operaciones y actos antes men-
cionados gozarán de exención del pago de cualesquiera aranceles y honorarios profesionales 
devengados por la intervención de fedatarios públicos y de Registradores de la Propiedad y 
Mercantiles.

Disposición transitoria segunda. De la sucesión legal del Ente RTVE, las sociedades TVE, 
S. A., y RNE, S. A.

1. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público sucederán 
al Ente Público RTVE y a las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., únicamente en los bie-
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29 nes, contratos y en general derechos y obligaciones objeto de la cesión de activos y pasivos 
a la que se refiere la disposición anterior. A este fin la Corporación RTVE y las sociedades 
prestadoras del servicio público quedarán subrogadas, respectivamente, en la misma posi-
ción jurídica que ostentaban las entidades cesionarias respecto de los bienes, derechos y 
obligaciones que les sean objeto de cesión a cada una de ellas.

En el supuesto de inmuebles arrendados, y a los efectos previstos en el artículo 32 de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, las transferencias que se 
puedan realizar no se reputarán cesiones de los contratos de arrendamiento en vigor, ni los 
arrendadores tendrán derecho a ninguna clase de elevación de renta en razón de las mis-
mas.

2. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público, respecti-
vamente, se subrogarán en la misma posición jurídica que ostentaba el Ente Público RTVE 
y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., en las relaciones jurídicas, derechos y obligacio-
nes de naturaleza laboral, convencional o extraconvencional, y de Seguridad Social de los 
trabajadores que se incorporen a las nuevas entidades. Se respetarán en todo caso la catego-
ría profesional, la antigüedad y los derechos económicos adquiridos por el personal mencio-
nado, así como sus derechos sociales.

Disposición transitoria tercera. De la constitución efectiva de la Corporación RTVE y las 
sociedades prestadoras del servicio público y de su administración provisional.

1. La Corporación RTVE se constituirá mediante escritura pública que será otorgada 
en el plazo de 10 días desde que el Consejo de Ministros apruebe los estatutos sociales de la 
entidad. Dicha escritura deberá ser inscrita en el Registro Mercantil. Con la inscripción 
adquirirá la Corporación RTVE su personalidad jurídica.

2. La escritura de constitución de la Corporación RTVE designará un administrador 
provisional único que se encargue de la administración y representación de la misma hasta 
el nombramiento como consejeros de las personas designadas por las Cortes Generales 
como miembros del Consejo de Administración de conformidad con lo previsto en los 
artículos 10 y 11 de esta Ley. El administrador provisional único será nombrado por la Junta 
general de accionistas de la Corporación RTVE y cesará en su cargo el día del nombramien-
to como consejeros de las personas designadas por las Cortes Generales, en los términos 
antes expuestos.

3. Corresponderá al administrador provisional único la realización de todos los actos 
y actuaciones necesarias para el comienzo de la actividad ordinaria prevista en el objeto 
social de la Corporación RTVE, así como para la constitución de las sociedades prestadoras 
del servicio público encomendado.

Disposición transitoria cuarta. Primer mandato de los miembros del Consejo de Adminis-
tración.

No obstante lo dispuesto en el artículo 12 de esta Ley, el primer mandato de la mitad de 
los consejeros durará tres años.

En la primera sesión del Consejo de Administración se determinará por sorteo qué con-
sejeros cesarán transcurrido el plazo de tres años desde su nombramiento.

En la primera designación de los consejeros y del presidente de la Corporación RTVE, 
si transcurridos dos meses desde la primera votación en cada Cámara no se alcanzare la 
mayoría que prevén los artículos 11.3 y 11.4, el Congreso podrá designar por mayoría abso-
luta a los doce consejeros y al presidente.

Disposición transitoria quinta. De la disolución, liquidación y extinción del Ente Público 
RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A.

1. Se acuerda la disolución del Ente Público RTVE y la de las sociedades TVE, S. A., 
y RNE, S. A., que se llevará a cabo en la forma establecida en estas disposiciones transito-
rias.

2. El Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., entrarán en esta-
do de disolución-liquidación al día siguiente del otorgamiento por dichas entidades de la 
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29escritura de aportación de los activos y pasivos que se transfieran a la Corporación RTVE y 
a sus sociedades prestadoras, Sociedad Mercantil Estatal Televisión Española y Sociedad 
Mercantil Estatal Radio Nacional de España, respectivamente.

El Ente Público RTVE en liquidación deberá proceder a la conclusión ordenada de 
cuantas relaciones jurídicas estén pendientes a la fecha de entrar en estado de disolución, así 
como a la liquidación, enajenación y extinción, según proceda, de los bienes, derechos y 
obligaciones que integren el patrimonio del Ente Público.

En todo caso el Gobierno deberá proveer al Ente Público en liquidación y a sus socie-
dades de los fondos y recursos económicos necesarios para que se puedan desarrollar de 
manera ordenada el mencionado proceso de liquidación patrimonial y cumplir regularmente 
con todas las obligaciones contraídas exigibles.

3. En esa misma fecha quedará suprimido el Consejo de Administración del Ente 
Público RTVE y la Dirección General del mismo. En su lugar se constituirá un Consejo de 
Liquidación del Ente, integrado por cinco miembros que serán nombrados y cesados por la 
Sociedad Estatal de Participaciones Industriales, que asumirá la gestión, dirección y repre-
sentación del Ente Público en liquidación. Asimismo este Consejo procederá a la disolución 
y liquidación mercantil de las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., designando un liquida-
dor para cada una de ellas.

4. Durante su liquidación y hasta su total extinción el Ente Público RTVE y la de las 
sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., conservarán su personalidad jurídica.

Disposición transitoria sexta.

En el plazo de seis meses a partir de la constitución de la nueva Corporación de RTVE, 
el Consejo de Administración deberá elaborar un Reglamento del Derecho de Acceso que 
establezca las condiciones de solicitud, con respuesta obligatoria a las peticiones correspon-
dientes.

El Consejo Audiovisual informará la propuesta de este Reglamento y, una vez aproba-
do, su cumplimiento anual, actuando asimismo como instancia superior en caso de des-
acuerdo.

Disposición derogatoria única.

1. Se deroga la Ley 4/1980, de 10 de enero, por la que se aprueba el Estatuto de la 
Radio y la Televisión. No obstante dicha Ley seguirá siendo de aplicación a los efectos pre-
vistos en la Ley 46/1983, de 26 de diciembre, reguladora del Tercer Canal de Televisión, y 
en la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada.

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango 
se opongan, contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de la Presidencia, dictará las disposiciones 
necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta Ley.

Dado en Madrid, el 5 de junio de 2006.–Juan Carlos R.–El Presidente del Gobierno, 
José Luis Rodríguez Zapatero.
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LEY 21/2006, de 20 de junio, por la que se modifica la Ley 9/1987, 
de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de 
las condiciones de trabajo y participación del personal al servi-
cio de las Administraciones Públicas. («Boletín Oficial del Esta-
do» 21-VI-2006.)

JUAN CARLOS I

Rey de España

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 
ley.

PREÁMBULO

La Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las 
condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas es la primera Ley en nuestro país que, con carácter general, ha regulado esos 
supuestos y, en definitiva, ha abordado una materia que constituye parte del régimen estatu-
tario de los funcionarios públicos a que se refiere el artículo 103.3 de la Constitución.

Es precisamente el desarrollo del sindicalismo en la Función Pública uno de los casos 
más relevantes en las transformaciones operadas en el régimen jurídico de los funcionarios 
tanto en el ámbito de nuestra Administración Pública como en otros Estados de nuestro entor-
no, siendo una de las piezas clave en la democratización de las Administraciones Públicas.

Hay que decir que la Ley 9/1987, de 12 de junio, ha experimentado modificaciones 
desde su publicación. Esencialmente dichas modificaciones se han suscitado en relación a la 
negociación colectiva –a través de la Ley 7/1990, de 19 de julio,– y en relación a los órganos 
de representación –a través de la Ley 18/1994, de 30 de junio. Y que han supuesto, respecti-
vamente, avances en la profundización de los mecanismos de determinación de las condi-
ciones de trabajo y la adaptación de órganos de representación del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.

Pues bien: la experiencia de la aplicación durante dieciocho años de la Ley 9/1987, 
de 12 de junio, aconseja la introducción de algunas otras modificaciones en la misma, para 
acomodarla a escenarios ciertamente cambiantes en una materia tan dinámica como es la de 
las relaciones entre las Administraciones Públicas y el personal a su servicio.

En este sentido la Ley crea una Mesa General de Negociación de las Administraciones 
Públicas como foro de encuentro necesario de las Administraciones del Estado, de las Comu-
nidades Autónomas y de las Entidades Locales y las Organizaciones Sindicales que permita 
negociar los temas comunes que afectan al conjunto de empleados de todas las Administracio-
nes Públicas y que responda a la transformación habida en la estructura del Estado con la 
consolidación del Estado de las Autonomías. En dicha Mesa se tratarán aspectos que sean 
susceptibles de regulación estatal con carácter de norma básica y aquellos de carácter general 
que afecten, globalmente, al personal de las Administraciones Públicas. Y la representación de 
las Administraciones Públicas será unitaria y estará presidida por la Administración General 
del Estado. La representación de las Organizaciones Sindicales, de acuerdo con la Ley Orgá-
nica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, se distribuirá en función de los resultados 
obtenidos en las elecciones a órganos de representación del personal funcionario y laboral.

Asimismo, la Ley prevé la existencia de Mesas Generales de Negociación en la Adminis-
tración General del Estado, en las Comunidades Autónomas y en las Entidades Locales para la 
negociación de las condiciones de trabajo comunes para los empleados públicos, sea personal 
funcionario, estatutario o laboral. Para la presencia de Organizaciones Sindicales en dichas 
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30Mesas se tendrán en consideración, siguiendo los criterios de la Ley Orgánica 11/1985, de 
Libertad Sindical, los resultados obtenidos en los órganos de representación del personal fun-
cionario y laboral del correspondiente ámbito de representación. También estarán presentes las 
Organizaciones Sindicales que formen parte de la Mesa General de Negociación de las Admi-
nistraciones Públicas siempre que hubieren obtenido el 10 por 100 de los representantes a 
personal funcionario o laboral en el ámbito correspondiente de la Mesa de que se trate.

La Ley, por otro lado, no altera lo dispuesto por la legislación vigente en materia de 
acuerdos y pactos para el personal funcionario, ya que para la validez y eficacia de los mis-
mos será necesaria la aprobación expresa y formal por parte de las Administraciones Públi-
cas correspondientes de conformidad con lo establecido en la Ley 9/1987, de 12 de junio, y, 
en igual sentido, para el personal laboral será necesaria, siguiendo lo dispuesto en la legisla-
ción laboral, la formalización del correspondiente acuerdo en el seno de la unidad de nego-
ciación de que se trate tal y como ha venido sucediendo en los últimos años.

Por otra parte dificultades detectadas en la traslación automática de la capacidad nego-
cial de las Organizaciones Sindicales de unas Mesas a otras –en un contexto de modifica-
ción de la estructura negociadora en las Administraciones Públicas– aconseja delimitar con 
mayor claridad la legitimidad para formar parte de las Mesas sectoriales, estableciéndose 
que estarán presentes los Sindicatos más representativos y los que hayan obtenido en el 
correspondiente sector el 10 por 100 o más de los representantes en las elecciones para 
Delegados y Juntas de Personal. De esta manera las Organizaciones Sindicales acreditan su 
representación en el ámbito territorial y funcional concreto sin que pueda operar de forma 
automática la irradiación de representatividad.

Finalmente la Ley alude a la posibilidad de que, previo acuerdo con las Organizaciones 
Sindicales, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas puedan modificar o 
establecer Juntas de Personal en determinados ámbitos que sus características especiales así 
lo requieran.

El texto de esta Ley, en su fase de Anteproyecto, ha sido debatido en la Mesa General 
de Negociación de la Administración General del Estado y en el Foro del Diálogo Social en 
el ámbito de las Administraciones Públicas.

Por otra parte la Ley realiza las modificaciones normativas necesarias en la Ley 
30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, encaminadas a 
favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

Todo ello ha determinado la procedencia y oportunidad de aprobar la siguiente Ley.

Artículo único. Modificación de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representa-
ción, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al ser-
vicio de las Administraciones Públicas.

La Ley 9/1987, de 12 de junio de órganos de representación, determinación de las con-
diciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas, 
queda modificada como sigue:

Uno. Se modifica la letra d) del artículo 2.1 de la Ley 9/1987 que queda redactado de 
la siguiente forma:

«d) El personal laboral al servicio de las distintas Administraciones Públicas, que se 
regirá por la legislación laboral común, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 39 y 40 y 
en las disposiciones adicionales quinta y sexta.»

Dos. Se modifica el artículo 7.5 de la Ley 9/1987 que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Previa negociación y acuerdo con las Organizaciones Sindicales legitimadas según lo 
dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 
Sindical, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas podrán modificar o esta-
blecer Juntas de Personal en razón al número o peculiarida des de sus colectivos, adecuando 
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30 las mismas a las estructuras administrativas y/o a los ámbitos de negociación constituidos o 
que se constituyan.»

Tres. Se modifica el párrafo segundo del artículo 31.2 de la Ley 9/1987 que queda 
redactado de la siguiente forma:

«En las Mesas sectoriales, además de las Organizaciones Sindicales más representati-
vas a nivel estatal y las de Comunidad Autónoma, estarán presentes los sindicatos que hayan 
obtenido en el correspondiente sector el 10 por 100 o más de los representantes en las elec-
ciones para Delegados y Juntas de Personal.»

Cuatro. Se añade una nueva Disposición adicional sexta, con la redacción siguiente:

«Disposición adicional sexta. Mesas Generales de Negociación.

1. Además de las Mesas de negociación previstas en el artículo 31 de esta ley, se 
constituirá una Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas.

La representación de las Administraciones Públicas, será unitaria, estará presidida por 
la Administración General del Estado y contará con representantes de las Comunidades 
Autónomas y de la Federación Española de Municipios y Provincias, en función de las 
materias a negociar.

La representación de las Organizaciones Sindicales legitimadas para estar presentes de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, 
de Libertad Sindical, se distribuirá en función de los resultados obtenidos en las elecciones 
a los órganos de representación del personal, Delegados de personal, Juntas de Personal y 
Comités de Empresa, en el conjunto de las Administraciones Públicas.

Serán materias objeto de negociación en esta Mesa, las relacionadas en el artículo 32 de 
esta ley que resulten susceptibles de regulación estatal con carácter de norma básica, sin 
perjuicio de los acuerdos a que puedan llegar las Comunidades Autónomas en su correspon-
diente ámbito territorial en virtud de sus competencias exclusivas y compartidas en materia 
de Función Pública.

2. Asimismo, para la negociación de todas aquellas materias y condiciones generales 
de trabajo comunes al personal funcionario, estatutario y laboral de cada Administración 
Pública, se constituirá en la Administración General del Estado, y en cada una de las Comu-
nidades Autónomas y Entidades Locales, una Mesa General de Negociación.

Son de aplicación a estas mesas generales los criterios señalados en el apartado 1 de la 
presente disposición adicional sobre representación de las organizaciones sindicales en la 
Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas, tomando en consideración 
en cada caso los resultados obtenidos en las elecciones a los órganos de representación del 
personal funcionario, del personal estatutario y del personal laboral del correspondiente 
ámbito de representación.

Además, también estarán presentes en estas mesas generales, las organizaciones sindi-
cales que formen parte de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas 
siempre que hubieran obtenido el 10 por 100 de los representantes a personal funcionario o 
personal laboral en el ámbito correspondiente a la mesa de que se trate.»

Disposición final primera. Modificación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública:

Uno. Se modifica la letra a) del artículo 30.1, y se crea una nueva letra a) bis, en 
dicho artículo, con la siguiente redacción:

«1. Se concederán permisos por las siguientes causas justificadas:
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30a) Por el nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo, diez días a disfrutar por el 
padre a partir de la fecha del nacimiento, de la decisión administrativa o judicial de acogi-
miento o de la resolución judicial por la que se constituya la adopción.

a bis) Por el fallecimiento, accidente o enfermedad graves de un familiar dentro del 
primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se produzca 
en la misma localidad, y cinco días hábiles cuando sea en distinta localidad.

Cuando se trate del fallecimiento, accidente o enfermedad graves de un familiar dentro 
del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos días hábiles cuando 
el suceso se produzca en la misma localidad y cuatro días hábiles cuando sea en distinta 
localidad.»

Dos. Se añade un párrafo a la letra f) del artículo 30.1, con la siguiente redacción:

«Igualmente, la funcionaria podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un 
permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente.»

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Dado en Madrid, el 20 de junio de 2006.–Juan Carlos R.–El Presidente del Gobierno, 
José Luis Rodríguez Zapatero.
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MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES
Y DE COOPERACIÓN

RESOLUCIÓN de 7 de junio de 2006, de la Secretaría General 
Técnica, sobre aplicación del artículo 32 del Decreto 801/1972, 
relativo a la ordenación de la actividad de la Administración 
del Estado en materia de Tratados Internacionales. («Boletín 
Oficial del Estado» 21-VI-2006.)

De conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 801/1972, de 24 de 
marzo, sobre Ordenación de la actividad de la Administración del Estado en materia de Tra-
tados Internacionales, esta Secretaría General Técnica ha dispuesto la publicación, para 
conocimiento general, de las comunicaciones relativas a Tratados Internacionales en los que 
España es parte recibidas en el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación entre 
el 1 de enero de 2006 al 30 de abril de 2006.

Lo que se hace público para conocimiento general.

Madrid, 7 de junio de 2006.–El Secretario General Técnico del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, Francisco Fernández Fábregas.

(En suplemento aparte se publican las comunicaciones relativas
a Tratados Internacionales)
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MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

ORDEN ECI/1082/2006, de 6 de abril, para la aplicación de lo 
dispuesto en el Real Decreto 798/2005, de 1 de julio, por el 
que se establecen los requisitos para obtener la equivalencia, 
a los efectos de docencia, entre los estudios completos de 
danza anteriores a la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, 
de Ordenación General del Sistema Educativo, y los estudios 
superiores de danza regulados en ella. («Boletín Oficial del 
Estado» 14-IV-2006.)

La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educati-
vo, estableció en su artículo 42.3 el título superior de Danza, declarándolo equivalente a 
todos los efectos al título de Licenciado Universitario. En su disposición adicional cuarta.7 
facultó al Gobierno para establecer las equivalencias de los títulos afectados por la ley no 
establecidas en ella.

En aplicación de lo previsto en los preceptos indicados, el Real Decreto 798/2005, de 1 
de julio, por el que se establecen los requisitos para obtener la equivalencia, a los efectos de 
docencia, entre los estudios completos de danza anteriores a la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y los estudios superiores de danza 
regulados en ella, faculta en su disposición final segunda al Ministro de Educación y Cien-
cia para dictar las disposiciones correspondientes al desarrollo de lo establecido en el 
mismo.

En cumplimiento de lo preceptuado en el mencionado Real Decreto, procede establecer 
el procedimiento para obtener la declaración de la equivalencia de estudios regulada en el 
mismo, determinar la composición y funcionamiento de la Comisión de Valoración y regu-
lar el procedimiento de matriculación y certificación de los complementos de formación.

Para la elaboración de esta norma han sido consultadas las Comunidades Autónomas.
En su virtud, previo dictamen del Consejo Escolar del Estado y con la aprobación del 

Ministro de Administraciones Públicas, he dispuesto:

Artículo 1. Objeto.

Esta Orden tiene por objeto regular el procedimiento para la declaración de las equiva-
lencias previstas en el Real Decreto 798/2005, de 1 de julio, definir los requisitos documen-
tales para la instrucción del procedimiento, regular la composición y funcionamiento de la 
Comisión de Valoración a la que hace referencia su artículo 6 y ordenar el procedimiento de 
matriculación y certificación para los complementos de formación establecidos en el artícu-
lo 4 del Real Decreto citado.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta Orden es de aplicación en todo el territorio nacional a los estudios a los que se 
refiere el artículo 2 del Real Decreto 798/2005, de 1 de julio.

32
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32 Artículo 3. Iniciación del procedimiento.

1. El procedimiento de declaración de equivalencia se iniciará a solicitud de la perso-
na interesada. Esta solicitud se ajustará al modelo incluido en el anexo I, y se presentará en 
el Registro General del Ministerio de Educación y Ciencia o en cualquiera de los lugares 
señalados en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, desarrollado 
por el artículo 2 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presenta-
ción de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado, la 
expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas 
de registro.

2. Las solicitudes deberán ir acompañadas de los documentos específicos que, para 
cada supuesto, se indican en los artículos 4, 5, 6, 7, 8 y 9 y, en todo caso, de los siguientes 
de carácter general:

a) Fotocopia compulsada del pasaporte o de la tarjeta de residencia, en el caso de 
solicitantes extranjeros.

b) Título obtenido o, en su defecto, certificación académica oficial expedida por el 
Secretario del centro de que se trate (Conservatorio de Música y Declamación, Conservato-
rio de Música, Escuela de Arte Dramático, Escuela de Arte Dramático y Danza, Conservato-
rio de Danza), con el visto bueno del Director del centro, en la que figuren los estudios rea-
lizados y la fecha de finalización de los mismos.

3. Los documentos originales indicados en este artículo, así como los indicados en 
los artículos 4, 5, 6, 7, 8 y 9, y en la disposición transitoria única, podrán presentarse junta-
mente con fotocopia de los mismos y serán devueltos a los interesados una vez cotejados y 
extendida la diligencia de compulsa.

Artículo 4. Acreditación de la experiencia profesional docente en centros públicos.

1. Los solicitantes que, de acuerdo con lo indicado en el apartado a) del artículo 3 del 
Real Decreto 798/2005, de 1 de julio, tengan una experiencia profesional docente en centros 
públicos, de al menos tres años de duración, realizada con anterioridad al curso 2002-2003, 
deberán acreditarla mediante certificación de los servicios docentes prestados, expedida por 
el Secretario del centro, con el visto bueno del Director, o por el órgano correspondiente de 
la Administración Educativa.

2. En el caso de que el centro haya cesado en sus actividades, la certificación deberá 
ser expedida por los órganos correspondientes de las Administraciones Educativas.

Artículo 5. Acreditación de la experiencia profesional docente en centros privados no 
oficiales reconocidos o autorizados, o en centros privados autorizados.

1. Los solicitantes que, de acuerdo con lo indicado en el apartado a) del artículo 3 del 
Real Decreto 798/2005, de 1 de julio, tengan una experiencia profesional docente en centros 
privados no oficiales reconocidos o autorizados, o en centros privados autorizados, de al 
menos tres años de duración, realizada con anterioridad al curso 2002-2003, deberán acredi-
tarla mediante certificación de los servicios docentes prestados, expedida por el Director del 
centro, con el visto bueno de los órganos correspondientes de las Administraciones Educati-
vas. En dicha certificación deberán constar los siguientes datos:

a) Código del centro.
b) Denominación genérica del centro.
c) Denominación específica del centro.
d) Decreto, Real Decreto, Orden ministerial o Decreto u Orden de la Comunidad 

Autónoma correspondiente, que determine la tipología del centro.
e) Duración del tiempo en el que el interesado ha ejercido la docencia en enseñanzas 

regladas que conduzcan a la obtención de certificado o título con validez académica oficial.



– 193 –

2. En el caso de que el centro haya cesado en sus actividades, la certificación deberá 
ser expedida por los órganos correspondientes de las Administraciones Educativas.

Artículo 6. Acreditación de la actividad profesional artística desarrollada en el ámbito 
público.

Los solicitantes que, de acuerdo con lo indicado en el apartado a) del artículo 3 del Real 
Decreto 798/2005, de 1 de julio, tengan una experiencia profesional artística de al menos 
tres años de duración, realizada en el ámbito público con anterioridad al curso 2002-2003, 
deberán acreditarla mediante contratos formalizados con Compañías, Centros, Instituciones 
o Fundaciones de titularidad pública estatal o de Comunidades Autónomas, o de la Adminis-
tración Local.

Artículo 7. Acreditación de la actividad profesional artística desarrollada en el ámbito 
privado.

Los solicitantes que, de acuerdo con lo indicado en el apartado a) del artículo 3 del Real 
Decreto 798/2005, de 1 de julio, tengan una experiencia profesional artística de al menos 
tres años de duración, realizada en el ámbito privado con anterioridad al curso 2002-2003, 
deberán acreditarla mediante los siguientes documentos:

a) Justificantes de actuaciones expedidos por la Tesorería General de la Seguridad 
Social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (documento TC 4/5), para artistas aco-
gidos al Régimen de Integración conforme al Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre, 
por el que se integran diversos Regímenes Especiales, entre ellos el de Artistas, en el Régi-
men General de la Seguridad Social.

b) Declaración de Actividades a la Seguridad Social, expedida por la Tesorería General 
de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (documento TC 4/6).

c) Certificados expedidos por la Tesorería General de la Seguridad Social de las 
actuaciones realizadas por los artistas acogidos al Régimen Especial de la Seguridad Social 
anterior al Régimen de Integración aludido en la letra a) precedente.

d) Informe de la Vida Laboral expedido por la Tesorería General de la Seguridad 
Social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Artículo 8. Otras acreditaciones documentales de la experiencia profesional artística.

Quienes tengan experiencia profesional artística pero no dispongan de los documen-
tos referidos en los artículos 6 y 7 precedentes, podrán presentar otra documentación a 
efectos de acreditar la experiencia profesional artística exigida. La fehaciencia de esta 
documentación a dichos efectos será valorada por la Comisión a la que se refiere el 
artículo duodécimo.

Artículo 9. Acreditación de los complementos de formación.

Los solicitantes que, de acuerdo con lo indicado en el apartado b) del artículo 3 del 
Real Decreto 798/2005, de 1 de julio, hayan realizado y superado en un Conservatorio 
Superior de Danza, con carácter previo a la iniciación del procedimiento, los complementos 
de formación establecidos en el artículo 4 del mismo, deberán acreditarlos mediante la pre-
sentación de uno de los documentos siguientes:

a) Certificado acreditativo de haber realizado y superado todas y cada una de las 
asignaturas que configuren el módulo de Pedagogía de la Danza, que será expedido por el 
Conservatorio Superior de Danza conforme al modelo que se publica como anexo II.

b) Certificado acreditativo de haber realizado y superado todas y cada una de las 
asignaturas que configuren el módulo de Coreografía y Técnicas de Interpretación de la 
Danza, que será expedido por el Conservatorio Superior de Danza conforme al modelo que 
se publica como anexo III.
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32 Artículo 10. Instrucción del procedimiento.

1.  Una vez recibida la solicitud y los documentos aportados, la Subdirección General 
de Ordenación Académica comprobará que reúnen los requisitos generales establecidos en 
el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y los específicos regulados 
por esta Orden y, en caso necesario, requerirá al interesado para que subsane la falta o acom-
pañe los documentos preceptivos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la citada 
Ley.

2. La documentación aportada será examinada y valorada por la Comisión de Valora-
ción constituida de acuerdo con el artículo duodécimo, que emitirá el correspondiente infor-
me sobre la procedencia de otorgar o denegar la declaración de equivalencia solicitada.

3. A la vista del informe emitido por la Comisión de Valoración y cumplido, en su 
caso, el trámite de audiencia, la Subdirección General de Ordenación Académica formulará 
propuesta de resolución.

Artículo 11. Resolución del procedimiento.

1. La resolución del procedimiento se realizará mediante orden del Ministro de Edu-
cación y Ciencia, dictada por delegación por el Director General de Educación, Formación 
Profesional e Innovación Educativa.

2. El plazo para la resolución y notificación de la declaración de equivalencia o dene-
gación de la misma será de seis meses, a contar desde la fecha en que la solicitud haya 
tenido entrada en cualquiera de los registros del Ministerio de Educación y Ciencia.

3. La falta de notificación de resolución expresa en el plazo antes señalado permitirá 
entender desestimada la solicitud de equivalencia, a los efectos de interposición del oportu-
no recurso, de conformidad con el anexo 2 de la disposición adicional vigésima novena de 
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social, en la redacción dada en el artículo 69 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de 
acuerdo con lo que en ella se prevé para la expedición, renovación, revalidación, homologa-
ción, convalidación, reconocimiento de títulos, diplomas, asignaturas, licencias y certifica-
dos académicos y profesionales.

4. La resolución estimatoria supondrá el reconocimiento de la equivalencia, a los 
efectos de docencia, de los estudios completos de danza anteriores a la Ley Orgáni-
ca 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y los estudios 
superiores de danza regulados en ella.

5. La notificación al interesado de la resolución estimatoria, firmada por el Subdirec-
tor General de Ordenación Académica, constituirá el documento acreditativo del reconoci-
miento de la equivalencia.

Artículo 12. Comisión de Valoración.

1. La Comisión de Valoración prevista en el artículo 6 del Real Decreto 798/2005,
de 1 de julio, estará compuesta por los siguientes miembros:

El Subdirector General de Ordenación Académica del Ministerio de Educación y Cien-
cia, que actuará como Presidente.

Tres representantes de las Comunidades Autónomas, a propuesta de éstas. La participa-
ción de las Comunidades Autónomas tendrá carácter rotatorio, con una periodicidad bianual, 
teniendo en cuenta para su designación el orden de antigüedad de su Estatuto de Autonomía, 
así como la presencia siempre de algún representante de una Comunidad Autónoma en cuyo 
territorio exista Conservatorio Superior de Danza.

El Jefe del Servicio de Música y Artes Escénicas, que actuará como Secretario con voz 
y voto.

2. Además de los miembros citados, la Comisión de Valoración podrá solicitar la 
colaboración de expertos, si así fuera necesario, que actuarán como asesores.
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323. El Director General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa 
nombrará a las personas que formarán parte de la Comisión.

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán cuando resulte necesario a juicio del 
Presidente, previa convocatoria con al menos tres días de antelación, y su funcionamiento se 
ajustará a las previsiones contenidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

5. La Comisión de Valoración se adscribe al Ministerio de Educación y Ciencia a 
través de la Dirección General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educati-
va, que atenderá los gastos de funcionamiento de la misma con cargo a su presupuesto 
ordinario.

Disposición transitoria única. Realización de los módulos de formación complementaria.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 del Real Decreto 798/2005, de 1 de 
julio, los módulos de formación complementaria deberán ser cursados dentro de los siete 
años siguientes a la publicación de esta Orden.

2. Para la realización de los citados módulos, los interesados deberán matricularse del 
módulo elegido en un Conservatorio Superior de Danza. La solicitud de matrícula, que se 
presentará en el Conservatorio correspondiente, se formulará conforme al modelo que se 
publica como anexo IV y se acompañará de la documentación siguiente:

a) Fotocopia compulsada del pasaporte o de la tarjeta de residencia, en el caso de 
alumnos extranjeros.

b) Título obtenido o, en su defecto, certificación académica oficial expedida por el 
Secretario del centro de que se trate (Conservatorio de Música y Declamación, Conservato-
rio de Música, Escuela de Arte Dramático, Escuela de Arte Dramático y Danza, Conservato-
rio de Danza), con el visto bueno del Director del centro, en la que figuren los estudios rea-
lizados y la fecha de finalización de los mismos.

3. Una vez cursado el módulo de que se trate y superadas todas y cada una de las 
asignaturas que configuren el módulo elegido, el Conservatorio expedirá el correspondiente 
certificado conforme a los modelos que se publican como anexo II, para el módulo de Peda-
gogía de la Danza, y como anexo III, para el módulo de Coreografía y Técnicas de Interpre-
tación de la Danza. Los términos de la calificación serán de «apto» o «no apto».

Disposición final primera. Habilitación para la aplicación.

Se autoriza al Director General de Educación, Formación Profesional e Innovación 
Educativa para adoptar las medidas oportunas para la aplicación de lo establecido en esta 
Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Madrid, 6 de abril de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia.–María Jesús San 
Segundo Gómez de Cadiñanos. 

Sr. Director General de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa.
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ORDEN ECI/1128/2006, de 6 de abril, por la que se desarrolla el 
Real Decreto 717/2005, de 20 de junio, por el que se regula la 
ordenación de la enseñanzas en los centros docentes acogidos 
al convenio entre el Ministerio de Educación y Ciencia y The 
British Council. («Boletín Oficial del Estado» 19-IV-2006.)

El Real Decreto 717/2005, de 20 de junio, por el que se regula la ordenación de las 
enseñanzas en los centros docentes acogidos al convenio entre el Ministerio de Educación y 
Ciencia y The British Council, reordena la aplicación del convenio suscrito por ambas par-
tes el 1 de febrero de 1996, de modo que sus beneficios puedan extenderse a centros de 
todas las Comunidades Autónomas y, tal como establece su contenido, a centros de las dife-
rentes etapas de la educación obligatoria, respetando las competencias que, en materia de 
currículo del sistema educativo español, tienen las Administraciones educativas.

Dicho real decreto regula el currículo integrado, al que deben adaptarse los currículos 
de las enseñanzas de educación infantil, educación primaria y educación secundaria obliga-
toria establecidos por las Administraciones educativas para sus respectivos ámbitos territo-
riales, en los centros que se acojan al convenio entre el Ministerio de Educación y Ciencia y 
The British Council, y faculta al Ministerio de Educación y Ciencia, en el ámbito de sus 
competencias, para dictar las normas que sean precisas para su aplicación y desarrollo.

Una vez regulado el currículo integrado, procede determinar la forma en que los cen-
tros deben hacer constar su realización por los alumnos.

Para la elaboración de esta norma han sido consultadas las Comunidades Autónomas y 
el Ministerio de Administraciones Públicas.

Por todo ello, y en virtud de lo establecido en la disposición final segunda del Real 
Decreto 717/2005, de 20 de junio, este Ministerio ha dispuesto:

Artículo 1. Objeto.

Esta orden tiene por objeto regular la forma en que los centros deben hacer constar 
oficialmente que sus alumnos han cursado las enseñanzas del currículo integrado estableci-
do por el Real Decreto 717/ 2005, de 20 de junio, por el que se regula la ordenación de las 
enseñanzas en los centros acogidos al convenio entre el Ministerio de Educación y Ciencia 
y The British Council.

Artículo 2. Diligencia en educación primaria y en educación secundaria obligatoria.

En las etapas de educación primaria y de educación secundaria obligatoria, la constan-
cia se efectuará en el expediente académico del alumno y en las hojas del libro de escolari-
dad de la enseñanza básica destinadas a observaciones, estampando en ambos, debidamente 
cumplimentada, una diligencia que debe contener los datos mínimos que se indican en el 
anexo I para la educación primaria y en el anexo II para la educación secundaria obligatoria. 
Igualmente, en las actas de evaluación, se hará constar, junto con las normas que regulan el 
currículo de la etapa respectiva, una referencia expresa al Real Decreto 717/2005, de 20 de 
junio, y al currículo integrado regulado por el mismo.

Artículo 3. Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Madrid, 6 de abril de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia.–María Jesús San 
Segundo Gómez de Cadiñanos.

Sr. Secretario General de Educación.
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ANEXO I

Datos mínimos que debe contener la diligencia que ha de extenderse en el expediente 
académico y en el libro de escolaridad de la enseñanza básica para los alumnos que 

cursen la educación primaria

El/la alumno/a titular de este Libro de Escolaridad/Expediente Académico ha cursado, 
durante el primer/segundo/tercer ciclo de Educación Primaria, el currículo integrado regula-
do por el Real Decreto 717/2005, de 20 de junio, y según lo que dispone el convenio firmado 
entre el Ministerio de Educación y Ciencia y The British Council.

 El/la secretario/a V.º B.º 
 El /la director/a
 (Sello del centro)

ANEXO II

Datos mínimos que debe contener la diligencia que ha de extenderse en el expediente 
académico y en el libro de escolaridad de la enseñanza básica para los alumnos que 

cursen educación secundaria obligatoria

El/la alumno/alumna titular de este Libro de Escolaridad/Expediente Académico ha 
cursado, durante el primer/segundo/tercero/cuarto curso de Educación Secundaria Obligato-
ria, el currículo integrado regulado por el Real Decreto 717/2005, de 20 de junio, y según lo 
que dispone el convenio firmado entre el Ministerio de Educación y Ciencia y The British 
Council.

 El/la secretario/a V.º B.º 
 El /la director/a
 (Sello del centro)

REAL DECRETO 468/2006, de 21 de abril, por el que se estable-
cen los umbrales de renta y patrimonio familiar y las cuantías 
de las becas y ayudas al estudio del Ministerio de Educación y 
Ciencia para el curso 2006-2007. («Boletín Oficial del Estado» 
22-IV-2006.)

La disposición adicional novena de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reforma 
para el impulso de la productividad establece que las becas y ayudas al estudio que convo-
que el Ministerio de Educación y Ciencia para seguir estudios reglados y para las que no se 
fije un número determinado de personas beneficiarias se concederán de forma directa al 
alumnado tanto universitario como no universitario. Dispone, asimismo, que la cuantía de 
las referidas becas y ayudas al estudio se fijará en función de los costes que genere la educa-
ción para los estudiantes, así como de las circunstancias socioeconómicas de su unidad 
familiar y que se concederán atendiendo, cuando proceda, al aprovechamiento académico y 
a los niveles de renta y patrimonio con que cuente la unidad familiar. Por último, dispone 
que su régimen se establecerá por real decreto, que deberá contar con informe favorable del 
Ministerio de Economía y Hacienda.

El régimen general de las becas y ayudas al estudio de carácter personalizado se 
encuentra recogido en el Real Decreto 2298/1983, de 28 de julio, que determina tanto las 
modalidades de becas como el sistema de verificación, control y reclamaciones y el proce-
dimiento de adjudicación. El citado real decreto, que será próximamente modificado al 
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34objeto de adaptarlo a la Sentencia 188/2001 del Tribunal Constitucional, encomienda al 
Ministerio de Educación y Ciencia la fijación de las calificaciones mínimas exigibles para la 
obtención de las diferentes becas y ayudas al estudio. Las referidas calificaciones mínimas 
se establecen anualmente en las correspondientes convocatorias.

Este real decreto no modifica el Real Decreto 2298/1983; únicamente aborda aquellos 
aspectos cuantitativos que deben ser objeto de actualización anual. Se trata, pues, de un real 
decreto de carácter ejecutivo, que establece, con vigencia limitada al curso académico 2006-
2007, los parámetros económicos de las becas y ayudas al estudio del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia que se convocan sin un número determinado de personas beneficiarias, 
fijando sus cuantías, así como los umbrales de patrimonio y renta familiar por encima de los 
cuales desaparece el derecho a su obtención. Las cuantías se incrementan, como término 
medio, en un 3 por ciento respecto de las del curso académico 2005-2006 y los umbrales de 
renta familiar se actualizan hasta en un 7 por ciento con relación a los vigentes en el curso 
anterior.

Este real decreto cuenta con informes favorables del Ministerio de Economía y Hacien-
da y del Ministerio de Administraciones Públicas. Ha sido, además, objeto de dictamen de 
la Comisión Permanente del Consejo Escolar del Estado y, en su tramitación, se ha consul-
tado a la Comisión General de la Conferencia Sectorial de Educación.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación y Ciencia, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 21 
de abril de 2006, dispongo:

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

En el curso académico 2006-2007 y, con cargo a las correspondientes partidas de los 
Presupuestos Generales del Estado, se convocarán becas y ayudas al estudio sin número 
determinado de personas beneficiarias para las siguientes enseñanzas:

1. Segundo ciclo de Educación Infantil.
2. Bachillerato.
3. Formación Profesional de grado medio y de grado superior.
4. Enseñanzas de los grados elemental y medio de Música y Danza, Ciclos Formati-

vos de grado medio y grado superior de Artes Plásticas y Diseño.
5. Enseñanzas deportivas.
6. Enseñanzas de Arte Dramático, estudios superiores de Música y de Danza, ense-

ñanzas de Restauración y Conservación de Bienes Culturales, estudios superiores de Diseño 
y estudios superiores de Artes Plásticas.

7. Estudios religiosos.
8. Estudios de idiomas realizados en Escuelas Oficiales de titularidad de las Adminis-

traciones educativas, incluida la modalidad de distancia.
9. Estudios militares.
10. Estudios universitarios conducentes a los títulos de Licenciado, Arquitecto, 

Diplomado, Maestro, Ingeniero Técnico y Arquitecto Técnico.
11. Curso de preparación para acceso a la universidad de mayores de 25 años impar-

tido por universidades no presenciales.
12. Cursos de adaptación para diplomados universitarios que deseen proseguir estu-

dios oficiales de licenciatura.
13. Enseñanzas no universitarias adaptadas al alumnado con necesidades educativas 

específicas.

Artículo 2. Ayudas para Educación Infantil.

1. Se convocarán ayudas de escolarización destinadas al alumnado de segundo ciclo 
de educación infantil, de 3, 4 y 5 años matriculado en centros no sostenidos con fondos 
públicos que estén debidamente autorizados.

2. La cuantía máxima de la ayuda será de 596 euros.
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34 3. No se podrá percibir esta ayuda cuando la comunidad autónoma correspondiente 
tenga establecida la gratuidad en el mismo curso de Educación Infantil para el que se solicite.

4. Para la concesión de estas ayudas se aplicará el umbral 3 de renta familiar que se 
establece en este real decreto.

5. El importe de estas ayudas se financiará con cargo al crédito 18.11.323 M 483.02 
del presupuesto del Ministerio de Educación y Ciencia.

Artículo 3. Becas de carácter general.

1. Se convocarán becas de carácter general para el alumnado de Bachillerato, de Forma-
ción Profesional, de Enseñanzas deportivas, de Enseñanzas universitarias conducentes a los 
títulos de Licenciado, Arquitecto, Diplomado, Maestro, Ingeniero Técnico y Arquitecto Técni-
co, de Enseñanzas artísticas, de Enseñanzas de idiomas y de otras enseñanzas superiores.

2. Los componentes y cuantías de las becas de carácter general serán los siguientes:

Componentes

Ciclos 
formativos de 
grado superior 
con duración  
de un curso  

más prácticas
–

Euros

Estudios 
universitarios 
y superiores

–
Euros

Ciclos 
formativos  
de grado 

medio  con 
duración  de 

un curso  más 
prácticas

–
Euros

Ciclos 
formativos  
de grado 
superior

–
Euros

Demás 
estudios

–
Euros

      
Compensatoria  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.515,00 2.148,00 2.148,00 1.725,00 1.283,00

Desplazamiento de 5 a 10 kms  . . . . . . . . . . 169,00 169,00 169,00 169,00 169,00

Desplazamiento de más de 10 a 30 kms  . . . 340,00 340,00 340,00 340,00 340,00 

Desplazamiento de más de 30 a 50 kms  . . . 672,00 672,00 672,00 672,00 672,00

Desplazamiento de más de 50 kms  . . . . . . . 826,00 826,00 826,00 826,00 826,00

Transporte urbano  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  163,00    

Residencia  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.642,00 2.251,00 2.251,00 1.881,00 1.881,00

Libros y Material escolar  . . . . . . . . . . . . . . . 213,00 213,00 135,00 213,00 135,00

Escolarización  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 530,00  530,00 530,00 530,00

Matrícula para estudios universitarios  . . . . .  Importe de 
los precios 
p ú b l i c o s 
oficiales por 
servicios aca-
d é m i c o s 
para el curso 
2006-2007.

   

Escolarización en centros municipales  . . . . . 265,00  265,00 265,00 265,00

Escolarización en centros con concierto singular. 207,00  207,00 207,00 207,00

Proyecto de fin de carrera  . . . . . . . . . . . . . . . 479,00 479,00  479,00  

3. En el caso del alumnado universitario, la cuantía del componente de residencia se 
incrementará en 180 euros cuando el centro docente al que asista el alumno radique en una 
población o área metropolitana de más de 100.000 habitantes. Esta cuantía adicional será 
de 309 euros cuando dicha población o área metropolitana supere los 500.000 habitantes.

4. El alumnado que curse estudios universitarios no presenciales podrá obtener el 
componente de compensatoria, el componente de material didáctico y el componente de 
matrícula con las cuantías establecidas en este real decreto y en las condiciones que se deter-
minen en la correspondiente convocatoria. Además podrán obtener una cuantía máxima 
de 340 euros en concepto de desplazamiento cuando no residan en la misma localidad en la 
que radique la sede del centro asociado o colaborador.
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345. El alumnado que curse estudios oficiales de bachillerato a distancia podrá obtener 
el componente de compensatoria y el componente de material didáctico con las cuantías 
establecidas en este real decreto y en las condiciones que se determinen en la correspondien-
te convocatoria. Además podrá obtener una cuantía máxima de 340 euros en concepto de 
desplazamiento cuando no resida en la misma localidad en la que radique la sede del centro 
colaborador o la extensión del centro de bachillerato a distancia.

6. Conforme al mandato contenido en el artículo 138.1 de la Constitución y a lo dis-
puesto en la Ley 30/1998, de 29 de julio, del Régimen Especial de las Illes Balears, las per-
sonas beneficiarias de beca con domicilio familiar en la España insular, o en Ceuta o Meli-
lla, que se vean en la necesidad de utilizar transporte marítimo o aéreo para acceder al centro 
docente en el que cursen sus estudios desde su domicilio, dispondrán de 382 euros más 
sobre la cuantía de la beca que les haya correspondido.

7. Esta cantidad adicional será de 538 euros para los becarios con domicilio familiar 
en las islas de Lanzarote, Fuerteventura, Gomera, Hierro y La Palma, Menorca y las Pitiu-
sas. Estos complementos de beca serán también aplicables al alumnado que cursa estudios 
universitarios de educación a distancia o al matriculado en centros oficiales de bachillerato 
a distancia que resida en territorio insular que carezca de centro asociado o colaborador.

8. En el caso de que el alumnado tenga que desplazarse entre las islas Canarias y la 
Península, las cantidades a que se refieren los dos párrafos anteriores serán de 767 euros 
y 810 euros, respectivamente.

9. Para la concesión del componente de compensatoria se aplicará el umbral 1 de 
renta familiar establecido en el presente real decreto.

Para la concesión del componente de matrícula se aplicará el umbral 4 de renta familiar. 
En el supuesto de que, resuelta la convocatoria, el número de becarios universitarios resulte 
inferior al del curso académico 2005-2006, para la concesión de esta ayuda se incrementa-
rán progresivamente los umbrales de renta familiar, sin exceder de los establecidos en el 
umbral 5 a que se refiere este real decreto.

Para la concesión del componente de residencia a los solicitantes de nivel universitario, 
de otros estudios superiores y de ciclos formativos de grado superior se aplicará el umbral 4 
de renta familiar. Estos solicitantes también recibirán el componente de libros y material 
escolar.

Para la concesión de los demás componentes de beca se aplicará el umbral 3 de renta 
familiar.

10. El importe de estas becas se financiará con cargo al crédito 18.11.323 M 483.01 
del Ministerio de Educación y Ciencia.

Artículo 4. Becas de movilidad.

1. Se convocarán becas de movilidad para el alumnado que curse estudios presenciales 
en centros ubicados en una comunidad autónoma distinta a la de su domicilio familiar tanto 
de enseñanzas universitarias conducentes a los títulos de Licenciado, Arquitecto, Diplomado, 
Maestro, Ingeniero Técnico y Arquitecto Técnico, como de otros estudios superiores.

2. Las modalidades y cuantías de las becas de movilidad serán las siguientes:

Modalidades

Estudiantes con domicilio 
familiar  en Illes Balears

–
Euros

Estudiantes  con domicilio 
familiar  en Canarias, 

Ceuta o Melilla
–

Euros

Resto  de estudiantes
–

Euros

General de movilidad con residencia  . . . . . . 3.689,00 3.808,00 3.171,00
Especial de movilidad con residencia  . . . . . . 6.220,00 6.426,00 5.351,00
General de movilidad sin residencia  . . . . . . .   1.592,00
Especial de movilidad sin residencia  . . . . . . .   3.772,00
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34 3. Para la concesión de las modalidades especiales de beca de movilidad se aplicará 
el umbral 1 de renta familiar.

Para la concesión de las modalidades generales de beca de movilidad se aplicará el 
umbral 5 de renta familiar.

4. El importe de estas becas se financiará con cargo al crédito 18.11.323 M 483.01 
del presupuesto del Ministerio de Educación y Ciencia.

Artículo 5. Ayudas al estudio y subsidios para el alumnado con necesidades educativas 
específicas.

1. Se convocarán ayudas al estudio y subsidios para el alumnado con necesidades 
educativas específicas que curse estudios en los niveles de segundo ciclo de Educación 
Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria Obligatoria, Bachillerato, Ciclos For-
mativos de grado medio y de grado superior y Programas destinados a la obtención de una 
cualificación profesional inicial. Los subsidios atenderán a los gastos de comedor escolar y 
de transporte escolar y se concederán al alumnado con necesidades educativas específicas 
que pertenezca a familias numerosas.

2. Los componentes y cuantías de las ayudas y subsidios para el alumnado con nece-
sidades educativas específicas serán los siguientes:

Componentes

Educación  Primaria, E.S.O.  
y Programas de cualifi cación  

profesional de nivel 1
–

Euros

Resto  de niveles educativos
–

Euros

Ayuda de enseñanza  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 752,00. Hasta 752,00.

Ayuda o subsidio de transporte escolar  . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 539,00. Hasta 539,00.

Ayuda o subsidio de comedor escolar  . . . . . . . . . . . . . Hasta 501,00. Hasta 501,00.

Ayuda de residencia escolar   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 1.566,00. Hasta 1.566,00.

Ayuda para transporte de fin de semana   . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 386,00. Hasta 386,00.

Ayuda para transporte urbano   . . . . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 269,00. Hasta 269,00.

Ayuda para libros y material didáctico  . . . . . . . . . . . . Hasta 90,00. Hasta 135,00.

Ayuda para reeducación pedagógica  . . . . . . . . . . . . . Hasta 796,00. Hasta 796,00.

Ayuda para reeducación del lenguaje  . . . . . . . . . . . . . Hasta 796,00. Hasta 796,00.

Ayuda para necesidades asociadas a la alta capacidad 
intelectual   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Hasta 796,00. Hasta 796,00.

3. No se concederán ayudas ni subsidios cuando los gastos a los que atienden se 
hallen cubiertos por servicios o fondos públicos o, en su caso, por ayudas concedidas a los 
centros para financiar el correspondiente servicio. En el nivel de educación infantil no se 
concederán ayudas para libros y material didáctico.

4. Para la concesión de las ayudas para el alumnado con necesidades educativas espe-
cíficas se aplicará el umbral 3 de renta familiar. Para la concesión de los subsidios no se 
atenderá a la renta ni al patrimonio familiar.

5. El importe de estas ayudas se financiará con cargo al crédito 18.11.323 M 483.02 
del presupuesto del Ministerio de Educación y Ciencia.

Artículo 6. Umbrales de renta familiar.

1. El umbral 1 de renta familiar para el curso 2006-2007 será el recogido en la 
siguiente tabla:

Familias de un miembro: 2.759,00 euros.
Familias de dos miembros: 5.325,00 euros.
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34Familias de tres miembros: 7.759,00 euros.
Familias de cuatro miembros: 10.176,00 euros.
Familias de cinco miembros: 12.588,00 euros.
Familias de seis miembros: 14.946,00 euros.
Familias de siete miembros: 17.252,00 euros.
Familias de ocho miembros: 19.504,00 euros.

A partir del octavo miembro se añadirán 2.253 euros por cada nuevo miembro compu-
table de la familia.

2. Para la concesión en el curso 2006-2007 de las ayudas para la adquisición de libros 
y material escolar en los niveles obligatorios de la enseñanza, convocadas con un número 
determinado de personas beneficiarias, se aplicará el umbral 2 de renta familiar que se esta-
blecerá en la correspondiente convocatoria del Ministerio de Educación y Ciencia.

3. El umbral 3 de renta familiar para el curso 2006-2007 será el recogido en la 
siguiente tabla:

Familias de un miembro: 7.993,00 euros.
Familias de dos miembros: 13.020,00 euros.
Familias de tres miembros: 17.099,00 euros.
Familias de cuatro miembros: 20.282,00 euros.
Familias de cinco miembros: 23.016,00 euros.
Familias de seis miembros: 25.656,00 euros.
Familias de siete miembros: 28.152,00 euros.
Familias de ocho miembros: 30.632,00 euros.

A partir del octavo miembro se añadirán 2.459 euros por cada nuevo miembro compu-
table de la familia.

4. El umbral 4 de renta familiar para el curso 2006-2007 será el recogido en la 
siguiente tabla:

Familias de un miembro: 10.233,00 euros.
Familias de dos miembros: 17.468,00 euros.
Familias de tres miembros: 23.710,00 euros.
Familias de cuatro miembros: 28.158,00 euros.
Familias de cinco miembros: 31.472,00 euros.
Familias de seis miembros: 33.975,00 euros.
Familias de siete miembros: 36.450,00 euros.
Familias de ocho miembros: 38.914,00 euros.

A partir del octavo miembro se añadirán 2.459 euros por cada nuevo miembro compu-
table de la familia.

5. El umbral 5 de renta familiar para el curso 2006-2007 será el recogido en la 
siguiente tabla:

Familias de un miembro: 10.655,00 euros.
Familias de dos miembros: 18.212,00 euros.
Familias de tres miembros: 24.714,00 euros
Familias de cuatro miembros: 29.507,00 euros.
Familias de cinco miembros: 32.818,00 euros.
Familias de seis miembros: 35.406,00 euros.
Familias de siete miembros: 37.958,00 euros.
Familias de ocho miembros: 40.500,00 euros.

A partir del octavo miembro se añadirán 2.390 euros por cada nuevo miembro compu-
table de la familia.

6. La renta familiar a efectos de beca se obtendrá por agregación de las rentas de cada 
uno de los miembros computables de la familia que obtengan ingresos de cualquier natura-
leza, calculadas según se indica en los párrafos siguientes y de conformidad con la normati-
va reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. A dichos efectos, se 
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34 computará el ejercicio anterior al año en que comienza el curso académico para el que se 
solicita la beca.

7. Para la determinación de la renta de los miembros computables que hayan presen-
tado declaración o solicitud de devolución por el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, se procederá del modo siguiente:

a) Se sumará la parte general de la renta con la parte especial de la renta del periodo 
impositivo, excluyéndose los saldos negativos de ganancias y pérdidas patrimoniales corres-
pondientes a ejercicios anteriores.

b) De esta suma se restará la reducción por rendimientos del trabajo, contemplada en 
el artículo 51.1 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo.

c) De este resultado se restará la cuota resultante de la autoliquidación.

Para la determinación de la renta de los miembros computables que obtengan ingresos 
propios y no hayan presentado declaración o solicitud de devolución por el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, se seguirá el procedimiento descrito en los párrafos a) y b) 
anteriores y del resultado obtenido se restarán los pagos a cuenta efectuados.

8. Para el cálculo de la renta y el patrimonio familiar a efectos de beca, serán miem-
bros computables los padres y, en su caso, el tutor o persona encargada de la guarda y pro-
tección del menor, quienes tendrán la consideración de sustentadores principales de la 
familia. También serán miembros computables el solicitante, los hermanos solteros menores 
de veinticinco años y que convivan en el domicilio familiar a 31 de diciembre del año inme-
diato anterior a aquel en el que comienza el curso escolar para el que se solicita, o los de 
mayor edad, cuando se trate de personas con discapacidad física, psíquica o sensorial, así 
como los ascendientes de los padres que justifiquen su residencia en el mismo domicilio que 
los anteriores con el certificado municipal correspondiente.

En el caso de divorcio, separación legal o de hecho de los padres no se considerará 
miembro computable aquél de ellos que no conviva con el solicitante de la beca.

No obstante, en su caso, tendrá la consideración de miembro computable y sustentador 
principal, el nuevo cónyuge o persona unida por análoga relación cuyas rentas y patrimonio 
se incluirán dentro del cómputo de la renta y patrimonio familiares.

En el caso de solicitantes que constituyan unidades familiares independientes, también 
se considerarán miembros computables el cónyuge o, en su caso, la persona a la que se halle 
unido por análoga relación, así como los hijos si los hubiere.

Artículo 7. Deducciones de la renta familiar.

En el curso 2006-2007, además de la reducción a que se refiere la letra b) del aparta-
do 7 del artículo anterior, se aplicarán las siguientes deducciones de la renta familiar:

1. El 50 por ciento de los ingresos aportados por cualquier miembro computable de la 
familia distinto del sustentador principal y su cónyuge.

2. 400 euros por cada hermano, incluido el solicitante, que conviva en el domicilio 
familiar, cuando se trate de familias numerosas de categoría general y 600 euros para fami-
lias numerosas de categoría especial, siempre que tenga derecho a este beneficio. Cuando 
sea el propio solicitante el titular de la familia numerosa, las cantidades señaladas serán 
computadas en relación con los hijos que la compongan.

3. 1.450 euros por cada hermano o hijo del solicitante o el propio solicitante que esté 
afectado de minusvalía, legalmente calificada, de grado igual o superior al treinta y tres por 
ciento. Esta deducción será de 2.255 euros cuando la minusvalía sea de grado igual o supe-
rior al 75 por ciento.

4. 970 euros por cada hijo menor de 25 años que curse estudios universitarios y resida 
fuera del domicilio familiar, cuando sean dos o más los hijos estudiantes con residencia 
fuera del domicilio familiar por razón de estudios universitarios.

5. Se incrementará el umbral de renta familiar aplicable en un 20 por ciento cuando el 
solicitante sea huérfano absoluto.
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34Artículo 8. Umbrales de patrimonio familiar.

1. Cualquiera que sea la renta familiar calculada según lo dispuesto en los artículos 6 
y 7 anteriores, se denegará la beca o ayuda solicitada para el curso 2006-2007 cuando se 
superen los umbrales de patrimonio familiar que se fijan a continuación.

a) La suma de los valores catastrales de las fincas urbanas que pertenezcan a la uni-
dad familiar, excluida la vivienda habitual, no podrá superar 40.800 euros. En caso de muni-
cipios en los que la fecha de efecto de la última revisión catastral estuviera comprendida 
entre el 1 de enero de 1990 y el 31 de diciembre de 2002 se multiplicarán los valores catas-
trales por 0,50. En el caso de que la fecha de la mencionada revisión fuera posterior al 31 de 
diciembre de 2002, los valores catastrales se multiplicarán por los coeficientes siguientes:

Por 0,44 los revisados en 2003.
Por 0,38 los revisados en 2004.
Por 0,31 los revisados en 2005.

En los municipios enclavados en la Comunidad Foral de Navarra, el valor catastral se 
multiplicará en todo caso por 0,50.

La Dirección General del Catastro facilitará la relación de municipios que correspon-
dan a cada una de las situaciones indicadas, a los efectos de aplicación del coeficiente de 
ponderación.

b) La suma de los valores catastrales de las fincas rústicas que pertenezcan a la uni-
dad familiar no podrá superar 12.260,64 euros por cada miembro computable de la unidad 
familiar.

c) La suma de los rendimientos netos reducidos del capital mobiliario más el saldo 
neto positivo de ganancias y pérdidas patrimoniales perteneciente a la unidad familiar no 
podrá superar 1.640,76 euros.

d) También se denegará la ayuda solicitada cuando las actividades económicas de que 
sean titulares los miembros computables de la familia tengan un volumen de facturación, en 
2005, superior a 150.012 euros.

2. A los efectos del cómputo del valor de los elementos patrimoniales a que se refie-
ren los párrafos anteriores, se deducirá el 50 por ciento del valor de los elementos patrimo-
niales que pertenezcan a cualquier miembro computable de la familia, excluidos los susten-
tadores principales.

Disposición final primera. Título competencial y carácter de legislación básica.

Este real decreto tiene carácter básico, y se dicta al amparo de la competencia exclusiva 
atribuida al Estado en el artículo 149.1 30.ª de la Constitución Española y de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 45 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y 
el artículo 4 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación.

Disposición final segunda. Desarrollo normativo.

Corresponde al titular del Ministerio de Educación y Ciencia dictar las normas que 
sean precisas para la aplicación y desarrollo de lo establecido en este real decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Ddado en Madrid, el 16 de abril de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia.–Merce-
des Cabrera Calvo-Sotelo.
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RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 2006, de la Secretaría de Esta-
do de Universidades e Investigación, por la que se dispone la 
publicación del Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de 
febrero de 2006, por el que se homologa el título de Diplomado 
en Ciencias Empresariales, de la Facultad de Ciencias Econó-
micas y Empresariales, de la Universidad Nacional de Educa-
ción a Distancia. («Boletín Oficial del Estado» 22-IV-2006.)

El Consejo de Ministros, en su reunión de 24 de febrero de 2006, ha adoptado el Acuer-
do por el que se homologa el título de Diplomado en Ciencias Empresariales, de la Facultad 
de Ciencias Económicas y Empresariales, de la Universidad Nacional de Educación a Dis-
tancia.

Para general conocimiento, esta Secretaría de Estado de Universidades e Investigación 
ha resuelto disponer la publicación en el Boletín Oficial del Estado del citado Acuerdo, 
como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 24 de marzo de 2006.–El Secretario de Estado, Salvador Ordóñez Delgado.

Sra. Directora General de Universidades.

ANEXO

Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se homologa el Título de Diplomado en 
Ciencias Empresariales, de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales, de la 

Universidad Nacional de Educación a Distancia

La Universidad Nacional de Educación a Distancia ha aprobado el plan de estu-
dios de las enseñanzas que conducen a la obtención del título universitario de Diplo-
mado en Ciencias Empresariales, de carácter oficial y validez en todo el territorio 
nacional, de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales, cuya implantación 
ha sido autorizada por la Dirección General de Universidades del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia.

El mencionado plan de estudios ha sido homologado por el Consejo de Coordinación 
Universitaria, en virtud de lo previsto en el artículo 4 del Real Decreto 49/2004, de 19 de 
enero, sobre homologación de planes de estudios y títulos de carácter oficial y validez en 
todo el territorio nacional, y de acuerdo con lo dispuesto en Real Decreto 1422/1990, de 26 
de octubre, modificado por Real Decreto 386/1991, de 22 de marzo, por el que se establece 
el título de Diplomado en Ciencias Empresariales y las directrices generales propias de los 
planes de estudios conducentes a la obtención del mismo, y demás normas dictadas en su 
desarrollo.

Por otra parte, existe informe favorable de la Dirección General de Universidades del 
Ministerio de Educación y Ciencia en relación con el cumplimiento de los requisitos básicos 
previstos en el Real Decreto 557/1991, de 12 de abril, sobre creación y reconocimiento de 
universidades y centros universitarios, vigente en lo que no se oponga a la Ley Orgáni-
ca 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

Acreditada tanto la homologación del plan de estudios por el Consejo de Coordinación 
Universitaria como el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 4.3 de la men-
cionada Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 35.4 de dicha norma, procede la homologación del referido título.

35
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En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación y Ciencia, el Consejo de Minis-
tros, en su reunión del día 24 de febrero de 2006, acuerda:

Primero. Homologación del título.–Se homologa el título de Diplomado en Ciencias 
Empresariales, de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales, de la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia.

Segundo. Publicación del plan de estudios.–Según prevé el artículo 5 del Real Decre-
to 49/2004, de 19 de enero, la Universidad deberá ordenar la publicación en el Boletín Ofi-
cial del Estado del plan de estudios homologado conducente a la obtención del mencionado 
título.

Tercero. Autorización de la impartición de enseñanzas.–Publicado el plan de estu-
dios, la Dirección General de Universidades del Ministerio de Educación y Ciencia podrá 
autorizar, si así lo estima procedente, el inicio de la impartición de las referidas enseñanzas 
y la Universidad Nacional de Educación a Distancia podrá expedir, a partir de ese momento, 
los correspondientes títulos.

Cuarto. Evaluación del desarrollo efectivo de las enseñanzas.–De conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 35.5 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universi-
dades, y en el artículo 7 del Real Decreto 49/2004, de 19 de enero, transcurrido el período 
de implantación del plan de estudios, la Universidad deberá someter a evaluación de la 
Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación el desarrollo efectivo de las 
correspondientes enseñanzas.

Quinto. Expedición del título.–Los títulos serán expedidos en nombre del Rey por el 
Rector de la Universidad Nacional de Educación a Distancia, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 34.2 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y 
demás normas vigentes, con expresa mención del presente acuerdo.

Sexto. Habilitación para la adopción de medidas para la aplicación del acuerdo.–
Por la Ministra de Educación y Ciencia, en el ámbito de sus competencias, se adoptarán las 
medidas necesarias para la aplicación del presente acuerdo.

CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 468/2006, de 21 de 
abril, por el que se establecen los umbrales de renta y patrimo-
nio familiar y las cuantías de las becas y ayudas al estudio del 
Ministerio de Educación y Ciencia para el curso 2006-2007. 
(«Boletín Oficial del Estado» 29-IV-2006.)

Advertido error en el Real Decreto 468/2006, de 21 de abril, por el que se establecen 
los umbrales de renta y patrimonio familiar y las cuantías de las becas y ayudas al estudio 
del Ministerio de Educación y Ciencia para el curso 2006-2007, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 96, de 22 de abril de 2006, se procede a efectuar la oportuna 
rectificación:

En la página 15591, primera columna, en el artículo 7.3, donde dice: «... cuando la 
minusvalía sea de grado igual o superior al 75 por ciento»; debe decir: «... cuando la minus-
valía sea de grado igual o superior al 65 por ciento».

35
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RESOLUCIÓN de 18 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado 
de Universidades e Investigación, por la que se dispone la publi-
cación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de enero 
de 2006, por el que se homologa el título de Ingeniero Técnico 
Industrial, especialidad en Química Industrial, de la Escuela 
Técnica Superior de Ingeniería, de la Universidad Autónoma de 
Barcelona. («Boletín Oficial del Estado» 11-V-2006.)

El Consejo de Ministros, en su reunión de 27 de enero de 2006, ha adoptado el Acuerdo 
por el que se homologa el título de Ingeniero Técnico Industrial, especialidad en Química 
Industrial, de la Escuela Técnica Superior de Ingeniería, de la Universidad Autónoma de 
Barcelona.

Para general conocimiento, esta Secretaría de Estado de Universidades e Investigación 
ha resuelto disponer la publicación en el Boletín Oficial del Estado del citado Acuerdo como 
Anexo a la presente Resolución.

Madrid, 18 de abril de 2006.–El Secretario de Estado, Salvador Ordóñez Delgado.

Sra. Directora General de Universidades.

ANEXO

Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se homologa el título de Ingeniero Técni-
co Industrial, especialidad en Química Industrial, de la Escuela Técnica Superior de 

Ingeniería, de la Universidad Autónoma de Barcelona

La Universidad Autónoma de Barcelona ha aprobado el plan de estudios de las ense-
ñanzas que conducen a la obtención del título universitario de Ingeniero Técnico Industrial, 
especialidad en Química Industrial, de carácter oficial y validez en todo el territorio nacio-
nal, de la Escuela Técnica Superior de Ingeniería, cuya implantación ha sido autorizada por 
la Generalidad de Cataluña.

El mencionado plan de estudios ha sido homologado por el Consejo de Coordinación 
Universitaria, en virtud de lo previsto en el artículo 4 del Real Decreto 49/2004, de 19 de 
enero, sobre homologación de planes de estudios y títulos de carácter oficial y validez en 
todo el territorio nacional, y de acuerdo con lo dispuesto en Real Decreto 1405/1992, de 20 
de noviembre, modificado por Real Decreto 50/1995, de 20 de enero, por el que se establece 
el título de Ingeniero Técnico Industrial, especialidad en Química Industrial, y las directri-
ces generales propias de los planes de estudios conducentes a la obtención del mismo, y 
demás normas dictadas en su desarrollo.

Por otra parte, existe informe favorable de la Comunidad Autónoma en relación con el 
cumplimiento de los requisitos básicos previstos en el Real Decreto 557/1991, de 12 de 
abril, sobre creación y reconocimiento de universidades y centros universitarios, vigente en 
lo que no se oponga a la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

Acreditada tanto la homologación del plan de estudios por el Consejo de Coordinación 
Universitaria como el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 4.3 de la men-
cionada Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 35.4 de dicha norma, procede la homologación del referido título.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación y Ciencia, el Consejo de Minis-
tros, en su reunión del día 27 de enero de 2006, acuerda:

Primero. Homologación del título.–Se homologa el título de Ingeniero Técnico 
Industrial, especialidad en Química Industrial, de la Escuela Técnica Superior de Ingeniería, 
de la Universidad Autónoma de Barcelona.

Segundo. Publicación del plan de estudios.–Según prevé el artículo 5 del Real Decre-
to 49/2004, de 19 de enero, la Universidad deberá ordenar la publicación en el Boletín Ofi-
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cial del Estado del plan de estudios homologado conducente a la obtención del mencionado 
título.

Tercero. Autorización de la impartición de enseñanzas.–Publicado el plan de estu-
dios, la Generalidad de Cataluña podrá autorizar, si así lo estima procedente, el inicio de la 
impartición de las referidas enseñanzas y la Universidad Autónoma de Barcelona podrá 
expedir, a partir de ese momento, los correspondientes títulos.

Cuarto. Evaluación del desarrollo efectivo de las enseñanzas.–De conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 35.5 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universi-
dades, y en el artículo 7 del Real Decreto 49/2004, de 19 de enero, transcurrido el período 
de implantación del plan de estudios, la Universidad deberá someter a evaluación de la 
Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación el desarrollo efectivo de las 
correspondientes enseñanzas.

Quinto. Expedición del título.–Los títulos serán expedidos en nombre del Rey por el 
Rector de la Universidad Autónoma de Barcelona, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 34.2 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y demás 
normas vigentes, con expresa mención del presente acuerdo.

Sexto. Habilitación para la adopción de medidas para la aplicación del acuerdo.–
Por la Ministra de Educación y Ciencia, en el ámbito de sus competencias, se adoptarán las 
medidas necesarias para la aplicación del presente acuerdo.

ORDEN ECI/1519/2006, de 11 de mayo, por la que se establecen 
los criterios generales para la determinación y realización de 
los requisitos formativos complementarios previos a la homolo-
gación de títulos extranjeros de educación superior. («Boletín 
Oficial del Estado» 19-V-2006.)

El Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan las condiciones de 
homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros de educación superior, 
modificado por el Real Decreto 309/2005, de 18 de marzo, establece en su artículo 17 la 
posibilidad de que la homologación de un título extranjero quede condicionada a la previa 
superación por el interesado de unos requisitos formativos complementarios cuando se 
detecten carencias en la formación extranjera en relación con la exigida para la obtención 
del título español con el que se pretende homologar.

Hasta la publicación de los indicados reales decretos, la normativa anterior únicamente 
preveía la posibilidad de subsanar dichas carencias en la formación a través de la superación 
de una prueba de conjunto. El procedimiento actual de homologación, además de prever 
este mecanismo, denominado ahora prueba de aptitud, amplía la posibilidad de llevar a cabo 
dichos requisitos formativos complementarios a través de un período de prácticas, de la 
realización de un proyecto o trabajo o de la asistencia a cursos tutelados en las universidades 
españolas.

Esta orden desarrolla las normas generales que deben regir la ordenación y el cumpli-
miento de los requisitos formativos complementarios a los que se ha hecho referencia, así 
como las específicas que afectan a cada una de ellas.

En su virtud, previo informe favorable del Consejo de Coordinación Universitaria y con 
la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas, dispongo:

37
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38 CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Motivación.

Las resoluciones por las que se acuerde que la homologación de un título extranjero de 
educación superior quede condicionada a la previa superación de requisitos formativos 
complementarios deberán ser motivadas, con indicación expresa de las carencias de forma-
ción que justifiquen su exigencia.

Artículo 2. Tipos de requisitos formativos complementarios.

Los requisitos formativos complementarios que se exijan para subsanar las carencias 
formativas apreciadas podrán consistir en la superación de una prueba de aptitud, la realiza-
ción de un período de prácticas, la realización de un proyecto o trabajo o la asistencia a 
cursos tutelados.

Artículo 3. Determinación de la forma de realización de los requisitos.

Los comités técnicos establecidos en el artículo 10 del Real Decreto 285/2004, de 20 de 
febrero, modificado por el Real Decreto 309/2005, de 18 de marzo, determinarán en cada 
informe la forma o las formas a través de las cuales podrán realizarse los requisitos formati-
vos complementarios a cuya superación quede condicionada la homologación del título.

Artículo 4. Posibilidad de opción entre requisitos.

Cuando la resolución que se dicte permita más de un mecanismo para la superación de 
los requisitos formativos complementarios, la opción por uno de ellos le corresponderá al 
interesado. Esta opción podrá modificarse libremente, aunque ello no afectará, en ningún 
caso, al plazo máximo de dos años en que debe producirse la superación de los requisitos 
formativos complementarios, de acuerdo con el artículo 17.5 del Real Decreto 285/2004, 
de 20 de febrero.

Artículo 5. Libre elección de universidad.

Una vez comunicada al interesado la correspondiente resolución por la que se condicio-
na la homologación de su título extranjero a la previa superación de complementos formati-
vos, aquel podrá dirigirse a la universidad española que libremente elija y que tenga total-
mente implantados los estudios conducentes a la obtención del título español al cual se 
refiere la homologación, para solicitar la realización de los requisitos formativos comple-
mentarios, a través de alguna de las fórmulas indicadas en la resolución.

Artículo 6. Plazo para la superación de los requisitos formativos.

Los requisitos formativos complementarios deberán superarse en el plazo de dos años, 
contado desde la notificación de la resolución. En caso contrario, la homologación condicio-
nada perderá su eficacia, sin perjuicio de que, a partir de ese momento, el interesado pueda 
solicitar la convalidación por estudios parciales.

Artículo 7. Certificado acreditativo.

La universidad en la que se produzca la completa y definitiva superación de los requisi-
tos formativos complementarios expedirá a favor del interesado el correspondiente certifica-
do acreditativo. El interesado deberá acreditar ante la Subdirección General de Títulos, 
Convalidaciones y Homologaciones del Ministerio de Educación y Ciencia, mediante dicho 
certificado, la superación de los requisitos formativos complementarios, como requisito 
previo para la expedición de la credencial de homologación.
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38CAPÍTULO II

Normas relativas a la prueba de aptitud

Artículo 8. Realización de las pruebas en una universidad.

Las pruebas de aptitud se realizarán en la universidad española, elegida libremente por 
el interesado, que tenga totalmente implantados los estudios conducentes a la obtención del 
correspondiente título español.

Artículo 9. Naturaleza de las pruebas.

Las pruebas de aptitud deberán consistir en un examen sobre los conocimientos acadé-
micos del solicitante referidos a los contenidos formativos comunes respecto de los que se 
hayan identificado deficiencias formativas.

Artículo 10. Alcance de las pruebas.

El contenido de dicha prueba deberá abarcar todas las asignaturas en las que se organi-
cen los contenidos formativos comunes que se mencionen en la resolución que exija la 
prueba, de conformidad con el plan de estudios conducente a la obtención del título español 
a que se refiera la resolución y que esté vigente en la universidad a la que se haya dirigido el 
interesado.

Artículo 11. Convocatorias mínimas anuales.

Las universidades, para celebrar pruebas de aptitud en una o varias de las titulaciones 
que tengan totalmente implantadas, deberán realizar al menos dos convocatorias anuales en 
los períodos que estimen convenientes, que podrán coincidir o no con los propios de las 
convocatorias oficiales.

Artículo 12. Publicidad de las convocatorias.

Las universidades garantizarán la debida publicidad de las convocatorias de las pruebas 
de aptitud, que se anunciarán con una antelación de, al menos, 30 días naturales a la fecha 
de su realización.

Artículo 13. Publicidad del programa de cada materia o contenido.

Las universidades, previa la convocatoria de las pruebas de aptitud, deberán publicar, al 
principio de cada curso académico, un programa único por cada una de las materias tronca-
les o contenidos formativos comunes susceptibles de integrar el contenido de las referidas 
pruebas.

Artículo 14. Tribunal calificador.

Con el fin de evaluar las mencionadas pruebas y una vez finalizado el plazo de inscrip-
ción para su realización, las universidades constituirán el correspondiente tribunal califica-
dor para cada una de las titulaciones españolas respecto de las que se vayan a celebrar dichas 
pruebas.

El tribunal estará constituido por cinco profesores doctores que impartan enseñanzas en 
las materias incluidas en las pruebas de aptitud.

Artículo 15. Publicidad de las calificaciones y reclamaciones.

Al término de cada convocatoria, las universidades harán pública una relación nominal 
con las calificaciones obtenidas por los interesados que se expresarán en términos de «apto» 
o «no apto». A partir de la publicación de tales relaciones, los solicitantes podrán formular 
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38 las reclamaciones que estimen oportunas, según el procedimiento previsto en los estatutos o 
normas de organización y funcionamiento de cada universidad para sus estudiantes.

CAPÍTULO III

Normas relativas al período de prácticas

Artículo 16. Objetivo del período de prácticas.

La realización de un período de prácticas tiene como objetivo conseguir que el titulado 
extranjero obtenga una formación integral que armonice los conocimientos académicos con 
los aspectos prácticos del entorno profesional relacionado con el título español cuya homo-
logación se solicita.

Artículo 17. Características del período de prácticas.

El período de prácticas a cuya superación quede condicionada la homologación de un 
título extranjero se desarrollará con arreglo a un programa cuya modalidad, duración y eva-
luación se determinará por la universidad. Las condiciones de realización de dichas prácti-
cas serán las establecidas por las universidades para sus respectivos alumnos. En todo caso, 
la duración máxima del período de prácticas será de 500 horas.

Artículo 18. Acreditación de centros.

Cuando el período de prácticas no vaya a desarrollarse en un centro propio de la univer-
sidad, dicho centro deberá estar acreditado para la docencia. En los centros asistenciales tal 
acreditación vendrá dada por la autoridad pública sanitaria competente; para los demás 
casos, la acreditación de los centros corresponderá a la universidad conforme a normas y 
criterios objetivos previamente establecidos y publicados.

Artículo 19. Responsable del período de prácticas.

La asignación previa, el seguimiento y la valoración del período de prácticas serán 
realizados por el órgano responsable que la universidad determine, el cual nombrará un tutor 
de su propia plantilla entre profesores con la misma formación de grado que la del titulado 
extranjero.

Cuando el período de prácticas no se desarrolle en un centro propio de la universidad, 
esta designará, además, un tutor externo entre el personal del centro, que deberá poseer al 
menos la misma formación de grado que el titulado extranjero.

Artículo 20. Inexistencia de relación laboral.

La realización del período de prácticas no implicará ninguna relación contractual entre 
la entidad o institución en la que se realice y el titulado extranjero, ni podrá concertarse 
durante dicho período ninguna relación laboral entre ambos.

Artículo 21. Evaluación y reclamaciones.

El período de prácticas finalizará con una memoria o trabajo que deberá realizar el 
titulado extranjero y que valorará el tutor con la calificación de «apto» o «no apto». Los 
solicitantes que no estén de acuerdo con la calificación obtenida podrán formular las recla-
maciones que estimen oportunas, según el procedimiento previsto en los estatutos o normas 
de organización y funcionamiento de cada universidad para sus estudiantes.



– 217 –

38CAPÍTULO IV

Normas relativas a la realización de un proyecto o trabajo

Artículo 22. Superación de los requisitos formativos complementarios mediante la reali-
zación de un proyecto o trabajo.

La superación de los requisitos formativos complementarios podrá llevarse a cabo 
mediante la realización de un proyecto o trabajo que integre los contenidos formativos 
comunes del título español respecto de los que se hubieran detectado las correspondientes 
deficiencias. Dicho proyecto o trabajo se desarrollará bajo la tutela de la universidad a la que 
libremente se dirija el interesado que tenga totalmente implantados los estudios españoles 
conducentes a la obtención del título al cual se refiere la homologación.

Artículo 23. Regulación específica de estos proyectos.

Las universidades podrán establecer una regulación específica relativa a la elaboración 
de esta clase de proyectos. En caso contrario, se entenderán aplicables, con las adaptaciones 
pertinentes, las normas que tengan establecidas para la realización de los proyectos de fin de 
carrera.

Artículo 24. Plazo y valoración del proyecto.

El proyecto o trabajo deberá iniciarse y concluirse dentro de un mismo curso académi-
co. Su valoración recibirá la calificación de «apto» o «no apto».

Artículo 25. Publicidad de las calificaciones y reclamaciones.

Al término de cada curso académico, las universidades harán pública una relación 
nominal con las calificaciones obtenidas por los interesados en los proyectos o trabajos. A 
partir de la publicación de tales relaciones, los solicitantes podrán formular las reclamacio-
nes que estimen oportunas, según el procedimiento previsto en los estatutos o normas de 
organización y funcionamiento de cada universidad para sus estudiantes.

CAPÍTULO V

Asistencia a cursos tutelados

Artículo 26. Organización de cursos tutelados.

Las universidades podrán organizar cursos tutelados, de carácter individual o colectivo, 
que integren los contenidos formativos comunes a los que se haya condicionado la obten-
ción de la homologación de un título extranjero.

Artículo 27. Regulación de los cursos.

La formalización de la matrícula en dicho curso, así como los demás extremos inheren-
tes a su realización, se establecerán con arreglo a lo dispuesto en cada universidad. En todo 
caso, la duración del curso tutelado no será superior a la de un curso académico.

Artículo 28. Régimen de precios públicos.

En las universidades públicas los cursos tutelados que se organicen deberán estar some-
tidos al régimen de precios públicos.
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38 Artículo 29. Publicidad de las calificaciones y reclamaciones.

A la finalización del curso la universidad hará pública una relación nominal con las 
calificaciones obtenidas por los interesados en la que se especificará, en cada caso, la men-
ción «apto» o «no apto» de las materias que lo integran. A partir de la publicación de tales 
relaciones, los solicitantes podrán formular las reclamaciones que estimen oportunas, según 
el procedimiento previsto en los estatutos o normas de organización y funcionamiento de 
cada universidad para sus estudiantes.

Artículo 30. Superación de las materias una sola vez.

Las materias superadas por el titulado extranjero a la finalización del curso no podrán 
volver a formar parte del contenido de un nuevo curso tutelado en la misma o distinta uni-
versidad a la que se dirija el interesado.

Disposición transitoria única. Expedientes en tramitación.

Los expedientes de homologación de títulos extranjeros de educación superior inicia-
dos con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, 
continuarán su tramitación y se resolverán de acuerdo con la normativa vigente en el 
momento de su iniciación, de acuerdo con lo señalado en la disposición transitoria primera 
de dicho real decreto.

Esta orden podrá aplicarse a los expedientes de homologación iniciados antes de su 
entrada en vigor, pero con posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 285/2004, 
de 20 de febrero, siempre que todavía no se hayan sometido al informe preceptivo a que se 
refiere el artículo 10 de dicho real decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada la Orden de 21 de julio de 1995, por la que se establecen los criterios 
generales para la realización de pruebas de conjunto previas a la homologación de títulos 
extranjeros de educación superior, sin perjuicio de que siga siendo aplicable a los expe-
dientes iniciados y resueltos de acuerdo con el Real Decreto 86/1987, de 16 de enero, por 
el que se regulaban las condiciones de homologación de títulos extranjeros de educación 
superior, así como a los expedientes informados con anterioridad a la entrada en vigor de 
esta orden.

Disposición final primera. Desarrollo.

Se autoriza a la Dirección General de Universidades y a la Secretaría General Técnica 
del Ministerio de Educación y Ciencia a dictar las instrucciones necesarias para la aplica-
ción de esta orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 11 de mayo de 2006.–La Ministra de Educación y Ciencia, Mercedes Cabrera 
Calvo-Sotelo.

Sr. Secretario de Estado de Universidades e Investigación.–Sr. Subsecretario de Educación y 
Ciencia.–Sr. Secretario General Técnico.
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RESOLUCIÓN de 27 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado 
de Universidades e Investigación, por la que se dispone la 
publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 de 
marzo de 2006, por el que se homologa el título de Arquitecto, 
de la Escuela Politécnica Superior, de la Universidad Francisco 
de Vitoria. («Boletín Oficial del Estado» 24-V-2006.)

El Consejo de Ministros, en su reunión de 24 de marzo de 2006, ha adoptado el Acuer-
do por el que se homologa el título de Arquitecto, de la Escuela Politécnica Superior, de la 
Universidad Francisco de Vitoria.

Para general conocimiento, esta Secretaría de Estado de Universidades e Investigación 
ha resuelto disponer la publicación en el Boletín Oficial del Estado del citado Acuerdo, 
como Anexo a la presente Resolución.

Madrid, 27 de abril de 2006.–El Secretario de Estado, Salvador Ordóñez Delgado.

Sra. Directora General de Universidades.

ANEXO

Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se homologa el título de Arquitecto, de la 
Escuela Politécnica Superior, de la Universidad Francisco de Vitoria

La Universidad Francisco de Vitoria, reconocida como Universidad privada por Ley 
7/2001, de 3 de julio, de la Asamblea de Madrid, ha aprobado el plan de estudios de las 
enseñanzas que conducen a la obtención del título universitario de Arquitecto, de carácter 
oficial y validez en todo el territorio nacional, de la Escuela Politécnica Superior, cuya 
implantación ha sido autorizada por la Comunidad de Madrid.

El mencionado plan de estudios ha sido homologado por el Consejo de Coordinación 
Universitaria, en virtud de lo previsto en el artículo 4 del Real Decreto 49/2004, de 19 de 
enero, sobre homologación de planes de estudios y títulos de carácter oficial y validez en 
todo el territorio nacional, y de acuerdo con lo dispuesto en Real Decreto 4/1994, de 14 de 
enero, por el que se establece el título de Arquitecto y las directrices generales propias de los 
planes de estudios conducentes a la obtención del mismo, y demás normas dictadas en su 
desarrollo.

Por otra parte, existe informe favorable de la Comunidad Autónoma en relación con el 
cumplimiento de los requisitos básicos previstos en el Real Decreto 557/1991, de 12 de 
abril, sobre creación y reconocimiento de universidades y centros universitarios, vigente en 
lo que no se oponga a la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

Acreditada tanto la homologación del plan de estudios por el Consejo de Coordinación 
Universitaria como el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 4.3 de la men-
cionada Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 35.4 de dicha norma, procede la homologación del referido título.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación y Ciencia, el Consejo de Minis-
tros, en su reunión del día 24 de marzo de 2006, acuerda:

Primero. Homologación del título.–Se homologa el título de Arquitecto, de la Escue-
la Politécnica Superior, de la Universidad Francisco de Vitoria.

Segundo. Publicación del plan de estudios.–Según prevé el artículo 5 del Real Decre-
to 49/2004, de 19 de enero, la Universidad deberá ordenar la publicación en el Boletín Ofi-
cial del Estado del plan de estudios homologado conducente a la obtención del mencionado 
título.

Tercero. Autorización de la impartición de enseñanzas.–Publicado el plan de estu-
dios, la Comunidad de Madrid podrá autorizar, si así lo estima procedente, el inicio de la 
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impartición de las referidas enseñanzas y la Universidad Francisco de Vitoria podrá expedir, 
a partir de ese momento, los correspondientes títulos.

Cuarto. Evaluación del desarrollo efectivo de las enseñanzas.–De conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 35.5 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universi-
dades, y en el artículo 7 del Real Decreto 49/2004, de 19 de enero, transcurrido el período 
de implantación del plan de estudios, la Universidad deberá someter a evaluación de la 
Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación el desarrollo efectivo de las 
correspondientes enseñanzas.

Quinto. Expedición del título.–Los títulos serán expedidos en nombre del Rey por el 
Rector de la Universidad Francisco de Vitoria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
34.2 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y demás normas 
vigentes, con expresa mención del presente acuerdo.

Sexto. Habilitación para la adopción de medidas para la aplicación del acuerdo.–
Por la Ministra de Educación y Ciencia, en el ámbito de sus competencias, se adoptarán las 
medidas necesarias para la aplicación del presente acuerdo.

39
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

CORRECCIÓN de errores de la Orden PRE/572/2006, de 28 de 
febrero, por la que se desarrolla el Real Decreto 1665/1991, 
de 25 de octubre, regulador del sistema general de reconoci-
miento de títulos de Enseñanza Superior de los Estados miem-
bros de la Unión Europea y otros Estados partes en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, que exigen una forma-
ción mínima de tres años de duración en lo que afecta a las 
profesiones cuya relación corresponde al Ministerio de Indus-
tria, Turismo y Comercio. («Boletín Oficial del Estado» 23-V-
2006.)

Advertido error en la Orden PRE/572/2006, de 28 de febrero, por la que se desarrolla el 
Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre, regulador del sistema general de reconocimiento 
de títulos de Enseñanza Superior de los Estados miembros de la Unión Europea y otros 
Estados partes en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que exigen una forma-
ción mínima de tres años de duración en lo que afecta a las profesiones cuya relación corres-
ponde al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, publicada en el «Boletín Oficial del 
Estado» n.º 53, de 3 de marzo, se procede a efectuar la oportuna rectificación:

Se sustituye el apartado séptimo 1 por el que a continuación se transcribe:

«Séptimo. Tramitación de las solicitudes.

1. Completada la documentación, se recabarán, en su caso, según proceda, informes 
de los centros directivos de la Secretaría General de Industria, de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, de la Secretaría General de 
Turismo y de la Secretaría General de Energía, así como, excepcionalmente, del Ministerio 
de Educación y Ciencia y del Colegio Profesional o Consejo General que corresponda, a 
efectos de comparar la formación exigida en España con la recibida por el solicitante y el 
ámbito de actividades profesionales a que faculta el título en uno u otro Estado miembro. La 
comparación se realizará sobre la base de las materias consideradas fundamentales para el 
ejercicio de cada profesión.»
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MINISTERIO DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

REAL DECRETO 678/2006, de 2 de junio, por el que se modifica 
el Real Decreto 1553/2004, de 25 de junio, por el que se desa-
rrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia. («Boletín Oficial del Estado» 3-VI-2006.)

El Consejo de Coordinación Universitaria es el máximo órgano consultivo y de coordi-
nación del sistema universitario. Le corresponden las funciones de consulta sobre política 
universitaria y las de coordinación, programación, informe, asesoramiento y propuesta en 
las materias relativas al sistema universitario.

En el ejercicio de las funciones que le corresponden, el Consejo de Coordinación Uni-
versitaria deberá procurar la permanente mejora del conjunto del sistema universitario 
español.

Dicho sistema está experimentando una profunda transformación. La transición hacia 
la sociedad del conocimiento genera nuevas y diversas demandas sociales a las que las uni-
versidades han de dar respuesta eficaz. Por otra parte, la creciente internacionalización de la 
educación superior y la apertura de macroespacios de cooperación académica y científica, 
como el Espacio Europeo de Educación Superior y el Espacio Iberoamericano del Conoci-
miento, requieren importantes reformas y también nuevos instrumentos y estructuras para la 
cooperación.

Las universidades se están dotando de una periferia innovadora de estructuras y entida-
des, públicas y privadas, que actúan en ámbitos de especial interés estratégico como son los 
de la generación y transferencia del conocimiento, la formación permanente y la aplicación 
de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Además, es cada vez más fre-
cuente encontrar modelos híbridos de enseñanza presencial-no presencial y las bibliotecas 
son hoy centros interconectados de recursos para el aprendizaje.

Estas transformaciones vienen acompañadas de cambios relevantes en los perfiles del 
personal vinculado a la actividad universitaria, tanto en el ámbito de la gestión como en los 
de la docencia y la investigación.

Con la aprobación de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, se 
crearon nuevas figuras contractuales, en régimen laboral, que permiten a las universidades 
públicas incorporar personal docente e investigador contratado por tiempo indefinido, sin más 
limitación que la de que este personal, computado en equivalencias a tiempo completo, no 
supere el 49 por ciento del total del personal docente e investigador de la universidad.

En cuanto al ámbito de la gestión, la variedad de las nuevas estructuras universitarias 
que se precisan para impulsar la innovación y la cooperación con el sector productivo ha 
inducido la contratación de personal especializado con experiencia en los sectores público y 
privado.

Hoy en día, el sistema universitario español es mucho más diverso y complejo que 
aquel que dio nacimiento al Consejo. Todas las comunidades autónomas ejercen plenamente 
sus competencias en educación superior y una sociedad diferente, la sociedad del conoci-
miento, genera otras demandas que se suman a las tradicionales.
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En este nuevo contexto, se plantea la necesidad de contar al frente de la Secretaría Gene-
ral del Consejo de Coordinación Universitaria, para el cumplimiento óptimo de sus funcio-
nes, con un directivo con un perfil específico en el que concurran, entre otros aspectos, un 
profundo conocimiento del sistema universitario español y de los de otros países; competen-
cia y experiencia en la gestión de proyectos, tanto en el ámbito público como en el privado, y 
contrastada capacidad para la coordinación de actuaciones y el fomento de la cooperación 
entre instituciones.

Todo ello hace que el perfil de su responsable deba revestir un carácter multifuncional 
y una experiencia en sectores tanto públicos como privados.

Por tanto, este real decreto tiene por objeto aplicar la excepción prevista en el artícu-
lo 18.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado, al titular de la Secretaría General del Consejo de Coordinación 
Universitaria, que tiene rango de Director General al sustituir al Secretario General del Con-
sejo de Universidades, que tenía tal rango de conformidad con el artículo 1 del Real Decre-
to 1212/1985, de 17 de julio, por el que se regula la Secretaría General del Consejo de Uni-
versidades, el cual mantiene su vigencia en virtud de lo dispuesto en la disposición 
transitoria segunda del Reglamento del Consejo de Coordinación Universitaria.

En su virtud, a iniciativa de la Ministra de Educación y Ciencia, a propuesta del Minis-
tro de Administraciones Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 2 de junio de 2006, dispongo:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 1553/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Educación y Ciencia.

Se añade un párrafo segundo a la letra a) del artícu lo 2.8 del Real Decreto 1553/2004, 
de 25 de junio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Edu-
cación y Ciencia, con la siguiente redacción:

«El Secretario General del Consejo de Coordinación Universitaria, responsable de su 
gestión administrativa y económica, tendrá rango de Director General, y de conformidad 
con lo previsto en el artículo 18.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado, no será preciso que ostente la condi-
ción de funcionario, en atención a las características específicas de sus funciones.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 2 de junio de 2006.–Juan Carlos R.–El Ministro de Administra-
ciones Públicas, Jordi Sevilla Segura.
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UNIVERSIDADES

ACUERDO de 30 de mayo de 2006, del Consejo de Coordinación 
Universitaria, por el que se fijan los límites de precios por estu-
dios conducentes a la obtención de títulos universitarios oficiales 
para el curso 2006-2007. («Boletín Oficial del Estado» 
10-VI-2006.)

El Consejo de Coordinación Universitaria, en sesión de sus Comisiones Mixta y de 
Coordinación celebradas el 30 de mayo de 2006, y de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 81.3.b) de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades («Boletín 
Oficial del Estado» de 24 de diciembre), acuerda:

Los límites de los precios académicos y demás derechos por estudios conducentes a la 
obtención de títulos universitarios oficiales para el curso 2006-2007 serán:

Límite mínimo: El resultante de incrementar los precios oficiales establecidos para el 
curso 2005 -2006 de acuerdo con la tasa de variación interanual del Índice de Precios al 
Consumo desde el 30 de abril de 2005 al 30 de abril de 2006, (esto es, el 3,9 por 100) para 
el conjunto de las enseñanzas en el ámbito de las competencias de las distintas Administra-
ciones Públicas, tanto si están organizadas en cursos como en créditos.

Límite máximo: El resultante de incrementar en cuatro puntos el límite mínimo esta-
blecido en el párrafo anterior.

Los precios públicos de los nuevos estudios universitarios de postgrado regulados por 
el Real Decreto 56/2005, de 21 de enero, modificado por el RD 1509/2005, de 16 de diciem-
bre, se establecerán entre 13 y 28 euros el crédito. Excepcionalmente las Comunidades 
Autónomas podrán modificar el límite superior hasta un máximo equivalente al 30% del 
coste.

Madrid, 30 de mayo de 2006.–La Secretaria General del Consejo de Coordinación 
Universitaria, P. S. (RD 1504/2003, de 28 de noviembre), la Vicesecretaria General, María 
Pilar López Luna.
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